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Resumen ejecutivo
Ana Carcedo, Larraitz Lexartza, Mirta Kennedy,					   
María José Chaves y Alejandra Paniagua

Durante la pandemia de COVID-19, los Estados de la región latinoamericana 
toman decisiones que afectan en forma repentina y profunda la cotidianidad 
y las relaciones humanas. Prácticamente todos los aspectos de la vida en so-
ciedad han sido alterados, en ocasiones, en forma muy negativa. Después de 
dos años de declarada la emergencia sanitaria, la recuperación en muchas 
áreas es aún lejana; en otras, los Estados, en general, no muestran intención 
de revertir los retrocesos y deterioros. 

En este último caso, se encuentran el trabajo docente y el de cuidados, aun 
cuando se trata de dos de las actividades que más han sido afectadas durante 
la pandemia. No debe ignorarse que ambas son muy feminizadas, lo que faci-
lita su desvalorización a pesar de ser imprescindibles para la reproducción de 
la vida y la sociedad. 

En el año 2021, la Internacional de la Educación de América Latina publica 
un estudio realizado por CEFEMINA titulado Sostener el futuro: educar y 
cuidar sin recursos ni apoyo. Se trata de un estudio exploratorio cuyo obje-
tivo es “Conocer los impactos de la pandemia y de las medidas adoptadas 
por los gobiernos en este contexto, para las docentes sindicalizadas en 
El Salvador, Honduras, Costa Rica, Colombia, Perú, Paraguay, Argentina y 
Brasil” (IEAL, 2021).

A partir de los hallazgos y conclusiones de este estudio, la IEAL le encarga a 
CEFEMINA la realización de una nueva investigación que profundiza algunos 
aspectos, la cual tiene como objetivo general: Conocer las medidas tomadas 
con ocasión de la pandemia del COVID-19 que han incidido sobre la preca-
rización de las condiciones del trabajo de las educadoras y sobre la crisis de 
los cuidados en Honduras, El Salvador, Costa Rica, Colombia, Perú, Brasil, 
Paraguay y Argentina.
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Este estudio es de carácter cualitativo con el apoyo de información cuantitati-
va cuando es posible. Se definen dos dimensiones de investigación: 

1. Los impactos de las medidas tomadas en cada uno de los ocho países en las condicio-
nes de trabajo del sector de la educación y, en particular, de las mujeres docentes.

2. Los impactos de las medidas tomadas en cada uno de los 8 países en la crisis de cui-
dados y en particular en las mujeres docentes.

En la primera dimensión, se profundiza en dos aspectos: los impactos de la edu-
cación no presencial en las condiciones y derechos laborales del sector de edu-
cación, con énfasis en las mujeres docentes, y los impactos en la acción sindical.

En la segunda dimensión, se abordan tres aspectos: el uso del tiempo de mu-
jeres y hombres en el país y en las familias de las educadoras, las medidas to-
madas que afectan directamente los cuidados en las familias y otras medidas 
que pueden afectar indirectamente en ese mismo sentido.

Las fuentes empleadas han sido documentos de análisis sobre los temas in-
cluidos en este estudio; investigaciones realizadas previamente; publicaciones 
oficiales de los gobiernos; bases de datos, en particular las que dan seguimiento 
a las medidas adoptadas durante la pandemia (Observatorio COVID-19 en Amé-
rica Latina y el Caribe de la CEPAL, y Rastreador de respuesta global de género 
COVID-19 del PNUD); publicaciones, estudios y comunicados de los sindicatos 
y de la IEAL; y, ocasionalmente, publicaciones de prensa. Además, se contó con 
las encuestas a mujeres docentes aplicadas en el segundo semestre de 2021 en 
seis países (Honduras, El Salvador, Costa Rica, Colombia, Paraguay y Argentina) 
y las doce entrevistas colectivas a lideresas sindicales realizadas en los ocho 
países para el estudio anterior en 2020 y 2021.



Los hallazgos de los estudios realizados en los ocho países permiten plan-
tear algunas afirmaciones.

1. Salvo excepciones, los países incluidos en este estudio avanzan du-
rante la pandemia en su legislación y en sus políticas públicas hacia la 
reducción del tamaño del Estado, los recortes a la inversión social y el 
retroceso en la garantía de los derechos humanos de las personas tra-
bajadoras, lo cual incluye la desregulación y la precarización del trabajo

La agenda neoliberal está presente en muchos países de la región desde antes 
de la pandemia. En la mayoría de estos, la emergencia sanitaria llega en un 
contexto de austeridad fiscal, ataque a los derechos laborales, polarización 
social y desfinanciamiento de la inversión social, en particular de la educación. 

Durante la emergencia del COVID-19, en algunos países, se aprueban normas que 
avanzan en el mismo sentido. En Costa Rica la Ley para brindar seguridad jurídica 
sobre la huelga y sus procedimientos limita el derecho a huelga y los alcances de las 
convenciones colectivas. En Brasil se pretende una reforma administrativa que ataca 
de forma directa a empleadas y empleados públicos. En Paraguay, a escasos días de 
declarada la situación de emergencia por la pandemia, el Ejecutivo convocó a dife-
rentes instancias para impulsar una iniciativa anunciada previamente como reforma 
estructural del Estado paraguayo; se trata de un conjunto de medidas que incluyen 
el establecimiento de un límite al endeudamiento y al gasto corriente, el rediseño del 
sistema de contrataciones públicas, la creación de una superintendencia de jubilacio-
nes y pensiones y la reforma a la Ley de la Función Pública y la Carrera del Servicio 
Civil. En Honduras, fue intervenida la institución previsional del magisterio para el 
desvío de su capital a inversiones privadas. En Perú la movilización sindical frenó el 
intento de aprobar un conjunto de leyes que facilitarían la intervención de la institu-
ción de seguridad social privada perteneciente a las maestras y maestros, Derrama 
Magisterial, y normativas para tercerizar centros educativos a iniciativas privadas. 
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Entre las medidas adoptadas por los gobiernos, en algunos países, se otorgan 
amplios beneficios a las empresas, en ocasiones sin necesidad de demostrar 
afectación en su labor. En Costa Rica se aprueba la Ley Reducción de jornadas 
de trabajo y un reglamento que permite el despido, la suspensión de contrato 
laboral y la reducción de las jornadas y los salarios sin compensación para las 
personas trabajadoras. En Colombia se incluyó la flexibilización de las jorna-
das de trabajo como parte de las medidas adoptadas en ocasión del COVID-19.

Otra medida de este periodo es la disminución o suspensión temporal de las 
contribuciones empresariales a los sistemas de seguridad social. En Hondu-
ras se dejaron en suspenso las aportaciones por tres meses. En Colombia la 
controvertida aprobación del decreto 1174 permitió la creación de un Piso de 
Protección Social para las personas trabajadoras que laboran tiempo parcial y 
perciben un ingreso mensual inferior al salario mínimo mensual; para las or-
ganizaciones sindicales, este abre el portillo para la contratación por horas. En 
Costa Rica se baja a un 25% la base mínima contributiva en el seguro de salud 
y en el de pensiones durante los primeros seis meses de la pandemia. Otra 
tendencia en todos los países es el otorgamiento de créditos para las empre-
sas en condiciones más favorables a las previas y en Honduras la reducción de 
intereses de préstamos a los bancos. 

En algunos países, se toman medidas que afectan la estabilidad laboral y sala-
rial de quienes trabajan, así como su seguridad futura. La más nociva de estas 
es la ya mencionada autorización de despido sin responsabilidad ni compensa-
ción y sin garantía de reincorporación, o la suspensión de contratos, medidas 
que provocaron un aumento inédito del desempleo y la salida de millones de 
personas de la fuerza de trabajo, lo cual afectó desproporcionadamente a las 
mujeres trabajadoras. En Costa Rica y en Brasil, durante los primeros meses de 
la pandemia, se autorizó la reducción del salario y la jornada en parte o comple-
ta mediante acuerdos individuales entre el persona empleadora y persona tra-
bajadora, a cambio de una limitada compensación económica de emergencia. 
En Perú se aprobó la suspensión perfecta del empleo y del salario aplicable a las 



empresas que lo solicitaran. En Honduras las empresas pudieron enviar al paro 
a las trabajadoras y los trabajadores a cuenta de los días de vacaciones y feria-
dos, con suspensión de salario. No se aprobaron normativas para la protección 
del empleo, ni frente a los despidos o la reducción de horas de trabajo, no se 
aplicó la excedencia remunerada y no existe el seguro de desempleo.

Además, ha habido irrespeto de acuerdos previos de aumentos salariales y reco-
nocimientos. En Costa Rica el gobierno suspendió el aumento al salario base por 
un año y el pago de anualidades por dos años; adicionalmente, a las personas 
docentes en 2020 no se les pagó el incentivo Índice de Menor Desarrollo negocia-
do previamente en la convención colectiva. En Paraguay se suspendió en 2020 el 
aumento salarial previsto para avanzar hacia la equiparación del salario docen-
te con el salario mínimo. En Honduras no se hicieron efectivas las prestaciones 
como el pago de calificación académica y de quinquenios, también se retrasó el 
pago de salarios y de beneficios y despidos a docentes. En Perú , al finalizar 2021, 
aún no se había hecho efectivo el pago de la deuda social al magisterio.

En Perú y Honduras, se utilizaron los ahorros de trabajadoras y trabajadores 
como una de las fuentes de financiación de los programas sociales de asis-
tencia durante la emergencia. En Costa Rica, Honduras y Perú, se permitió 
que estos ahorros fueran utilizados por las personas que tenían sus contratos 
suspendidos, lo que ocasiona descapitalización de estos fondos y pérdidas en 
las proyecciones de las pensiones. En Colombia se permitió el retiro de las ce-
santías de las personas trabajadoras por disminución de sus ingresos. De esta 
manera, parte importante de los recursos que han permitido la sobrevivencia 
de la población en estos países han sido financiados por los ahorros de las 
trabajadoras y los trabajadores.

Se distancia de esta tendencia el gobierno de Argentina, el cual protegió el 
empleo a través de diversas medidas. Prohibió el despido y subvencionó los 
salarios de empresas afectadas por cierre o caída de la producción, de manera 
que la relación laboral se mantuvo, lo que amortiguó la pérdida de empleos. 
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Además, concedió a las empresas créditos favorables y, posteriormente, redu-
jo las deudas a empresas que aumentaron la planilla.

En el futuro es probable que, en la mayoría de los países, se traten de mantener 
y profundizar las tendencias antes señaladas para aprovechar un escenario no 
exento de riesgo de rebrotes de contagio masivo de COVID-19, lo cual contri-
buye a normalizar las condiciones de excepcionalidad dictadas por los Estados. 
Sin embargo, las respuestas de las organizaciones sociales y, en particular, de 
los sindicatos a las medidas de austeridad no han comenzado con la pandemia 
y se han sostenido en este período. En algunos países (Argentina, Honduras) ha 
habido cambios en el Ejecutivo que se orientan a dar preponderancia el bien-
estar de la población y a una mayor soberanía nacional frente a las tendencias 
neoliberales. En Colombia el estallido social contra políticas impulsadas por el 
gobierno de Iván Duque detuvo la reforma tributaria y al sistema de salud en 
un escenario de mucha violencia y represión. Estas son fuerzas que pueden in-
clinar la balanza hacia una recuperación de la crisis social y política, así como el 
restablecimiento de los derechos violentados durante la pandemia. 

2. Durante la pandemia, la mayoría de los países aprueban o modifican 
las leyes de teletrabajo, pero los Estados no enmarcan la educación no 
presencial en estas normas.

Entre 2020 y 2021, en Argentina, El Salvador y Paraguay, se aprueban leyes que 
regulan el teletrabajo. En el caso de Paraguay, antes de la adopción de la nueva 
norma, se aprobaron diferentes resoluciones relativas a esta modalidad de trabajo 
en el marco de la emergencia. En Costa Rica, en Colombia y en algunas jurisdiccio-
nes de Argentina, existían ya normas en este campo, pensadas fundamentalmente 
para las empresas privadas. En Brasil la Consolidación de Leyes del Trabajo (CLT) ya 
incluía algunas disposiciones en este ámbito. Sin embargo, durante la pandemia, se 
aprueban resoluciones provisionales que modifican lo dispuesto en la CLT con res-



pecto al teletrabajo, e incluyen también otras formas de trabajo a distancia. En Perú 
existía una ley de teletrabajo de 2013 que nunca se aplicó. Durante la pandemia, se 
aprobó un decreto ejecutivo de emergencia que, entre otras medidas excepciona-
les, autoriza al Ministerio de Educación a que, durante la emergencia sanitaria, las 
instituciones educativas públicas y privadas bajo su competencia presten servicios 
educativos remotos; seguidamente, se aprobó un segundo decreto que desarrolla 
disposiciones para el sector privado sobre el trabajo remoto, aplicables, por defec-
to, a las entidades públicas en lo que corresponda. En Honduras, sin marco norma-
tivo sobre el teletrabajo, las condiciones laborales de las trabajadoras y los trabaja-
dores que pasaron a esta modalidad dependieron de los acuerdos particulares con 
las empresas empleadoras. En Colombia, en el año 2021, se sumó a la normativa 
sobre trabajo a distancia la Ley de Trabajo Remoto que regula la relación laboral en 
circunstancias ocasionales, excepcionales o especiales. 

La educación no presencial no queda enmarcada de forma específica en nin-
guna de estas normas. En El Salvador, el gobierno decreta teletrabajo para el 
empleo privado y público, pero nunca menciona al cuerpo docente y, en todo 
caso, la ley aprobada en 2020 queda sin efecto durante la pandemia. En Argen-
tina los sindicatos acuerdan con el Ministerio de Educación normas que tienen 
como referencia el Convenio sobre el trabajo a domicilio núm. 177 de la OIT, 
aunque, en la práctica, amplía derechos no incluidos en ese instrumento, como 
el derecho a la desconexión, la provisión paulatina de recursos tecnológicos y 
la capacitación en el uso de las TIC como responsabilidad del Ministerio de Edu-
cación. En Perú se elaboró un nuevo proyecto de teletrabajo, en términos muy 
similares al decreto de trabajo remoto en proceso de aprobación, aplicable a las 
entidades de la administración pública y a las instituciones y empresas privadas 
sujetas a cualquier régimen laboral. En la práctica, salvo en Argentina, las carac-
terísticas de las nuevas modalidades del trabajo de docencia fueron definidas 
por las autoridades educativas de forma unilateral, improvisada y desordenada. 

Sin importar la figura jurídica utilizada por los países para establecer la educación 
no presencial, esta se caracterizó en la práctica por trasladar parte o la totalidad 
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de los costes adicionales de esta modalidad de trabajo a las personas docentes. 
La emergencia sociosanitaria fue utilizada como pretexto para descargar parte o 
toda la responsabilidad de quienes contratan de cubrir estos costos. 

Además, fueron afectados otros derechos que, de acuerdo con la OIT, deben 
ser incluidos en las leyes de teletrabajo, como el derecho a la desconexión, la 
duración de la jornada, la capacitación por cuenta del empleador, la salud, la se-
guridad laboral, la temporalidad de los contratos y la voluntariedad en el cam-
bio de la modalidad de trabajo. La emergencia obligó a las educadoras y los 
educadores a migrar al trabajo remoto para mantener sus empleos, al margen 
de sus condiciones materiales, familiares y sus destrezas tecnológicas. 

El regreso a las aulas no elimina la posibilidad de volver a la docencia no presen-
cial por nuevas emergencias sanitarias. Es probable que en el corto y mediano 
plazo se aumente el uso de las TIC, sobre todo en las universidades. Este escena-
rio coloca como tarea urgente la revisión, en todos sus extremos, de las normati-
vas nacionales en este campo.

3. La educación no presencial es utilizada para profundizar las alianzas 
público privadas en educación, sin establecer controles, mecanismos 
de evaluación o seguimiento, lo cual fortalece las tendencias a su priva-
tización y mercantilización, con las afectaciones presentes y a futuro al 
derecho a la educación y a los derechos laborales de docentes. 

En la región no son nuevas las intromisiones del sector privado en la educación. 
Más allá de contar con el derecho a establecer centros privados, en ocasiones 
subvencionados por los Estados, este sector ha estado aumentando su influen-
cia en las decisiones y la ejecución de las políticas educativas. Esto se concreta 
mediante diferentes estrategias. En forma ya tradicional, grupos del sector pri-
vado organizados en fundaciones o entidades sin ánimo de lucro inciden para 



que el diseño de los modelos educativos responda a sus intereses, a la vez que 
buscan colocar productos empresariales en los sistemas de educación pública. 
Organismos financieros y de cooperación, en particular el Banco Mundial (BM), 
el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y la Agencia de Es-
tados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) han estado impulsando 
estas tendencias en la región a través de proyectos, apoyo a organismos priva-
dos y préstamos a los Estados dirigidos a las reformas educativas. 

El escenario de la pandemia es propicio para desarrollar sus propuestas y 
presentarse como la solución a los problemas que el Estado no logra resolver. 
En el contexto de aislamiento social, las herramientas tecnológicas se hacen 
indispensables y lo han sido para la educación no presencial. Las empresas 
aprovechan el vacío estatal en este campo para colocar sus productos. En to-
dos los países, la educación pública ha pasado por la adquisición de conexión 
y el uso de aplicaciones y plataformas de empresas privadas (Zoom, Teams, 
Google Classroom, WhatsApp). En algunos casos, las empresas han hecho 
acuerdos con las autoridades para donaciones limitadas de tiempos de cone-
xión o uso de sus plataformas. Este es el caso de Paraguay, donde Microsoft 
realizó una donación de la herramienta Office 365 y las empresas proveedoras 
de servicios de internet Claro, Copaco, Personal, Tigo y Vox también ofrecie-
ron paquetes de datos para el acceso gratuito a las plataformas del Ministerio 
de Educación y Ciencia (MEC). En El Salvador, en acuerdo con el gobierno, Goo-
gle abrió 1,4 millones de cuentas para el uso de Google Classroom y capacitó a 
más de 30 mil docentes. En Colombia grupos privados y empresariales lucran 
en diferentes ámbitos de la educación pública. En Perú se realizaron coor-
dinaciones con organismos multilaterales, empresas y comunidades para la 
compra y el alquiler de antenas y equipos de cable, así como la instalación de 
wifi gratis en espacios públicos. En Honduras se autorizó a la Comisión Nacio-
nal de Telecomunicaciones a ampliar los contratos con operadores privados 
de telefonía móvil y del servicio de comunicaciones personales IPC, a otorgar 
nuevas licencias y acelerar la ampliación de la banda ancha.
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Este no es un problema menor ya que, incluso cuando se trata de donaciones, 
los procesos educativos (metodologías, currículos, gestión de información, en-
tre otros) deben adecuarse a dichas herramientas, que no han sido construi-
das desde la comunidad educativa ni considerando los criterios de quienes 
se involucran en esta. Además, se establece una relación de dependencia con 
estos productos y con las grandes empresas tecnológicas. Existen otras opcio-
nes, como el uso de herramientas de software libre, pero en ningún país se ha 
recurrido a estas en los niveles hasta secundario. A nivel universitario, las pla-
taformas existentes previamente en algunos centros no han sido capaces de 
soportar la demanda masiva y súbita del servicio y han recurrido igualmente 
a las de empresas privadas. 

El avance de la privatización de la educación tiene serias implicaciones no solo 
en el derecho universal a la educación, sino también en el agrandamiento de 
las brechas entre los centros privados y los públicos. Además, las condiciones 
laborales en los centros privados con frecuencia se limitan formalmente a los 
mínimos que establece la legislación laboral en materia salarial y de jorna-
da laboral, aunque se irrespeten en la práctica; así como se irrespetan otros 
derechos, en particular los derechos sindicales. Mujeres docentes del sector 
privado han encontrado dificultades para tomar licencias por salud, incluso 
cuando han contraído COVID-19 (Argentina). En Honduras, durante la pande-
mia, no se renovaron algunas contrataciones a docentes en el sector públi-
co. Los maestros y las maestras de las escuelas del Programa Hondureño de 
Educación Comunitaria (PROHECO), que son escuelas de bajo presupuesto, 
no tienen los mismos derechos laborales que en el sector estatal. En Perú se 
han producido despidos por el cierre de un considerable número de centros 
educativos privados de bajo presupuesto que no pudieron sostenerse debido 
a la crisis; en el sector educativo público, se incorporó personal docente solo 
temporalmente durante la pandemia.

No se conoce aún la dimensión de los avances de la privatización en el campo 
de la educación durante la pandemia ni las implicaciones a futuro. Este es un 



frente de resistencia ineludible para la defensa del derecho a la educación y la 
defensa de los derechos de las personas educadoras.

4. No hubo condiciones materiales, sociales, técnicas, metodológicas, hu-
manas y de gestión pública para la educación no presencial ni para el regreso 
escalonado a clases, y, durante la pandemia, algunos recursos se deterioran. 

El paso a la educación no presencial expone las brechas sociales preexistentes 
al interior de los países, entre familias de mayores y menores ingresos, entre 
las áreas urbanas frente a las rurales, las urbano marginalizadas y las comuni-
dades indígenas, entre la educación privada y la pública. Exponen asimismo las 
frágiles condiciones laborales en las que se desempeñan parte importante de 
las personas docentes, con salarios, en general, bajos. En El Salvador, el 40,6% 
de las educadoras encuestadas señala que los ingresos familiares antes de la 
pandemia eran insuficientes para mantener el hogar; en Honduras, el 35%; en 
Argentina, el 30,1%; en Costa Rica, el 21,1%.

Las medidas adoptadas por la mayoría de los Estados profundizan las exclu-
siones y las brechas preexistentes, lo que incide negativamente sobre las po-
sibilidades de niñas, niños y adolescentes de continuar sus estudios. Al iniciar 
la pandemia, muchas de las familias carecen de espacio en sus viviendas y de 
equipo adecuado y suficiente para la educación no presencial, situación que 
se extiende a parte importante del gremio docente. 

El acceso a internet en los hogares muestra enormes brechas por ingresos de las 
familias, así como entre áreas. En Costa Rica, el 91% de los hogares del quinto quin-
til de ingresos tenía acceso a internet, mientras que, en el primer quintil, solo el 
58%. En El Salvador, en 2018, el número de familias de mayores ingresos con acce-
so a internet multiplicaba por más de 10 a las de menores ingresos; en este país, 
más del 90% de los hogares rurales carecían de conexión. En Paraguay el 65% de 
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los hogares más ricos (quintil V) contaba con conexión a internet en 2018, mientras 
que en los más pobres (quintil I) solo el 3% tenía este acceso. En Argentina cerca 
del 30% de niñas y niños en áreas urbanas carecen de conexión. En Honduras el 
porcentaje de viviendas con acceso a internet fijo es de 20,4% para los hogares po-
bres, de 40,3% para los hogares de clase media vulnerable y de 58,6% para los de 
clase media consolidada. En Perú solamente el 7% de los niños, niñas y adolescen-
tes de cinco a veinte años de hogares pertenecientes al primer quintil de ingresos 
más bajos tenían acceso a internet, frente al 85% de los pertenecientes al quinto 
quintil de ingresos altos. En las áreas rurales más alejadas de las grandes urbes, 
con mayor presencia de pueblos originarios (Perú, Honduras), y en las zonas sel-
váticas y altoandinas de Perú, no solo carecen de conectividad a internet, sino fre-
cuentemente también de conexión a electricidad. En Colombia solo el 43,4% de los 
hogares disponía de internet (fijo o móvil). Muchas familias han recurrido a adquirir 
tiempo de conexión y descarga de datos prepago a través de teléfonos móviles, con 
altos costos que no siempre han estado a su alcance, en particular cuando no han 
contado con un salario fijo y han tenido que vivir del ingreso generado diariamente. 

Entre docentes hay también carencias de recursos para trabajar en forma no 
presencial. En Costa Rica, el 25% del personal docente no contaba con acceso 
a internet o carecía de los recursos necesarios para desarrollar la educación 
a distancia. En El Salvador, 69,7% de las educadoras indican en 2021 que las 
tabletas y computadoras son insuficientes y el 53,6% señalan que la conexión 
a internet ha sido regular o mala. En Honduras y en Perú, en muchos casos, 
las personas docentes no disponían de internet fijo o era de mala calidad y 
se conectaban con el teléfono móvil con datos prepagos; la mayoría tuvo que 
comprar los dispositivos nuevos o usados que frecuentemente compartían 
con otras personas de la familia. En Argentina 46,1% de las educadoras en-
cuestadas en 2021 dispone de suficientes computadoras o tabletas en el ho-
gar y solo la mitad (50,6%) logra una conexión a internet buena o muy buena.

La comunidad educativa en todos los niveles fue forzada a recurrir total o par-
cialmente al uso de las TIC, para lo cual carecían de suficientes conocimientos 



o experiencia. En Colombia solo un 19% de los educadores tenía formación o 
experiencia previa en el uso de herramientas digitales. En Argentina únicamente 
el 4% de educadoras y educadores indicó en 2020 que no necesitaban formación. 
En El Salvador, 73,6% de educadoras y educadores indican en 2020 carecer de 
formación en el uso de tecnologías. Educadoras encuestadas en 2021 indican que 
las capacitaciones brindadas por las entidades estatales han sido insuficientes o 
poco adecuadas. En Colombia, antes de la pandemia, ocho de cada diez docen-
tes no tenían ninguna formación o experiencia previa en el uso de herramientas 
digitales y solo tres de cada diez participó de las capacitaciones impartidas por 
la Secretaría de Educación; el resto tuvo que asumirlo personalmente. En Hon-
duras y en Perú, la mayoría carecía de un manejo adecuado de las TIC y tuvieron 
que realizar un acelerado proceso de aprendizaje de las herramientas digitales de 
manera autodidacta y en cursos proporcionados principalmente por el sindicato 
y la organización gremial, lo cual suplió el déficit de experiencia en este campo 
y el vacío dejado por las autoridades educativas en la formación docente. En el 
caso de Costa Rica, acudieron a cursos brindados por el Ministerio de Educación 
Pública y a la formación autodidacta.

La falta de habilidades en este campo ha sido aún más aguda entre las familias 
de estudiantes, sobre las que ha recaído la responsabilidad de un estrecho se-
guimiento académico de niñas, niños y adolescentes. Las personas docentes 
han acompañado los procesos de sus estudiantes y también los de las fami-
lias. El paso a la educación no presencial no contó de previo con propuestas 
curriculares, metodológicas, evaluativas, de gestión ni de acompañamiento a 
docentes. Fue un cambio súbito e inesperado, improvisado en todos los países. 
Los ministerios de educación pusieron a disposición de la comunidad educati-
va diferentes recursos y medios: guías de estudio y otros materiales impresos, 
videos de apoyo a los contenidos a estudiar, clases por TV y radio, plataformas 
propias donde encontrar los materiales y clases presenciales que nunca se eli-
minaron y se retoman escalonadamente a partir de 2021. El contenido educa-
tivo trasmitido, en algunos casos, no tenía coherencia con lo comprendido en 
los planes nacionales ni con los objetivos educativos del país (Honduras, Perú).
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El cuerpo docente tuvo que recurrir a diferentes recursos y estrategias no solo 
pedagógicas, para garantizar la continuidad educativa; sino también comuni-
cativas, para mantener la comunicación con sus estudiantes, hacerles llegar 
los materiales, recibir sus trabajos, aclarar sus dudas y las de las familias. En 
Costa Rica, durante 2020, debido a las dificultades de conectividad en las zo-
nas rurales, el personal docente imprimía las guías de trabajo y las entregaban 
a sus estudiantes cuando llegaban a recoger víveres a los centros educativos. 
La misma situación se dio en Honduras y Perú. En Argentina 8% de las educa-
doras mantuvo contacto regular con algunas personas estudiantes por medio 
de otra familia. En las comunidades rurales de Honduras, se dieron clases 
semipresenciales al aire libre a grupos pequeños. En Perú, en comunidades 
rurales indígenas en Ucayali, utilizaron parlantes para difundir las clases pre-
grabadas a los grupos reunidos al aire libre. La diversidad de situaciones entre 
las familias de estudiantes obligó a docentes a emplear diversas estrategias 
dentro del mismo grupo. 

El regreso a clases presenciales ha sido igualmente improvisado. Los centros 
de estudio no son un paréntesis en el tiempo que se puede cerrar para tomar 
medidas de bioseguridad. En este período, la infraestructura y el equipamien-
to de los centros de estudio se han deteriorado, con lo que se acrecienta el 
déficit previo de aulas. El estudiantado no ha podido acceder en forma ade-
cuada a la formación requerida y, dentro de un mismo grupo, se han produ-
cido desbalances. El profesorado, que ha estado sobrecargado de trabajo, ve 
que sus actividades aumentan aún más con los regresos escalonados y con la 
alternancia de grupos, al tener que añadir a sus tareas anteriores las relativas 
a las clases presenciales. Iniciado el ciclo lectivo 2022, aún no hay certeza de 
regresar en forma permanente a la educación presencial.

Para volver a la presencialidad, los ministerios de educación, en la mayoría 
de los países, emiten directrices que no siempre son posibles de llevar a la 
práctica, dada la heterogeneidad de situaciones que se presentan en cada 
territorio nacional. En Costa Rica, las autoridades toman decisiones arbitrarias 



e inconsultas de cuándo y en qué condiciones el ciclo lectivo debe pasar de 
la presencialidad, a la virtualidad o a la bimodalidad. En El Salvador, se deja 
a las familias la decisión de si enviar o no a sus hijas e hijos a la escuela. En 
Colombia las organizaciones magisteriales han denunciado la incapacidad del 
Estado para garantizar elementos de bioseguridad (lavamanos portátiles y gel, 
alcohol, jabón, agua, etc.) y de otros recursos imprescindibles para el ejercicio 
docente en la presencialidad. Excepcionalmente, en Honduras las nuevas au-
toridades parten de diagnósticos (infraestructura, equipo, aprendizaje) para 
un regreso más planificado y asumido como responsabilidad estatal, con par-
ticipación de toda la comunidad educativa. 

El regreso completo a clases presenciales alivia algunas de las tensiones que la 
pandemia introdujo o exacerbó, sin embargo, las tendencias hacia la privatiza-
ción y mercantilización de la educación en la mayoría de los países presionan 
hacia la desfinanciación de la educación pública, lo que coloca en el horizonte 
inmediato y próximo el riesgo de que los deterioros en materia de infraestruc-
tura, equipamiento, desarrollo tecnológico y apoyos a estudiantes con me-
nos recursos (becas, transporte, alimentación) ocurridos durante la pandemia 
queden instalados total o parcialmente, lo cual genere una nueva normalidad 
más excluyente para estudiantes y más precaria para el cuerpo docente. 

5. De forma directa por las medidas adoptadas durante la pandemia, o como 
consecuencia indirecta de estas, los derechos laborales de educadoras y 
educadores han sido violentados, con lo que se precariza el trabajo docente 
tanto en la educación no presencial como en los regresos escalonados a las aulas. 

Diferentes encuestas muestran que, desde el inicio de la pandemia, las condi-
ciones de trabajo docente se han deteriorado, lo cual violenta derechos labo-
rales que se disfrutaban con anterioridad. Los más frecuentemente señalados 
por las educadoras son el derecho a la jornada de ocho horas con un horario 
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establecido (lo señalan al menos el 86% en cada país) y el derecho a la desco-
nexión (más del 68% en todos los países, alcanza el 89,4% en Argentina). En 
tercer lugar, las educadoras mencionan la violación del derecho a escoger la 
modalidad no presencial (superior a 64% en todos los países, excepto en Bra-
sil, donde es 43,4%). La educación no presencial fue impuesta a la casi totali-
dad de ellas, pero no todas lo identifican como una violación de un derecho, 
probablemente por ser una situación de emergencia.

Los problemas de jornada laboral son particularmente graves y a la vez muy in-
visibilizados fuera de la comunidad de docentes. Las tareas en la educación no 
presencial se multiplican y complejizan, generan una sobrecarga de trabajo que 
alarga la jornada más allá de las horas que previamente se destinaban y altera 
los horarios. Las preparaciones de clase demandan más tiempo y recursos para 
adaptarlas a la nueva modalidad con materiales escritos y audiovisuales que es 
necesario elaborar o buscar. El espacio grupal para aclarar dudas se sustituye 
por atenciones individuales que deben adaptarse a los horarios en los que el 
estudiantado tiene posibilidad de conectarse. Esta disponibilidad también la tu-
vieron para las consultas académicas de las familias de estudiantes. Con cierta 
frecuencia las personas docentes entregaron guías de estudio en las casas de 
sus estudiantes y recogieron de la misma manera tareas y evaluaciones. Al ini-
cio fue necesario también tiempo para las capacitaciones en el uso de las TIC. 

La contraparte del aumento de las jornadas laborales es la disminución del 
tiempo para el descanso y la recreación, en particular para las mujeres docentes 
que además han asumido una sobrecarga de trabajo doméstico y de cuidados. 
Entre el 59,6% (Paraguay) y el 70,7% (Costa Rica) indica que tiene menos tiempo 
que antes de la pandemia para descansar y entre un 60,3% (Honduras) y un 
75,4% (Costa Rica) también tiene menos tiempo para realizar actividades re-
creativas. Del mismo modo, en Colombia, las horas destinadas por las mujeres 
a actividades de trabajo no remunerado son mucho más de las dedicadas por 
los hombres (7 horas y 22 minutos ellas versus 3 horas y 01 minutos en el día 
ellos. En Perú en mayo 2020, las mujeres habían aumentado en 4,1 horas por 



día en promedio el tiempo que dedicaban a las tareas de la casa y los hombres 
3,6 horas, aunque se parte de una situación previa muy desigual en la cual las 
mujeres dedicaban más del doble de tiempo a esas actividades.

Estas condiciones laborales han precarizado el trabajo docente, ya que no han 
respondido a los mínimos legales en cada país, en particular en lo relativo a jor-
nadas y horarios, reconocimiento de horas extras y licencias por salud. Son acep-
tadas por educadoras y educadores debido al compromiso que han asumido 
para tratar de garantizar la continuidad educativa de sus estudiantes. El regreso 
escalonado a las aulas, en la medida en que obligue al profesorado a combinar 
docencia presencial y no presencial, agudiza este deterioro laboral. No elimina los 
problemas antes señalados y, por el contrario, añade más sobrecarga de trabajo.

Otro derecho violentado es el de recibir capacitación en el uso de las TIC 
de parte del empleador. En general, el magisterio no ha sido un sector 
priorizado por los gobiernos en la alfabetización digital y el uso de TIC. En 
educación existen vacíos y retos particulares en esta materia, ya que, por la 
edad, la mayoría de las docentes no pertenece a las generaciones digitales. 
Esas deficiencias las tuvieron que suplir con grandes esfuerzos propios, al 
ser autodidactas, con apoyos entre pares y de sus familiares jóvenes, así 
como con las acciones sindicales de capacitación, más que por el esfuerzo 
de los gobiernos.

En el plazo inmediato, es posible que se regrese a la educación presencial y los 
aspectos más lesivos para los derechos laborales desaparezcan. Sin embargo, 
es de esperar que, en algunos países o en algunos centros de estudio (sobre 
todo los privados), se trate de fomentar el uso de las TIC con fines educativos 
sin tomar en cuenta que se requiere enfrentar las implicaciones laborales que 
conlleva esta oportunidad de avance tecnológico. 

A futuro existe el riesgo de que los estándares precarizados de trabajo do-
cente implantados durante la pandemia se mantengan como normalidad en 
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futuras crisis que demanden educación no presencial. No es de esperar que 
la mayoría de los Estados tomen en cuenta el costo que esta experiencia ha 
tenido en derechos del gremio docente. 

6. Para asegurar la continuidad educativa, las educadoras y los educado-
res suplieron con sus recursos y su disposición ausencias y falencias de 
los Estados, no solo en el campo de la educación pública.

El cuerpo docente ha hecho aportaciones personales en diversos campos que 
son competencia de los estados, pero que estos no han suplido. En Colombia, 
Honduras, Costa Rica y Perú, las personas educadoras debieron usar sus pro-
pios dispositivos electrónicos, conexión a internet y planes de datos para dar 
continuidad al proceso educativo, pues los gobiernos no impulsaron medidas 
que facilitaran o subsidiaran su acceso. En países en los que los gobiernos fa-
cilitaron en alguna medida estos recursos, muchas educadoras también tuvie-
ron que adquirir equipo y/o conexión con sus recursos; 85,3% en El Salvador 
y 84,5% en Argentina lo han hecho frecuentemente. Después de dos años, la 
conexión a internet está lejos de ser universal.

Adicionalmente, han brindado apoyo material a estudiantes. En El Salvador, el 
42,1%, en Honduras 69,2% y en Argentina el 46,1% lo han hecho con frecuen-
cia. También lo han manifestado lideresas entrevistadas en Perú. 

Educadoras y educadores han participado en la entrega de alimentos y materia-
les de protección frente al COVID-19 (Costa Rica, Argentina, Perú y Honduras). 
En todos los países, han sido además parte importante de los recursos estatales 
para divulgar información sobre la pandemia y las medidas sanitarias.

Estos esfuerzos forman parte del compromiso docente de mantener la continui-
dad educativa, en el entendido de que, en esta crisis, este objetivo ha enfrentado 
el obstáculo de la exclusión social de gran parte del alumnado y sus familias.



En la medida en que estos esfuerzos no sean reconocidos por las autoridades, 
en el futuro estará presente el riesgo de que los Estados naturalicen, invisibili-
cen y desvaloricen esta dimensión de la labor docente y de que vuelvan a ha-
cer recaer sobre educadoras y educadores parte de sus ausencias y falencias. 

7. A pesar de sostener la continuidad educativa y asumir, en ocasiones, también 
tareas de atención de las necesidades de las familias en salud y alimentación, la 
educación no ha sido considerada actividad esencial ni el personal docente ha 
tenido prioridad en los programas de vacunación contra el COVID-19.

Al decretar la educación no presencial los Estados, en general, asumieron que 
el sector docente trabajaría desde sus hogares, sin considerar que las condi-
ciones para ello no estaban y siguen sin estar garantizadas para toda la co-
munidad educativa. Diferentes razones han presionado a docentes a salir de 
sus casas por razones de trabajo. La educación presencial no desapareció y, 
como ya se mencionó, fueron frecuentes las visitas a las casas de estudiantes 
para entregar tanto materiales educativos como para distribuir alimentos y 
productos de bioseguridad.

La educación no ha sido considerada formalmente actividad esencial en ningún 
país, a pesar de que es de las pocas que se han mantenido a lo largo de toda 
la pandemia y que responde a una necesidad ineludible e impostergable de la 
reproducción social. A pesar también de que el profesorado ha realizado frecuen-
temente acciones de prevención del contagio y apoyo a las familias de sus estu-
diantes afectadas por el virus, que ha expuesto más su salud que otros grupos 
que han permanecido en sus casas y que ha enfermado de COVID-19 en forma 
notablemente más frecuente que el conjunto de la población en cada país.

En Argentina el gobierno incluyó a docentes en etapas tempranas en los pro-
gramas de vacunación, después de las actividades declaradas esenciales. En el 
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resto de los países, la presión sindical y de los gremios ha logrado resultados en 
ese mismo sentido, en algunos casos tardíamente, como en Honduras. La vacu-
nación prioritaria de docentes es una de las demandas que los sindicatos han 
levantado y puesto como condición para el regreso a las clases presenciales.

Dado que en el futuro es de esperar que se produzcan nuevas emergencias 
sanitarias, en la medida en que incluyan confinamiento para la población y el 
cese de actividades esenciales, es posible que la educación no sea incluida en 
esta categoría si no se reconoce el trabajo multifacético del cuerpo docente y 
el auténtico valor de su aporte a la reproducción social y al cuidado de la vida. 

8. Salvo excepciones, las medidas adoptadas por los gobiernos durante la 
pandemia en materia de educación fueron decididas unilateralmente, sin 
diálogo con los gremios y sindicatos, a pesar de la intensa actividad desa-
rrollada por estos para abrir canales de comunicación.

Los sindicatos docentes en todos los países incluidos en este estudio, en parti-
cular los que forman parte de la IEAL, han buscado el diálogo con las autorida-
des desde el inicio de la pandemia con el objetivo de enfrentar en forma más 
coordinada y efectiva los grandes retos que se presentaron para mantener 
la continuidad educativa. Las personas docentes son quienes mejor conocen 
las condiciones de sus estudiantes, sus familias y sus comunidades, quienes 
tienen información de primera mano para identificar las brechas generadas 
por las múltiples exclusiones y los obstáculos para implementar la educación 
no presencial. Son también quienes mejor conocen sus propias fortalezas y li-
mitaciones. Se trata de información esencial para diseñar estrategias exitosas. 

En todos los países, ha habido una intensa actividad sindical analizando, valo-
rando y, en ocasiones, acompañando críticamente las medidas tomadas por 
los gobiernos para implementar la educación remota. Se han señalado falen-



cias y elaborado propuestas fundamentadas en el conocimiento, experiencias 
y evaluación de sus resultados. 

De los ocho países incluidos en este estudio, únicamente en Argentina hubo 
desde el inicio disposición de parte del ejecutivo nacional para entablar estos 
necesarios diálogos. Las paritarias docentes que Macri suspendió durante su 
gestión se reactivaron y durante 2020 y 2021 han llegado a acuerdos en dife-
rentes campos que han sido respetados por las autoridades. 

En otros países, los gobiernos no mostraron la misma disposición, pero, por pre-
siones de los sindicatos, en algunos se abrieron canales de diálogo. En Colom-
bia la violencia ejercida sistemáticamente contra organizaciones magisteriales y 
sociales no detuvo las numerosas acciones colectivas que desembocaron en un 
paro nacional. Gracias a la presión de las organizaciones magisteriales el gobier-
no se vio obligado a instalar una mesa de negociación sindical para atender el 
pliego de peticiones del sector educación. En El Salvador, las autoridades cerraron 
todas las posibilidades de reunión y los sindicatos han debido recurrir a acciones 
de resistencia cuando ha sido necesario rechazar decisiones unilaterales lesivas 
para la comunidad educativa. En particular, se negaron a repartir alimentos en las 
escuelas al inicio de la pandemia por carecer de medidas de seguridad. 

Durante los dos años anteriores a la pandemia, en Costa Rica, aumentó la polariza-
ción social y la tensión entre las organizaciones sindicales y los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo, como resultado de este proceso, se aprobaron dos leyes que cierran 
el margen de negociación y el poder de convocatoria de las organizaciones sindi-
cales, con lo cual los mecanismos de diálogo y coordinación quedaron debilitados 
para responder a la pandemia. En Perú, a costa del esfuerzo y la perseverancia 
sindical, se mantuvo el diálogo, con lo cual se logró la aprobación del presupuesto 
para educación equivalente al 6% del PIB y se avanzó hacia la aprobación de leyes 
que atienden demandas históricas del magisterio, en un escenario más propicio. 
En Honduras, en el proceso de transición de gobierno a fines de 2021, se abrieron 
los canales de participación y diálogo del magisterio con las nuevas autoridades.
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Los espacios de diálogo entre sindicatos y Estado dependen en gran parte de 
las autoridades de turno. En este sentido, en Honduras se ha abierto una gran 
oportunidad con la llegada a la presidencia de Xiomara Castro, en Colombia, 
con la victoria electoral de Petro y, en Argentina, es de esperar que se manten-
ga la disposición del gobierno central, aunque no la de las administraciones de 
partidos de oposición. En el resto de los países, se puede contar con la presión 
de los sindicatos para que, con diálogo o sin este, sigan colocando sus valora-
ciones y propuestas en la agenda educativa.

9. A pesar de los esfuerzos y el compromiso de educadoras y educadores 
en todos los países, se han lanzado campañas de desprestigio del gremio, 
lo cual sirve como cobertura para el ataque a sus derechos. 

Los sectores interesados en destruir la educación pública y las condiciones 
laborales en la docencia han aprovechado el cambio a la modalidad no pre-
sencial para redoblar sus ataques contra el personal docente. En Costa Rica, 
Honduras y Perú, y en Paraguay en los primeros meses, se cuestionó que si-
guieran percibiendo el salario cuando estaban en sus casas. En este último 
país, el Ministerio de Educación desmintió este tipo de críticas infundadas. 
Este es un discurso que toca venas sensibles en una población que masiva-
mente ha perdido sus trabajos y sus ingresos, aunque desconoce el derecho 
a la estabilidad en el ingreso de todas las personas trabajadoras, enfrenta a 
unas con otras y, además, obvia el aumento desmedido de la carga de trabajo 
docente en este periodo. En El Salvador, la ministra de Educación cuestionó 
la capacidad del magisterio maestros, afirmando que sus miembros no saben 
hablar y generalizando situaciones de abuso sexual y ebriedad. Con ello ade-
más elude la responsabilidad del Estado salvadoreño de brindar formación 
actualizada al cuerpo docente. En Argentina la ministra de educación de la 
Ciudad de Buenos Aires declara en TV que el cuerpo docente no escoge la 
educación como primera opción de estudio (lo que cuestiona su interés) y 



proviene cada vez más de sectores de bajos ingresos, lo que les limita para 
hacer aportes en el aula. En Brasil, por su parte, en el marco de los esfuerzos 
por aprobar la reforma administrativa, también emergieron los discursos que 
buscan menoscabar los derechos por considerarlos privilegios. 

Estas embestidas han servido como telón de fondo para justificar ataques a los de-
rechos laborales del profesorado. En El Salvador, el ejecutivo asumió la selección de 
aspirantes a plazas docentes, lo cual violenta la ley que le asigna esta competencia 
a una entidad autónoma. La ministra de este país sostuvo esta medida al argumen-
tar que los procesos tenían deficiencias técnicas, pero los sindicatos docentes mos-
traron que los nuevos instrumentos utilizados incluyen preguntas que permiten 
identificar a quienes son afines al presidente Bukele. No se trata de ataques aisla-
dos. Como antecedentes tienen no solo campañas negativas previas contra docen-
tes. Estos actos se enmarcan en el intento de desprestigio de quienes trabajan en el 
sector público, estrategia que acompaña los esfuerzos ya mencionados para lograr 
la reducción del Estado y el deterioro de los estándares laborales de los países. 

Durante la pandemia, los actores que impulsan estas tendencias se fortalecen en la ma-
yoría de los países, en particular, se han hecho más visibles y con una mayor presencia 
mediática. Este es uno de los grandes retos que desde ahora y a futuro se presentan.

10. Los sindicatos y gremios de docentes, en particular los afilia-
dos a la IEAL, han mantenido una intensa actividad durante la 
pandemia, lo cual ha frenado, en alguna medida, los intentos re-
gresivos de los Estados, no solo en materia de educación. 

El confinamiento colocó a los sindicatos en general, y a los docentes en particular, 
frente al reto de mantener su actividad sin contar con recursos en los que se apoya-
ron previamente, como los contactos cotidianos en los centros de estudio; las reu-
niones en los diversos niveles; las actividades de formación, debate y decisión; y las 
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visitas a las localidades. No se contó con las sinergias que facilitan el contacto cara 
a cara. Además, al menos en un primer momento, tampoco recurrieron a las mo-
vilizaciones en la calle, una de las formas por excelencia para hacerse oír y sentir. 

En todos los países, se logró la adaptación a la acción sindical no presencial, 
aunque esto limitó las posibilidades de actuación. Con el tiempo, en todos los 
países, regresaron las acciones públicas y de calle, en ocasiones con grandes 
movilizaciones, para visibilizar sus propuestas y exigencias con altos costos 
para la salud y la vida del cuerpo docente. De modo tal que, si bien las dispo-
siciones gubernamentales constriñeron los repertorios de lucha, las organiza-
ciones docentes lograron su cometido de mantener activa a su afiliación.

Algunos ejes de acción de los sindicatos han sido comunes a varios o a todos 
los países¹. Frente a las autoridades, han levantado la exigencia de vacunación 
temprana de docentes y de condiciones mínimas para el regreso a clases. En 
este último caso, la IEAL preparó un documento con lineamientos mínimos que 
fueron usados por los sindicatos en los países. La defensa del presupuesto edu-
cativo y, en particular, el rubro de salarios (El Salvador, Honduras, Perú, Colom-
bia), así como las intervenciones para acordar o normalizar los pagos salariales 
y garantizar nombramientos, contratos y prestaciones legales no pagadas han 
sido también frecuentes (El Salvador, Honduras, Argentina, Perú, Colombia). 

En el contexto de la pandemia, las organizaciones sindicales, además, han impulsado 
o acompañado iniciativas que trascienden el campo de los derechos laborales, como 
las enmarcadas en la defensa más amplia de derechos y del Estado responsable del 
bienestar de la población. En Argentina se pronunciaron contra la represión y deman-
daron al poder legislativo cambios en la política fiscal. En Colombia el magisterio se 
opuso a la contra reforma educativa y las reformas pensionales, laborales y fiscales 
promovidas por las élites. Asimismo, denunciaron la poca disposición del gobierno 
de Duque a implementar los acuerdos de paz. En Costa Rica, se unieron a las voces 
de rechazo a solicitar un crédito al Fondo Monetario Internacional, con el argumento 
¹https://www.ei-ie-al.org/index.php/recurso/condiciones-para-regresar-los-centros-educativos-en-el-marco-de-la-pandemia-covid-19

https://www.ei-ie-al.org/index.php/recurso/condiciones-para-regresar-los-centros-educativos-en-el-marco-de-la-pandemia-covid-19


de que los recursos económicos que el país necesita se pueden obtener con medidas 
contundentes en contra de la evasión y la elusión fiscal. En Honduras tuvieron un 
protagonismo muy significativo, como parte del movimiento social, en la defensa de 
un proceso electoral sin fraude en 2021 y en la transición al Estado de derecho. En 
Perú se movilizaron activamente denunciando la corrupción y las maniobras antipo-
pulares de la clase política y en defensa del proceso de elecciones de 2021. 

Otro campo de acción de los sindicatos ha estado vinculado al apoyo a afiliadas 
y afiliados. Han brindado atención emocional, subsidios económicos y provisio-
nes (Costa Rica, Honduras, Perú), y han establecido mecanismos de referencia 
para la atención de mujeres docentes que estaban viviendo situaciones de vio-
lencia (Costa Rica, Honduras). Distribuyeron medicinas y atención médica remota 
(Perú), brindaron apoyo logístico y en trámites administrativos (Perú, Honduras). 

Aunque durante la pandemia los sectores más poderosos trataron de aprove-
char la ocasión para atacar e intentar destruir los sindicatos, en particular los 
de educación, las organizaciones de docentes han mantenido su acción y han 
mostrado gran vitalidad a pesar de las dificultades y limitaciones. 

Es de esperar en el futuro nuevos embates contra las organizaciones de traba-
jadoras y trabajadores, pero la prueba de la pandemia ha sido superada por 
los sindicatos y gremios de la educación. Son un recurso para la defensa de 
derechos en todos los países, más allá del ámbito educativo. 

11. En todos los países, las medidas adoptadas durante la pandemia 	
profundizan la crisis de cuidados y su injusta organización y, en muchos 
de estos, los Estados han retrocedido en medidas y programas con los 
que asumen corresponsabilidad. 

En general, las normas adoptadas durante la pandemia no han considerado, 
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o lo han hecho de forma secundaria o puntual, los derechos y las necesidades 
de las mujeres. Esto es particularmente claro en el ámbito de los cuidados, ya 
que muchas de las medidas decretadas, incluyendo las que tienen que ver con 
el aislamiento, se han hecho a partir de la premisa de que las familias asumi-
rían la necesidad de cuidados extra generada por la situación. 

La presencia permanente de todos los miembros de la familia en la misma vivienda 
aumenta la demanda de limpieza, preparación de alimentos, atención de niñas, ni-
ños y adolescentes que están en la casa y no en las escuelas, atención de personas 
que por edad, enfermedad o discapacidad necesitan apoyo particular. Sin descartar 
la atención de otras personas adultas, en particular hombres, que tradicionalmente 
no asumen la responsabilidad sobre sus necesidades de alimentación, limpieza y or-
den. Se suma el apoyo académico de hijas e hijos en una modalidad hasta el momen-
to desconocida y que requiere de más dedicación y preparación. 

En la región, los servicios estatales de cuidados han sido muy limitados en 
cobertura y, en general, orientados por la lógica de focalización en las familias 
de menores recursos. Son escasos los países en los que estos servicios no se 
cerraron durante la pandemia. En Costa Rica, se mantuvo la atención infantil. 
En Colombia el gobierno nacional suspendió la continuidad de los servicios de 
cuidados y únicamente los hogares de larga estancia permanecieron abiertos 
durante la pandemia. Además, durante la fase de mayor riesgo de contagio se 
decretaron medidas de aislamiento preventivo obligatorio para las personas 
mayores de setenta años.

El trabajo doméstico remunerado, por otra parte, se suspende salvo en situa-
ciones de excepción, lo cual priva a las familias de este recurso de apoyo. La 
ocupación en esta actividad cae drásticamente al inicio de la pandemia. En Ar-
gentina, aproximadamente dos de cada cinco familias que contaban con este 
apoyo antes de la pandemia se quedan sin este. En Colombia para el primer 
semestre del 2020, se perdieron cerca de 175 327 puestos de trabajo domés-
tico debido al confinamiento.



Dadas las prácticas tradicionales en la región, la carga de trabajo de cuidados 
en la familia recae fundamentalmente en las mujeres. Esta es una de las razo-
nes por las que, al inicio de la pandemia, en todos los países, se produce una 
salida masiva de las mujeres de la fuerza de trabajo que deben mantenerse en 
casa para atender a la familia durante los confinamientos. 

Las encuestas del uso del tiempo previas a la pandemia muestran que, antes 
de la llegada del COVID-19, la división sexual del trabajo era muy vigente en la 
región (Argentina, Perú, Costa Rica, Honduras, Colombia). La organización so-
cial de los cuidados injusta implicaba que las mujeres ya asumían en solitario 
buena parte de la demanda de cuidados de los hogares. 

Estudios realizados en algunos países de la región muestran que el conjunto 
de medidas adoptadas por los Estados recargó el peso de los cuidados en las 
familias y dentro de estas en forma desproporcionada sobre las mujeres. Así 
se ha comprobado en Argentina, Colombia y Costa Rica.

Las mujeres trabajadoras tuvieron que lidiar con presiones aumentadas tanto 
de trabajo remunerado como del doméstico no remunerado. En Argentina la 
legislación sobre teletrabajo permite la organización de los horarios de quie-
nes trabajan para poder atender necesidades familiares y a interrumpir la jor-
nada por esta razón y anima a todos los actores, incluyendo los sindicatos, a 
promover un uso balanceado de este derecho entre mujeres y hombres para 
promover la corresponsabilidad entre géneros. Sin embargo, la educación a 
distancia no se rigió por esta norma.

El balance general del período es que la organización social de los cuidados 
se ha vuelto más injusta que antes en todos sus aspectos e implicaciones. Se 
ha recargado aún más sobre las familias y en estas sobre las mujeres, con lo 
cual disminuye la responsabilidad de los Estados, las empresas y otros acto-
res. De esta manera, se ha reforzado la naturalización de los cuidados como 
responsabilidad femenina, así como la división sexual del trabajo, con la salida 
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masiva de mujeres del mercado de trabajo para confinarlas en el espacio do-
méstico, ligándolas a las tareas de cuidados.

A más de dos años de iniciada la pandemia, con el regreso al trabajo y a clases 
presenciales como perspectiva, es de esperar que la presión sobre los cuidados al 
interior de los hogares disminuya fuertemente, pero la posición de las mujeres en 
el mercado laboral no se recupera. El riesgo presente y futuro es que quede insta-
lada como permanente esta nueva ecuación de la relación entre géneros con las 
implicaciones graves que conlleva para la autonomía económica y la seguridad de 
las mujeres de estas y las siguientes generaciones.

12. Las educadoras han vivido en forma particularmente grave 		
la crisis de cuidados y su profundización durante la pandemia.

Tanto la IEAL como los sindicatos y organizaciones gremiales que la componen 
cuentan con encuestas que permiten dimensionar los impactos de las medidas 
adoptadas durante la pandemia en las condiciones laborales y de vida del personal 
docente y, también, específicamente, de las educadoras. Para ellas, los impactos 
han sido más graves, ya que las condiciones deterioradas y riesgosas de trabajo 
docente se entrelazan con las recargas desproporcionadas de trabajo de cuidados. 

Gran parte de las docentes señala que el trabajo doméstico que realizan ha 
aumentado durante la pandemia. Así lo afirman alrededor de la mitad cuando 
se trata de tareas que no implican el cuidado de personas dependientes, cerca 
del 40% cuando es cuido de personas y más de la mitad cuando se refieren 
al apoyo académico que brindan a niñas, niños y adolescentes en el hogar. 
Esta última actividad es la que más demanda de sobretrabajo ha generado 
en Argentina, Honduras y El Salvador. Además, para alrededor de una cada 
cuatro ha aumentado el tiempo que dedican a atender personas adultas no 
dependientes, usualmente hombres jóvenes y adultos. 



Aunque, en general, también los hombres han asumido más responsabilida-
des de trabajo de cuidado en los hogares, lo han hecho menos que las mu-
jeres, según indican las docentes encuestadas en todos los países. Desde la 
experiencia de las docentes, puede afirmarse que ha habido un retroceso en 
la corresponsabilidad masculina en los cuidados, con la consecuente profun-
dización de los desbalances de poder al interior de los hogares. 

La docencia es una actividad altamente feminizada y las docentes han demos-
trado durante la pandemia ser capaces de enfrentar tanto los retos de la pre-
carización del trabajo docente como los de la inédita sobrecarga de trabajo de 
cuidados. Esta experiencia y los enormes e imprescindibles aportes que las do-
centes han hecho a la reproducción social no es, en general, conocida y recono-
cida por los Estados y las sociedades. 

En la actualidad y a futuro, en la medida en que los esfuerzos y aportes de las do-
centes permanezcan invisibles, existe el riesgo de que sean naturalizados y, por 
tanto, incorporados en la vida cotidiana como un recurso que no requiere sostén. 
El riesgo de retrocesos para las condiciones laborales de las mujeres docentes es-
tará presente cada vez que se quiera recurrir total o parcialmente a la modalidad 
de teletrabajo o de la docencia no presencial, se dará por sentado que ellas pueden 
ejercer la educación y el cuidado al mismo tiempo sin que los Estados tengan que 
invertir en la provisión de servicios y políticas de cuidado.

13. La IEAL y algunas organizaciones sindicales nacionales han enfrentado la 
profundización de la crisis de cuidados con acciones de carácter estratégico.

Para los sindicatos educativos, es una tarea connatural el exponer la crisis de cui-
dados agudizada durante la pandemia, dado que la gran mayoría del cuerpo do-
cente de todos los países está conformado por mujeres. Algunos de los estudios 
que estas organizaciones y la IEAL han realizado permiten conocer y, además, 
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dimensionar este problema, al sacar a la luz no solo el recargo de trabajos de 
cuidados sobre las educadoras, sino también la agudización del desigual reparto 
entre mujeres y hombres al interior de los hogares.

La Red de Trabajadoras de la Educación de la IEAL tiene ya trayectoria en la colo-
cación del enfoque de género como estrategia sindical. Gracias a este trabajo, los 
sindicatos y organizaciones gremiales han realizado acciones internas para mos-
trar y tratar de revertir las brechas de género entre mujeres y hombres docentes. 
COLPROSUMAH de Honduras aprobó en 2021 su Política de Equidad de Género.

La violencia contra las mujeres docentes es una preocupación compartida y, en 
algunos sindicatos, se han incorporado propuestas y acciones para informar, 
prevenir y erradicarla. El COLPROSUMAH incorporó como un eje de la política 
de género la erradicación de la violencia contra las mujeres; realizó un diploma-
do para capacitar a las docentes sobre la prevención de la violencia contra las 
mujeres y están brindando apoyo a las afiliadas cuando lo solicitan y derivan a 
instituciones especializadas. 

Durante la pandemia, se realizan algunas acciones y se impulsan algunos avan-
ces en las organizaciones sindicales. La Red de Trabajadoras de la Educación de 
América Latina promueve numerosos foros virtuales en los que se abordan las 
condiciones de las docentes, incluida la sobrecarga de cuidados². En Argentina 
la ley que regula el teletrabajo al hablar de los horarios no se limita a demandar 
condiciones para la conciliación entre trabajo remunerado y trabajo de cuidados; 
llama, además, a promover la corresponsabilidad entre mujeres y hombres. Se 
trata de iniciativas que abren nuevos caminos para ir reconociendo y encarando 
la superación de las brechas de género en el sector, e incorporando las deman-
das específicas de las mujeres; como son las políticas de cuidado.

En 2021, la IEAL lanza una campaña regional para la ratificación del Convenio 
sobre la violencia y el acoso en el lugar de trabajo núm. 190 de la OIT y la 
²   https://www.ei-ie-al.org/red/actualidad

https://www.ei-ie-al.org/red/actualidad


Recomendación 206 relativo a este convenio³. Es otra acción emprendida en 
este periodo que, aunque no se enfoca directamente en la organización de 
los cuidados, favorece su visibilización y la preocupación en relación con este 
problema, al aumentar la sensibilidad sobre las desigualdades de género. 

La pandemia evidenció la ceguera de los Estados frente a las desigualdades 
entre géneros; la mayoría no consideró el impacto que las medidas adoptadas 
podrían tener sobre las mujeres. Asimismo, quedó en evidencia el papel central 
del trabajo de cuidados y doméstico remunerado y no remunerado para el sos-
tenimiento de la vida. Las mujeres asumieron la carga pesada de los cuidados 
sin apoyos y, en el caso de las educadoras, estas tareas se extendieron hacia el 
estudiantado y sus familias cuando las respuestas estatales no alcanzaban. 

Es muy pronto para saber cuáles serán los impactos de la pandemia en la 
igualdad de género en el mediano y largo plazo, aunque, en este período, se 
comprobó que, en momentos de crisis, las mujeres y sus necesidades son 
descartables frente a la economía. Para las organizaciones magisteriales, es 
un desafío integrar desde sus concepciones y en sus prácticas una visión inte-
gral del trabajo, que incluya el de cuidados y, en particular, el no pagado que 
realizan las mujeres en sus hogares.

La evidencia recabada en esta investigación plantea numerosos retos para los sin-
dicatos y gremios docentes y también oportunidades de acción. Se presentan aquí 
las recomendaciones vinculadas a las dos dimensiones que abarca este estudio.

A. En defensa del derecho a la educación y las condiciones adecuadas de la 
labor docente:

1. Continuar desde la IEAL los esfuerzos investigativos para documentar los 
retrocesos durante la pandemia en materia de derecho a la educación —en 

³ https://www.ei-ie.org/es/item/25554:nueva-campana-sindicatos-de-america-latina-se-unen-contra-el-acoso-y-la-vi-
olencia-en-el-trabajo

https://www.ei-ie.org/es/item/25554:nueva-campana-sindicatos-de-america-latina-se-unen-contra-el-acoso-y-la-vi-olencia-en-el-trabajo
https://www.ei-ie.org/es/item/25554:nueva-campana-sindicatos-de-america-latina-se-unen-contra-el-acoso-y-la-vi-olencia-en-el-trabajo
https://www.ei-ie.org/es/item/25554:nueva-campana-sindicatos-de-america-latina-se-unen-contra-el-acoso-y-la-vi-olencia-en-el-trabajo
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particular los avances en su privatización y mercantilización- así como de 
derechos laborales del gremio docente -incluyendo las campañas de ata-
ques y desprestigio — con el fin de servir como atestado para respaldar las 
acciones sindicales. Divulgar este documento y sus principales resultados 
ampliamente a nivel nacional, regional y mundial.

2. Presentar ante organismos nacionales (Defensoría del Pueblo, Corte 
Constitucional, Cortes ordinarias, etc.), internacionales (OIT, UNESCO, UNI-
CEF, ONUMUJERES, entre otros) y supranacionales (Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, CIDH) consultas y denuncias sobre los retrocesos en 
materia del derecho a la educación y en los derechos laborales del personal 
docente durante la pandemia. 

3. Recurrir a mecanismos legales nacionales y supranacionales para recu-
perar, en los países donde se han perdido, los espacios de diálogo y nego-
ciación del sector docente con las autoridades. 

4. Mantener una estrecha vigilancia y un sistema de alertas para llamar a la 
acción sindical sobre algunos riesgos que tienen particular posibilidad de 
ser introducidos o fortalecidos tras la pandemia. Se trata de aspectos como 
la precarización del trabajo docente en relación, entre otros, a duración de 
jornadas, horarios, provisión de medios para trabajar, pago de salarios y au-
mentos, la profundización de las alianzas público-privadas y otras formas de 
privatización de la educación, la exclusión de sindicatos y gremios docentes 
de las decisiones sobre educación, campañas de desprestigio del magisterio.

5. Impulsar, desde la IEAL, el intercambio de experiencias nacionales sobre las 
leyes de teletrabajo y los marcos jurídicos laborales bajo los que se ha regido la 
docencia no presencial. Sistematizar este ejercicio para publicarlo y divulgarlo.

6. Identificar, a partir del intercambio de experiencias regionales, los reque-
rimientos por incluir en cualquier normativa que rija la educación no presen-



cial, con el fin de demandar en cada país las reformas necesarias para ga-
rantizar todos los derechos laborales del gremio docente y su cumplimiento.

7. Impulsar o fortalecer al interior de las organizaciones sindicales las iniciativas 
de formación en el uso de las TIC para la acción sindical, con prioridad a quienes, 
por diversas razones (carencia de equipo, falta de experiencia o limitación de 
tiempo, entre otras), tienen menor conocimiento de estas tecnologías. 

B. Contrarrestar la crisis de cuidados y su injusta organización y, en gene-
ral, la discriminación contra las mujeres y sus impactos entre las docentes:

1. Elaborar investigaciones al interior de las organizaciones sindicales que 
incluyan diagnósticos sobre el trabajo doméstico en las familias del profe-
sorado , así como análisis sobre las representaciones sociales de las afilia-
das y los afiliados en relación con la corresponsabilidad entre mujeres y 
hombres en materia de cuidados.

2. Elaborar un estado de la cuestión sobre las iniciativas sindicales que inci-
den en una organización social de los cuidados más justa —al sistematizar 
en particular las experiencias en este campo de las organizaciones docen-
tes— que incluya la exploración de propuestas novedosas para impulsar la 
corresponsabilidad entre diferentes agentes (Estado, empresas, comuni-
dad, familias) y entre hombres y mujeres.

3. Desarrollar o fortalecer campañas internas en los sindicatos de corres-
ponsabilidad de hombres y mujeres en los cuidados familiares.

4. Fortalecer el liderazgo de las mujeres en las organizaciones sindicales de 
docentes con medidas como

a. Impulsar en todos los países la adopción de parte de las organizacio-
nes sindicales de políticas de igualdad de género. Para esto se cuenta 



39

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

con la experiencia de COLPROSUMAH en Honduras, que ya tiene la Po-
lítica de Equidad de Género, y con el apoyo de la IEAL. 

b. Fortalecer la Red de Mujeres Trabajadoras de la Educación con recur-
sos que le permitan una sólida articulación regional y, donde se requie-
ra, una mayor expansión a nivel nacional.

c. Fortalecer, donde sea necesario, los recursos de la Red de Mujeres 
Trabajadoras de la Educación destinados a la formación de lideresas y al 
intercambio de experiencias en esta materia a nivel nacional y regional.

5. Mantener los foros de la Red de Mujeres Trabajadoras de la Educación y 
otras acciones (talleres, congresos) con énfasis en los problemas de la cri-
sis de cuidados entre las docentes, el intercambio de experiencias en este 
campo y la identificación de estrategias posibles para avanzar propuestas 
y acciones al interior de los sindicatos y en la política nacional.

6. Promover desde la IEAL y la Red de Trabajadoras de la Educación un de-
bate teórico para integrar conceptualmente y en las propuestas sindicales 
el trabajo pagado y el de cuidados no pagado, como sustento para asumir 
todas las formas de trabajo en las competencias sindicales de defensa de 
los derechos laborales

7. Mantener en la agenda sindical docente como una demanda prioritaria 
la exigencia de servicios estatales de cuidados universales, o que planteen 
la progresividad hacia la universalidad y que, en todo caso, no tengan con-
diciones que restrinjan a las docentes acceder a dichos servicios.

8. Participar desde todas las organizaciones sindicales en la campaña regio-
nal de la IEAL para la ratificación del Convenio sobre violencia y acoso en el 
trabajo núm. 190 de la OIT. 



9. Impulsar mecanismos de monitoreo de la aplicación del Convenio sobre 
violencia y acoso en el trabajo núm. 190 de la OIT y de la Recomendación 
núm. 206 en cada país donde ese Convenio sea ratificado.

10. Desarrollar en los sindicatos campañas de prevención de la violencia 
contra las mujeres vivida en todos los ámbitos, especialmente en el fami-
liar, el laboral y el político.

11. Establecer o fortalecer al interior de los sindicatos las iniciativas que 
brindan apoyo y orientación a las docentes que viven situaciones de violen-
cia, incluyendo la violencia y el acoso en el trabajo, y el acoso cibernético; 
entre estas, las que brindan información, apoyo emocional e información y 
representación legal en juicios y otros procedimientos judiciales.

12. Establecer o fortalecer las iniciativas en los sindicatos que atienden la 
salud mental de docentes, con conocimiento y experiencia para la atención 
de las mujeres docentes.
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Mujeres docentes en Argentina.
Educar y cuidar en pandemia mientras se recupera el país
Ana Carcedo

1. Contexto

Argentina recibe la pandemia de COVID-19 en una fuerte crisis económica pro-
ducto de las medidas neoliberales de la administración Macri (2015-2019). Los 
años previos a la emergencia sanitaria se caracterizan por una contracción de 
la producción (el PIB tiene una disminución anual de 2,5% en 2018 y de 2,1% 
en 2019) (DNEIyG, 2020 y CEPAL, 2021a) y un crecimiento sin precedentes de la 
deuda pública que llega a equivaler al 88,8% del PIB, cifra que en 2015 era 52,6% 
(Ministerio de Economía, 2021). En este período, el mercado laboral se deterio-
ra, con un desempleo abierto que alcanza el 9,2% (7,7% en 2016) (INDEC, 2021) 
y una informalidad de 42,8% en 2018 (Ministerio de Producción y Trabajo, 2018). 
Se produce una inflación elevada que en 2019 alcanza el 53,8%, la más alta en 
casi tres décadas, debido en parte a aumentos violentos en las tarifas de los ser-
vicios decretadas por el gobierno. La incidencia de la pobreza crece entre 2017 y 
2019 de 25,7% a 35,5% y la pobreza extrema de 4,8% a 8% (CEPAL, 2021b).

El gobierno de Fernández asume el 10 de diciembre de 2019 en vísperas de la 
declaratoria de pandemia de parte de la OMS y con fuertes limitaciones para ac-
tuar frente a esta, dadas las condiciones en que recibe la administración pública 
central. Las medidas que adopta para contener la crisis sanitaria, con fuertes y 
prolongadas restricciones a la movilidad de las personas, tienen un efecto ne-
gativo sobre la producción, con el esperable impacto sobre las condiciones de 
vida de la población. En los dos primeros años de la pandemia, la administra-
ción Fernández coloca como una prioridad proteger las familias y las personas 
frente a estos efectos; sin embargo, no logra evitar que la crisis económica y 
social se profundice.



En 2020 el PIB a precios constantes tiene una disminución de 9,9% y, en 
2021 aumenta un 9,8%, por lo que no se recupera el nivel de producción 
previo a la pandemia. La caída en el primer año del PIB per cápita es 
mayor, 10,7% y menor la recuperación posterior, 8,8%. En 2022 la CEPAL 
proyecta un crecimiento del PIB de 2,7% (CEPAL, 2021c) y, posteriormen-
te, en abril de 2022, el FMI estima que será superior, del 4% (Télam, 2022), 
valores aun escasos para una recuperación. En 2020 se pierden el 6% de 
los empleos, sale de la fuerza de trabajo cerca del 5% de las personas 
trabajadoras y los ingresos generados por el trabajo caen un 15%. En ese 
mismo año, la pobreza crece hasta 42% mientras la pobreza extrema lle-
ga a 10,5% (CEPAL, 2022). 

En este contexto, la continuidad educativa ha representado grandes retos para la 
administración Fernández y para la comunidad educativa. Este estudio se enfoca 
en los efectos que la pandemia y las medidas adoptadas por el gobierno en los 
dos primeros años de emergencia han tenido sobre los derechos laborales de las 
mujeres educadoras y sobre la crisis de cuidados que se vive en Argentina.

1.1 Crisis social e inversión pública en Argentina en la pandemia 

El 20 de marzo, el gobierno argentino decreta el aislamiento social preventivo 
obligatorio (ASPO) para las actividades no esenciales. La medida se establece 
inicialmente hasta el 31 de marzo, aunque fue prorrogada sucesivamente has-
ta el 29 de noviembre de ese año con algunas variantes por territorios.

Para enfrentar el impacto social de la emergencia sanitaria, la contracción 
de la actividad económica y laboral, así como la caída de ingresos, la ad-
ministración Fernández implementa diversas estrategias que requieren 
un aumento de la inversión estatal. En 2020 el gasto público total del go-
bierno central aumenta más del 20% con respecto al año anterior (CEPAL, 
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2022). El componente específico de inversión social, que en 2019 equivale 
al 12,5% del PIB, en el primer año de la pandemia, es del 17,2% del PIB, lo 
que representa un aumento del 33%. El aumento en términos absolutos es 
menor, del 18%, ya que el PIB disminuye en 2020 (CEPAL, 2022). El valor de 
la inversión per cápita en el primer año de la pandemia también aumenta 
sensiblemente, un 16,7%, ya que pasa de $1.278 a $1.492 (CEPAL, 2022).

La inversión social se dirige, en su gran mayoría, a la protección social, 83% del 
total, el mayor porcentaje en la región. A educación se destina el 7%; a salud, 
el 7,2%; a vivienda y servicios comunitarios, 2,5%. El resto de destinos reciben 
menos del 1% cada uno (CEPAL, 2022).

Una de las medidas más ambiciosas abarcó a 9,6 millones de personas, 
pensionadas y beneficiarias de programas sociales, que recibieron una 
transferencia en efectivo por un valor equivalente a $45. Además, perso-
nas que trabajan por cuenta propia o en la informalidad reciben una trans-
ferencia equivalente a $150. El costo de estas dos iniciativas equivale al 
0,13% y 0,17% del PIB. Entre otras medidas, se aumentan los montos de 
pensiones, de becas y de las tarjetas alimentarias y, en diciembre, se entre-
gan bonos a personas beneficiarias de diferentes programas (Observatorio 
COVID-19 de CEPAL). 

En Argentina destacan las medidas tomadas en materia laboral. El gobierno 
establece, en marzo de 2020, inicialmente por 60 días, la prohibición de sus-
pensiones y despidos sin causa justa, o por falta o disminución de trabajo o 
fuerza mayor (InfoLeg, 2020), este periodo se prorroga hasta el 30 de junio de 
2021⁵ . Los despidos sin causa justa deben pagar el doble de la indemnización 
usual⁶ y para suspender temporalmente a una trabajadora o trabajador se le 
debe pagar al menos el 75% de su salario⁷. 

⁵  Boletín oficial de la República Argentina. https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/244929/20210528
⁶ Boletín oficial de la República Argentina.https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/230406/20200610
⁷ Boletín oficial de la República Argentina.https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/230257/20200608

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/244929/20210528
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/230406/20200610
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/230257/20200608


Por otra parte, se realiza una fuerte inversión en el campo de medidas labo-
rales, que asciende del 0,27% del PIB en 2019 a 1,18% del PIB en 2020. El 70% 
de los recursos dirigidos a este tipo de programas se orienta a incentivos que 
tratan de mantener y estimular el empleo, como la subvención de salarios 
en empresas o sectores en situaciones críticas a través del Programa de Re-
cuperación y Sostenimiento Productivo (REPRO)⁸, los que promueven la con-
tratación de personas desempleadas o los de reducción de costos laborales. 
Otros programas adoptados o fortalecidos durante la pandemia son los de 
intermediación laboral (2), capacitación (4), incentivos al emprendimiento (7) 
y protección del ingreso para personas desempleadas (2) (CEPAL, 2022).

A pesar de las decisiones adoptadas para contrarrestar la crisis social, en 
el primer año de pandemia, el ingreso promedio por persona en Argentina 
cae un 12,7%, debido sobre todo a una disminución de más del 15% en los 
ingresos por trabajo. La pobreza llega al 34,3% de las familias (CEPAL, 2022). 

Aun cuando las diferentes estrategias adoptadas por la administración Fer-
nández no impidieron la crisis social, sí lograron contrarrestarla en parte. Tu-
vieron un importante impacto en la población y, en particular, entre las mu-
jeres. En el año 2020, un 26,8% de las mujeres no hubieran contado con un 
ingreso propio, pero esta cifra disminuye al 19,1% cuando se consideran las 
transferencias públicas. Aun con estas medidas, en 2020, las mujeres entre 20 
y 59 años están más expuestas a la pobreza que los hombres de las mismas 
edades. Las incidencias respectivas son 27,5% y 25,2%, asimismo el índice de 
feminidad de la pobreza aumenta en 2020; por cada 100 hombres en esa si-
tuación, hay 109 mujeres (CEPAL, 2022).

Entre 2019 y 2020, se mantiene el mismo valor del coeficiente de GINI (0,4), lo 
que significa que no aumenta la desigualdad en los ingresos según la medi-

⁸ Programa de Recuperación y Sostenimiento Productivo (REPRO). https://www.argentina.gob.ar/trabajo/repro

https://www.argentina.gob.ar/trabajo/repro
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ción de este indicador. Sí lo hace ligeramente según el índice de Atkinson (de 
0,333 a 0,334 para un e de 1,5) (CEPAL, 2022) ⁹.

1.2 Condiciones en Argentina para la docencia no presencial

La docencia no presencial en Argentina, aunque no se ha limitado al uso 
de las TIC, se ha apoyado mucho en estas. Desde 2010 el país mejoró 
notablemente algunos indicadores de acceso a tecnologías digitales; en 
particular, el porcentaje de familias con acceso a internet pasa de menos 
de 35% en ese año a 65% en 2016, uno de los mejores de América Latina 
y el Caribe (CEPAL, 2018). En este último año, la tarifa mínima prepago 
de bolsa de datos de banda ancha móvil equivale a 5% menos del 2% del 
salario mínimo diario, también una de las mejores de la región y signifi-
cativamente por debajo del máximo del 5% que en ese momento estaba 
establecido (CEPAL, 2018).

Estos datos favorables en comparación con otros países de la región, sin 
embargo, muestran una gran limitación para enfrentar el reto de la edu-
cación no presencial. No solo hay un porcentaje de familias que carecen 
de acceso a internet; además las brechas internas muestran desigualda-
des que los valores nacionales no recogen. En particular, en zonas urbanas 
cerca del 30% de niñas y niños del primer quintil de ingresos carecen de 
acceso a internet (CEPAL, 2020). 

Por otra parte, aunque el costo de conexión de internet móvil sea relativa-
mente bajo, muchas familias pierden abruptamente parte o la totalidad los 

⁹ El coeficiente de Gini mide estadísticamente la distancia que hay entre la distribución del ingreso observada en un 
país en un momento dado y una distribución totalmente igualitaria. Cuanto mayor es el valor del coeficiente mayor es 
la desigualdad. En este caso, todos los individuos tienen el mismo peso en el cálculo. El índice de Atkinson incluye una 
ponderación de los individuos según criterios escogidos que puede variar dándole diferentes valores al parámetro e. 
También en este caso cuanto mayor es el valor del índice, mayor es la desigualdad.



ingresos. Quienes trabajan en la informalidad necesitan conseguir un mínimo 
diario para al final del día adquirir lo necesario para la familia, esto incluye, 
cuando se puede, la conexión a internet móvil. 

Los niveles de ingresos de las familias afectan no solo al acceso a internet; 
también a la adquisición de equipo (computadoras, tabletas, teléfonos inte-
ligentes) y de mobiliario, así como el acondicionamiento de lugares de es-
tudio. Muchos hogares de las familias de los primeros quintiles no cuentan 
siquiera con espacios adecuados para instalar una zona de estudio. En mu-
chos hogares, no solo los de menores ingresos, los espacios y equipos son 
insuficientes para compaginar estudio, trabajo y otros usos de computado-
ras, tabletas y teléfonos. 

Por otra parte, la educación es uno de los sectores en los que, en vísperas 
de la pandemia, la penetración digital es menor¹⁰ (ONU-CEPAL 2021). Exis-
tía previo a la pandemia una herramienta digital Educ.ar así como políti-
cas de inclusión digital, pero operaban como recursos complementarios. 
En pandemia se crea el programa Seguimos Educando para la producción 
y distribución de materiales impresos, audiovisuales, radiales, digitales 
y con una biblioteca virtual para niveles inicial, primario y secundario en 
todo el país, apoyado en Educ.ar y la televisión pública. Los materiales se 
dirigen sobre todo a docentes, pero son de acceso público. Se trabaja en 
aulas virtuales de Google Classroom y Zoom, entre otros (IEAL, 2021a). 
Dado que en Argentina la educación se ha descentralizado, asumen com-
petencias en este campo cada una de las 24 jurisdicciones. En algunas 
de estas, además de los recursos de Educ.ar, se trabajó con materiales 
propios y se recurrió a empresas locales de radio y TV. 

En agosto de 2020, el Ministerio de Educación pone a disposición de la 
comunidad educativa el Plan Federal Juana Manso que abarca conectivi-

¹⁰ Junto con Minería, Comercio, Salud y otros servicios.
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dad, equipamiento, una propuesta de formación y capacitación docente y 
una plataforma federal educativa de navegación gratuita, segura y soberana 
para el sistema educativo de la Argentina. Cuenta con una plataforma para 
vincular estudiantes y docentes de niveles primario y secundario en aulas 
virtuales gratuitas, con contenidos abiertos multimedia y espacios para 
hacer tareas (argentina.gob.ar, 2020). Con el Plan Federal Juana Manso 
se distribuyeron 130 mil computadoras y tabletas en lugares de mayor 
pobreza infantil (IEAL, 2021a).

Un aspecto clave de la educación no presencial es la comunicación de las per-
sonas docentes con sus estudiantes y las respectivas familias. En este aspec-
to, se plasman también las brechas sociales. En las escuelas públicas, esta 
comunicación se realizó sobre todo por mensajes de texto. En las privadas, 
mediante reuniones virtuales, videoconferencias y plataformas propias. En es-
tas últimas, el porcentaje de estudiantes que realizan las tareas es mayor que 
en las primeras, aunque la respuesta de docentes brindadas a estudiantes ha 
sido alta en ambos casos (IEAL, 2021a). 

En noviembre de 2020, se decide priorizar la vacunación de personal 
que integra las instituciones educativas y, en febrero de 2021, el Minis-
terio de Educación, el Ministerio de Salud y la Secretaría de Innovación 
Pública inician el registro online de este personal para organizar el pro-
ceso de vacunación en todo el país¹¹. Al 2 de febrero de 2022, el 94,8% 
de docentes de nivel inicial tienen esquema completo y 47,5% dosis de 
refuerzo; en el nivel primario, se trata de 92,1% y 41,4%, respectivamen-
te, y, en el nivel secundario, 91,4% y 41,8% respectivamente (Ministerio 
de Educación, 2022).

¹¹ Las provincias de Buenos Aires, San Luís y Tucumán no emplean esta plataforma, sino que utilizan registros propios.



2. Condiciones de trabajo docente						    
y derechos laborales durante la pandemia 

Desde el inicio del ASPO, los lugares de trabajo se desplazan masivamente a 
los hogares. La educación también lo hace, aunque no totalmente. Para ga-
rantizar la continuidad educativa, el cuerpo de docentes tiene que desarrollar 
diversas estrategias. Aunque la mayoría de estas se basa en trabajo desde la 
casa y comunicaciones por medios no presenciales, también se trabaja desde 
los centros educativos y, en el caso de los niveles no universitarios, se visitan 
casas para entrega de materiales educativos para estudiantes, así como di-
versos productos de alimentación e higiene para las familias. Se trata de una 
combinación de modalidades de trabajo que no están contempladas en la 
legislación laboral previa a la pandemia. 

En Argentina la gran mayoría de docentes realizaron actividades no presen-
ciales desde la casa. El 51% de las educadoras encuestadas por CEFEMINA 
en 2021 señala que alternaron actividades presenciales y virtuales, el 29,6% 
trabajó desde su casa en forma virtual con clases en vivo y 11,9% desde el ho-
gar con modalidad a distancia (Carcedo, 2021). En algunas jurisdicciones, hay 
normativa sobre teletrabajo previo a la pandemia y, durante la emergencia 
sanitaria, se aprueba la Ley 27555 Régimen legal del contrato de teletrabajo

2.1 Ley 27555 Régimen legal del contrato de teletrabajo			 
y Decreto Reglamentario 27/2021 

El Congreso de Argentina aprueba el 30 de julio de 2020 la Ley 27555 Régimen 
legal del contrato de teletrabajo y, posteriormente, el presidente Fernández 
emite el decreto 27/2021 que regula esta ley y establece como fecha de su 
entrada en vigor el 1 de abril de 2021. 
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El debate parlamentario en Argentina sobre el teletrabajo es de larga data. 
Desde 2002, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, se han pre-
sentado diferentes proyectos de ley y se cuenta con normas que tocan esta 
materia en algunas de las veinticuatro jurisdicciones. El Ministerio de Trabajo, 
igualmente, cuenta, en ese momento, con una Declaración de Lineamientos 
y compromisos en materia de teletrabajo, para la promoción de trabajo de-
cente y como garantía de calidad laboral y un Manual de buenas prácticas de 
salud y seguridad en el teletrabajo. (Biblioteca del Congreso, 2019).

La Ley 27555 define que:

Habrá contrato de teletrabajo cuando la realización de actos, ejecución de 
obras o prestación de servicios, en los términos de los artículos 21 y 22 de esta 
ley, sea efectuada total o parcialmente en el domicilio de la persona que traba-
ja, o en lugares distintos al establecimiento o los establecimientos del emplea-
dor, mediante la utilización de tecnologías de la información y comunicación. 
(Congreso la Nación Argentina, 2020)

Entre los aspectos más relevantes para este estudio está que, en esta norma, 
se establece el traslado a la modalidad de teletrabajo como voluntario (art. 7) y 
reversible en cualquier momento en el que la persona trabajadora lo solicite y 
exponga su motivación, esto se hará efectivo en un plazo no superior a los treinta 
días. Para personas que inician la relación laboral bajo esta modalidad, la posibili-
dad de cambiar queda pautada en convención colectiva (art. 8). La jornada de tra-
bajo debe ser pactada de antemano y en forma escrita “de conformidad con los 
límites legales y convencionales vigentes, tanto en lo que respecta a lo convenido 
por hora como por objetivos” (art. 4). Se reconoce en esta norma el derecho a la 
desconexión, con la prohibición de que se pueda exigir la realización de tareas o 
enviar comunicaciones fuera del horario establecido¹². Asimismo, impide que se 
establezcan incentivos condicionados al no ejercicio de este derecho (art. 5).

¹¹ En caso de que, por la forma de organización del trabajo, las comunicaciones lleguen fuera de la jornada laboral, la 
persona trabajadora no está obligada a responder antes del inicio de su siguiente jornada. 



La Ley 27555 establece también el derecho a horarios compatibles con las 
tareas de cuidados de convivientes menores de trece años, personas adul-
tas mayores o con discapacidad y a interrumpir la jornada para responder 
a estas actividades. Se considera discriminatorio “cualquier acto, conducta, 
decisión, represalia u obstaculización proveniente del empleador que lesione 
estos derechos”. Igualmente, se prohíbe establecer incentivos por la renuncia 
a estos derechos. Desde la Ley se estimula la corresponsabilidad entre muje-
res y hombres de las tareas de cuidado al indicar que “Los empleadores y las 
empleadoras y los trabajadores y las trabajadoras deberán velar por un uso 
equitativo, en términos de género, de las medidas dispuestas en este artículo, 
promoviendo la participación de los varones en las tareas de cuidado” (art. 6).

Los elementos necesarios para laborar en la modalidad de teletrabajo deben 
ser proporcionados por quien emplea: hardware, software, herramientas de 
trabajo, soporte, quien debe también asumir “los costos de instalación, man-
tenimiento y reparación de las mismas, o la compensación por la utilización de 
herramientas propias de la persona que trabaja”. Debe también proveer reem-
plazo o reparación de los medios que no operen adecuadamente y, durante el 
tiempo de espera para retomar el trabajo, no puede afectar la remuneración 
habitual (art.9). Los mayores gastos en conectividad o consumo de servicios de-
ben ser igualmente asumidos por quien contrata (art. 10).

En el artículo 11, esta norma establece que quien emplea debe proporcionar 
capacitación en nuevas tecnologías, por vía presencial o virtual, y brindar he-
rramientas de apoyo, lo que puede hacer en forma conjunta con la entidad 
sindical representativa y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
de la Nación. La capacitación no debe implicar mayor carga de trabajo.

La Ley 27555e establece igualdad de derechos en esta modalidad y, en particular, el 
goce de derechos colectivos, de sindicalización y representación (art. 12 y 13). Aborda 
otros asuntos como los sistemas de control y el derecho a la intimidad (art. 15), la higie-
ne y la seguridad en el trabajo (art. 14) y la protección de la información laboral (art. 16).
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Un elemento significativo de la Ley 27555 y su reglamento es que da potestad 
a las convenciones colectivas de definir algunos aspectos de las relaciones 
laborales, entre otros, las regulaciones contractuales específicas para cada ac-
tividad (art. 2), la forma de determinar la compensación de gastos (art. 10), las 
condiciones en las que se puede reducir una jornada cuando por responsabi-
lidades de cuido no se puede realizar completa (art.6), y el tope máximo para 
las contrataciones transnacionales (art. 17).

2.2 La docencia en Argentina durante la pandemia, 				  
entre el trabajo a domicilio y el teletrabajo

Antes de que la ley sobre teletrabajo fuera aprobada, se acuerda regular las 
condiciones de trabajo en educación no presencial en la Paritaria Nacional 
docente del 4 de junio del 2020. Se toma como marco normativo de refe-
rencia el Convenio sobre el trabajo a domicilio núm. 177 de la OIT. En esta 
norma, se establece la obligatoriedad de la igualdad de trato, en relación, en 
particular, al derecho de las personas trabajadoras a domicilio a constituir o 
a afiliarse a las organizaciones que escojan y a participar en sus actividades, 
la protección de la discriminación en el empleo y en la ocupación, la protec-
ción en materia de seguridad y salud en el trabajo, la remuneración, la pro-
tección por regímenes legales de seguridad social, el acceso a la formación, 
la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo, así como la protección 
de la maternidad (art. 4) (OIT, 1996).

Con respecto a la remuneración, en la Paritaria se establece que el personal 
docente mantiene plenos derechos a la percepción del salario que les corres-
ponda por normas y acuerdos paritarios. En materia de jornada, se establece 
que se debe respetar la carga horaria previa sin sobrecarga por el carácter 
excepcional de la modalidad; se reconoce el derecho a la desconexión, el des-
canso y la intimidad familiar; se establece que los riesgos de trabajo por ejer-



cer el trabajo docente en contexto virtual o no presencial deben tener cober-
tura y que debe permitirse el pleno goce y ejercicio de los derechos sindicales. 

Un aspecto significativo en contexto de educación mediada por las TIC es la 
provisión de recursos tecnológicos; en el acuerdo, se establece que los exis-
tentes deben ser puestos a disposición de docentes y ampliados en la medida 
de las disponibilidades y posibilidades de empleadores. Asimismo, es relevan-
te la formación docente para el trabajo virtual, la cual debe ser proporcionada 
por el Ministerio de Educación de la Nación en forma gratuita y con la partici-
pación de las organizaciones sindicales¹³.

Este acuerdo, como se puede observar, parte de la referencia del Convenio 
sobre trabajo a domicilio de la OIT, pero incluye aspectos propios de las legis-
laciones más protectoras de derechos relativas al teletrabajo. 

2.3 Derechos laborales en la educación no presencial 

Las condiciones de trabajo para la educación no presencial durante la pande-
mia no siempre se han ajustado a lo pactado en junio de 2020 ni al Convenio 
núm. 177 de la OIT y tampoco a la ley que regula el teletrabajo. Como conse-
cuencia, los derechos laborales del profesorado han sido afectados.

2.3.1 Estabilidad laboral y salarial

En toda la región, las medidas adoptadas por los gobiernos frente a la pan-
demia han representado pérdida de empleos y de ingresos del trabajo. A 
este factor, en Argentina, se le suma una alta inflación que reduce aún más 
el poder adquisitivo de las familias. A octubre de 2020, la inflación interanual 

¹³ https://ute.org.ar/otro-triunfo-de-lxs-trabajadorxs-de-la-educacion-nucleados-en-ctera-paritaria-nacional-por-condi-
ciones-de-trabajo/

https://ute.org.ar/otro-triunfo-de-lxs-trabajadorxs-de-la-educacion-nucleados-en-ctera-paritaria-nacional-por-condi-ciones-de-trabajo/
https://ute.org.ar/otro-triunfo-de-lxs-trabajadorxs-de-la-educacion-nucleados-en-ctera-paritaria-nacional-por-condi-ciones-de-trabajo/
https://ute.org.ar/otro-triunfo-de-lxs-trabajadorxs-de-la-educacion-nucleados-en-ctera-paritaria-nacional-por-condi-ciones-de-trabajo/


53

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

acumulada fue de 43,5%, la cual, aunque es menor que la del año anterior 
(53,5%), sigue afectando fuertemente a la población (CEPAL, 2021b).

En la región, el sector de educación es uno de los que menos empleos ha per-
dido ya que los países han tratado de sostener los procesos educativos por 
medios alternativos a los presenciales; sin embargo, esta relativa seguridad 
laboral no siempre ha estado acompañada de seguridad salarial. En Argentina 
un sector numeroso de la población docente encuestada por CTERA entre el 
28 de mayo y el 12 de junio de 2020, el 34%, manifiesta que tuvo problemas 
para recibir íntegramente su salario o para recibirlo a tiempo. Este porcentaje 
varía entre provincias y, en algunas, llega al 96%, también es más alto entre 
quienes no tienen titularidad (IEAL, 2021b). Esta situación es particularmente 
preocupante si se toma en cuenta que para el 39% de las personas encuesta-
das este es el único ingreso del hogar y para otro 34% no es el único, pero sí 
el principal (CTERA, 2020). 

Después de un año de pandemia, en junio y julio de 2021, CEFEMINA realiza 
una encuesta a mujeres educadoras afiliadas a CTERA para un estudio de la 
IEAL. En esta ocasión, las encuestadas, en su mayoría, tienen estabilidad la-
boral (91,2%), pero solo 80,9% recibieron sus salarios completos y a tiempo 
(Carcedo, 2021).

El ingreso por trabajo docente y su poder adquisitivo no se han visto tan mer-
mados en relación con otras ocupaciones. Los sindicatos de educación, como 
se verá en mayor detalle más adelante, han negociado alzas salariales para 
compensar la inflación. 

Entre las mujeres encuestadas en 2021, solo el 14,6% manifiesta que 
su ingreso durante la pandemia ha sido inferior al percibido antes de la 
emergencia. Esto representa una cierta contención para enfrentar los 
gastos del hogar (88,3% de ellas dice que han aumentado) y las caídas 
de otros ingresos. Sin embargo, este hecho no impide que para el 59,7% 



los ingresos familiares son insuficientes para mantener el hogar, situa-
ción en la que se encontraban 30,1% de esas familias antes de la pande-
mia (Carcedo, 2021). 

2.3.2 Sin condiciones materiales necesarias para la educación no presencial 

El cierre de centros de estudio al inicio de la pandemia obliga a recurrir a di-
ferentes estrategias para dar continuidad a los procesos educativos. Se com-
binan recursos tradicionales, como libros de texto y materiales impresos, con 
medios de difusión también tradicionales como radio y TV, y con el uso de las 
TIC. Estos medios, que cobran más relevancia durante la pandemia, han teni-
do una aplicación previa limitada, nunca generalizada, ni han sido el pilar de la 
educación formal con anterioridad. 

La encuesta realizada en 2020 por CTERA muestra que el recurso más usado 
por educadoras y educadores en sus estrategias para dar continuidad a los 
procesos educativos es el teléfono celular, utilizado por el 83% (variando entre 
provincias entre el 72% y el 90%). No es el único equipo empleado; computa-
doras y tabletas juegan un papel importante. En ese momento, mayo y junio 
de 2020, únicamente el 30% cuenta con una computadora a su entera disposi-
ción para trabajar. Un 24% la tiene compartida, pero con gran disponibilidad, 
otro 17% tiene acceso limitado y un 29% carece totalmente de este recurso en 
su hogar (CTERA, 2020).

A la limitación con el equipo se suman las dificultades para contar con una 
conexión a internet. La mayoría, el 59%, señala que ha tenido algún tipo de 
problema, por no tener conexión o tenerla de mala calidad. Esta proporción 
es mayor en medios semirrurales (73%), rurales (75%) y, sobre todo, en ba-
rrios populares (77%)¹⁴ (CTERA, 2020).

¹⁴ Como la encuesta se realizó en línea, las y los docentes que no cuentan con equipos o conexión no pudieron re-
sponderla, por lo que hay subrepresentación de este grupo que en la realidad es mayor que lo que señala la encuesta. 
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Las personas docentes recurren a diferentes estrategias, no solo para mante-
ner la continuidad educativa, sino también para sostener el contacto con sus 
estudiantes y sus familias, algunas de las cuales también tienen limitaciones 
de equipo y conexión. Únicamente el 17% de docentes indica que definió una 
única estrategia de comunicación para todo el grupo de estudiantes; la gran 
mayoría, el 75%, recurre a tres estrategias, al menos. A pesar de los esfuerzos 
y la multiplicidad de estrategias, solo un 20% de docentes mantiene, en ese 
momento, intercambios regulares con todos o casi todos sus estudiantes, 49% 
lo logra con al menos la mitad y con menos de la mitad 31% (CTERA, 2020).

Un tercio de docentes (32%) emplea en forma habitual alguna plataforma edu-
cativa (Google Classroom y otras) y 13% lo hace en forma ocasional. El 23% 
en forma habitual y el 21% en forma ocasional recurren a entornos virtuales 
sincrónicos (Zoom, Jits, Meet, entre otros). Los datos respectivos para el uso 
del correo electrónico son 38% y 19%, 27% y 26%; para llamadas telefónicas, 
19%; 18% para el uso de YouTube, blogs y otras páginas web; para redes so-
ciales, 14% y 13%. Los materiales impresos son también recurso para 20% en 
forma habitual y 23% los emplean ocasionalmente, la radio la utilizan 2% y 3% 
respectivamente, y 8% ha establecido usualmente comunicación con alguna 
parte de sus estudiantes por medio de una tercera familia que facilita el con-
tacto, 19% lo ha hecho en alguna ocasión (CTERA, 2020). A pesar de desplegar 
diferentes estrategias y recurrir a diferentes medios, el 57% de docentes afir-
ma que los materiales y recursos generados por los organismos de educación 
a nivel nacional y provincial no han sido suficientes para apoyo a su trabajo 
educativo (IEAL, 2021b). 

La encuesta realizada un año más tarde (junio y julio de 2021) por CEFEMINA 
para IEAL a mujeres docentes sigue mostrando un panorama deficitario en 
equipo y acceso a internet. Disponen de suficientes computadoras o tabletas 
en el hogar menos de la mitad, 46,1%, y cuentan con suficientes teléfonos mó-
viles inteligentes el 58,2%. Solo la mitad (50,6%) logra una conexión a internet 
buena o muy buena (Carcedo, 2021).



2.3.3 Capacitación insuficiente para las necesidades y retos por enfrentar

Únicamente el 22% de las y los docentes que responde la encuesta de CTERA 
tienen conocimientos o experiencia previa en el uso de recursos educativos 
virtuales. Un 56% considera que es insuficiente y un 22% carece totalmente 
de este tipo de formación. La gran mayoría, 66%, requiere capacitación en el 
uso de tecnologías aplicadas a la educación y en la generación de materiales 
educativos para trabajar a distancia; además un 30% plantea que lo requiere 
medianamente y solo un 4% no lo necesita (CTERA, 2020).

La falta de formación y experiencia en este campo es un reto que afecta in-
cluso a docentes de universidades, donde hay más práctica de utilización de 
recursos virtuales que en las escuelas. A este problema se suma que las plata-
formas de los centros no estaban preparadas para soportar en forma repen-
tina una demanda masiva.

Los números de la Secretaría Académica te hablan de que solo el 15% de los do-
centes de la universidad están formándose o tienen formación en plataformas 
virtuales, en herramientas virtuales […]. Unos más, otros menos, en términos 
generales, la manejábamos y nos encontramos frente a la imposibilidad de 
hacer uso de esta plataforma, porque la plataforma no soportaba el trabajo. 
(Entrevista a mujeres dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)

2.3.4 Jornadas laborales docentes extendidas sin horarios definidos

La docencia no presencial representa, para la gran mayoría de docentes, un 
aumento de los tiempos de trabajo; así lo indica el 80% de quienes responden 
la encuesta en mayo y junio de 2020, la cifra asciende a 87% entre docentes 
que imparten clases en nivel universitario. El porcentaje es también mayor en-
tre quienes no tienen computadora disponible o tienen problemas de conec-
tividad y entre quienes deben desarrollar distintas estrategias para mantener 
contacto con sus estudiantes (CTERA, 2020).
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Las tareas se multiplican, surgen nuevas y las anteriores se complejizan. La 
preparación de clases es la actividad que las y los docentes indican que más 
tiempo demanda, ya que se recurre a diferentes medios para la búsqueda y 
elaboración de materiales didácticos que deben ser adaptados a estudiantes 
que no se encuentran en igualdad de condiciones de accesibilidad a las TIC 
(CTERA, 2020). Las educadoras entrevistadas por CEFEMINA se manifiestan en 
este sentido:

Eso hace que la carga de trabajo sea muchísimo mayor, porque había que pla-
nificar de manera precipitada, planificar con herramientas que no se manejan 
[…]. Entonces, claramente no es lo mismo el tiempo que te lleva desarrollar tu 
programa y dar las clases cuando más o menos manejas las herramientas que 
cuando no entendés ni cómo unirte a una reunión, no. Eso también genera una 
carga de estrés y problemas en términos de salud, ¿no? (Entrevista a mujeres 
dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)

Lo segundo que más tiempo demanda es la comunicación con estudiantes y 
sus familias (CTERA, 2020). Esta actividad es central para la continuidad de la 
educación y, como ya se señaló, requiere el desarrollo de estrategias diversas 
para atender diferentes situaciones. La atención de dudas y los seguimientos 
que antes podían ser colectivos en clase se deben personalizar.

Después de medio año de emergencia sanitaria, mujeres docentes entrevista-
das estiman el aumento de su jornada de trabajo: 

Yo puedo hacerte el cálculo simple. Tendría que trabajar diez horas semanales 
y, sobre todo en el primer cuatrimestre, que estuve sola en una cátedra con cin-
cuenta estudiantes, me demandaba tranquilamente cuatro días a la semana, 
entre armar el material, subir textos, dar la clase y a veces tenía las consultas. 
Era más o menos eso, el triple de tiempo prácticamente. (Entrevista a mujeres 
dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)



Yo, en mi caso no diría el triple, pero sí el doble. Con planificar todo de nuevo, 
trasponer todos los materiales, sí el doble. (Entrevista a mujeres dirigentes de 
CONADU, septiembre de 2020)

Para la gran mayoría de docentes, el trabajo educativo en las modalidades no 
presenciales no solo requiere más tiempo. Por las condiciones en las que se 
realiza, además, les obstaculiza establecer horarios y mantenerlos. Esto solo 
lo logró un 13% de quienes responden la encuesta de CTERA; un 46% lo inten-
tó, pero no lo pudo sostener y un 41% no lo pudo establecer. Esta dificultad es 
más frecuente en los niveles inicial y primario (CTERA, 2020).

Algo más de la mitad de las educadoras encuestadas por CEFEMINA (56,1%) 
tiene menos de cincuenta estudiantes a cargo y el resto tiene que atender nú-
meros más elevados. Una de cada nueve (10,7%) tiene entre cien y 149 y casi 
una de cada cuatro (22,4%) más de ciento cincuenta, lo que supone no solo 
una demanda muy alta de atención de cada estudiante; además, que deben 
atender diferentes grupos, cada uno con una dinámica y estrategia educativa 
propia (Carcedo, 2021). En estas situaciones, los retos son aún mayores.

Las dificultades para mantener un horario no solo se deben a la necesidad de aten-
der estudiantes cuando en sus hogares hay condiciones para conectarse. También 
en las familias de las y los docentes se requiere negociar los tiempos de uso del equi-
po, en particular, cuando tienen familiares que lo utilizan para trabajar y estudiar.

Y la superposición de clases ¿no? Nuestra casa es muy pequeña y está uno en clase 
de inglés, acá está el otro que tiene Zoom con la seño de literatura y tiene que leer y 
nosotros tenemos teletrabajo y yo tengo que dar clase, entonces ellos pasan en silen-
cio, es una locura. (Entrevista a mujeres dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)

Después de más de un año de educación no presencial, la jornada de ocho 
horas con un horario definido es el derecho violentado más frecuentemente 
señalado por las mujeres docentes encuestadas por CEFEMINA; lo hacen el 
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91,3% de ellas. El derecho a la desconexión, citado por el 89,4%, es el segundo 
derecho más vulnerado (Carcedo, 2021).

2.3.5 Costos de la educación no presencial asumidos por las educadoras

La gran mayoría de las educadoras encuestadas en junio y julio de 2021 han asu-
mido gastos relacionados con el trabajo docente no presencial, en particular, para 
adquirir equipo y sufragar internet. El 84,5% lo ha hecho con frecuencia y 14,8% 
alguna vez; únicamente el 0,7% no lo ha hecho nunca. “Nosotras, además ,tene-
mos que pagar la conectividad y ni que hablar de la comida o si hay un adulto 
mayor o lo que fuera” (Entrevista a mujeres dirigentes de CTERA, junio de 2020).

En menor medida, también han cubierto necesidades de estudiantes. Lo han 
hecho con frecuencia cerca de la mitad, el 46,1% y, ocasionalmente, una propor-
ción algo menor, el 42,2%; no lo han hecho nunca el 11,7%. Estos gastos extra 
han representado una mayor dificultad para las finanzas de las educadoras. 

2.3.6 Los efectos de la educación no presencial en la salud de las docentes 

El brusco cambio en la modalidad del trabajo afecta rápidamente la salud de las 
personas educadoras. A menos de tres meses del inicio de la pandemia, CTERA 
identifica a través de su encuesta que a una gran mayoría se le presentan o se le 
agravan problemas de fatiga visual, 70%; en una proporción similar mencionan 
contractura cervical, 68%; un 56% señala los dolores articulares y musculares 
y un 20% pesadez de ambas piernas. La aparición o agravamiento de los dolo-
res articulares y musculares son más frecuentes entre quienes no cuentan con 
un espacio y mobiliario adecuados para desempeñar su trabajo (64%) y menos 
frecuente entre quienes sí disponen de esas condiciones (49%) (CTERA, 2020). 

Los datos anteriores muestran los efectos directos del trabajo sedentario de escri-
torio utilizando mobiliario inadecuado y un uso sistemático de pantallas, no solo de 
computadoras. Los celulares, por su reducido tamaño, obligan a forzar más la vista. 



Otros malestares que surgen o se agravan en este periodo son el estrés y 
los dolores de cabeza mencionados por el 56% y el 53%, respectivamente. 
En este caso, influyen otros factores relacionados con los cambios en gene-
ral de vida y de trabajo (67% siente más sobrecarga de trabajo que antes), 
sin condiciones adecuadas y bajo temores y presiones múltiples, de salud, 
laborales, económicos y en el entorno familiar. Se añade que las familias 
de estudiantes recurren a las y los docentes por situaciones económicas, 
personales y familiares. Quienes responden a esta demanda con más fre-
cuencia manifiestan en mayor proporción sentir estrés y sobrecarga de 
trabajo (CTERA, 2020). 

Un año más tarde, las docentes encuestadas por CEFEMINA añaden otra infor-
mación. Un 19,6% de ellas contrajo COVID-19, una tasa notablemente mayor 
a la nacional reportada en ese momento de menos del 10%¹⁵ (Carcedo, 2021). 
Para algunas educadoras, el trabajo no presencial no ha garantizado protec-
ción frente al contagio del virus, ya que, entre las estrategias implementadas, 
han visitado casas de estudiantes para proporcionar materiales de trabajo y 
en ocasiones alimentos. 

Compañeras que tuvieron que ir a repartir, como bien dijo ella, las canastas fa-
miliares, porque todas las compañeras, digamos en un porcentaje altísimo, que 
somos en la CTERA han estado expuestas al COVID. No digo igual o de la misma 
manera que los trabajadores y trabajadoras de la salud, pero han estado en 
primera línea (Entrevista a mujeres dirigentes de CTERA, junio de 2020).

Además de las educadoras que contrajeron COVID-19, un 22,2% indica que 
tuvieron otro problema de salud. La mayoría de todas las que vieron afectada 
su salud, el 90%, requería atención médica (Carcedo, 2021). Señalan docentes 
universitarias:

¹⁵ Cálculos propios considerando que a inicios de julio de 2021 se han diagnosticado alrededor de 4,5 millones de 
personas con COVID 19 en una población ligeramente superior a los 45 millones.
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Nosotras acá en Mendoza tuvimos un par de situaciones donde algunas docen-
tes se habían contagiado de COVID-19 y la respuesta de la universidad era que 
trucharan¹⁶ el certificado médico, ¿no?, pidiendo que les pidieran a los médicos 
que les diagnosticaran otra enfermedad para darles una licencia. Y, si no, que 
estando desde sus casas igual podían trabajar si no se sentían mal. Negán-
doles en primera instancia el derecho a una licencia por enfermedad. Fueron 
tres situaciones así, una detrás de la otra, además eran casos de compañeras 
con unos síntomas muy fuertes de la enfermedad. Bueno, ahí nos movimos 
rápido, hicimos pública la respuesta del rectorado de la Universidad y el rector 
sacó una resolución donde daba a conocer cuáles eran los pasos para pedir 
una licencia por COVID. Pero fue la primera respuesta de la patronal, negar la 
licencia e incluso y, si estás en tú casa, podés seguir dando clases por más que 
esté enferma. Creo que es importante el rol de nuestro sindicato. (Entrevista a 
mujeres dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)

El derecho a la licencia por enfermedad no siempre se ha respetado señalan 
las encuestadas en 2021. El 30,8% de ellas lo indican (Carcedo, 2021).

2.3.7 Impactos en la acción sindical

El ASPO colocó a los sindicatos frente al reto de recurrir a nuevas estrategias 
para mantener su actividad. 

Eso significó la pandemia para la lucha sindical, un límite en algunas cuestiones 
por el tema de la calle. Para nosotros, para el movimiento sindical, la calle es 
el lugar donde más cómodos nos sentimos en nuestras reivindicaciones, ¿no? 
Hubo que cambiar la forma de la lucha sindical, eso fue todo un desafío, eso 
fue una dificultad más cuando hay una disputa con la derecha en la Argentina 
(Entrevista a mujeres dirigentes de CTERA, junio de 2020).

¹⁶ Falsearan.



Entonces estamos discutiendo qué hacemos para mostrar que estamos juntas, 
que tenemos una agenda que estamos discutiendo y pensando cómo resolver 
nuestros temas. Y es bastante difícil con el distanciamiento y con las tecnologías 
es nuestra forma de comunicarnos y de hacer cosas [...]  también tiene un lími-
te. (Entrevista a mujeres dirigentes de CONADU, septiembre de 2020)

Entre las docentes de CTERA encuestadas por CEFEMINA en junio y julio de 2021, 
el 18,3% señala que el teletrabajo vulnera las libertades sindicales (Carcedo, 2021).

Si bien esta es una situación vivida en otros países de la región, los sindi-
catos de la educación en Argentina enfrentaban un reto propio. Durante 
el gobierno de Macri, los diálogos con las organizaciones fueron anulados. 
En particular, no se convocaron las Paritarias docentes, el mecanismo de 
negociación entre el sector educativo y las autoridades, instalado con an-
terioridad. 

El gobierno de Fernández recupera los diálogos con el sector de educación y 
reinstala las Paritarias docentes, con inclusión de las universitarias y preuni-
versitarias. El primer acuerdo es de febrero de 2020, pocas semanas antes de 
iniciar la pandemia, para aprobar los aumentos salariales. El gobierno plantea 
la meta de que los salarios docentes le ganen a la inflación (argentina.gob.ar, 
2020b). Posteriormente, en la Paritaria Nacional de junio, se regula la actividad 
docente en contexto no presencial (mencionado en el punto 2.2). A lo largo de 
la pandemia, continúan los diálogos para, entre otros, revisiones salariales, 
bonos de conectividad, formación docente, definición de condiciones para el 
regreso a clases presenciales y vacunación de docentes¹⁷. 

La actitud del nuevo gobierno hacia la educación y el cuerpo docente se plasma 
en la disposición mostrada en estas negociaciones. El ministro de Educación, Jaime 
Perczyk, hace referencia al “enorme compromiso que está llevando a cabo el sector 

¹⁷ CTERA y CONADU han participado en otras iniciativas de interés nacional, como los impuestos a las ganancias o contra la represión.



63

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

docente en el marco de la pandemia para garantizar la continuidad pedagógica de 
nuestros niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos” (argentina.gob.ar, 2020c).

Este no ha sido el espíritu en todas las jurisdicciones, en particular, cuando son 
gobernadas por partidos opositores. En la Ciudad de Buenos Aires, la ministra de 
Educación, Soledad Acuña, ha mantenido ataques continuos contra el personal 
docente. En noviembre de 2020, declara en TV que quienes eligen estudiar la ca-
rrera docente son cada vez más de estratos socioeconómicos bajos con menos 
capital cultural y experiencias enriquecedoras para aportar en el aula y que están 
ideologizados y “eligen militar en lugar de hacer docencia”¹⁸. Los gremios y sindi-
catos repudiaron estas declaraciones y pidieron su destitución. Los ataques de la 
ministra han continuado. El noviembre de 2021, mientras visitaba un centro, un 
grupo de docentes denunciaron la muerte de 39 compañeras y compañeros por 
el regreso precipitado a aulas; la reacción de la ministra fue abrir un sumario a 
tres docentes (Perfil, 2021). 

3. Agudización de la crisis de cuidados

3.1 Uso del tiempo de mujeres y de hombres antes y durante la pandemia

Tradicionalmente, el trabajo de cuidados en Argentina ha recaído en forma des-
proporcionada en las mujeres de cada familia. La encuesta de uso del tiempo 
(EUT) de 2013 muestra que el 88,9% de las mujeres de áreas urbanas de diecio-
cho años y más realizan trabajo doméstico no remunerado, frente al 57,9% de 
los hombres de esas edades. Además, ellas dedican a la semana en promedio 
6,4 horas semanales y ellos 3,4 horas. En actividades que no implican cuido 

¹⁸ https://www.youtube.com/watch?v=f90kxGSYQms

https://www.youtube.com/watch?v=f90kxGSYQms


directo de personas, las tasas de participación de mujeres y de hombres son 
86,7% y 50,2% y las horas promedio semanales 3,9 y 2,4 respectivamente. Cuan-
do se trata de cuido de personas, el 31,1% de mujeres lo hacen al dedicar a la 
semana en promedio 6 horas, mientras solo el 16,8% de los hombres lo hacen 
empleando 3,8 horas. Las brechas son aún mayores cuando se trata de dar apo-
yo escolar a niñas y niños; lo hacen el 19,3% de las mujeres al dedicar 2,2 horas 
semanales en promedio y el 6,9% de los hombres con 1,9 horas semanales en 
promedio (INDEC, 2014). A finales de 2021, se aplica una nueva EUT cuyos resul-
tados preliminares indican que 89,9% de las mujeres realizan trabajo doméstico 
que no implica cuido directo de personas frente al 68,3% de los hombres. En 
relación con el cuido de personas, las tasas de participación son 30,6% y 18,9% 
respectivamente¹⁹ (INDEC, 2022).

Durante la pandemia, al estar presentes todos los miembros de la fami-
lia durante todo el día, la demanda de cuidados y atención aumenta; hay 
más necesidad de limpiar, cocinar, ordenar y cuidar niñas y niños que an-
tes estudiaban en las aulas. Además, muchos hogares que contaban con 
apoyo de una trabajadora doméstica contratada o con servicios privados 
para atender a personas dependientes vieron, asimismo, desaparecer esta 
fuente de apoyo. 

Las encuestas realizadas por UNICEF en hogares con niñas, niños y adoles-
centes dimensionan este impacto sobre las mujeres²⁰. Alrededor de la mitad 
de las encuestadas declaran tener más sobrecarga de trabajo en el hogar que 
antes de la pandemia. En octubre de 2020, llegó a ser el 57%, mayor que al 
inicio del período, en abril de 2020 en el que fue 51% (UNICEF, 2021).

¹⁹ No se conocen aún las horas dedicadas a cada actividad.
²⁰ Se trata de encuestas de percepción y actitudes realizadas a una muestra de familias con personas menores de 
edad representativa del país.
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Argentina. Abril 2020 a Noviembre 2021. Mujeres con niñas, niños		
y adolescentes en el hogar que declaran tener mayor carga de trabajo 	
de cuidados durante la pandemia por tipo de tareas

Poecentajes

 

Nota. elaboración a partir de UNICEF Argentina 2021.

Las actividades que más variación tienen en la sobrecarga de trabajo doméstico asu-
mido por las mujeres son las relacionadas con las personas menores de la familia, 
las cuales dependen, en parte, de los regresos a las aulas. El cuidado de niñas y niños 
es señalado al inicio de la pandemia por el 28% de las encuestadas y llega a ser una 
de cada tres (33%) quienes lo mencionan en octubre de 2020. Al final del período, lo 
señala el 20%. Por otra parte, la ayuda en tareas escolares, mencionada al inicio por el 
22% de las encuestadas, sube hasta 29% en octubre de 2020, para después disminuir 
hasta ser mencionado únicamente por el 10% en octubre de 2021 (UNICEF, 2021).

La sobrecarga de trabajo de cuidados es una realidad reconocida en muchos hoga-
res, no solo en los afectados. Al ser preguntadas por actividades que no deberían 
ser restringidas durante la pandemia, en octubre de 2020 la más mencionada fue 
el trabajo doméstico, al que se refirieron el 71% de las personas encuestadas (UNI-



CEF, 2020). La ocupación en este trabajo cae fuertemente en el II trimestre de 2020, 
hasta el 62,9% del correspondiente al trimestre anterior, lo que aproximadamente 
representa que dos de cada cinco hogares que contaban con este apoyo se que-
dan sin este. Aunque posteriormente hay una recuperación, y llega al 78,8%, en el 
último trimestre de ese año, al inicio de 2021 vuelve a caer a 69,5% (CEPAL, 2022).

3.2 Medidas tomadas durante la pandemia					   
que afectan los cuidados en las familias

Desde el inicio de la pandemia, el gobierno central toma decisiones que buscan 
contrarrestar los impactos de las medidas de emergencia sobre los cuidados en 
las familias. El ASPO, el cierre de centros de estudio y de cuido y la suspensión 
de actividades consideradas no esenciales aumentan las presiones sobre los 
hogares para dar respuesta a necesidades que anteriormente se cubrían con 
servicios privados o públicos. 

Se establecen excepciones al ASPO para personas que asisten a otras con dis-
capacidad y a familiares que requieren apoyo con el cuido de personas depen-
dientes; también para poder trasladar niñas y niños a las casas de los progeni-
tores cuando no viven juntos. Se autoriza a madres, padres y personas a cargo 
de menores de hasta doce años que vayan a los comercios cercanos con ellas 
y ellos, si no tienen a una persona adulta que se haga cargo (Presidencia de la 
República, 2020 y Ministerio de Desarrollo Social, 2020). 

Para las personas que trabajan se establece que se considera justificada la no 
asistencia de quienes tienen niñas, niños y adolescentes a cargo si es indis-
pensable su presencia en el hogar para cuidarlos. Para quienes laboran bajo 
la modalidad de teletrabajo, se reconoce en la ley que lo regula el derecho a 
escoger los horarios para poder atender las responsabilidades familiares (Mi-
nisterio de Trabajo, Empleo y Seguridad, 2020).
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En la Ciudad de Buenos Aires, se establece un plan de cuidados para las perso-
nas mayores de setenta años que incluye ayuda y orientación mediante la línea 
telefónica 147. Personas voluntarias brindan apoyo telefónico, hacen compras en 
comercios y farmacias, pagan servicios, pasean mascotas y ayudan en el uso de 
aplicaciones digitales como Zoom y WhatsApp, también se habilita un call center 
para atender pedidos de compras por teléfono (Buenos Aires Ciudad, 2020).

Para las trabajadoras domésticas remuneradas, se fija un incremento salarial (Co-
misión Nacional de Trabajo en Casas Particulares, 2020) y se establece que, durante 
el ASPO, tienen derecho a las licencias con goce de haberes establecidas por el go-
bierno cuando sean mayores de sesenta años, estén embarazadas, pertenezcan a 
los grupos de riesgo, tengan a niñas y niños a cargo en edad escolar y cuando en el 
hogar donde trabajan hay personas en cuarentena obligatoria. Se exceptúa a aque-
llas trabajadoras domésticas que prestan asistencia a personas adultas mayores 
aisladas o a quienes trabajan para personas en actividades esenciales. Esta medida 
permitió que el 52% de estas trabajadoras reportaran a la OIT haber contado con 
remuneración durante la pandemia, el mayor porcentaje de la región (OIT, 2021). 
Las que quedan desempleadas pueden optar por el Ingreso Familiar de Emergen-
cia (IFE) (tres abonos durante 2020 de un equivalente a US$ 140) aun cuando no 
estén registradas (Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidades, 2020).

A través de redes sociales, se impulsan las campañas #CuarentenaConDerechos 
y “Cuidar en igualdad. Necesidad, derecho y trabajo” para promover el reconoci-
miento de los cuidados como derechos y como necesidad, así como promover la 
corresponsabilidad al interior de los hogares. Otro de los fines de estas iniciativas 
es acordar acciones entre diferentes actores sociales para revertir la feminización 
de los trabajos de cuidados (Observatorio COVID-19 de CEPAL, consulta en línea). 

Se trata de iniciativas valiosas que, como se mencionó anteriormente, en algu-
na medida, tratan de paliar los efectos de la emergencia. Sin embargo, como 
se analizó en el punto anterior, no lograron eliminar el aumento de demanda 
de cuidados en los hogares ni la sobrecarga de este trabajo sobre las mujeres.



3.3 Sobrecarga de trabajo de cuidados sobre las educadoras

Para las educadoras, la sobrecarga de trabajo doméstico es también una reali-
dad. Cerca de la mitad (47,5%) de las afiliadas a CTERA encuestadas por CEFE-
MINA en junio y julio de 2021 indican que dedican más tiempo que antes de la 
pandemia al trabajo doméstico que no involucra cuidado directo de personas 
(limpieza, preparación de comida, lavado y planchado de ropa, ordenar, etc.). 
En una proporción algo menor, 40,1% reporta dedicar más tiempo que antes 
al cuidado de personas dependientes y 26% más tiempo a atender personas 
adultas no dependientes. La tarea de cuidados que más ha demandado un 
aumento de tiempo es el acompañamiento académico de niñas, niños y ado-
lescentes, así lo señalan el 61,6%. Además, un 27,1% realiza actividades no 
remuneradas de apoyo a familiares que viven fuera del hogar (Carcedo, 2021).

Las educadoras han redoblado el trabajo doméstico en su hogar y en otros 
hogares, así como sus esfuerzos docentes en sus familias, no solo con sus 
estudiantes. No es de extrañar que el 67% indique que dedica menos tiem-
po que antes a descansar durante el día y el 72,9% menos tiempo a activi-
dades de recreación. En la semana anterior a responder la encuesta, 93,1% 
realizó tareas domésticas que no involucran cuido de personas, 51,8% cui-
dó dependientes, 57% apoyó académicamente a niños, niñas y adolescentes, 
25,1% atendió adultos no dependientes, y solo 10,5% descansó durante el día 
y 24,3% realizó actividades recreativas (Carcedo, 2021).

Durante la pandemia, el reparto desigual del trabajo de cuidados se ha hecho 
más desigual, al menos en las familias de las docentes encuestadas. Más de la 
mitad, 54,5%, indican que las mujeres adultas de su hogar dedican más tiem-
po que antes a este tipo de actividades, frente al 38,2% cuando se trata de los 
hombres adultos (Carcedo, 2021). 
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La pandemia como escenario para el retroceso			 
de los derechos. Derechos laborales y distribución		   
social de los cuidados para las docentes en Brasil
Larraitz Lexartza

1. Impactos de las medidas adoptadas durante la pandemia 			
en las condiciones de trabajo del sector de educación

1.1 De la reforma laboral a la pandemia: el impacto para los 			 
derechos de las trabajadoras y los trabajadores en Brasil

En la última década, los esfuerzos por desregular las relaciones laborales han 
sido frecuentes en numerosos países de América Latina. En algunos casos, 
dichas estrategias se reforzaron durante la pandemia, mientras se aprovecha-
ba la situación de excepcionalidad. En este contexto, el caso de Brasil destaca 
por la magnitud y la celeridad con la que se adoptaron este tipo de reformas 
durante los años inmediatamente anteriores a la llegada del COVID-19. 

Tras el golpe de Estado concretado en 2016 contra la entonces presidenta Dil-
ma Rousseff, inicia un periodo marcado por los retrocesos en materia de dere-
chos humanos. Este deterioro se hace evidente rápidamente en la vida cotidia-
na de las personas, pero, además, se acompaña de reformas normativas que 
recortan los derechos formalmente reconocidos. En este sentido, en el ámbito 
de los derechos laborales, la aprobación de la Ley N.o 13.467 y la Ley N.o 13.429 
en 2017 tuvo un importante impacto. En el marco de esta reforma laboral, co-
nocida como Reforma Trabalhista, la Ley n.o 13.467 realiza la modificación más 
grande realizada a la Consolidación de las Leyes del Trabajo (CLT)²¹ y la Ley n.o 
²¹ Consolidação das Leis do Trabalho. 
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13.429 liberaliza la tercerización y amplía el contrato temporal (DIESSE, 2017, 
Kreim, 2018 y Souto y Carbonai, 2021). 

El discurso en favor de la aprobación de la reforma laboral prometía el au-
mento del empleo y de la formalización, a partir de una formula basada prin-
cipalmente en la reducción de los costos del sector empresarial derivados de 
la relación laboral (Araújo, 2019). En realidad, la reforma legalizó prácticas em-
presariales ya existentes y brindó a los empleadores mayor flexibilidad para 
manejar la fuerza de trabajo a partir de sus necesidades (Kreim, 2018).

Entre las modificaciones incorporadas por la reforma destacan algunas de las 
realizadas con respecto a las formas de contratación, las facilidades para el des-
pido, la jornada, los salarios o la salud y la seguridad en el trabajo (Kreim, 2018). 
Con respecto a las modalidades de contratación, a partir de la reforma, se ofre-
ce a las personas empleadoras un menú de diferentes opciones que liberaliza 
completamente la posibilidad de tercerizar las relaciones laborales. Además, 
se facilita y se abarata el despido de trabajadoras y trabajadores (Kreim, 2018). 

En cuanto a la jornada, se dota a los empleadores de mayor libertad para 
disponer del tiempo de trabajo. La flexibilización de la jornada mediante la 
introducción del esquema 12 x 36²² da cuenta de ello (Krein, 2018).

Por otro lado, la reforma también contribuye al debilitamiento de la institucionali-
dad y los mecanismos para la garantía de los derechos laborales, como la justicia 
laboral (Krein, 2018). Así, privilegia un enfoque que desconoce la existencia de 
una relación de poder desigual entre empleadores y personas trabajadoras. 

Esta desregulación de las relaciones laborales tiene, además, impactos par-
ticulares para las mujeres. Su participación en formas precarias de trabajo, 
como las tercerizadas, ya era superior a la de los hombres antes de la refor-
ma. Se espera, por tanto, que la afectación derivada de las nuevas formas de 
²² La jornada 12 x 36 permite que un trabajo continuado durante 12 horas, seguido de un descanso de 36 horas.



contratación sea mayor para ellas (Camarano, 2018). La flexibilización de la 
jornada también impacta de forma diferenciada a las mujeres. Se trata de es-
quemas que consideran que el empleo es la única responsabilidad que deben 
atender las personas trabajadoras. Sin embargo, como se verá en el apartado 
2, la gran mayoría de las mujeres asumen el trabajo doméstico no remune-
rado y de cuidados que requieren sus familias, de manera que extender las 
jornadas precarizaría la ya de por si compleja situación en que las mujeres 
concilian las responsabilidades laborales y las familiares. 

Cabe destacar que la Reforma Trabalhista no es un esfuerzo reformista aislado. 
Se enmarca dentro de un plan más ambicioso que incluye otras modificacio-
nes ya realizadas y algunas pendientes, cuyo objetivo es desmontar el papel 
social del Estado (DIESSE, 2017a). En este sentido, en 2016, fue aprobada la 
Enmienda Constitucional n.º 95, también conocida como de techo de los gas-
tos públicos, que congeló el gasto público por veinte años (DIESSE, 2017a y 
Kalil, 2020). A esto se sumaría también la reforma de las pensiones (DIESSE, 
2017a) y algunos proyectos aún pendientes de aprobación, como la reforma 
administrativa (CNTE, 2021).

En este contexto, al inicio de la pandemia, Brasil contaba con una instituciona-
lidad debilitada y un marco normativo que precariza las condiciones laborales. 
La llegada del coronavirus, lejos de constituirse como una oportunidad para 
revisar esta tendencia y brindar protección adecuada ante la situación de cri-
sis a trabajadoras y trabajadores, se prestó como escenario para profundizar 
la reforma neoliberal del Estado. Así, se adoptaron medidas que buscan insti-
tuir una regulación de las relaciones laborales de carácter privado, individua-
lizante y desprotectora (Vieira de Mello y Queiroz, 2020). 

Las medidas adoptadas durante los primeros meses de la pandemia dan 
cuenta de ello. Este es el caso de las Medidas Provisionales (MP) n.º 927 y n.º 
936, que regularon los contratos de trabajo durante los primeros meses tras 
la llegada del coronavirus. La MP n.º 927 hace referencia de manera específica 
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al teletrabajo (ver apartado 1.3) (Vieira de Mello y Queiroz, 2020). La MP n.º 
936 (después Ley n.o 14.020), por su parte, autoriza la reducción del salario y 
la jornada, mediante acuerdos individuales entre la persona empleadora y la 
persona trabajadora, a cambio de una limitada compensación económica de 
emergencia. La norma autorizó la reducción de hasta 70% del salario, o incluso 
su suspensión completa durante el periodo de pandemia (Souto y Carbonai, 
2021). Solo hasta junio de 2020, el Ministerio de Justicia registró acuerdos de 
reducción de salario que involucraban a más once millones de trabajadoras y 
trabajadores (Souto y Carbonai, 2021).

Aunado a esto, los esfuerzos para profundizar la reforma del Estado también 
se han reforzado durante la pandemia. Ejemplo de ello son los intentos para 
aprobar una de las reformas pendientes, la reforma administrativa, que ata-
ca, en esta ocasión, de forma directa a empleadas y empleados públicos (PEC 
32/2020). Estos nuevos intentos reformistas aprovechan las dificultades para 
la movilización social durante la pandemia.

Para obtener el respaldo de la opinión pública, los discursos de quienes impul-
san esta reforma se centran en argumentos falaces, también escuchados con 
frecuencia en otros países de la región. Concretamente, señalan a quienes tra-
bajan en el sector público como personas con privilegios que no merecen. La 
estabilidad laboral o los salarios del sector se convierten en eje de las críticas 
(Bettega, da Silva y da Cruz, 2021). En esta línea argumentativa, la eliminación 
de derechos se presenta como un acto de justicia. Así lo reflejan las palabras 
del diputado Darci Matos en el marco de la discusión de la Propuesta de En-
mienda Constitucional: "La estabilidad se acaba para los demás servidores 
(en las carreras que no sean consideradas típicas de Estado), de la salud, de 
la educación y en la actividad administrativa. En nuestro entendimiento, nada 
más justo"(Agência Câmara de Notícias,2021).

En síntesis, se emplean argumentos sin sustento para posicionar a trabajado-
ras y trabajadores como responsables de las deficiencias del sector público 



y se busca confundir a la opinión pública al señalar que los derechos son en 
realidad privilegios. Si bien en el sector público se goza con frecuencia de de-
rechos más amplios, estos estándares determinan en la práctica el reconoci-
miento de derechos también para quienes trabajan en otros sectores. Se trata 
de un máximo que amplía las aspiraciones de quienes se ocupan en el sector 
privado. Es decir, si los derechos se emparejan a la baja, es esperable que un 
nuevo recorte en el reconocimiento de garantías para quienes laboran en el 
sector privado no se haga esperar. 

Por otro lado, el deterioro de los derechos en el sector público tiene impactos 
graves en el caso del empleo femenino. Se trata de uno de los pocos ámbitos 
del mercado laboral en el que las brechas entre hombres y mujeres se redu-
cen. En consecuencia, la desregulación en este ámbito podría implicar la pér-
dida de uno de los espacios menos hostiles para el empleo femenino dentro 
del mercado laboral.

La propuesta de reforma administrativa altera la regulación de las relaciones 
laborales en las instituciones públicas para quienes se integren a este sector 
después de su aprobación y para quienes ya laboran en este, aunque, de for-
ma indirecta, también tendría efectos. Entre los principales puntos que inclu-
ye, destaca la ampliación de los periodos de prueba, el fin de la estabilidad y 
el fin de otros derechos adquiridos (CNTE, 2021). 

Para el sector específico de la educación, los impactos de la aprobación de la 
propuesta podrían ser graves. Implicaría, por ejemplo, la disminución o inclu-
so la desaparición de los concursos públicos. Además, las relaciones laborales 
podrían realizarse mediante procesos tercerizados. También podría afectarse 
la libertad de catedra de las y los docentes (CNTE, 2021).

En síntesis, la propuesta “no es una reforma administrativa, es trasladar los 
servicios públicos a la iniciativa privada” (Fatima da Silva, Secretaría General 
de la CNTE, en CNTE, 2021).
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1.2 La educación, otro botín de la privatización

Como ya se ha señalado, dentro de los esfuerzos de reforma del Estado, la 
privatización de los servicios públicos es también parte de la agenda. En este 
sentido, la educación está en el punto de mira de quienes ven este ámbito no 
como un derecho, sino como una oportunidad de negocio. 

Es importante señalar que los procesos de privatización se concretan con fre-
cuencia de forma gradual, mediante acciones que la favorecen, pero que no 
son tan visibles. Para ello, se emplean estrategias como la tercerización, el 
otorgamiento de subvenciones tanto a instituciones como a personas usua-
rias o la concesión de la prestación de servicios a la iniciativa privada (Salvador, 
2017). En este sentido, son tres las estrategias que se venían implementando 
en Brasil para la privatización y mercantilización de la educación básica ya 
antes de la pandemia. En primer lugar, el sector privado se venía involucrando 
en el trabajo institucional, bajo el pretexto de brindar asesoría para la gestión. 
En segundo lugar, algunos municipios adquirieron sistemas privados de ense-
ñanza. Se trata principalmente de productos empresariales, como materiales 
didácticos, entre otros. En tercer lugar, se empleaban recursos públicos para 
subvencionar a instituciones educativas privadas (Salvador, 2017). 

Con respecto al último punto, es importante señalar que las transferencias 
monetarias a entidades privadas se realizan tanto de forma directa como in-
directa. Es decir, se trata tanto de subvenciones directas que entregan fondos 
públicos a la iniciativa privada, como indirectas que implican exoneraciones 
de impuestos que limitan la recaudación pública y, por tanto, significan una 
disminución de los recursos del Estado (Salvador, 2017). 

El artículo 77 de la Ley de Directrices y Bases de la Educación Nacional (LDB 
por sus siglas en portugués) permite que los recursos públicos destinados a 
escuelas públicas puedan ser redirigidos a escuelas comunitarias, confesiona-
les o filantrópicas, siempre que, por su carácter, sean sin ánimo de lucro (Sal-



vador, 2017). Sin embargo, son diversas las estrategias que estas entidades 
pueden emplear para encubrir su actividad lucrativa vinculada a la educación.

Por otro lado, el mismo artículo permite que los recursos de la escuela públi-
ca puedan destinarse a becas de estudio en la red privada, en el caso de que 
haya falta de plazas en la red pública (Salvador, 2017). 

Las cifras evidencian que, mientras la inversión total en educación se reduce, 
las transferencias al sector privado aumentan. El gasto total de los estados bra-
sileños y el Distrito Federal sufrió una reducción en términos reales del 3% en-
tre 2009 y 2013. Destaca, además, que entre 2009 y 2014 la inflación fue del 
38,15% (Salvador, 2017). Al mismo tiempo, entre 2010 y 2014, las transferencias 
realizadas al sector privado por los estados y el Distrito Federal tuvieron un 
crecimiento real de 32,41% (Salvador, 2017), lo cual hace evidente la importante 
tendencia al alza del gasto estatal en educación privada.

Con respecto a las exoneraciones realizadas vinculadas a la educación, solo 
en concepto de deducciones al Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas 
(IRPF) se dejó de percibir entre 2009 y 2013, 14,6 billones de reales brasileños 
(Salvador, 2017).

El escenario creado durante la pandemia ha contribuido a impulsar estas ten-
dencias privatizadoras. Durante las primeras semanas y meses de la pandemia, 
la falta de acción institucional puso en jaque la garantía del derecho a la educa-
ción. En este contexto, las y los docentes se vieron en la necesidad de tratar de 
resolver en solitario y sin apoyo todo lo necesario para dar alguna continuidad 
a la labor educativa. Ante estas dificultades y falta de recursos, las entidades pri-
vadas, particularmente aquellas que se presentan como filantrópicas, han ga-
nado terreno al ofrecer algunas soluciones tecnológicas de dudosa efectividad, 
ya que no toman en cuenta ni a las comunidades locales ni a las educadoras y 
educadores (Avelar, 2020). 
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Se trata de grupos como Fundação Lemann, Imaginable Futures o Todos pela 
Educação que buscan influenciar la agenda nacional en este ámbito. Este tipo de 
grupos, presentes en el país al menos desde la década de los noventa, venían in-
tensificando su trabajo de incidencia con respecto a la política educativa y la pan-
demia ha supuesto para ellos una nueva ventana de oportunidad (Avelar, 2020). 

La primera estrategia para aprovechar la pandemia en su beneficio tiene que 
ver con el uso de las tecnologías en la educación. En este sentido, el de la tec-
nología para la educación es un sector altamente prometedor para la empre-
sa privada. Las grandes transnacionales, como Google o Microsoft, exploran 
este ámbito tanto mediante actividades empresariales como filantrópicas, con 
lo que imprimen a la actividad educativa su visión de mundo (Avelar, 2020). 
Se trata de una tendencia que coloca al sistema educativo en una situación de 
dependencia con respecto a este tipo de empresas. Asimismo, son pocas las 
posibilidades de incidir sobre los productos que se ofrecen para garantizar 
que respondan a las necesidades educativas y no al contrario. 

Estas organizaciones privadas que se autodenominan como sin ánimo de lucro o 
filantrópicas realizan sus actividades en un terreno ambiguo. Se trata en la práctica 
de instancias con financiamiento de empresas, pero que son consideradas sociedad 
civil por no ser parte de la estructura estatal ni participar en el mercado. Sin embargo, 
sus acciones se alejan de la esencia de la sociedad civil, ya que no buscan fomentar 
el diálogo o la participación de los diferentes actores involucrados y tienen como fin 
beneficiar los intereses de entidades que sí operan con ánimo de lucro (Avelar, 2020).

Durante la pandemia, han aprovechado un escenario propicio para garantizar 
la aceptación de sus propuestas, entre otros aspectos, con respecto al uso de 
productos tecnológicos en la educación. Se trata de una estrategia que Avelar 
(2020) denomina como “privatización por desastre”, que aprovecha tragedias 
y situaciones de emergencia que abren contextos de excepcionalidad para 
colocar sus propuestas con mayor facilidad. 



1.3 Condiciones de trabajo en el sector docente

El contexto de desregulación y precarización ha tenido un impacto directo para 
quienes trabajan en el sector de la educación. Así, las condiciones de un impor-
tante número de docentes han estado marcadas en las últimas décadas por la 
flexibilidad salarial, por formas atípicas de contratación y por inestabilidad. Se 
trata del resultado de políticas que han privilegiado la contratación temporal en 
lugar de los concursos públicos. En consecuencia, en 2017, el 27% de docentes 
del sector público brasileño tenía un contrato temporal (Moreira da Silva, 2020). 

Los contratos eventuales son otra forma de precarización presente en el siste-
ma público brasileño, principalmente en Estados como São Paulo. Se trata de 
docentes que realizan sustituciones y se les paga solo por las horas de trabajo 
que requieren ser sustituidas. Se trata de un trabajo a demanda, de manera 
que la persona docente no sabe a priori cuántas horas trabajará en un mes o 
cuál será el salario por percibir (Moreira da Silva, 2020).

Al igual que en otros ámbitos, la pandemia ha implicado una mayor precarización 
del trabajo en la educación, que ha tenido diferentes impactos en cada Estado. 
Por ejemplo, Mato Grosso suspendió las clases entre el 23 de marzo y el 5 de 
abril de 2020 bajo la figura de adelanto del receso escolar. En consecuencia, no 
se hicieron efectivos los contratos de más de doce mil docentes (Moreira da Silva 
2020). En ese mismo Estado, la Asamblea Legislativa aprobó un proyecto de ley 
para dotar al profesorado con contratos temporales de una renta mínima duran-
te la emergencia. Sin embargo, el proyecto fue vetado por el gobernador y, aun-
que la Asamblea logró volverlo a aprobar y promulgar la ley, el gobierno estatal 
presentó un recurso ante el Tribunal Supremo Federal (Moreira da Silva, 2020). 

En el municipio de Goiânia por su parte, 3.100 profesionales de la educación munici-
pal fueron despedidas en abril de 2020. Casi la mitad, 1.497, contaban con un contra-
to temporal. Dos meses después, la presión del Sindicato dos trabalhadores em edu-
cação de Goiás (SINTEGO) y otros sectores propiciaron la aprobación de una norma 
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(Lei n.º 10.488) que establece las condiciones para la reanudación de los contratos de 
los trabajadores municipales temporales. Sin embargo, la reanudación del vínculo la-
boral implicaba aceptar una reducción importante del salario (Moreira da Silva, 2020). 

Durante las primeras semanas de la pandemia, también se reportaron despi-
dos o suspensiones de contratos en otros lugares como Cachoeiro en el muni-
cipio de Itapemirim y en Armação de, São Pedro da Aldeia, Cabo Frio y Rio das 
Ostras en el Estado de Rio de Janeiro (Moreira da Silva, 2020). Estas medidas se 
basaron en su mayoría en la ya mencionada MP n.º 936 que permitió la suspen-
sión temporal de los contratos de trabajo (Moreira da Silva, 2020). 

Además del cuerpo docente temporal, la afectación para el empleo de quienes la-
boraban con un contrato eventual también ha sido importante. En este caso, la lle-
gada de la pandemia supuso un cese de su actividad laboral que ordinariamente ya 
tiene un carácter intermitente. Además, por contar con un contrato con el Estado, 
no contaban con derecho a solicitar ayudas de emergencia (Moreira da Silva, 2020). 

1.4 Teletrabajo y precarización²³

Comúnmente, el término teletrabajo se emplea de forma genérica en refe-
rencia a diferentes formas de trabajo realizadas a distancia. Sin embargo, las 
precisiones conceptuales son importantes para poder determinar qué regu-
laciones y derechos corresponden a quienes se desempeñan bajo alguna de 
esas modalidades de trabajo. En este sentido, la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) señala que el teletrabajo implica la combinación de dos com-
ponentes: el trabajo se realiza “en una ubicación alternativa al lugar de trabajo 
predeterminado y […] se requiere el uso de las tecnologías de la información y 
la comunicación (TIC)” (Maurizio, 2021, p. 5). El trabajo a domicilio, por su parte, 

²³ En 2022 se han aprobado nuevas disposiciones con respecto al teletrabajo que no se han incluido por quedar fuera 
del periodo de estudio. 



“es aquel que se efectúa total o parcialmente en la propia vivienda del traba-
jador, independientemente de cuál sea su lugar de trabajo predeterminado” 
(Maurizio, 2021, p. 5). Finalmente, el trabajo basado en el domicilio “incluye 
sólo a aquellos trabajadores que habitualmente realizan sus tareas desde su 
vivienda, independientemente de cuál sea su lugar de trabajo predetermina-
do. O sea, este concepto hace referencia a situaciones donde el domicilio del 
trabajador es su lugar de trabajo principal” (Maurizio, 2021, p. 6).

A la llegada de la pandemia, Brasil ya contaba con algunos avances en el ámbito 
de la regulación del teletrabajo. El primer antecedente en este sentido se concre-
tó en 2011 con la aprobación de la Ley 12.551. Si bien no se trataba de una norma 
específica para este ámbito, incluyó una modificación al artículo 6 de la CLT que 
equiparaba el trabajo presencial con el trabajo a distancia (González, 2021).

Años más tarde, en 2017, la ya mencionada Reforma Trabalhista incluyó elemen-
tos adicionales a este respecto. Se trata de la primera norma en hacer referen-
cia directa al concepto teletrabajo, al añadir al artículo 75 de la CLT las letras A, 
B, C, D y E que abordan esta materia. A partir de lo dispuesto por la Reforma 
Trabalhista, se considera teletrabajo “la prestación de servicios predominante-
mente fuera de las instalaciones del empleador, con el uso de tecnologías de la 
información y la comunicación que, por su naturaleza, no constituyen trabajo 
externo y la asistencia a los locales del empleador para la realización de activi-
dades específicas que requieren la presencia del empleado no descaracteriza el 
régimen de teletrabajo” (Artículo 75 - B de la CLT, en González, 2021).

Asimismo, la normativa establece que el teletrabajo solo puede concretarse me-
diante un contrato de trabajo individual. Cuando esta no es la forma de traba-
jo originalmente definida para la relación laboral, el cambio contractual puede 
realizarse de mutuo acuerdo y se debe registrar como anexo al contrato (Gon-
zález, 2021). Con respecto a los medios para la realización del trabajo, el artículo 
75-D señala que lo relativo a la responsabilidad de adquisición, mantenimien-
to o suministro de los equipos tecnológicos y de la infraestructura necesaria y 
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adecuada para la prestación del trabajo remoto, así como al reembolso de los 
gastos incurridos por el empleado, debe establecerse en el contrato escrito. 

Por otro lado, la reforma a la CLT excluye a quienes realizan teletrabajo de la 
regulación relativa a la jornada de trabajo (Artículo 62, inciso III). Esto significa 
que no cuentan con esta protección y que, en consecuencia, tampoco tienen 
derecho a pago por horas extras (González, 2021). 

En cualquier caso, las disposiciones contenidas en la CLT se flexibilizaron du-
rante la pandemia mediante las medidas de emergencia adoptadas en ese 
contexto. Una de las primeras medidas adoptadas, el 22 de marzo de 2020, 
fue la ya mencionada Medida Provisional (MP) 927/2020, que estuvo en vigor 
hasta el 9 de julio de ese mismo año. Posteriormente, fue reeditada mediante 
la MP 1.046/2021, cuyo periodo de vigencia abarcó desde el 28 de abril de 
2021 hasta el 25 de agosto del mismo año (González, 2021).

Ambas medidas provisionales amplían el rango de aplicación más allá del teletra-
bajo e incluyen también otros tipos de trabajo a distancia. Asimismo, suprimen 
la necesidad de documentar en el contrato el cambio de modalidad presencial a 
modalidad remota y permiten que la persona empleadora lo pueda realizar de 
manera discrecional, con el único requisito de comunicar la modificación con 48 
horas de antelación a la persona trabajadora. En este caso, con respecto a los 
medios materiales, se estableció la obligatoriedad de que quien emplea propor-
cione a la persona empleada, cuando esta no disponga del equipo o infraestruc-
tura necesaria, los medios para realizar el trabajo (González, 2021). La MP 927 
dotaba también a empleadores y empleadoras de la posibilidad de anticipar las 
vacaciones y los feriados y de atrasar el pago de obligaciones como el Fondo de 
Garantía de Tiempo de Servicio (FGTS). Asimismo, preveía la posibilidad de sim-
plificar otras obligaciones patronales, incluso algunas relacionadas con la salud 
y la seguridad de trabajadoras y trabajadores. Se trata de normativa que busca 
reducir presión a quien emplea al trasladar los riesgos a las trabajadoras y los 
trabajadores (Vieira de Mello y Queiroz, 2020).



En este contexto, las cifras disponibles dan cuenta de que, durante los primeros 
meses de la pandemia, al menos 8,7 millones de personas trabajaron de forma 
remota en Brasil (IBGE, 2020 citado por Moreira da Silva, 2020). Esta fue tam-
bién la situación de docentes de las redes públicas de enseñanza que pasaron 
a modalidades de trabajo virtuales y a distancia de forma abrupta y sin apoyo. 

Una encuesta realizada a mujeres docentes de la CNTE durante 2021 eviden-
cia que solo 1,7% de las entrevistadas mantuvo la presencialidad como for-
ma de trabajo. Casi cuatro de cada diez docentes (39,3%) reportaron haber 
trabajado a distancia durante la pandemia. El 32,5% señaló haber alternado 
actividades presenciales y virtuales, mientras que el 21,1% haber realizado ac-
tividades exclusivamente virtuales. Un 5,5% adicional señaló haber trabajado 
mediante otras modalidades (Lexartza, 2021). 

La falta de apoyo a la hora de realizar este tránsito colocó a las docentes en la 
necesidad de invertir su dinero en la compra de equipo y en garantizar medios 
para poder realizar el trabajo. En este sentido, nueve de cada diez (89,1%) de las 
participantes señalaron haber incurrido, durante la pandemia, en este tipo de 
gastos con frecuencia. Un 9,7% señaló haber realizado estos gastos de forma oca-
sional, mientras que tan solo el 1,2% reportó no haber tenido este tipo de gastos 
en ningún momento. Además, casi seis de cada diez (59,7%) señaló haber gasta-
do de sus ingresos para sufragar necesidades de sus estudiantes con frecuencia. 
Un 28,2% adicional señaló haber gastado para apoyar a estudiantes de forma 
ocasional (Lexartza, 2021). 

Al tránsito abrupto y la falta de apoyo se suma que las recomendaciones edu-
cativas realizadas por las secretarías de educación pasaron a convertirse en 
imposiciones autoritarias de plataformas y estrategias para la educación en 
línea (Moreira da Silva, 2020). 

Por otro lado, el tránsito de la modalidad de trabajo ordinaria al trabajo desde 
el domicilio durante la pandemia implicó para las y los docentes en Brasil una 
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mayor precarización de las relaciones laborales. Quienes mantuvieron su em-
pleo durante la pandemia se vieron en la obligación de adaptarse rápidamente 
a una forma de trabajo impuesta de forma improvisada, que implicaba asumir 
mayores responsabilidades. En este sentido, Moreira da Silva (2020) plantea 
que, en el estadio prepandemia el trabajo docente se encontraba en una situa-
ción de precarización similar a la provocada por el surgimiento de plataformas 
tecnológicas cada vez más presentes en la región como Uber, Glovo, etc. Se 
trata de una precarización voraz que desdibuja elementos claves del derecho 
laboral –como el contrato, la jornada o el salario– ya que se basa en el trabajo 
intermitente y a demanda. Además, bajo esta nueva lógica de empleo, es la per-
sona trabajadora la que debe proveer los instrumentos de trabajo. En suma, se 
observa que muchas de estas características estaban ya presentes en el trabajo 
docente, principalmente para quienes contaban con un contrato eventual y que 
además se han profundizado durante la pandemia.

El criterio de las educadoras con respecto a los efectos precarizantes del tele-
trabajo es claro. Entre las docentes que participaron en la encuesta menciona-
da, son mayoría las que consideran que el teletrabajo implica aspectos negati-
vos como generación de sobrecarga (73,2%), obligación de realizar diferentes 
actividades de forma simultánea (64,7%), dificultad para separar espacios de 
descanso y trabajo (62,8%) o generación de estrés (62,6%). Otros aspectos ne-
gativos tienen un menor peso, aunque también son señalados por una buena 
proporción de educadoras. Este es el caso de la falta de tiempo para descan-
sar (36,7%) y la generación de conflictos familiares (29,1%) (Lexartza, 2021).

Los aspectos que podrían considerarse positivos, sin embargo, son escogidos 
en menor medida por las docentes. El 27,7% señala que les permitió atender el 
trabajo remunerado y la familia, el 19,9% que les permitió pasar más tiempo en 
familia y el 11,4% que les permitió organizar mejor su tiempo (Lexartza, 2021). 

En cuanto a la afectación de derechos, el 86,3% señaló que el derecho a una 
jornada de ocho horas se vio afectado. De la misma forma, 81,3% coincidió 



al señalar que se afectó el derecho a la desconexión. También mencionaron 
otras afectaciones con respecto al respeto a licencias e incapacidades (43,4%), 
la posibilidad de escoger la modalidad de trabajo (44,1%) o el respeto a las 
libertades sindicales (34,6%) (Lexartza, 2021).

1.5 La reforma laboral, la acción sindical y la defensa 				  
de derechos durante la pandemia

Las políticas posgolpe también han tenido un importante impacto negativo sobre la 
organización sindical. De hecho, la ya mencionada reforma laboral de 2017 incluyó 
diferentes medidas que implicaron un importante debilitamiento de los sindicatos 
y de la acción sindical, lo cual afectó de forma directa el sistema de organización y 
representación. En primer lugar, la nueva legislación incorporó el principio “de lo 
negociado sobre lo legislado”. Se trata de una lógica que, lejos de fortalecer la ne-
gociación colectiva, incorpora la posibilidad de negociar por debajo de los derechos 
reconocidos por la ley e implica una inversión de la jerarquía de las normas. Se par-
te de la premisa de que se debe permitir que las relaciones laborales se adecúen a 
las características de cada sector y centro de trabajo. En la práctica, la medida pro-
picia el fortalecimiento del poder de las personas empleadoras (Krein, 2018). Au-
nado a lo anterior, la reforma también incluye la posibilidad de que la negociación 
se realice de forma individual. Es decir, se excluye a los sindicatos de la definición 
de las cláusulas del contrato de trabajo y se elimina la extensión automática de las 
convenciones a su vencimiento si no se ha aprobado una nueva (Krein, 2018).

El financiamiento de las organizaciones sindicales también se ha visto afecta-
do por la reforma laboral, principalmente por el fin de la contribución sindical 
obligatoria (Krein, 2018). Asimismo, la proliferación de contratos tercerizados y 
otros tipos de contratos precarios también ha afectado al sector sindical, tanto 
en su capacidad de acción como en su financiamiento. Los sindicatos repre-
sentan, generalmente, a la población asalariada, de manera que el aumento de 
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otras modalidades de contratación ha implicado un aumento similar de traba-
jadores y trabajadoras no cubiertos por convenciones colectivas (Galvão, 2019). 

Un estudio previo realizado por IEAL con respecto a la situación de las docen-
tes durante la pandemia también da cuenta de esta situación. En una entre-
vista realizada en ese contexto, mujeres dirigentes de la CNTE coinciden al 
señalar que la reforma laboral ha propiciado el debilitamiento de los sindi-
catos tanto mediante la reducción de su financiamiento como a través de la 
desregulación de las relaciones laborales (Lexartza, 2021).

La acción sindical ha enfrentado además nuevos retos durante la pandemia. 
Se trata de un escenario en el que, al debilitamiento y a las iniciativas antide-
rechos laborales impulsadas con el pretexto de la pandemia, se suman las 
dificultades para desarrollar acciones de incidencia y resistencia sin compro-
meter la salud y la seguridad de las personas.

Como ya se ha señalado, la aprobación de la MP 936/2020 autorizó la realiza-
ción de acuerdos individuales para la reducción de salarios, sin la participa-
ción de los sindicatos. En este contexto, las centrales sindicales centraron sus 
esfuerzos en promover la movilización para garantizar la presencia sindical en 
los procesos de negociación. Si bien diferentes análisis realizados evidencian 
que un creciente número de negociaciones pasaron a incluir lo dispuesto por 
la MP, en otros casos, se logró concretar condiciones por encima de lo dis-
puesto en dicha norma (DIEESE, 2020 citado por de S. Campos, 2020).

Un análisis de la acción sindical durante la pandemia, que incluye al sector de la 
educación, concluye que, durante este periodo, la agenda sindical se concentró en 
tres aspectos principales: ejercer presión sobre empleadores del sector público y 
del sector privado con respecto a las recomendaciones sanitarias para proteger 
la salud de trabajadoras y trabajadores, promover la negociación y la movilización 
constante para mantener los contratos de trabajo, así como fiscalizar, denunciar 
y buscar apoyo para garantizar las condiciones de trabajo salubres para quienes 



no perdieron el empleo (tanto para quienes mantuvieron la presencialidad como 
para quienes realizaban trabajo remoto) (de S. Campos, 2020). 

De este periodo, también es destacable que las mayores centrales sindicales 
del país (CUT, FS, UGT, CTB, CSB y NCST) lograron realizar movilizaciones uni-
tarias. Se trata de una unidad inédita desde el inicio del siglo XXI, ni siquiera 
comparable a los esfuerzos de movilización conjunta realizados en oposición 
a la reforma laboral. Así, desde el inicio de la pandemia, se construyeron posi-
ciones comunes que colocaron en el centro la defensa del empleo y los sala-
rios y la demanda de la adopción de políticas que hicieran posible mantener el 
aislamiento domiciliario a las familias. Asimismo, se realizaron esfuerzos para 
demandar que se garantizasen condiciones de seguridad a las trabajadoras y 
los trabajadores (de S. Campos, 2020).

Los sindicatos de la educación básica del sector público se articularon nacional-
mente, bajo la coordinación de la CNTE, y realizaron diferentes campañas. Entre 
estas destacan los esfuerzos realizados para la aprobación de un nuevo Fondo 
de Mantenimiento y Desarrollo de la Educación Básica y de Valorización de las y 
los Profesionales de la Educación (FUNDEB por sus siglas en portugués). El fondo 
original expiraba el 31 de diciembre de 2020 y su finalización comprometía se-
riamente el financiamiento de la educación en todo el país. Asimismo, se trabajó 
para exigir que no se retornara a la presencialidad hasta que no hubiese condicio-
nes de seguridad y para evitar recortes de derechos (de S. Campos, 2020).

Debido al aislamiento requerido para proteger a las personas frente al COVID-19, 
los recursos más tradicionales del repertorio de la movilización –como las mani-
festaciones– no resultaban viables. En consecuencia, se optó por otras estrategias 
para realizar acciones de incidencia y presión, con el uso de diferentes medios de 
comunicación y, principalmente, redes sociales (de S. Campos, 2020).

De la misma manera, ante la imposibilidad de realizar reuniones presenciales, 
para la organización sindical también fue necesario recurrir al uso de herra-
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mientas virtuales. En este sentido, algunos sindicatos de envergadura estatal 
ya contaban con alguna experiencia previa por la necesidad de mantener la 
comunicación a distancia. En cualquier caso, la pandemia implicó una genera-
lización de este tipo de estrategias que, aunque supusieron un reto, también 
representaron una innovación y dejaron nuevas capacidades instaladas. En-
tre algunas de estas prácticas adoptadas durante la pandemia, destacan las 
comunicaciones a través de grupos creados en aplicaciones de mensajería, la 
utilización de plataformas para realizar reuniones y actividades formativas en 
línea, la creación de canales específicos para la atención jurídica y la atención 
en salud (principalmente psicológica) y el uso de plataformas para la emisión 
de actividades en directo (de S. Campos, 2020).

2. Pasos hacia atrás: los cuidados y la distribución del trabajo 		
no remunerado durante la pandemia

La división sexual del trabajo, que asigna a las mujeres el trabajo de cuidados 
no remunerado y a los hombres el trabajo productivo, sigue aún muy vigente en 
Brasil. A pesar de que muchas mujeres se han incorporado al mercado de traba-
jo en las últimas décadas, los hombres no han aumentado su participación en el 
trabajo doméstico no remunerado en la misma medida. Además, socialmente, 
se asume que resolver la demanda de cuidados es un asunto privado de cada 
familia y, dentro de las familias, de las mujeres, de manera que el Estado o las 
personas empleadoras tampoco asumen una carga significativa de estas nece-
sidades esenciales para la sostenibilidad de la vida. Se trata de una distribución 
de los cuidados injusta con importantes impactos negativos para la vida de las 
mujeres. Así, su inserción laboral se realiza en condiciones de discriminación, 
ya que, además de asumir la carga del trabajo remunerado, deben resolver las 
necesidades de cuidado de sus hogares. Esto puede limitar incluso las posibili-
dades para acceder al mercado de trabajo. De hecho, en 2019, casi la mitad de 
las mujeres brasileñas estaban fuera de la fuerza de trabajo (45,7%), mientras 



que esta era la situación de tan solo el 26,5% de los hombres (OIT, 2021). Si bien 
la sobrecarga de trabajo de cuidados no explica por si sola la baja participación 
de las mujeres en la fuerza de trabajo, se trata de una de sus causas principales. 
Además, también limita la posibilidad de realizar otras actividades como estu-
diar, disfrutar del tiempo libre o descansar. 

Las cifras disponibles, previas a la pandemia, evidencian que el trabajo domés-
tico no remunerado recaía sobre las mujeres de manera desproporcionada. En 
2019 casi la totalidad de las mujeres de catorce años o más, el 92,1%, realizaba 
trabajo doméstico de forma no remunerada. La proporción de hombres era 
significativamente inferior, de 78,6%. La brecha también era importante al con-
siderar a quienes realizaban tareas de cuidado de otras personas. Esta era la 
situación del 36,8% de las mujeres frente al 25,9% de los hombres (IBGE, 2019). 

Por otro lado, al analizar a qué actividades en concreto dedican tiempo las muje-
res y los hombres, la participación masculina solo superaba la femenina en la rea-
lización de tareas de reparación o mantenimiento de electrodomésticos, del au-
tomóvil o de la casa. El 58,1% de los hombres y el 30,6% de las mujeres realizaban 
este tipo de tareas. Sin embargo, en el resto de categorías la participación feme-
nina era notablemente superior a la masculina. Por ejemplo, entre ellas el 95,5% 
realizaba actividades como cocinar, servir alimentos, recoger la mesa o lavar los 
platos. Solo el 62% de los hombres reporta realizar este tipo de actividades. De la 
misma manera, entre ellas el 91,2% lavan la ropa o los zapatos, mientras que, en 
el caso de los hombres, solo el 54,6% realiza esta actividad (IBGE, 2019).

Además de participar en mayor medida, las mujeres dedicaban cada semana un 
número significativamente superior de horas al trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado. Las mujeres ocupadas dedicaban semanalmente 18,5 horas a 
estas actividades, una cifra muy superior a las 10,4 horas dedicadas por los hom-
bres ocupados. La brecha era mayor entre las mujeres no ocupadas y los hom-
bres no ocupados. En este caso, las mujeres dedicaban el doble de horas que los 
hombres al trabajo no remunerado, 24 frente a 12,1 horas (IBGE, 2019). 
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Por otro lado, el Estado brasileño no contaba, antes de la pandemia, con una 
política de cuidados, pero sí con algunas políticas tendientes a reducir la presión 
de los cuidados sobre las mujeres, principalmente para favorecer su inserción 
en el mercado de trabajo. Se trata de medidas que se concretan mediante dos 
vías: la dotación de tiempo para poder cuidar o la oferta de servicios de cuidado 
para personas con algún nivel de dependencia, principalmente niñas y niños. 
En el primer caso, destacan las licencias de maternidad. El país cuenta con una 
licencia de maternidad de 17 semanas para mujeres trabajadoras, con un reco-
nocimiento de una prestación monetaria equivalente al 100% del salario previo 
durante todo el periodo (OIT, 2022). Se trata de un periodo superior al mínimo 
de catorce semanas dispuesto en el Convenio núm. 183 sobre la protección de 
la maternidad, sin embargo, es inferior a las dieciocho semanas que sugiere 
la Recomendación n.o. 191. Adicionalmente, Brasil cuenta con licencias de pa-
ternidad de cinco días para los trabajadores en general (OIT, 2022) y de quince 
días adicionales, un total de veinte días, para los trabajadores del sector público 
(Ministério da Economia, 2016).

Con respecto a los servicios de educación y cuidado infantil, el caso brasileño 
destaca ya que estos servicios cuentan con una vocación universal reconocida 
a nivel constitucional. El Inciso XXV del artículo 7 de la Constitución Federal 
hace referencia al derecho de trabajadoras y trabajadores a contar con servi-
cios de cuidado gratuitos para hijos, hijas o dependientes desde el nacimiento 
hasta los cinco años, en guarderías o centros de preescolar. Como resultado, 
Brasil cuenta con una de las coberturas más amplias de la región en lo que se 
refiere a servicios de cuidado infantil. Las cifras de 2020 muestran que para 
ese año el 35,6% de las niñas y niños de cero a tres años asistían a centros 
de educación inicial (INEP, 2021). A diferencia de la mayoría de los países de 
la región, donde los servicios de cuidado infantil estatal están focalizados a 
familias en condiciones de pobreza o vulnerabilidad, en Brasil, otros grupos 
poblacionales también pueden acceder. En consecuencia, se trata de servicios 
también a disposición de las docentes. 



En este contexto, la pandemia, lejos de contribuir a avanzar hacia una distri-
bución más justa de los cuidados, más bien ha profundizado la división sexual 
del trabajo. Así lo plantea también un estudio realizado en Brasil (SOF, 2020).

Estudios previos realizados en el marco de otras epidemias, como la de zika en 
Brasil o la del ébola en África, evidencian que las mujeres pueden verse despro-
porcionadamente afectadas en este tipo de emergencias sanitarias. Además, el 
impacto tampoco es homogéneo para todas las mujeres, de manera que aspec-
tos como la etnia, la clase o la zona de residencia también pueden implicar una 
mayor desprotección para algunos grupos de mujeres (Borges, 2021). Estos im-
pactos diferenciados se concretan en diferentes expresiones, como el aumento 
de la violencia contra ellas o el aumento del trabajo de cuidados. 

En Brasil, son numerosos los esfuerzos que se han realizado desde el inicio de 
la pandemia para dimensionar el impacto de las medidas adoptadas en este 
contexto sobre la distribución del trabajo de cuidados. Se trata de estudios 
que buscan tanto brindar una mirada general como aproximarse a las con-
diciones particulares de grupos específicos, como las mujeres que realizan 
trabajo remoto o las docentes. La mayoría de estos trabajos han realizado 
encuestas o cuestionarios en línea. No cuentan, sin embargo, con muestras 
representativas, de manera que sus resultados no son generalizables. 

En este sentido, una investigación realizada por Sempreviva Organização Femi-
nista (SOF), mediante un cuestionario en línea, recolectó respuestas de 2.641 mu-
jeres. Es importante señalar que la metodología incluyó la consideración de peso 
muestral para garantizar una representación adecuada de las diferentes catego-
rías de las variables de raza y área de residencia. Entre los principales hallazgos 
de este trabajo, destaca que, durante el periodo de aislamiento, el 50% de las mu-
jeres que respondieron la encuesta comenzaron a hacerse cargo del cuidado de 
alguna persona. Este porcentaje era superior tanto en la zona rural (62%) como 
entre las mujeres negras (52%). La mayoría de ellas, el 80%, cuidaron a familiares, 
el 24% a amigos y amigas y el 11% a personas vecinas (SOF, 2020). 
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Además, para quienes realizaron trabajo remoto, las jornadas de trabajo se 
extendieron y la conciliación entre el trabajo remunerado y no remunerado 
se hizo más compleja y precaria. La carga de trabajo no remunerado aumentó 
para todas las mujeres. Sin embargo, para quienes anteriormente contaban 
con la contratación de servicios esta dejó de ser una opción durante este pe-
riodo, de forma que el aumento de la sobrecarga de trabajo con respecto a la 
situación previa fue mayor (SOF, 2020). 

Los resultados de este trabajo también dan cuenta de la distribución desigual e 
injusta del trabajo doméstico en los hogares. En este sentido, destaca que el 64% 
de quienes responden la encuesta señalaron que, durante el periodo de confi-
namiento, a pesar del aumento de la carga de cuidados, no hubo cambios en la 
distribución de este trabajo. Además, 23% señalan que la participación de otras 
personas en los cuidados más bien disminuyó durante la pandemia. Tan solo 
13% señalaron que la participación de otras personas aumentó (SOF, 2020). 

Otro trabajo de investigación similar realizado en el marco de la iniciativa colabora-
tiva ‘Laboratório de Emergência COVID-19’ aporta resultados que también apuntan 
en esta dirección. En este caso, en mayo de 2020, el cuestionario en línea obtuvo 
360 respuestas válidas. Se logró identificar que, previo a la pandemia, un importan-
te porcentaje de las mujeres que respondieron el cuestionario, el 43%, contrataba 
trabajo doméstico para tareas como la preparación de alimentos, la limpieza o el la-
vado de ropa; sin embargo, durante los meses de aislamiento social ese porcentaje 
se redujo al 4% (Borges, 2021). Además de eso, antes de la pandemia, el 27% de las 
encuestadas contaban con el apoyo de otras personas de la familia para el cuidado 
de hijos e hijas al menos una vez por semana. Ese porcentaje también se redujo de 
forma significativa, cayó a 16% durante el aislamiento (Borges, 2021).

Este mismo trabajo reporta que los principales desafíos que enfrentaron las 
mujeres madres durante el aislamiento fueron el acompañamiento de las ta-
reas escolares, mantener a las hijas y los hijos entretenidos y gestionar los 
conflictos entre el trabajo productivo y el reproductivo (Borges, 2021).



Asimismo, destaca que, en las preguntas abiertas incluidas en el cuestionario, 
las mujeres expresaron con mucha frecuencia sentirse sobrecargadas, cansa-
das o incluso exhaustas (Borges, 2021).

Por otro lado, algunos esfuerzos de investigación se han enfocado en conocer 
de forma específica la situación de las mujeres docentes. En este sentido, en 
primer lugar, es importante señalar que la gran mayoría de quienes realizan 
este trabajo en Brasil, el 96,4% en educación infantil y el 88,1% en la primaria, 
es mujer (MEC/INEP 2020, citado por Furquim, Machado y Tuma, 2021). 

Furquim, Machado y Tuma (2021) plantean que, con el tránsito al trabajo re-
moto, las docentes perdieron sus redes de apoyo para el cuidado y se vieron 
en la necesidad de atender de forma simultánea el trabajo remunerado y el 
cuidado de las hijas y los hijos. 

La ya mencionada encuesta realizada a docentes afiliadas a la CNTE apunta 
en esta misma dirección. Permite constatar el aumento de la carga de trabajo 
no remunerado para estas trabajadoras. De hecho, seis de cada diez de las 
docentes que respondieron la encuesta, el 58,3%, indicaron que durante la 
pandemia realizaban más trabajo doméstico. En esta misma línea, también el 
58,3% señaló que tuvo que dedicar más tiempo al acompañamiento de niñas 
y niños en sus estudios (Lexartza, 2021). 

Por otro lado, al considerar las actividades no remuneradas realizadas por 
las educadoras durante la semana previa a la realización de la encuesta, se 
evidencia que prácticamente todas realizaron tareas domésticas. Esta fue la 
situación del 98,4%. Además, más de la mitad (54,3%) dedicó tiempo a apoyar 
a niñas y niños a estudiar. De forma adicional, el 48,6% realizó labores de 
cuidado de personas dependientes y 41,5% tareas de atención de personas 
adultas no dependientes. Este último aspecto evidencia que la demanda de 
trabajo de cuidados que enfrentan las docentes no solo proviene de fami-
liares con algún nivel de dependencia, como niñas y niños, personas adultas 
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mayores o personas con discapacidad; también se deriva de necesidades de 
cuidado de personas adultas que podrían hacerse cargo de sus necesidades, 
sin embargo, saturan de trabajo a las mujeres (Lexartza, 2021).

Esta distribución desigual del trabajo se hace evidente cuando se analiza la 
participación de otras personas adultas que conviven con las educadoras en 
el trabajo de cuidados. Por un lado, las docentes reportan que la carga de 
trabajo de cuidados también ha aumentado para otras mujeres adultas que 
conviven con ellas, esta es la situación del 59,3%. Para la mayoría de los hom-
bres adultos, sin embargo, la pandemia no ha influido en la carga de trabajo 
doméstico y de cuidados que asumen en el hogar. En este sentido, el 39% de 
las docentes señala que, para los hombres que conviven con ellas, la situación 
se ha mantenido igual, el 16,2% plantea que han asumido menos trabajo do-
méstico que antes y un 12,3% que no asumían este trabajo antes y tampoco lo 
han hecho durante la pandemia (Lexartza, 2021). Esto permite constatar que, 
durante la pandemia, la recarga de trabajo de cuidados sobre las mujeres se 
ha profundizado.

Gráfico 1									       
Brasil. 2021. Educadoras por tiempo que las mujeres adultas 		
de su hogar dedican al trabajo doméstico durante la pandemia		
Porcentajes



Gráfico 2									       
Brasil. 2021. Educadoras por tiempo que los hombres adultos 		
de su hogar dedican al trabajo doméstico

Nota: Encuesta realizada a educadoras afiliadas a CNTE en mayo y junio de 2021, en Lexartza (2021)

La extensión de facto de la jornada laboral y el aumento de la demanda de cuidados 
han tenido un impacto directo en el uso del tiempo de las docentes. Así, para poder 
hacer frente a las diferentes responsabilidades, la mayoría de ellas señala haberse 
visto en la necesidad de renunciar al descanso y al ocio. Concretamente, el 64,7% de 
las educadoras que participaron en la encuesta señaló que, durante la pandemia, 
pudo dedicar menos tiempo al descanso durante el día que antes de la pandemia. 
Tan solo logró mantener un tiempo de descanso similar al previo el 14,2%, mientras 
que quienes pudieron descansar más que antes fue solo el 6,4%. Un 14,6% adicional 
señaló que ni antes ni durante la pandemia contaba con la posibilidad de tomar 
tiempo de descanso durante el día. En esta misma línea, el 72% señaló que debió 
reducir el tiempo dedicado a actividades recreativas (Lexartza, 2021).

La información disponible evidencia que la organización social de los cuidados in-
justa tiene un importante impacto para la vida de las mujeres docentes, que se 
acentúa en situaciones de crisis como la pandemia. No se trata de un aspecto me-
nor, ya que limita sus posibilidades de trabajar de forma remunerada y precariza 
sus condiciones de trabajo. En este sentido, la información recogida en este infor-
me permite identificar que este debe ser un ámbito clave en la agenda de los sin-
dicatos educativos. Si bien no es un área nueva para la acción sindical, fortalecer y 
ampliar los esfuerzos que se realizan pueden contribuir a una importante mejora 
de las condiciones de vida y trabajo de las docentes.
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Colombia: Las huellas de la pandemia en las educadoras	
Alejandra Paniagua

Cuando miramos el tema de manera estructural, vemos que la pandemia im-
pacta de manera total y definitiva la educación pública estatal y los derechos 
del magisterio colombiano (Entrevista a Lideresa sindical, 2021)

El 17 de marzo del 2020, el gobierno del mandatario Iván Duque declaró un 
estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio na-
cional a raíz de la presencia del COVID-19. En el marco de este, implementó 
un paquete de medidas, sin embargo, debido a la agenda neoliberal seguida 
por el capital transnacional y el gobierno de dicho país (Espinosa, 2020), la 
pandemia puso en jaque la fragilidad del Estado colombiano y su capacidad 
para atender las consecuencias del virus.

Desde la década de los noventa, al igual que otros países de la región, Colombia 
implementó Programas de Ajuste Estructural (PAE), responsables de una serie de 
reformas estructurales de la agenda pública. Los idearios del neoliberalismo atribu-
yeron las causas del funcionamiento ineficiente del sistema económico al excesivo 
control del Estado e hicieron un llamado a la regulación del gasto público, la desre-
gulación y liberación de los mercados (Flórez, 2001). Lo controversial del derrotero 
neoliberal fue que, lejos de aminorar la crisis, las reformas adoptadas dejaron “re-
sultados insatisfactorios y conflictos más profundos” (Martínez, 2016, p.78) en este 
país suramericano. Cómo se verá, los efectos se sintieron en distintos ámbitos.

Las consecuencias de la contrarreforma neoliberal se hicieron sentir en la privati-
zación de instituciones públicas, la reducción del empleo público, la disminución 
de los salarios, la flexibilización laboral como estrategia para resolver la crisis del 
empleo (Martínez,2016) y la restricción de las libertades sindicales (CSA,2016). En 
lo laboral, el modelo proteccionista fue minado a través de una serie de reformas 



legislativas mediante las cuales se crearon las condiciones para la privatización, ter-
cerización, precarización, flexibilización e informalización de las personas trabaja-
doras y la mercantilización de los derechos sociales (Martínez,2016). Las políticas 
sociales bajo la dirección de los organismos financieros internacionales y el bene-
plácito de las élites locales con acceso al poder estatal fueron también reconfigura-
das. (Martínez,2016; Espinosa,2020).

Los datos dejan entrever el fracaso de la fórmula neoliberal en la antesala de la 
pandemia: en el 2019, del total nacional, 35,7% de las y los colombianos estuvo en 
situación de pobreza monetaria²⁴ y el 9,6% en pobreza monetaria extrema (DANE, 
2019). Los hogares con jefas de hogar eran aún más pobres: “el 38,2% de las perso-
nas que pertenecían a un hogar cuya jefatura era femenina, eran pobres; mientras 
que el 34,4% de las personas en hogares con jefatura masculina lo eran” (DANE, 
2019; p.9). Además, el nivel de desigualdad de Colombia medido por el coeficiente 
de Gini (0,53), fue el más alto de los países de la OCDE y el segundo más alto en la 
región (Portafolio, 2019). De acuerdo con el DANE, durante el 2019, registró un valor 
de 0,526 frente a 0,517 en 2018 a nivel nacional (DANE, 2019). En las cabeceras, fue 
0,505, frente a 0,497 en 2018. Por su parte, en las trece ciudades y áreas metropoli-
tanas el Gini fue 0,495 en 2019, mientras que, en 2018, fue de 0,487. 

Se adiciona a ello la desigualdad en la concentración agraria y la consiguiente 
pobreza rural (Segrelles, 2018). Las disputas por la tierra y los problemas de 
distribución de recursos y servicios en el campo colombiano juegan un papel 
central en su larga historia de conflictos armados. Poco antes del inicio de la 
pandemia, Colombia ocupaba el primer lugar de la región en materia de des-
igualdad agraria: el 1% de los grandes propietarios de tierra acaparan el 81% 
de la superficie agraria (Oxfam, 2016, citado por EOM en 2018). Inclusive, los 
Acuerdos de Paz (suscritos entre los grupos armados y el gobierno nacional) 
incluyeron compromisos para atender la desigualdad territorial, los problemas 
vinculados con la tierra y la pobreza rural (Segrelles, 2018; Kroc Institute, 2020).

²⁴ Mide el porcentaje de la población que tiene un ingreso per cápita del hogar por debajo de la línea de pobreza 
según el dominio geográfico (DANE, 2019)
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A tres años de la suscripción de estos acuerdos, la reforma rural integral y las 
reformas económicas y sociales para atender los territorios más afectados 
con el conflicto armado habían avanzado a un ritmo mucho más lento que las 
medidas de desarme y desmovilización (Kroc Institute, 2020). Por el contrario, 
la desequilibrada distribución de la propiedad de la tierra y los proceso de 
descampesinización se agravaron con la aplicación de políticas neoliberales 
(Segrelles, 2018). 

Como se observa, la crisis sociosanitaria se yuxtapuso a una crisis estructural. 
El presidente Duque llegó al poder en el año 2018, como parte de una coali-
ción entre sectores

políticos tradicionales, conservadores y liberales y, por lo tanto, su agenda ha 
tendido al desmonte agresivo y progresivo del Acuerdo de Paz y a la imposi-
ción de una serie de reformas constitucionales que faciliten un Estado más 
garantista frente al ingreso del capital trasnacional en todas sus formas, la 
profundización de los tratados de libre comercio (sobre todo con los EE.UU), 
la reforma laboral y la reforma de la justicia. (Espinosa, 2020, p.101)

Las medidas adoptadas durante la pandemia son un reflejo de la orientación 
ideológica de su gobierno.

La atención de la pandemia:							    
el peso de la crisis recae en la clase trabajadora y en las mujeres.

El gobierno colombiano implementó un paquete de medidas sanitarias, la-
borales, asistenciales y fiscales para atender la propagación del virus y paliar 
las consecuencias sociales y económicas de la cuarentena prolongada. Estas 
medidas, como se apuntó en una investigación previa (Paniagua, 2021), se 
tiñeron de una impronta clasista al colocar el peso de la crisis en los hombros 



de la clase trabajadora. Además, al igual que en otros países, la acción del 
gobierno se dio “sobre la base de procesos de prueba y error” (CEPAL, 2020). 

Para su financiamiento, el gobierno de Duque creó el Fondo de Mitigación 
de Emergencias (FOME). Sobre este, organizaciones magisteriales y exper-
tos²⁵ externaron su preocupación por el manejo discrecional de los recur-
sos y la falta de transparencia pública en cuanto a su uso. Al mes de octu-
bre del 2021, este disponía de $40.527.300 millones para la atención de la 
emergencia sociosanitaria; con un desembolso del 92% de estos recursos 
en atención de la salud (13.976.089 millones), ingreso solidario ($8.383. 
641.millones), subsidios a la nómina ($7.032.098 millones) y transferencias 
a programas sociales ($ 5.101.540 millones) (Observatorio fiscal de la Uni-
versidad Javeriana, 2021a).

Las medidas gubernamentales beneficiaron a las grandes empresas y a los 
bancos (ENS, 2020). Por ejemplo, dentro de estas, se incluyó la flexibilización 
de las jornadas y se creó un nuevo Piso de Protección Social a partir del de-
creto 117. Para las centrales sindicales, este es la antesala de la aprobación al 
trabajo por horas, en detrimento del empleo y de la seguridad social. Sobre 
este decreto explica una lideresa:

Lo contratan por un número de horas que no le dé para el salario mínimo y 
afecta directamente la seguridad social, y especialmente en pensiones, porque 
entonces se plantea “pero bueno, como ya es por horas, ya no le tienen que 
pagar salario mínimo”, entonces, eso va a afectar una de las características 
del sistema pensional que es el de pensión mínima. (Participante en entrevista 
realizada a mujeres dirigentes de la ASPU,2020)

El Estado brindó subsidios en el sector formal para las empresas que pre-
sentaron una disminución de sus ingresos en ocasión del COVID-19 y líneas 

²⁵ Para ampliar puede verse Nueva revisión del FOME y los mismos viejos problemas (ofiscal.org) y *Microsoft Word 
- Temas 1, 2, 3,4.docx (fecode.edu.co)
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de crédito administradas por los bancos, entre otras (ENS, 2020). Asimismo, 
se autorizó el retiro de las cesantías para las personas trabajadoras que en-
frentaron una disminución de sus ingresos debido a la pandemia. Para algu-
nos analistas, esta medida generó que el peso de la crisis se colocara en las 
trabajadoras y los trabajadores, pues este ahorro fue creado con otros fines 
(Romero,2020). En palabras de las lideresas sindicales:

En lo que va de la pandemia […] aproximadamente 170 normas han sido expedi-
das, la mayoría de ellas en contra del pueblo colombiano. 117 millones aplicados 
a la pandemia, pero no para el pueblo colombiano, y le regalan 370 millones de 
dólares a Avianca para darle respiración boca a boca; y las mujeres y los pobres 
en las calles pidiendo renta básica porque no tienen con qué comer ni con qué 
pagar servicios públicos. Solo favoreciendo al sector financiero, así clarito. (Parti-
cipante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Se han expedido muchísimas normas (…) que se dicen que son para solucionar 
un poco la situación que enfrentan con el COVID, pero realmente se han expe-
dido muchísimas normas que están afectando en una mayor proporción los 
derechos de las profesoras, de las profesoras y de la comunidad en general; o 
sea, es contra los trabajadores en general. (Participante en entrevista realizada 
a mujeres dirigentes de la ASPU, 2020)

Para atender los efectos sociales y económicos de la prolongada cuarentena, el 
país echó mano de los programas preexistentes Colombia Mayor, Jóvenes en 
Acción y Familias en Acción, también creó los nuevos programas Ingreso Soli-
dario y Compensación del IVA. No obstante, las ayudas gubernamentales para 
otorgar transferencias monetarias adicionales a los hogares empobrecidos y 
vulnerables fueron paliativas, focalizadas y de corto alcance (Paniagua, 2021) 
pues “el gobierno colombiano mantuvo un criterio de elegibilidad limitado ba-
sado en los registros existentes y no permitió que las personas se auto identifi-
caran y aplicaran” (Blofield, 2021, p.112). 



Según datos oficiales²⁶, estos programas de asistencia social se enfocaron en 
brindar subsidios para que los hogares preseleccionados accedieran a un ni-
vel básico de alimentación, pues la falta de ingresos durante la pandemia hizo 
que la población más vulnerable y de las zonas rurales tuviese una mayor 
afectación en términos de salud alimentaria; llegaron inclusive a reducir las 
porciones o el número de comidas durante las fases más agudas del confina-
miento sanitario obligatorio. Sin embargo, la falta de ingresos, la pérdida de 
ahorros, el aumento de deudas, etc. han afectado la recuperación económica 
de los hogares más empobrecidos (DPN, 2020).

El gobierno no atendió a la población de la pandemia, que no hubo renta básica, 
aquí no hubo subsidios para las pequeñas empresas, aquí no hubo subsidio para 
trabajadores y trabajadoras, aquí mejor dicho que a todos nos dejaron al garete. 
(Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Por otro lado, las medidas adoptadas intensificaron el proceso de degradación 
del trabajo; por ello, el desempleo y la informalidad aumentaron y, en el sector 
asalariado, se impuso el trabajo desde casa sin apoyos estatales compensato-
rios. Las consecuencias quedaron plasmadas en los indicadores oficiales: en el 
2020, la tasa de desempleo fue de 15,1% (12,3% para los hombres y 19,2% las 
mujeres); el sector informal alcanzó el 52,5% del mercado de trabajo (Cepalist, 
2020). El 42,5% de la población del país se encontraba en condición de pobre-
za monetaria; el 15,1%, en pobreza monetaria extrema y el 30,4%, en situación 
de vulnerabilidad (DANE, 2021).

Para las mujeres, el impacto de la pandemia fue mayor. Para el 2020, el índice 
de feminidad de la pobreza fue de 114 y del porcentaje de personas sin in-
gresos propios, las mujeres (39%) duplicaron a los hombres (17,4%) (Cepalist, 
2022). La tasa de desempleo en los años 2020-2021 alcanzó su pico más alto 
en el mes de abril del 2020 (21,4%), debido a las estrictas medidas de confina-
²⁶ Resumen de políticas según la iniciativa Respuestas Efectivas contra el COVID-19 ((RECOVIR) recoge los resulta-
dos de 720 encuestados que respondieron en las tres rondas en los meses de mayo, agosto y noviembre de 2020. 
Para ampliar puede verse Notas_politica_publica_SEGURIDAD ALIMENTARIA_14_04_21_v5.pdf (dnp.gov.co)
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miento sanitario decretadas en el mes de marzo de ese año por el Gobierno 
nacional. A finales del 2020 esta se mantenía en el 17%, con una tendencia a 
la baja durante el año siguiente (CCB, 2021). 

Según el DANE (2022), en el trimestre móvil noviembre 2021- enero 2022, la tasa 
global de participación fue del 75,9% para los hombres y de 50,0% para las mu-
jeres. Las posiciones ocupacionales con un mayor número de mujeres fueron 
empleado particular (3592 mil mujeres), cuenta propia (3381 miles de mujeres) 
y empleado doméstico (505 000 de mujeres); “para el total nacional en ese mis-
mo periodo, la diferencia entre hombres y mujeres en la tasa de desempleo se 
ubicó en -6,6 p.p. en la tasa de 4 en 26,7 p.p. y en la tasa global de participación 
25,9 p.p”. (DANE-GEIH, 2021, p.4). El desempleo, a su vez, implicó un menor ac-
ceso de las mujeres a la seguridad social.

Al 4 de mayo del 2022, en Colombia, se habían confirmado 5 916 825 de perso-
nas contagiadas del virus y 134 781 fallecidas²⁷; con la salvedad de que la clase 
social ha mediado en el impacto del virus: 

viene atacando con mayor intensidad a los renglones socioeconómicos más 
vulnerables. Por ejemplo, para alguien que vive en estrato uno resulta 10 veces 
más probable ser hospitalizado o fallecer por el virus y seis veces más probable 
ir a parar a la UCI comparado con una persona de estrato seis. (Universidad de 
los Andes, citada por Espinosa, 2020, p.103)

De este modo, los datos confirman que, en Colombia, la clase que vive de la 
venta de su fuerza de trabajo (Antunes,1999) asumió el costo económico y so-
cial de la crisis sociosanitaria y que, dentro de esta, las mujeres son un grupo 
poblacional particularmente afectado.

Por otro lado, la crisis en Colombia asumió matices políticos; debido al descon-
tento social acumulado por organizaciones populares, sindicales, estudiantiles, 
²⁷ Para ampliar puede verse COVID-19 Global | Tablero de Control (aeroterra.com)



tras 40 años de avanzada neoliberal. El estallido social —de inicio previo a la 
pandemia e intensificado durante esta— se aglutinó en torno a las reformas 
pensionales y laborales y a la renuencia del Gobierno nacional de cumplir con la 
agenda para el post conflicto, en un país marcado por la desigualdad, la violen-
cia y el autoritarismo. Sobre la violencia antisindical se ampliará más adelante.

La educación convertida en mercancía: los procesos 			 
de contra reforma educativa de la educación previos a la pandemia.

Es imposible comprender la pandemia y sus efectos sin considerar los “arreglos 
institucionales previos orientados por la ideología de mercado” (ENS, 2021, p.6) 
que median en las decisiones gubernamentales en el campo de la educación, 
pues la crisis sociosanitaria y sus expresiones concretas en la vida cotidiana de la 
clase trabajadora, en general, y de las educadoras, en particular, son la síntesis de 
este proceso histórico. Debido a ello, en este apartado se recupera brevemente el 
proceso de mercantilización de la educación y las reformas más importantes que 
anteceden a la pandemia. Al decir de una participante de la investigación:

El sector educativo hemos venido luchando […] en contra de las políticas de la ban-
ca multilateral, que en la línea del sistema capitalista imponen la educación al 
servicio de la economía; es decir, la educación convertida en mercancía. El cierre 
definitivo de las posibilidades para que los pobres puedan formarse, educarse; les 
dé por cambiar esta sociedad, entonces, es mejor que no se eduquen y no se for-
men. (Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

A partir de la década de los noventa, debido a la incidencia de las “políticas mun-
diales de la economía de mercado establecidas por organismos multilaterales en 
relación con el fenómeno de la globalización” (Ferro y otros, 2010), Colombia ha 
venido implementando reformas sistemáticas en el campo de la educación (Ci-
fuentes y Carmago, 2016) responsables de agudizar la confrontación entre el ma-
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gisterio y el estado colombiano. El proceso de mercantilización de la educación se 
caracterizó por debilitar y desfinanciar la educación pública; además, el sistema 
educativo público sufrió transformaciones significativas, que no solo reorienta-
ron la finalidad de la educación hacia los intereses empresariales y del mercado, 
sino la relación entre el estado y las personas educadoras, pues se modificaron 
sus condiciones laborales (Vega, 2011; Pulido, 2014). En palabras de una lideresa:

La contrarreforma educativa lo que hizo fue disminuir los recursos para la educa-
ción, eso dio como resultado flexibilización laboral, es decir, se aumentó la jornada 
escolar. Se aumentó la relación maestro-estudiante, entonces, lo que no se hizo fue 
nombrar más maestros, sino amontonar más niños para menos maestros, para 
que se utilizara menos planta docente en relación con el número de estudiantes. 
Se hizo reforma pensional y el quiebre más fuerte digamos que tuvimos antes, y 
que hasta ahora la venimos trabajando, es habernos ubicado un nuevo estatuto 
docente. (Entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Sin ser un listado taxativo, dentro de la reforma jurídica, las leyes aprobadas 
más importantes fueron la promulgación de la Constitución Política de dicha 
nación en el año de 1991; la reforma al Código Sustantivo de Trabajo²⁸, la Ley 
laboral de 2002 y el decreto 617 de racionalización del gasto público (Martínez, 
2016), así como la Ley 715 del año 2001, responsable de la creación del Siste-
ma Nacional de Participaciones. Siguiendo esta línea, en el Gobierno de Cesar 
Gaviria (1990-1994), se adoptó el Plan de Apertura Educativa (PAE), responsable 
de afianzar criterios neoliberales dentro las políticas educativas aplicadas en 
Colombia (Pulido, 2014). De igual modo, los planes de gobierno posteriores se 
encauzaron por este mismo rumbo, respondieron al “conjunto de estrategias 
pactadas en las agendas internacionales sobre educación (Peñuela, 2010, p.8). 

Los efectos de este proceso de reforma tienen repercusiones de diversa ín-
dole. En el campo de la política educativa, abrió portillos para el traslado de 
fondos públicos a grupos privados y empresariales que lucran en todos los 
²⁸ Ley 50 de 1990.



ámbitos de la educación pública²⁹: “desde la gestión y administración de los 
centros concesionados, hasta el diseño de metodologías educativas, pasando 
por la formación docente y por la promoción de procesos de actualización 
profesional” (IEAL, 2020, p.18). De este modo, la gestión privada del derecho a 
la educación se alinea con el ideal neoliberal de disminuir la nómina, las car-
gas administrativas del sector público y aumentar la participación del sector 
privado en áreas otrora estatales. Además, en los centros concesionados se 
desresponsabiliza al Estado de la gestión del derecho a la educación, pues el 
diseño de los planes educativos y de la contratación y manejo docente es re-
sorte de estos centros (IEAL, 2020). Al decir de una lideresa sindical:

En el sistema del sector educativo hemos venido luchando, como tú lo has evi-
denciado, en contra de las políticas de la banca multilateral que, en la línea del 
sistema capitalista, imponen la educación al servicio de la economía, es decir, 
la educación convertida en mercancía. (Participante en entrevista realizada a 
mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Para las trabajadoras y los trabajadores del sector público también se advierten 
efectos. A partir de 1991, la regulación y el control de la profesión docente se reo-
rientó bajo “la óptica de la optimización de procesos y la necesidad de su práctica 
y su desempeño” (Peñuela, 2010, p.2). Dentro del proceso de reformas, destaca 
la promulgación de un nuevo estatuto docente en el año 2002, este abrió un par-
teaguas en la relación entre el Estado y el Magisterio Colombiano³⁰. En 1979 las 
organizaciones magisteriales negociaron el estatuto 2277 que reguló, mediante 
un régimen especial

las condiciones de ingreso, ejercicio, estabilidad, ascenso y retiro de las perso-
nas que desempeñan la profesión docente en los distintos niveles y modalida-

²⁹ Desde finales de la década de los noventa, coexisten tres modalidades educativas en Colombia: pública, privada y 
concesionada. En el caso de la tercera modalidad, se trata de grupos privados que licitan la operación de planteles 
educativos subsidiados con fondos públicos. (IEAL; 2020).
³⁰ En Colombia coexisten otros estatus docentes, sin embargo, los supra citados aglutinan al grueso del magisterio, 
debido a lo cual este documento prioriza su análisis. Esto no implica desconocer otras regulaciones especiales, 
inclusive aún más precarizadas.
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des que integran el Sistema Educativo Nacional, excepto el nivel superior que en 
su momento se estipuló se regiría por normas especiales. (Peñuela, 2010; p.2)

En 2002 se aprobó unilateralmente por el gobierno colombiano el estatuto 
1278 (Pulido, 2014). Su promulgación es particularmente problemática por va-
rias razones: a) eliminó el régimen especial establecido por su antecesor; b) la 
nueva regulación disminuyó los méritos y estímulos, con lo que acentuó todo 
lo relacionado con los deberes de las personas educadoras, c) incluyó formas 
de control de la práctica docente en términos de su ejercicio político (Peñuela, 
2010). De este modo, se pasó de regular las condiciones en las que se ejerce la 
profesión docente a controlar la función docente a partir de “un modelo centra-
do en la gestión educativa y la evaluación del desempeño” (Peñuela, 2010, p.7).

Como se observa, las transformaciones en la orientación y la gestión de la 
política educativa alcanzan directamente a las y los trabajadores de este sec-
tor. En términos prácticos, las lideresas sindicales advierten las consecuencias 
laborales y políticas para su gremio de la nueva regulación

Ha sido una etapa bastante dura, arrasadora de los derechos laborales, pres-
tacionales del Magisterio. A partir del 2001 hasta la fecha, […] son 18 años en 
las que ha sido una remetida muy fuerte [...]  hay otras formas de contratación, 
pero las oficiales son dos formas de vinculación y dos carreras docentes, dos 
condiciones de carrera docente, entonces, tenemos dos estatutos con condi-
ciones diferentes, tanto en lo prestacional como en lo pensional, como en las 
condiciones mismas de acceso y mantenerse en la carrera. (Participante en en-
trevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

En el caso de la educación superior pública, las condiciones laborales en las 
que se ejerce la docencia han sido un foco de disputas entre la comunidad 
educativa. Como explica una lideresa, la intermitencia de la relación laboral ha 
caracterizado —y precarizado— la relación laboral en las instituciones educa-
tivas de educación superior:



Una de nuestras banderas [...]  era la formalización de los profesores universi-
tarios, formalización entendida como que los profesores universitarios deben 
tener una vinculación a las instituciones que sea de carácter permanente. La 
política que se ha implementado en más de diez años atrás es de vincular pro-
fesores ocasionales con profesores catedráticos, como son las denominaciones 
que hay aquí, para esas dos clases de profesores que no tienen una vinculación 
permanente; sino que los vinculan por el semestre, pero no por el semestre 
calendario, sino por el semestre académico; lo que termina siendo una vincula-
ción de cuatro meses, algunos de cinco meses.

Se suma a ello el desfinanciamiento paulatino de las instituciones públicas 
de educación superior. Inclusive, en el 2018, el paro nacional universitario se 
mantuvo por dos meses hasta la suscripción de un acuerdo en diciembre de 
ese año. Esto es ampliado por una lideresa sindical:

En diciembre del 2018 se logró firmar un acuerdo con el gobierno nacional y el 
movimiento universitario, particularmente, profesores, estudiantes y trabaja-
dores. Con mucha aceptación social y con apoyo social lograron que, en diciem-
bre, se firmara un acuerdo, que tuvo un efecto más dirigido hacia lograr unos 
mayores recursos para las instituciones de educación superior. (Participante en 
entrevista realizada a mujeres dirigentes de la ASPU, 2020)

El mencionado acuerdo suscrito entre la comunidad educativa y el Ministerio 
de Educación Pública aumentó en $4,5 billones el presupuesto destinado a 
la educación superior durante el periodo 2019-2022. No obstante, este se 
enfrentó con la llegada de la pandemia en marzo del 2020. A cinco meses 
de la llegada del virus, ASPU externaba su preocupación ante el parlamento 
colombiano pues las 61 instituciones de Educación Superior Públicas deja-
ron de “percibir recursos propios por un monto cercano a los tres billones 
de pesos” (ASPU, 2020).
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Trabajo en casa: ¿Qué pasó con los derechos laborales 			 
de las educadoras durante la pandemia?

La inesperada llegada de la pandemia suscitó cambios inimaginables en el 
mundo del trabajo y, dentro de este, en el ámbito de la educación. La suspen-
sión de las clases presenciales y la enseñanza en línea tomaron protagonismo 
a partir de la implementación de medidas de confinamiento y aislamiento sa-
nitario para detener la propagación del virus. En el mundo, entre el primer y 
segundo trimestre de 2020, el teletrabajo aumentó el 324% y la educación a 
distancia en más de 60% (CEPAL, 2020). La prevalencia del trabajo en casa se 
mantuvo, inclusive a finales del 2020. De acuerdo con la encuesta sobre los 
desafíos de la COVID-19 en el empleo público³¹, en Colombia (DANE, 2021a), 
entre los meses de julio y septiembre del 2020, solo un 18,6% de las perso-
nas encuestadas laboraba de forma presencial a tiempo completo, el restante 
81,4% lo hacía de manera remota. Para ese momento, la prevalencia del tra-
bajo remoto en el sector educativo fue del 97,3% (DANE, 2021a).

La suspensión de la presencialidad tuvo repercusiones en el derecho a la educa-
ción. A inicios del 2021, la UNESCO advertía que más de once millones de niñas 
tal vez nunca regresarían a las aulas y más de cien millones no obtendrían las 
competencias básicas de lectura debido al cierre de las escuelas. A la postre, más 
de veinticuatro millones de niños, niñas y jóvenes están en riesgo de abandonar 
sus estudios (UNESCO, 2021³²). Además, la educación desde casa impuesta im-
plicó nuevos retos para el gremio de la educación, ya fuese porque no se estaba 
preparado para asumir la educación mediada por tecnologías y/o a distancia o 
porque las desigualdades de acceso a recursos tecnológicos les jugó en contra. 
A inicios de la pandemia, la CEPAL-UNESCO (2020) advertía sobre la desigualdad 
entre los países de América Latina y el Caribe para enfrentar la pandemia, debido 

³¹ Encuesta llevada a cabo durante los meses de octubre y noviembre del 2020. Participaron 187 entidades públicas 
y 34 827 servidores públicos y contratistas del Estado. Este proyecto fue liderado por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE), el Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), Kerenssa Mayo Kay 
del Banco Mundial, Bureaucracy Lab y Christian Schuster del University College London.			 
	³² Puede ampliarse en el siguiente enlace ttps://es.unesco.org/news/conectividad-genero-y-docentes-como-coali-
cion-mundial-educacion-apoya-recuperacion-del

ttps://es.unesco.org/news/conectividad-genero-y-docentes-como-coali-cion-mundial-educacion-apoya-recuperacion-del
ttps://es.unesco.org/news/conectividad-genero-y-docentes-como-coali-cion-mundial-educacion-apoya-recuperacion-del
ttps://es.unesco.org/news/conectividad-genero-y-docentes-como-coali-cion-mundial-educacion-apoya-recuperacion-del


a la persistencia de “brechas considerables en el acceso efectivo al mundo digital, 
lo que tiene profundas implicaciones en las oportunidades y la participación de 
las nuevas generaciones (2020, p. 5).

Mucho antes de la pandemia, en el año 2008, Colombia había promulgado 
normativa para regular el teletrabajo³³ (Ley1221 y decreto 884). Debido a ello, 
antes de la pandemia, 122 000 personas teletrabajaban, concentradas, prin-
cipalmente, en el sector servicios y, geográficamente, en su capital, Bogotá 
(MINCIT, 2018). Según la regulación colombiana, el teletrabajo constituye una 
forma de organización laboral basada en las tecnologías de la información 
y la comunicación que permite el desarrollo de actividades remuneradas o 
la prestación de servicios a terceros sin la necesidad de que la persona tra-
bajadora acuda a su lugar de trabajo. Incluye las siguientes formas: móviles 
(sin lugar definido, utilizan las TIC como herramienta de comunicación), suple-
mentarios (combinan teletrabajo y trabajo presencial) y autónomos (laboran 
desde sus casas u oficinas). 

Dicha normativa integra la obligación de crear políticas públicas para promover el 
teletrabajo para población vulnerabilizada (población con discapacidad, en situa-
ción de desplazamiento forzado, de aislamiento geográfico, mujeres jefas de hogar, 
en reclusión, personas con amenaza de su vida) y, en términos de corresponsabili-
dad de los cuidados, incluye el reconocimiento de derechos a las mujeres embara-
zadas. Asimismo, bajo esta relación laboral, quien labore en las entidades públicas 
y privadas debe suscribir un contrato laboral y gozará de los mismos derechos la-
borales en términos de aseguramiento y riesgos profesionales, derechos de asocia-
ción, pago de salarios, horas extra, días festivos y vacaciones, también se reconoce 
el derecho a la intimidad, privacidad y al descanso. Quien emplea, por su parte, 
está en la obligación de facilitar y dar mantenimiento a los equipos, conexiones, 
programas, energía, desplazamientos ordenados por su persona u otros que sean 
necesarios para desempeñar las funciones asignadas (Ley 1221 y decreto 884). 
³³ La ley 1221 fue promulgada en el año 2008 con la finalidad de “promover y regular el teletrabajo como un instru-
mento de generación de empleo y autoempleo mediante la utilización de tecnologías de la información y las teleco-
municaciones” (Artículo 1).
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Además del teletrabajo, se distinguen tres modalidades de trabajo remoto 
más: el Código Sustantivo de Trabajo (Ley 2114 del 2011) introdujo la figura 
del Trabajo a Domicilio para referirse a la relación laboral de quienes “prestan 
habitualmente servicios remunerados en su propio domicilio, sola o con la 
ayuda de miembros de su familia por cuenta de un empleador” (Artículo 89); 
sin embargo, este nunca fue reglamentado (Ávila y Sánchez, 2021). La mo-
dalidad de Trabajo en Casa fue adoptada por primera vez como parte de las 
medidas adoptadas durante la pandemia, vía decreto 417 del 17 de marzo de 
2020. En el año 2021, el presidente Iván Duque firmó la ley de Trabajo Remoto 
³⁴ para regular la relación laboral en circunstancias ocasionales, excepcionales 
o especiales. Aún no se dispone de información sobre las implicaciones de 
esta última figura en la práctica, pero, en términos formales, establece que 
la relación laboral, desde su inicio hasta su terminación, se debe realizar de 
manera remota, reconoce el derecho a la desconexión, las responsabilidades 
laborales y otros derechos básicos.

Ahora bien, la emergencia sociosanitaria no solo generalizó el trabajo remoto, 
sino que, como se observa, introdujo una nueva figura distinta al teletrabajo re-
gulado de previo a la pandemia: la modalidad de Trabajo en Casa (Decreto 491). 
Este se diferencia del teletrabajo en varios aspectos. En primera instancia, en la 
voluntariedad y reversibilidad del contrato, pues, más que un acuerdo voluntario 
entre las partes, se implementó de manera obligatoria en ocasión de la emergen-
cia sociosanitaria y vía decreto presidencial. Además, se exceptuó al patrono de 
cubrir el equipamiento y los costos de energía (Ávila y Sánchez, 2021).

Asimismo no se trató de un proceso planificado que permitiera la adquisición de 
equipos, servicios y materiales necesarios para desarrollar el trabajo desde el ho-
gar, sino que se fue haciendo con los recursos disponibles, los cuales se fueron 
ajustando progresivamente a lo largo de los meses. (OIT, 2020, p.88)

³⁴ La Ley 2021, por medio de la cual se crea el régimen de trabajo remoto, puede ser consultada en Ley 2121 de 
2021 - Gestor Normativo - Función Pública (funcionpublica.gov.co)



Por ejemplo, la encuesta sobre los desafíos del COVID-19 en el empleo público 
³⁵ (DANE, 2021b) encontró que solo en una minoría de casos las computadoras 
(26,7%) o celulares (5,1%) requeridos para el trabajo desde casa fueron provis-
tos o subvencionados por las entidades públicas (DANE, 2021a, p.7). Sobre la 
situación particular de las educadoras, explica una lideresa sindical:

No es lo mismo el teletrabajo que el trabajo en casa. Cuando empezó, todo el 
mundo habla de teletrabajo y no, esto no es teletrabajo, es trabajo desde casa, 
porque el teletrabajo pues tiene unas regulaciones muy claras, [...]  una de las 
características del teletrabajo es que el empleador [...]  tiene que acondicionar 
el lugar de trabajo y [...]  las administradoras de riesgo laborales tienen que 
estar encima de que sí están las condiciones adecuadas o no. (Participante 
realizada a dirigente sindical de la ASPU, 2020)

De modo tal, que las características (unilateralidad y atemporalidad y falta 
de apoyos para el acondicionamiento de los espacios) del trabajo en casa de-
cretadas durante la pandemia afectaron el derecho de las y los educadores a 
recibir apoyos para el acondicionamiento de espacios de trabajo, el pago de 
conectividad, etc. Por el contrario, debieron acogerse obligatoriamente a esta 
relación. Sin mayores posibilidades de maniobra, las educadoras asumieron 
las consecuencias de la transformación abrupta de sus condiciones laborales.

En otro orden de ideas, en Colombia, el ciclo lectivo inicia en el mes de febre-
ro y se prolonga a noviembre, por ello, cuando, comenzó la pandemia, el año 
escolar se encontraba en sus inicios (Mineducación, s.f.³⁶). Una de las primeras 
medidas adoptadas en el campo de la educación fue el reajuste del calendario 
académico de educación preescolar, básica y media, para retomar el trabajo 
académico a partir del 20 de abril de 2020; sin embargo, el comportamiento 

³⁵ Encuesta aplicada de manera conjunta entre el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), el 
Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), el Banco Mundial (BM) y el University College London. 
Se encuestó a 34 827 servidores públicos y contratistas de 187 entidades públicas, durante los meses de octubre y 
noviembre del 2020. Para ampliar puede verse Encuesta sobre los desafíos del COVID-19 en el empleo público en 
Colombia (dane.gov.co).								      

³⁶ Calendario y Jornada Escolar - Ministerio de Educación Nacional de Colombia (mineducacion.gov.co)
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epidemiológico del virus generó que la suspensión de la presencialidad se pro-
longara. El Ministerio de Educación, en abril, emitió orientaciones a directivos y 
docentes para la prestación del servicio educativo en casa durante la emergen-
cia sanitaria por el COVID-19 (Mineducación, 2020) como estrategia para dar 
continuidad al ciclo lectivo durante la cuarentena. Esta medida tuvo un efecto 
directo en las condiciones laborales de las y los educadores. 

En primer lugar, el derecho a las vacaciones fue afectado por la pandemia. 
Pues, si bien las disposiciones ministeriales respetaron las cuarenta semanas 
de trabajo académico, las siete de vacaciones docentes y cinco de desarrollo 
institucional, obligó a las educadoras a tomar sus vacaciones bajo estrictas 
medidas de confinamiento sanitario (Paniagua, 2021). La medida fue perci-
bida por estas como una afrenta a este derecho básico: “fueron arrebatadas 
[...]  este año no estuvieron porque fueron maquilladas o disfrazadas como un 
confinamiento sin condiciones” (Participante en entrevista realizada a mujeres 
dirigentes de la FECODE, 2020).

En segundo lugar, la obligatoriedad del trabajo remoto y la falta de apoyos (in-
fraestructura, conectividad, capacitación y suministro eléctrico) por parte del 
Estado jugaron en contra de las trabajadoras de la educación, pues, al margen 
de sus condiciones de salud, responsabilidades familiares, destrezas tecnoló-
gicas y conectividad, debieron acogerse a esta modalidad para conservar sus 
trabajos durante la pandemia. Veamos esto con mayor detalle. 

La estrategia Aprende en casa, del Ministerio de Educación, supeditó la conti-
nuidad del proceso tanto al acceso de recursos tecnológicos (dispositivos mó-
viles, computadoras y conectividad), como a las destrezas tecnológicas de la 
comunidad educativa. Con la salvedad de que las condiciones de los hogares, 
los territorios y la comunidad educativa impusieron barreras. Por ejemplo, en 
2018, solo el 43,4% de los hogares colombianos disponía de internet (fijo o mó-
vil) (DANE, 2019b). En esta línea, la encuesta aplicada en el marco de la inves-
tigación sobre Trabajo docente en tiempos de pandemia (IEAL-Red Estrado en 



adelante)³⁷ reveló que “el 79% de los educadores no tenían ninguna formación 
o experiencia previa en el uso de herramientas digitales” (Encuesta IEAL-Red Es-
trado, analizada por Martínez y otros, 2021,p.146); además encontró que “a ma-
yor edad mayor dificultad para el manejo de tecnologías digitales y uso de las 
TIC” (Encuesta IEAL-Red Estrado, analizada por Martínez y otros, 2021, p.145). 
En caso del estudiantado, en el 2019, solo el 30,3% de las personas de cinco y 
más años usaron Internet con fines de educación y aprendizaje (D, 2021d, p.11). 

La encuesta señalada (IEAL-Red Estrado, 2021) además encontró que, durante 
la pandemia, el gremio de la educación “ha puesto sus propios dispositivos 
electrónicos, conexión a internet y plan de datos para garantizar la continui-
dad del derecho a la educación de los niños, niñas y jóvenes” (Encuesta IEAL-
Red Estrado, analizada por Martínez et al. 2021, p.152). Para dar continuidad a 
las actividades educativas, recurrieron al internet de banda ancha (81%) y, en 
segundo lugar, a un plan de datos del celular (52%), aunado a ello, el celular 
(89%) y el computador de escritorio (54%) fueron los dispositivos más utiliza-
dos por educadoras y educadores en el trabajo desde sus casas. Estos dispo-
sitivos son compartidos con otros miembros de la familia por más de la mitad 
de las personas encuestadas (53%) (Encuesta IEAL-Red Estrado, analizada por 
Martínez et al., 2021). Sobre el proceso de suspensión de la presencialidad, 
explican dirigentes sindicales entrevistadas:

La virtualidad no es lo mejor para la educación, nos tocó tomarla como una 
medida para salvar la vida de los estudiantes, los maestros y los padres de 
familia, pero, en un país tan atrasado como Colombia, donde no hay conexión 
a internet, pues la virtualidad se ha convertido en una situación terrible para 
los maestros, pero que tenemos que aguantar para sobrevivir. (Participante en 
entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

³⁷ Investigación cualitativa, realizada por IEAL y Red Estrado para comprender las medidas impuestas por la pan-
demia sobre el trabajo docente en la educación pública de ocho países de Latinoamérica, entre los cuales figura 
Colombia. El cuestionario de la investigación fue aplicado entre el 15 de octubre al 25 de noviembre de 2020 en línea 
y participaron 3 826 personas docentes vinculadas al sector público colombiano.
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Realmente, ha habido un consenso en el sentido de que no puede haber presencia-
lidad mientras haya una situación de tanto riesgo para la salud y así se ha venido 
haciendo. (Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la ASPU, 2020)

En cuanto a los apoyos para el uso de las TIC, la encuesta IEAL-Red Estrado (2021) 
halló que solo una tercera parte del profesorado (34%) participó de capacitaciones 
ofrecidas por las Secretaría de Educación y únicamente el 8% de las ofertadas por 
las instituciones educativas; el resto adquirió las destrezas para la educación a dis-
tancia y/o mediada por tecnologías por su propia cuenta. De este modo, también 
el peso de la formación para el uso de las TIC recayó en las personas trabajadoras 
de la educación (Encuesta IEAL-Red Estrado, analizada por Martínez y otros, 2021). 

Además, las jornadas y las cargas de trabajo aumentaron. En general, el 63,1% de 
las personas funcionarias públicas colombianos estimó que su carga de trabajo 
ha aumentado desde el inicio de la pandemia (DANE, 2021b). El 94% del perso-
nal docente reconoció un incremento en el tiempo dedicado a la preparación de 
materiales para el trabajo no presencial en comparación con las horas de trabajo 
empleadas en la modalidad presencial (Encuesta IEAL-Red Estrado, analizada por 
Martínez y otros, 2021). En detalle las y los docentes usaron su tiempo para aten-
der demandas del trabajo remoto como elaborar materiales para enviar a sus 
estudiantes (88%), establecer comunicación con estudiantes (86%), seguido de 
las reuniones con directores y otros agentes escolares (81%) (Encuesta IEAL-Red 
Estrado, analizada por Martínez et al, 2021). Sobre la alteración de los procesos de 
trabajo durante la pandemia, explica una lideresa sindical entrevistada:

Agreguemos el hecho novedoso que se da con la pandemia. Es que, sin haber he-
cho ninguna modificación de orden legal, el gobierno, en realidad, aumentó la jor-
nada laboral a los maestros, porque, como este país no tiene conectividad, no hay 
internet para todo el mundo, al maestro le toca dictar tres veces la clase: la clase 
por internet, la clase por WhatsApp y la clase en guías físicas. Ese maestro trabaja 
diez o doce horas diarias todos los días de la semana para poder sacar adelante 
ese grupo; pero, si a eso le agregamos la propuesta del gobierno de la alternancia, 



¿a dónde vamos a ir los maestros? Trabajar seis horas presencialmente en el salón 
de clases con un tercio o una cuarta parte de los alumnos, y de ahí salir y por la 
tarde atender al resto de los alumnos de manera virtual; ese maestro va a trabajar 
doce o catorce horas. Entonces, eso, estando absolutamente por fuera de la ley, el 
gobierno lo está impulsando como una realidad. (Participante en entrevista reali-
zada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Nos están duplicando, triplicando y hasta cuadriplicando los tiempos de traba-
jo, así lo ha manifestado la gran mayoría de compañeras que ya ni siquiera tie-
nen momentos de descanso en la casa como antes.(Participante en entrevista 
realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

A ello debe sumarse que el periodo 2020 y 2021 estuvo marcado por variaciones 
en las directrices del gobierno nacional, pues, en función del comportamiento del 
virus y de la economía, se restringieron o flexibilizaron las medidas sociosanitarias 
dictaminadas. Las educadoras debieron ajustarse a las diferentes variantes (educa-
ción desde casa, alternancia, presencialidad) con sus propios recursos y estrategias. 

Las consecuencias de las transformaciones abruptas en el mundo del trabajo se 
hicieron sentir en la salud de este gremio. Según los datos de IEAL-Red Estrado 
(2021), solo el 19% de del profesorado refirió una afectación menor en su salud 
mental; pese a ello, el 81% manifestó no haber contado con ningún tipo de apo-
yo psicosocial de parte de las instituciones educativas o secretarías de educa-
ción. En términos de las enfermedades más recurrentes, la encuesta encontró 
la fatiga visual (82,6%), el estrés laboral (76%), dolores de cabeza (61%), entre 
otras (Encuesta IEAL-Red Estrado, analizada por Martínez et al., 2021).

Se incrementa el índice de morbilidad, pero, además, incrementa el índice de 
mortalidad; [...]  aproximadamente van cuatrocientos maestros y familiares de 
maestros que han fallecido producto de la COVID-19. El Magisterio colombiano 
hoy no tiene (es el único sector de trabajadores del país) un sistema de salud y 
seguridad en el trabajo, y mucho menos, el contagio de la COVID-19 contempla-
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do para el magisterio colombiano como una enfermedad profesional. El magis-
terio colombiano no tiene canasta COVID, [...]  la tienen los demás trabajadores 
y trabajadoras que consiste en un millón de pesos para quien se contagie y ten-
ga todas esas dificultades, un reconocimiento especial para sus incapacidades. 
(Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Aún en la fase de retorno a la educación presencial, las educadoras advierten 
nuevas violaciones a sus derechos labores, pues, una vez más, el Estado depo-
sita en las educadoras responsabilidades ajenas a su contrato docente:

En la presencialidad [...]  le ha tocado desempeñar otras funciones [...]  casi que 
haciendo la función de celadores porque, entonces, nos toca madrugar más estar 
allí porque hay que vigilar la entrada que no haya aglomeración, luego la salida. 
Entonces, también hay un deterioro en el poco tiempo de descanso del maestro 
en el medio de su jornada, porque, entonces, hay que estar pendiente [...]  de la 
situación de los estudiantes: cuando salen al lavado de manos, al descanso. (Par-
ticipante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

La dura tarea de cuidar sin ser cuidadas

La redistribución de las tareas de cuidados y de trabajo doméstico no remune-
rado ha sido un aspecto neurálgico de la lucha de las mujeres por la igualdad 
en nuestro continente. Este trabajo invisible tiene una enorme significancia 
tanto para sustentabilidad de la vida (CEPAL, 2020a) como para la acumula-
ción de capital (Federici, 2010); por ello su análisis es central para comprender 
la magnitud de las desigualdades de género. En este campo, la tendencia ob-
servada durante la pandemia por organismos internacionales e investigacio-
nes locales fue que este trabajo femenino aumentó de manera considerable a 
partir de las medidas sociosanitarias impuestas en ocasión del COVID-19 (CE-
PAL, 2020a). En palabras de la OIT (2020), “el confinamiento de las familias en 



sus hogares llevó a que el teletrabajo se diera con una mayor carga de respon-
sabilidades familiares, la cual recayó principalmente sobre las mujeres” (p.88).

En Colombia, en el magisterio, predominan las mujeres: del total nacional de docen-
tes para el 2020, el 33,7% correspondió a hombres y el 66,3% a mujeres. La mayor 
participación de las mujeres se ubica el nivel preescolar con el 95,6%, seguido de bá-
sica primaria con el 77,2% y básica secundaria con 52,3% (DANE, 2021e, p.15). En una 
investigación previa (Paniagua, 2021)³⁸, se encontró que, en este periodo, las educa-
doras debieron hacer malabares para atender de manera simultánea las demandas 
del trabajo remunerado, de cuidados y no remunerado, debido a la falta de apoyos 
estatales tras la implantación forzada del trabajo en casa y el cierre de los centros 
educativos a los que asistían sus hijos e hijas. Tal y como explica una lideresa:

Con el ejercicio extremo en términos de la jornada laboral sin condiciones, con 
el cuidado de las mujeres en las casas que tenían en sus hogares que alternar, 
cuidar enfermos, atender familias, cocinar y trabajar tres jornadas al día; pero, 
además, su teléfono, su computador, está al servicio de la escuela. (Participante 
en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

En este periodo, ellas debieron atender de manera simultánea y en un mismo 
espacio trabajo remunerado y no remunerado, en un escenario además de 
mucha incertidumbre. En consecuencia, afrontaron una sobrecarga de traba-
jo significativa, pues al Estado no se interrogó sobre las implicaciones en el 
uso del tiempo de las mujeres y, por el contrario, este trabajo resultó invisible 
ante los ojos del Estado y de la sociedad en general (Delfino y otros, 2018).

En el 2018, la encuesta de Uso del Tiempo (ENUT) de ese país arrojaba da-
tos significativos sobre la sobrecarga asumida por las mujeres de previo a la 
pandemia: de forma agregada las mujeres colombianas tenían una jornada 
laboral promedio de dos horas diarias más que los hombres:

³⁸ Paniagua (2021). COLOMBIA: La educación bajo ataque: educar, cuidar y luchar durante la pandemia. En IEAL- CEFEM-
INA (2021). Sostener el Futuro: educar y cuidar sin recursos y apoyos. Internacional de la Educación América Latina.



125

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

14 horas y 49 minutos y 12 horas y 39 minutos respectivamente. De esas casi quin-
ce horas diarias las mujeres recibían remuneración por solo siete horas y catorce 
minutos diarios, mientras que los hombres no recibían remuneración tan solo por 
tres horas diarias. De este modo, ellas solo recibían remuneración por el 51% de 
su tiempo a diferencia de los hombres, que el 73% de su tiempo es remunerado. La 
brecha en trabajo no remunerado diaria era de 4 horas diarias; con la salvedad de 
que esta brecha se mantiene -con diferencias- en todos los grupos de edad. De este 
modo, sí en Colombia este trabajo fuese remunerado equivaldría al 20% del PIB y 
sería el sector más alto y demandado de la economía colombiana. (García, 2020)³⁹

La situación de las mujeres, en general, y de las educadoras, en particular, 
empeoró a partir de la declaratoria de emergencia en el mes de marzo del 
2020. Las medidas sociosanitarias decretadas por el gobierno nacional sus-
pendieron la continuidad de los servicios de cuidados y, salvo los hogares de 
larga estancia, los de cuido diurno se mantuvieron cerrados hasta diciembre 
del 2020, cuando culminó el proceso gradual de reapertura. Además, durante 
la fase de mayor riesgo de contagio se decretaron medidas de aislamiento 
preventivo obligatorio para las personas mayores de setenta años. En el caso 
de las alternativas de cuidado infantil, también permanecieron cerradas y se 
reabrieron con un esquema de alternancia a finales del 2020. 

Desde ese momento, y hasta finales de ese año, el Estado depositó en las 
familias la atención de las personas dependientes de cuidados y, dentro de 
estas, de acuerdo con los datos, fueron las mujeres quienes se ocuparon de 
las labores de cuidado y apoyo de los aprendizajes; lo que agudizó la llamada 
crisis de los cuidados. El acompañamiento estatal se limitó a proporcionar 
orientación para la convivencia familiar, el estímulo de niñas y niños desde sus 
hogares y la adopción de normas sanitarias para el cuidado de las personas 
adultas mayores durante los periodos de confinamiento estricto.

³⁹ García (2020). Webinar: ¿Qué nos está mostrando el COVID-19 sobre la redistribución del cuidado?. Organizado por 
Corewoman y Pontificia Universidad Javeriana. Recuperado de ¿Qué nos está mostrando el COVID-19 sobre la redistri-
bución del cuidado? - Bing video



La situación de sobrecarga es referida por las mujeres colombianas en general. 
Obsérvese en el siguiente gráfico que la percepción de estas en relación con la 
sobrecarga de tareas del hogar duplica en todo el periodo a la de los varones:

Gráfico 1									       
Porcentaje de personas que se sienten sobrecargadas			 
con las tareas del hogar: julio 2000-setiembre, 2021

 

Nota: Tomado de Encuesta Pulso Social, DANE (2021b).

En ese mismo periodo, la Encuesta Pulso Social⁴⁰ (EPS, en adelante) consultó a 
la población sobre qué actividad había ocupado la mayor parte de su tiempo 
la semana previa a la encuesta. Más de una tercera parte (35,4%) respondió en 
oficios del hogar, pero, de este grupo, solo el 12,1% de los hombres ocupó su 
tiempo en tareas del hogar, a diferencia del 50,1% de las mujeres que sí lo hizo 
(DANE, 2021b). En concordancia con estos datos, la Encuesta Nacional de Uso 
del Tiempo (DANE, 2021c) identificó que, para el periodo entre mayo y agosto 
de 2021, “las mujeres dedicaron al día en promedio 7 horas y 22 minutos a 
actividades de trabajo no remunerado, mientras que los hombres 3 horas y 
01 minutos en el día” (DANE,2021c, p.32). Es decir, que las horas destinadas 
por las mujeres actividades de trabajo no remunerado son mucho más de las 
dedicadas por los hombres. 

⁴⁰ La Encuesta Pulso Social es realizada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) de Colombia. 
La información se recolectó entre el 8 de septiembre y el 7 de octubre de 2021, en un total de 23 ciudades y áreas metro-
politana a una muestra de 11 495 personas (completas).
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En este sentido, las mujeres pudieron verse beneficiadas indirectamente por al-
gunas de las medidas decretadas (por ejemplo, las de asistencia social, pues, en 
Colombia, como en muchos países, las mujeres engrosan las filas de la pobreza 
y la pobreza extrema), pero, durante la gestión de la crisis, no se identifican 
medidas específicas para abordar aspectos neurálgicos de la desigualdad de 
género como los cuidados y el uso del tiempo, etc.; a pesar de que Colombia ha 
suscrito convenios internacionales y ha promulgado normativa nacional para 
reconocer el aporte del trabajo reproductivo en la economía. Por ejemplo, en 
el 2010, contabilizó la economía del cuidado en el sistema de cuentas y el plan 
nacional de desarrollo 2018-2020 incluyó la perspectiva de equidad de género 
como un elemento transversal en el presupuesto nacional (Observatorio Fiscal 
de la Universidad Javeriana, 2022b). Pese a lo anterior, el manejo de la crisis 
sociosanitaria evidenció una ceguera a la condición de género.

El impacto de las medidas en las mujeres trabajadoras del sector público se 
refleja en las cifras. Según datos oficiales (DANE, 2021a), el 67,1% de las muje-
res funcionarias públicas reportó un mayor aumento en la carga laboral; en el 
caso de los hombres, fue del 58,3%. De acuerdo con esta fuente, la percepción 
es más alta entre las mujeres con un nivel alto de educación y con responsa-
bilidad de cuidado de dependientes. Las personas encuestadas con responsa-
bilidades de cuidados indicaron con mayor frecuencia (66,9%) que su carga de 
trabajo aumentó frente al 59,3% de aquellos que no tienen responsabilidades 
de cuidados (DANE, 2021b, p.34). En los resultados desagregados por sexo, 
ellas “reportan un impacto negativo en la conciliación vida-familiar con mayor 
frecuencia (24,6% vs. 21,5%)” (DANE, 2021b, p.29).

Las directrices y orientaciones emitidas durante la pandemia dan cuenta de un 
proceso regresivo en materia de corresponsabilidad de los cuidados; debido a 
su retorno al ámbito de lo privado. Este retroceso cobra mayor relevancia cuan-
do se analiza la organización social de los cuidados previa a la pandemia y se 
descubren las brechas preexistentes. Por ejemplo, las investigaciones señalan 
una escasa cobertura de servicios (principalmente en zonas rurales), incompa-



tibilidad entre el número de horas de permanencia de los niños y niñas de cero 
a seis años en los distintos centros (veinte horas en promedio semanales, salvo 
excepciones) y los horarios de los padres y madres de familia (Osorio y Tange-
rife, 2015). En este escenario, no extraña que la pandemia apuntale las brechas 
en materia de corresponsabilidad de los cuidados al feminizarlos aún más.

Un nuevo dilema de las mujeres trabajadoras: el retorno 		
a la presencialidad sin apoyos

A finales del 2021, el panorama laboral en Colombia era muy claro: el trabajo 
presencial retornó como la forma preferente de contratación. Para el mes de 
setiembre, la EPS (2021) recogió que el 88,8% de las personas consultadas se 
encontraba laborando de manera presencial. El dato desagregado por sexo 
reflejó que el 88,3% de los hombres y el 89,1% de las mujeres laboran en esa 
modalidad. En el campo educativo, el 88,4% del total de centros a nivel nacio-
nal permanecía abierto (UNICEF, 2021b). Con este retorno a la presencialidad, 
emergen nuevas preocupaciones para las mujeres, pues las medidas sociosa-
nitarias tienen un impacto posterior en su inserción al mercado laboral.

En primer lugar, la mayoría de los puestos de trabajo perdidos durante la pan-
demia eran de sectores de la economía altamente feminizados⁴¹; en segundo 
lugar, en la recuperación económica, las mujeres son las últimas en reincorpo-
rarse inmediatamente al mercado laboral. Esto no es casualidad, pues las rela-
ciones sociales de explotación de clase y de opresión de género son condición 
y resultado del capitalismo (Esquenazi, 2018, p.471). En este sentido, la fuerza 
de trabajo de las mujeres es una especie de gigantesco ejército industrial de 
reserva que entra y sale del mercado laboral de acuerdo con las necesidades 
de la acumulación (Delfino y Ortiz, 2018). Aunado a ello, como explica la CIM 
(2020) “la asignación a las mujeres como únicas o principales responsables de 
⁴¹ Datos de la investigación previa.
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las tareas domésticas y de cuidado, imposibilita y limita inmediatamente su 
inserción laboral remunerada e incrementa la desigualdad en general, pues 
alcanza a las personas dependientes” (p. 4). 

En el caso de las educadoras —por el carácter focalizado de la estructura de los 
servicios cuidados— no son candidatas para los provistos por el Estado. De allí 
que dependan de la contratación de trabajo doméstico no remunerado para 
reincorporarse al mercado laboral; no obstante, como explica una lideresa, du-
rante la pandemia, estos arreglos se rompieron.

 Un porcentaje muy significativo de hogares del magisterio pagaba servicio do-
méstico, ya sea para el aseo, ya sea para algunos cuidados, ya sea para pre-
paración de la comida. Dado el confinamiento obligatorio, esos servicios no se 
pudieron contratar. Y eso pasó a ser una carga de las mujeres especialmente. 
Entonces, pues hasta que se fue ajustando, los primeros cuatro meses: marzo, 
abril, mayo y junio, fueron muy complicados para las mujeres. (Participante en 
entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Si se considera lo anterior, es presumible que las mujeres retornen a los viejos arre-
glos familiares y de contratación de trabajo doméstico remunerado para retornar a la 
presencialidad postpandemia. Sin embargo, el distanciamiento social comprometió 
el trabajo doméstico remunerado, del cual dependían las educadoras. Al cierre del 
año 2019, “había 687.716 trabajadoras domésticas, cifra que se redujo a 512.389 en 
el primer semestre del 2020, y que muestra una pérdida de 175.327 de este tipo 
de puestos de trabajo durante el inicio del confinamiento” (ENS,2020, p.97). Según 
indican Herrera y otros (2020), para el segundo trimestre del 2020, la variación de 
personas ocupadas en el sector de cuidado remunerado fue de -975⁴² (p.4).

Una interpretación feminista de estos datos apunta hacia la división sexual del 
trabajo inherente al proceso de acumulación capitalista. El trabajo doméstico no 

⁴² Variación de las personas ocupadas en el sector de cuidado remunerado (en miles de personas).



remunerado y de cuidados se naturaliza como una actividad esencialmente feme-
nina y, debido a ello, la sociedad, el Estado y la familia lo demandan como un im-
perativo moral de las mujeres. Por ello, las mujeres —incluso las que se incorporan 
al mercado laboral— deben asumir trabajo remunerado y no remunerado de ma-
nera simultánea. Como se ha visto, la pandemia agudizó la demanda y yuxtapuso 
ambos espacios con consecuencias en la salud de las educadoras (Paniagua, 2021). 
Explica una lideresa los efectos de la sobrecarga de trabajo durante la pandemia:

El altísimo grado de morbilidad por estrés, por afectaciones psicológicas, men-
tales incluso, y se ve agravado las otras situaciones que tienen de otras clases 
de enfermedades; precisamente de digamos derivadas del estrés. (Participante 
en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

La reorientación del Estado y de su política hacia el neoliberalismo, además, 
afianza esta división sexual del trabajo, debido a que las políticas sociales sur-
gieron para atender aspectos problemáticos de la reproducción social, a partir 
de la lucha de los movimientos sociales. En el contexto del neoliberalismo, ya 
sea por la vía de la privatización, del desfinanciamiento o de la focalización, 
la tendencia es devolver a las familias —y, dentro de estas, a las mujeres de 
manera desproporcional— aquellos aspectos de la reproducción que el Esta-
do —por la vía de la política social— deja de atender. De modo tal que la carga 
excesiva de los cuidados recae, nuevamente, en las mujeres trabajadoras.

Es presumible que, al igual que sucedió durante la pandemia, en esta la res-
ponsabilidad de maniobrar para resolver los cuidados y el trabajo doméstico 
no remunerado expresen la impronta de clase y de género previa a la pande-
mia. Los datos de gráfico 1 parecen indicar que las mujeres continúan resol-
viendo por su cuenta la inmensa carga de los cuidados y el trabajo doméstico 
no remunerado. Caso contrario, la gestión gubernamental de la pandemia 
desconoció las tensiones entre vida familiar y laboral y, con ello, desvalorizó 
el trabajo doméstico no remunerado y de cuidados, lo cual generó que las 
desigualdades socioeconómicas y de género se agudizaran. 
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La organización sindical resiste frente a la violencia sistemática

En la historia colombiana, las acciones colectivas han generado resistencias y 
contrapesos políticos (Luna y Torres, 2020). Debido a ese contrapeso, entre los 
empresarios y en las élites gobernantes ha predominado una cultura antisin-
dical “histórica, sistemática y selectiva” desde hace más de treinta años (ENS, 
2019, p). Esta cultura incluye el uso de estrategias de intimidación, persecución 
y exterminio contra sindicatos y sindicalistas que, en el periodo de 1973 al 2020, 
registraron “al menos 15 317 violaciones a la vida, libertad e integridad cometi-
das contra sindicalistas. Entre estas, 3277 homicidios, 428 atentados contra la 
vida, 253 desapariciones forzadas, 7541 amenazas de muerte y 1952 desplaza-
mientos forzados” (ENS, 2021, p. 65).

Durante la pandemia, el discurso antisindical se mantuvo. Se recrudeció la vio-
lencia y la represión contra lideres y lideresas sindicales y de organizaciones⁴³. 
Solo entre el 1 de enero y el 3 de noviembre de 2020, fueron asesinados 251 
líderes y lideresas sociales (Ortiz y Ríos, 2020 citado por ENS, 2021). En el año 
2020, FECODE dedicó veintisiete boletines de prensa a denunciar actos de vio-
lencia y asesinatos de educadoras y educadores de todo el territorio nacional, 
justamente porque, en este periodo, la ola de violencia contra quienes resis-
ten a las políticas del gobierno actual se recrudeció y, a inicios de noviembre 
del 2021, denunciaba el asesinato de ocho docentes más⁴⁴. Además, ASPU 
denunció la persecución de docentes por parte de autoridades universitarias.

Según explican las lideresas sindicales, la cuarentena fue utilizada por el Gobier-
no Nacional para reprimir la protesta social y consolidar la agenda neoliberal

Está totalmente destinada al control de la población y a aplicar todas las po-
líticas que en la prepandemia no habían podido aplicar producto de la resis-

⁴³ Para ampliar sobre esto, puede verse el informe de violaciones a los derechos sindicales de Colombia, del Índice 
de los Derechos de la CSI, ubicado en el siguiente enlace Colombia - CSI - Informe sobre las violaciones de los 
derechos sindicales (ituc-csi.org)
⁴⁴ Para ampliar puede verse Fecode pide a Centro Democrático cesar discurso de odio hacia maestros | RCN Radio.



tencia de las masas, de la movilización. (Participante en entrevista realizada 
a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Las organizaciones sindicales, además de ser el blanco de la violencia y el auto-
ritarismo, se debieron enfrentar a las limitaciones para la organización y movi-
lización impuestas por la cuarentena decretada por el gobierno nacional. Y, en 
el caso concreto del campo de la educación, se registraron “permanentes seña-
lamientos contra FECODE por parte del partido de gobierno [...]  los cuales ge-
neran un ambiente de riesgo y un factor de persistencia de la violencia antisin-
dical contra maestros sindicalistas” (ENS, 2021, p.73). En palabras de la propia 
organización magisterial, “la violencia antisindical, una de las causas que hacen 
de Colombia uno de los países más peligrosos del mundo para ser sindicalista, 
así como uno de los que menos sindicatos tiene en América Latina” (FECODE, 
2020). Debido a ello, las organizaciones magisteriales solicitaron el amparo y 
protección del Estado frente a los asesinatos, desplazamientos, extorsiones y 
amenazas al magisterio colombiano, instaurar las denuncias respectivas y el 
respecto a las libertades sindicales (FECODE, 2021a, circular, 02). 

Pese a la violencia, participaron de paros nacionales en el periodo 2020-2021. 
Durante este periodo, las acciones colectivas se organizaron en todo el territo-
rio nacional, a través de marchas, movilizaciones, caravanas locales, ruedas de 
prensa, perifoneos pedagógicos, enlaces radiales, actividades en redes sociales, 
conversatorios y otras iniciativas para dinamizar la participación de las perso-
nas educadoras y del pueblo colombiano a favor de la defensa de la vida, la paz, 
la salud, la educación pública, los derechos del magisterio y de las personas 
colombianas (FECODE, 2021b, Circular 19). Asimismo, estas acciones eran en 
contra la Reforma Tributaria impulsada por el gobierno de Duque, mediante 
la cual se pretendía gravar con una alta carga impositiva a la clase media y sec-
tores más empobrecidos (FECODE, 2021c, Circular, 20). Recuerda una lideresa:

Se empezó con modalidad de caravanas y ya después se decía que las caravanas 
no son suficientes, ya toca movilización de las calles y es así como se plantea el 
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paro del 28 de abril y a partir de ahí ¡pues! una movilización que cobijó a más de 
900 municipios de Colombia con más de diez mil movilizaciones, o sea, ya no hay 
forma prácticamente de contabilizarlas, pero es el paro más largo de la historia del 
país. (Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

En el mes de junio del 2020, el gobierno decretó un modelo educativo basado 
en la alternancia⁴⁵, como antesala al retorno progresivo a la modalidad pre-
sencial (Min educación 2020), lo que crispó la relación entre el magisterio co-
lombiano y el gobierno nacional. La propuesta gubernamental fue rechazada 
por las organizaciones magisteriales, pues como explica una lideresa sindical:

Eso lo que va a hacer es que va a causar dos males: primero, va a propagar 
más la enfermedad, la pandemia, y, en segundo lugar, va a aumentar a lími-
tes insoportables la jornada laboral de los maestros, no van a acabar nunca. 
(Participante en entrevista realizada a mujeres dirigentes de la FECODE, 2020)

Ellas denunciaron que este retorno a la presencialidad sin condiciones expondría 
al contagio al conjunto de la comunidad educativa, a alrededor de veinte millones 
de colombianos y colombianas (FECODE, 2020, p.7). Además, se defendió la vacu-
nación prioritaria del magisterio colombiano y la postergación del regreso a clases 
presenciales, debido al comportamiento epidemiológico del virus. Gracias a su re-
sistencia, los centros educativos mantuvieron un cierre parcial hasta noviembre del 
2020 (Unicef, 2021a). Para noviembre del 2021, existían “47.230 centros educativos 
totalmente abiertos [...]  La reapertura beneficia a 7.070.145 (71,1%) niños, niñas y 
adolescentes que asisten a clases presenciales”. (Unicef, 2021a, p.8). 

Durante el ciclo lectivo 2021, las organizaciones magisteriales han insistido en 
la falta de elementos de bioseguridad (lavamanos portátiles y gel, alcohol, ja-
bón, agua, etc. y de otros recursos imprescindibles para el ejercicio docente; lo 
que enfrenta a este gremio con nuevos dilemas; pues un 40% de las institucio-
⁴⁵ Para ampliar, remítase a los Lineamientos del Ministerio de Educación para la prestación del servicio de educación en 
casa y en presencialidad bajo el esquema de alternancia y la implementación de prácticas de bioseguridad en la comuni-
dad educativa; disponibles para consulta en articles-399094_recurso_1.pdf (mineducacion.gov.co).



nes educativas del país, ni siquiera se ejecutaron los recursos para adquirirlos 
y de esta manera mitigar el contagio de la pandemia dentro de los miles de 
colegios que hoy carecen de condiciones de infraestructura (FECODE, 2021).

Recientemente las tensiones entre las organizaciones magisteriales con el go-
bierno colombiano, a grandes rasgos, se relacionan con: a) el acceso al derecho 
a la educación; por ejemplo, en 2017, FECODE manifestaba su preocupación por 
la pérdida de recursos para la educación pública tras la aprobación del Sistema 
General de Participaciones: menos ochenta billones de pesos colombianos, en-
tre el 2010 y el 2016, lo que equivale a una inversión del 2% del PIB (FECODE; 
2017); b) los procesos de estandarización, instrumentalización y homogeneiza-
ción de la educación pública, expresados en las pruebas Pisa y Saber y, mien-
tras se desconocen los contextos y las realidades de la comunidad educativa; 
c) el deterioro de las condiciones laborales de las personas trabajadoras de la 
educación y del pueblo colombiano en general, a partir de la implementación 
de una serie de reformas laborales, pensionales y fiscales d) la violencia y la 
persecución sistemática contra dirigentes magisteriales y lideres sociales. En el 
caso de ASPU, además, se ha denunciado la discriminación y las violencias de 
las cuáles son víctimas educadoras en las universidades y en los sindicatos.

Tras la pandemia, las organizaciones sindicales tendrán nuevos desafíos. Entre 
algunos de los retos identificados por las mismas organizaciones magisteriales, 
figuran la lucha por el trabajo decente, las transformaciones en las políticas so-
ciales y el seguimiento de los acuerdos tomados con el gobierno nacional y la 
defensa del derecho a la protesta social y la paz (FECODE; 2022; ASPU, 2020). 
Sin embargo, es importante que las reivindicaciones de las organizaciones ma-
gisteriales se extiendan fuera de los confines del mercado laboral asalariado, 
por tratarse de un colectivo significativamente feminizado deben expresar la 
impronta de las condiciones de género en articulación con la clase.

En todas las sociedades, el Estado tiene la capacidad de debilitar o fortalecer las 
normas vigentes en relación con los cuidados (Batthyány, 2021), empero, en la 
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definición de políticas progresistas, es medular el contrapeso de los movimien-
tos sociales. Las políticas sociales no suelen ser concesiones de los Estados para 
con la ciudadanía, sino resultado de luchas y pugnas históricas con la clase tra-
bajadora organizada. Estas luchas son las que redefinen el rumbo de las políti-
cas y amplían o en los peores escenarios, restringen derechos. Por ello, es plau-
sible que los sindicatos integren dentro de sus luchas las dos dimensiones del 
trabajo en el capitalismo: el remunerado y no remunerado y fortalezcan dentro 
de su agenda la demanda de políticas laborales relacionadas con el cuidado, en 
particular, de conciliación de la vida laboral, familiar y personal.
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La educación costarricense en el contexto de la pandemia: 
austeridad fiscal, deterioro de las condiciones 			 
laborales y polarización social						    
María José Chaves Groh

Costa Rica recibe la pandemia por COVID-19 atravesada por profundas des-
igualdades y una creciente polarización social. A continuación, se presenta un 
recorrido por las principales apuestas políticas y económicas que lideró la ad-
ministración de Carlos Alvarado en los años previos a la pandemia y durante 
su atención, así como el impacto de estas medidas en las condiciones labora-
les de las personas trabajadoras de la educación, en su salud, en sus estrate-
gias para responder a la demanda de cuidados y en su organización sindical.

A lo largo de las últimas cuatro décadas, el Estado costarricense ha enfrenta-
do profundas transformaciones que han debilitado su institucionalidad y sus 
capacidades para garantizar el ejercicio pleno de los derechos fundamenta-
les para la población. 

Frente a este contexto, la educación, en todas sus dimensiones, es decir, las estra-
tegias pedagógicas, la infraestructura de los centros educativos, las condiciones la-
borales de sus trabajadoras y trabajadores, se han visto gravemente deterioradas.

El artículo 78 de la Constitución Política de Costa Rica establece que el Estado 
debe invertir al menos el 8% del Producto Interno Bruto (PIB) en educación. 
Sin embargo, según datos del Banco Mundial, en el periodo 2018-2020, esta 
inversión no superó el 6,8% (en 2018 y 2019 fue 6,8% y en 2020 6,7%) (Banco 
Mundial, datos en línea). 

En diciembre de 2018, se aprueba la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 
Públicas, luego de enfrentar la huelga más extensa en la historia reciente del 
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país (Madrigal, 2018)⁴⁶ en la que los sindicatos del magisterio tuvieron un pa-
pel protagónico en la denuncia y la formulación de propuestas. Esta ley repre-
senta una profunda reforma fiscal apoyada en tres grandes pilares: el cobro 
del Impuesto al Valor Agregado (IVA) en bienes y servicios, incluso en la canas-
ta básica alimentaria; el deterioro de las condiciones laborales de las personas 
trabajadoras del sector público; y la austeridad. 

En cuanto al impacto de dicha ley en las condiciones laborales, destacan algu-
nos aspectos relevantes. Define topes a las remuneraciones de trabajadoras y 
trabajadores en el sector público, establece nuevas condiciones para el pago 
del incentivo por dedicación exclusiva y prohibición y lo reduce prácticamente 
a la mitad. En el caso de dedicación exclusiva, pasa de 55% a 25% para perso-
nas con grado de licenciatura y de 20% a 10% para bachilleres; mientras que 
la prohibición pasa de 65% a 30% para personas con licenciatura o grados 
académicos superiores y de 30% a 15% para bachilleres (Alfaro, 2018).

Esta nueva norma también varió la forma de calcular el pago por anualidades. 
Antes de su aprobación, se contabilizaban automáticamente por año laborado y 
posterior a la reforma se retribuyen como mérito en un sistema de evaluación. 
Además, deja de estimarse como un porcentaje del salario para reconocerse 
como un monto nominal. Sumado a lo anterior, establece nuevas reglas para 
obtener puntos por carrera profesional, deroga incentivos, impide que se esta-
blezcan otros nuevos y obliga a las autoridades a denunciar las convenciones 
colectivas⁴⁷ conforme llegue la fecha de su vencimiento, para renegociarlas a la 
baja al tiempo que se ajustan a los parámetros de la Ley (Alfaro, 2018).

En el caso de las personas trabajadoras de la educación, esta Ley tuvo una 
afectación adicional ya que nominaliza los incentivos salariales, lo cual incluye 
el Incentivo Desarrollo de la Docencia. Nominalizar este incentivo según lo es-
tablecido en la ley representaba una reducción salarial de entre cincuenta mil 
⁴⁶ La huelga se extendió desde el 10 de septiembre hasta el 11 de diciembre de 2018. 
⁴⁷ Denunciar la convención colectiva es el acto mediante el cual una de las partes le manifiesta a la otra el interés de 
renegociar los términos de la Convención Colectiva (UCR, 2016, p. 5).



y doscientos mil colones por mes (entre 73 y 293 dólares aproximadamente), 
sin embargo, esta medida no se pudo aplicar pues la misma ley prohíbe la 
reducción de salarios por la nominalización de los incentivos.

Para resolver esta contradicción, y luego de un intenso reclamo de las organi-
zaciones sindicales, en febrero de 2022, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 
para prevenir la reducción de los salarios de las personas educadoras costarri-
censes⁴⁸, en la cual se establece un mecanismo para la nominalización de este 
incentivo, sin disminuir los salarios que se perciben en la actualidad.

Por otra parte, la principal herramienta de austeridad de la Ley de Fortalecimiento 
de las Finanzas Públicas fue la creación de una regla fiscal para limitar el crecimien-
to del gasto según el comportamiento del PIB y la relación de la deuda total del Go-
bierno Central con relación al PIB (Ministerio de Hacienda, 2021). Esta regla fiscal se 
aplicó por primera vez en la formulación del presupuesto del año 2020, con lo cual 

el 10 de abril de 2019, el Ministerio de Hacienda envió al ministro Mora [ministro 
de educación] un oficio indicando que “el gasto presupuestario máximo” para su 
ministerio en 2020 debería ser de 2 648 412 millones de colones, es decir, una 
cantidad exactamente igual a la de 2019 (Salazar, citado en Calderón 2021, p. 186). 

A pesar de que el ministro de educación solicitó más recursos en el presu-
puesto nacional para cumplir con los objetivos propuestos, la Asamblea Le-
gislativa aprobó recortes muy importantes. En consecuencia, fue declarado 
inconstitucional por la Sala Constitucional al no cumplir con el porcentaje 
mínimo establecido en la Constitución Política (Calderón, 2021). De acuerdo 
con estimaciones de Calderón, entre 2018 y 2020, la inversión en educación 
(con inclusión del Instituto Nacional de Aprendizaje, universidades públicas y 
las instituciones parauniversitarias) se redujo 5,2%; pero, si se considera úni-
camente el presupuesto asignado al Ministerio de Educación Pública (MEP), 
dicha reducción fue del 6% (Calderón, 2021). Señala Calderón también que, 
⁴⁸ Ley n.o 10.137.
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entre 2019 y 2020, el PIB se redujo en un 3,9%, “por lo que el recorte al sector 
educación fue 25 por ciento superior a la reducción del PIB, mientras que el 
recorte al MEP fue superior en un 35 por ciento” (Calderón 2021, p. 187). 

El impacto de estas medidas se ha hecho notar en diferentes ámbitos de la 
educación pública. En 2022 se asignó a la Dirección de Infraestructura y Equi-
pamiento Educativo (DIEE) del MEP ocho mil millones de colones, el presu-
puesto más bajo desde su creación en 2010 (Cordero, 2022). Esta limitación 
presupuestaria ocurre en un contexto particularmente complejo, ya que al 
inicio del ciclo lectivo 2022, en modalidad presencial, 850 centros educativos 
tenían órdenes sanitarias por problemas de infraestructura⁴⁹. Entre estos, tre-
ce presentaban deterioro grave, lo cual impidió su apertura. Además, 418 no 
tienen conectividad a internet (Cordero, 2022).

El impacto de las restricciones presupuestarias no termina ahí. La Dirección 
de Programas de Equidad del MEP requiere 109 715 476 427 colones para 
cubrir el servicio de alimentación de 850 mil estudiantes que acuden a los 
comedores escolares para el año. No obstante, solo se asignaron 91 115 
596 839 colones, lo cual deja un déficit de 18 599 879 588 colones (Corde-
ro, 2022). Situación similar se presenta en el servicio de transporte que re-
quieren 150 000 estudiantes “cuyo costo anual es de ₡50.102.790.517; sin 
embargo, los diputados aprobaron apenas ₡34.000.000.000 para este ciclo 
lectivo 2022” (Cordero, 2022).

A partir del comportamiento que tuvieron los gobiernos de la región en in-
versión pública en la educación, la IEAL creó una tipología con cuatro cate-
gorías: países donde se incrementó el presupuesto y se dieron subsidios 
especiales para la educación, países donde no se redujo el presupuesto y se 
implementaron subsidios especiales para la educación, países donde no se 
redujo el presupuesto ni se otorgaron subsidios especiales y países donde 

⁴⁹ De acuerdo con datos del Censo Escolar realizado por el MEP en el año 2021, el país cuenta con 4459 centros 
educativos públicos, de los cuales 1751 se encuentran en zonas urbanas y 2708 en zonas rurales (MEP, 2021).



se redujo el presupuesto y no se dieron subsidios especiales para la educa-
ción. Este último fue el caso de Costa Rica (Basualdo et al. 2021).

Sin embargo, más allá del comportamiento en la inversión pública en educa-
ción, desde el inicio de la administración Alvarado Quesada en 2018, se hizo 
evidente que el mejoramiento de la educación en su integralidad no sería una 
prioridad en su gestión.

Luego de la derrota que significó para el movimiento social y para la institucionalidad 
pública la aprobación de la Ley para el Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, el 
entonces ministro de educación volvió a tensionar su relación con los gremios educa-
tivos. Esto resultó particularmente evidente cuando, en febrero de 2019, anunció el 
inicio del proceso para sustituir las pruebas de bachillerato que el estudiantado debía 
realizar al concluir la educación diversificada, por las pruebas de Fortalecimiento de 
Aprendizajes para la Renovación de Oportunidades (FARO) (Calderón, 2021).

Estas nuevas pruebas están dirigidas a estudiantes de quinto grado (primaria) y dé-
cimo año (secundaria) y se plantearon con el objetivo de que “los centros educativos 
diseñaran planes de mejora para los últimos años de cada etapa y pudieran corregir 
deficiencias encontradas en el aprendizaje de los alumnos” (Calderón, 2021, p. 178).

De forma paralela, también en febrero de 2019, el Poder Ejecutivo envió a la 
Asamblea Legislativa el proyecto de Ley Educación y Formación Técnica Dual. 
Esta iniciativa fue aprobada en septiembre del mismo año y autoriza a las 
empresas a captar mano de obra estudiantil gratuita, so pretexto de acercar 
al estudiantado a los centros de trabajo al promover su creatividad, capacidad 
de innovación y así mejorar su perfil de empleabilidad. 

Al igual que con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y las pruebas 
FARO, los gremios de trabajadoras y trabajadores de la educación se opusieron a la 
iniciativa de educación dual por temor a que esta “abriera espacios a la participación 
privada en la educación pública como ha ocurrido en otros países donde se imple-
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mentó una reforma similar” (Calderón, 2021, p. 183)⁵⁰. Cabe indicar que también el 
Movimiento Estudiantil de Secundaria se opuso a esta propuesta (Calderón, 2021).

En síntesis, en solo dos años de gestión, el Poder Ejecutivo tensionó fuerte-
mente su relación con los gremios del sector educativo, lo cual empeoró las 
condiciones laborales de las personas trabajadoras, redujo la inversión, im-
puso transformaciones profundas en el modelo educativo sin negociación ni 
diálogo y desacreditó a las organizaciones sindicales que denunciaban siste-
máticamente estas arbitrariedades.

En este sentido, una de las represalias más severas que tomó el Poder Ejecutivo y 
Legislativo contra el movimiento social que buscó impedir la aprobación de la Ley 
de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, fue impulsar y aprobar en enero de 
2020 la Ley para brindar seguridad jurídica sobre la huelga y sus procedimientos.

Esta iniciativa es conocida como Ley Antihuelgas justamente por las restriccio-
nes que impiden a las organizaciones sindicales ejercer su derecho a la huelga 
y distorsionar el sentido de esta medida, al establecer plazos para realizarlas, 
según el sector donde ocurre o las razones que la motivan.

esta Ley prohíbe tácitamente la huelga en servicios esenciales, definición que se 
amplía más allá de aquellos servicios que ponen en riesgo la salud y la vida de las 
personas. Asimismo, puso un límite máximo a los días de duración de las huel-
gas: en el caso del sector educación, de veintiún días y, si se trata de una huelga 
contra políticas públicas, solo puede extenderse por dos días. (Grau, 2021, p. 154)

Cabe señalar que, además de los sindicatos, esta iniciativa fue cuestionada 
por un grupo de relatores especiales de derechos humanos de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU), quienes plantearon: 

⁵⁰ La propuesta de Educación Dual impulsada en Costa Rica se inspiraba en el modelo alemán, con la diferencia de 
que en este país se remunera de forma escalonada el trabajo que realizan las personas estudiantes, lo cual aumenta 
conforme avanza su formación (Villalta citado en Calderón, 2021).
⁵¹ Ley n.o 9808.



el proyecto de ley establece un cúmulo de restricciones directas e indirectas 
a los derechos de los sindicatos y de sus sindicados, a ejercer su derecho a la 
asociación, a la libertad de reunión pacífica y de expresión a través del ejercicio 
de sus libertades sindicales, particularmente del ejercicio del derecho a la huel-
ga … En circunstancias excepcionales los derechos a la libertad de expresión y 
a la libertad de reunión pacífica y de asociación pueden ser restringidos. Sin 
embargo, las restricciones, al ser la excepción, no pueden ser tan amplias como 
para poner en peligro el derecho mismo, es decir, la norma. (Kaye, Voule y Forst, 
2019 citados en Grau, 2021, p. 155)

Frente a este rápido deterioro de las condiciones laborales, la polarización, la cri-
sis social y política generada, el contexto de la pandemia agravó la situación y sir-
vió de excusa para avanzar aún más en el debilitamiento de la educación pública 
y los derechos laborales de las personas que se desempeñan en este sector.

1. Respuesta social, política y económica 					  
del Estado costarricense frente a la pandemia de COVID-19

Solo dos meses después de aprobar la Ley Antihuelgas, se declara emergencia 
nacional por la pandemia de COVID-19 y, con esta, avanzó también la agenda 
antisindical y austericida que implementó agresivamente la administración 
Alvarado Quesada, ahora en un contexto de excepcionalidad y urgencia que 
brindó las condiciones políticas para profundizarse. 

El 19 de marzo de 2020, trece días después de detectar el primer caso de CO-
VID-19, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley de Alivio Fiscal ante el COVID-19 
impulsada por el Poder Ejecutivo. En este sentido, Hernández y Solano llaman 
la atención sobre la contradicción entre la urgencia con la cual los Poderes Eje-
cutivo y Legislativo buscaron aprobar la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 
Públicas en el año 2018 frente al descalabro económico que amenazaba al 
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país, pero, solo un año y medio después, en tiempo récord, implementaron 
medidas de alivio fiscal para las empresas. Esto brindó al sector empresarial la 
posibilidad de aplazar el pago de impuestos por varios meses, sin establecer 
ningún criterio que diferenciara entre empresas pequeñas, medianas o gran-
des, o por nivel de afectación (Hernández y Solano, 2021).

Dos días después, el 21 de marzo de 2020, la Asamblea Legislativa aprobó otro 
proyecto de ley impulsado por el Ejecutivo para reducir las jornadas de trabajo 
con el fin de evitar la pérdida total de puestos ante la disminución de ingresos 
brutos de sus empleadores (Hernández y Solano, 2021). Cabe indicarse que 
esta Ley estableció una excepción para trabajadoras embarazadas o lactantes 
e incluye un lineamiento para que la reducción de jornada se aplique de forma 
proporcional entre hombres y mujeres respecto de puestos iguales o equiva-
lentes (PNUD, datos en línea). 

De forma paralela, el poder Ejecutivo autorizó vía reglamento que los estable-
cimientos afectados por el cierre —según las medidas sanitarias emitidas— 
pudieran suspender los contratos de las personas trabajadoras (Hernández 
y Solano, 2021) y redujo la base mínima contributiva del seguro de salud y 
pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) en un 25% (Coto, 
2020 citado en Hernández y Solano, 2021). 

En este contexto, las principales medidas impulsadas para apoyar a las per-
sonas trabajadoras afectadas fueron tres. La primera autorizó la entrega del 
Fondo de Capitalización Laboral (FCL) para quienes se vieron con contratos 
laborales suspendidos; es decir, para subsistir, las personas trabajadoras de-
bieron sortear la falta de pago de sus salarios con la utilización de sus ahorros 
en el sistema de pensiones (Hernández y Solano, 2021). La segunda medida 
creó un subsidio temporal llamado bono Proteger, sin embargo, este subsidio 
se otorgó por un corto periodo a través de un complejo entramado burocrá-
tico y por montos muy bajos que no se correspondían con el costo de la vida 
(Hernández y Solano, 2021).



La tercera medida fue mantener abiertos los servicios de cuido que presta 
la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (REDCUDI)⁵², con el fin de 
evitar recargar con tareas de cuido a las personas mayores u otros grupos 
de alto riesgo dentro de la red de apoyo familiar, cuando las personas tra-
bajadoras debían ausentarse de los hogares (PNUD, datos en línea). 

Con relación a las personas trabajadoras del Gobierno Central, el 4 de abril 
de 2020, el Poder Ejecutivo suspendió el aumento general al salario base, 
instó a otras instituciones del Estado a suspenderlo (Decreto Ejecutivo N° 
42286-MTSS-H-MIDEPLAN citado en Grau, 2021) e impulsó hasta conseguir 
la aprobación de la Reforma Ley de Salarios de la Administración Pública, en 
la cual se suspende el pago de las anualidades por dos años (Grau, 2021). 

En el caso de las personas trabajadoras de la educación pública, hubo, 
además, una afectación particular con la suspensión del pago del incen-
tivo Índice de Menor Desarrollo para el año 2020⁵³ (Paniagua, 2021). Este 
incentivo fue resultado de la negociación colectiva que realizaron las or-
ganizaciones sindicales y el MEP, con lo cual este incumplimiento “no solo 
tiene repercusiones salariales individuales, sino de naturaleza colectiva” 
(Paniagua, 2021, p. 183).

En este sentido, el 17,6% de las docentes consultadas en una encuesta rea-
lizada por CEFEMINA para la IEAL en 2021 reportó que su ingreso disminu-
yó en el contexto de la pandemia, mientras que el 79,2% consideró que se 
mantuvo igual y solo 3,2% percibió que hubo un aumento (Paniagua, 2021).

Otra iniciativa impulsada por el Poder Ejecutivo fue la Ley Marco de Empleo 
Público. Cabe destacar que, a diferencia de otras propuestas de ley que el ofi-
cialismo acompañó, como la Ley Antihuelgas, este proyecto fue diseñado, pre-

⁵² Esta medida incluyó los servicios prestados por los Centros de Educación y Nutrición (CEN), los Centros Integrales 
de Nutrición y Atención Infantil (CINAI), así como los brindados por el PANI y el IMAS (PNUD, datos en línea).
⁵³ Este incentivo representa un salario dividido en tres fracciones a docentes que trabajan en zonas de alto riesgo 
y urbano marginales (Participante de entrevista realizada a mujeres dirigentes de la ANDE, 2020) (Paniagua, 2021).
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sentado, defendido y priorizado por el propio Poder Ejecutivo. En palabras de 
Grau, esta fue su principal apuesta (2021). 

Con la aprobación de esta Ley en marzo de 2022, se consolida una super recto-
ría delegada en el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MI-
DEPLAN)⁵⁴, lo cual concentra más poder en el Ejecutivo, al violentar la división de 
poderes y la autonomía institucional de la CCSS, las universidades públicas y las 
municipalidades (Hernández y Solano, 2021) y crea un sistema de salarios organi-
zados en familias, cuya característica principal es que estos salarios no crecen y no 
tienen pluses o complementos (Grau, 2021). Además, limita el derecho a negociar 
en la convención colectiva las condiciones salariales y laborales de las personas 
empleadas en el sector público (Grau, 2021). En este sentido, esta autora plantea 
que esta arremetida contra los derechos y los salarios del sector público representa 
retrocesos en derecho laboral, ya que se bajan los estándares para todas las perso-
nas trabajadoras y se renuncia al principio de progresividad (Grau, 2021).

Para garantizar el avance y pronta aprobación de este proyecto de ley en la 
agenda legislativa, el gobierno utilizó distintas estrategias, desde negociar con 
los diferentes partidos a cambio de apoyar sus proyectos, hasta colocar esta 
iniciativa en primer lugar en la agenda que envío a la Asamblea Legislativa 
como parte de los compromisos asumidos al solicitar un crédito con el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) (Hernández y Solano, 2021).

Sin embargo, la agenda propuesta al FMI que atenta contra las personas traba-
jadoras no acaba con la Ley Marco de Empleo Público, de hecho, es solo el inicio. 
Después de esta Ley, sigue en lista la propuesta de eliminar la exoneración del 
impuesto sobre la renta que tiene el salario escolar⁵⁵ y ajustar las tarifas de im-
puestos a la renta de capital que afectaría los ahorros que las personas trabajado-
ras hacen en cooperativas o asociaciones solidaristas (Hernández y Solano, 2021).

⁵⁴  Esta rectoría se estableció inicialmente en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
⁵⁵ El salario escolar es un pago diferido del aumento salarial del año anterior, que se le retiene a la persona trabaja-
dora, se le acumula y se le paga en el mes de enero (Araya, 2020).



1.1 La respuesta del Estado para la continuidad				  
de la educación en el contexto de la pandemia

En el ámbito educativo, las medidas más relevantes para responder al contexto 
de la pandemia en 2020 fueron la suspensión de clases a nivel nacional, tanto en 
centros educativos públicos como privados, la virtualización temporal de las cla-
ses y la ampliación del calendario escolar (Paniagua, 2021). Durante este año, las 
principales estrategias utilizadas por el MEP ante la imposibilidad de realizar clases 
presenciales y frente a la brecha digital de docentes y estudiantes fueron las Guías 
de Trabajo Autónomo (GTA) y producir —mediante una alianza público-privada— 
un programa de televisión llamado Aprendo en Casa. Se desconoce el impacto que 
tuvieron estas estrategias en los procesos educativos (Calderón, 2021).

Para el año 2021, el MEP modificó el rumbo de la virtualidad e impulsó la es-
trategia bimodal Regresar, en la cual proponía combinar actividades presen-
ciales con trabajo a distancia⁵⁶. Estas diferentes estrategias llevaron al ámbito 
educativo la mediación a través de la tecnología y a las personas trabajadoras 
de la educación a desempeñar su labor desde casa, concretamente, en la mo-
dalidad de teletrabajo (Paniagua, 2021). 

El teletrabajo es definido por la Fundación Europea para la Mejora de las Con-
diciones de Vida y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) como “el uso 
de la tecnología de la información y la comunicación para trabajar fuera de la em-
presa” (Eurofound y OIT, 2017 citado en OIT, 2020, p. 88). En Costa Rica, desde 
el año 2019, se cuenta con la Ley para regular el teletrabajo⁵⁷ y su respectivo 
reglamento. En sintonía con la definición expuesta anteriormente, dicha nor-
mativa define el teletrabajo como

⁵⁶ Debido a un nuevo repunte de contagios por COVID-19, el MEP ordenó adelantar y ampliar las vacaciones de me-
dio periodo, con lo cual se suspendió el curso desde el 24 de junio hasta el viernes 25 de julio. Esta medida implicó 
ampliar el calendario lectivo 2021, ya que parte de las vacaciones calendarizadas para el final del curso lectivo se 
adelantaron para que el estudiantado no perdiera clases, con lo cual el ciclo lectivo no finalizó en diciembre sino en 
enero de 2022 (Chaves y Valverde; 2021).
⁵⁷ Ley n.o 9738.
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modalidad de trabajo que se realiza fuera de las instalaciones de la persona 
empleadora, utilizando las tecnologías de la información y comunicación sin 
afectar el normal desempeño de otros puestos, de los procesos y de los servi-
cios que se brindan. Esta modalidad de trabajo está sujeta a los principios de 
oportunidad y conveniencia, donde la persona empleadora y la persona tele-
trabajadora definen sus objetivos y la forma en cómo se evalúan los resultados 
del trabajo (Artículo 3, inciso a, La Gaceta N° 184, 2019).

Esta Ley plantea, entre otros aspectos, que la implementación del teletrabajo 
es resultado de un acuerdo voluntario entre la persona trabajadora y la per-
sona empleadora y delega en las empleadoras la responsabilidad de capacitar 
al personal, “proveer y garantizar el mantenimiento de los equipos, los progra-
mas, el valor de la energía determinado según la forma de mediación posible” 
(Artículo 8, inciso A). Además, con relación al derecho a la desconexión digital, 
en mayo de 2022, entró en vigor la Reforma Ley para regular el teletrabajo⁵⁸. 
Con esta norma, se modifica el inciso d) del artículo 9 de la ley para Regular 
el Teletrabajo, con el fin de ratificar que la persona trabajadora debe cumplir 
con el horario y jornada laboral establecida, por lo tanto, tendrá derecho a la 
desconexión digital fuera de esa jornada u horario (Gaceta N.° 74, 2022).

A pesar de contar con esta normativa, La organización Mundial del Trabajo plantea 
que, en el contexto de pandemia, el teletrabajo asumió características diferentes a 
las establecidas en su definición y en la legislación de los países que ya lo regulaban, 
como Costa Rica. Entre las principales diferencias destaca que se debió implementar 
de forma obligatoria, se realizó a tiempo completo, no de forma parcial, como se es-
taba aplicando hasta ese momento (trabajando unos días desde la casa y otros desde 
la oficina), se valoró como una medida temporal de corto plazo, aunque la situación 
sanitaria lo prolongó por varios meses, y pasó de ser un proceso planificado que per-
mitía adquirir paulatinamente el equipo necesario para trabajar, a instalarse como 
una medida inmediata en la que se debió hacer uso de los recursos disponibles, lo 
cual se tradujo en una mayor carga de responsabilidades familiares (OIT, 2020).
⁵⁸  Ley n.o 10.168.



En este contexto, es relevante destacar que el teletrabajo impactó el ejercicio de 
los derechos laborales de las personas trabajadoras. El estudio realizado por CE-
FEMINA para la IEAL en el 2021 consultó a las docentes por los derechos que con-
sideraban vulnerados en el teletrabajo. El 90,8% identifica el derecho a la jornada 
laboral de ocho horas con horario bien definido, el 80,4% el derecho a la desco-
nexión, el 69,7% el derecho a escoger entre la modalidad presencial, teletrabajo y 
bimodal y el 30,8% el respeto a las libertades sindicales (Paniagua, 2021).

Este estudio también refleja que, para el 72,7% de las docentes consultadas, 
el teletrabajo ha significado sobrecarga laboral; para el 64,3%, ha generado 
tensiones emocionales y estrés; al 63,8% las ha obligado a realizar diferentes 
actividades de manera simultánea; a 61,3% no le permite separar tiempo de 
descanso de tiempo de trabajo; 39% no dispone de tiempo para descansar; y 
a 26,1% le ha ocasionado conflictos familiares (Paniagua, 2021). 

Con relación a los efectos positivos del teletrabajo, 35% de las consultadas 
considera que esta modalidad laboral le permite atender el trabajo remune-
rado y a su familia, a 32,3% le facilita compartir tiempo con su familia y 15,6% 
considera que organiza mejor su tiempo (Paniagua, 2021).

Por otra parte, para el ciclo lectivo 2022, el MEP anunció el retorno total a la 
presencialidad, medida que se acompañó de otras como realizar un diagnós-
tico del rezago educativo, así como un plan de nivelación académica para que 
las y los estudiantes puedan superarlo y una estrategia de atención para estu-
diantes que no pueden acudir a los centros educativos. 

Sin embargo, una vez más, las decisiones se tomaron en el interior del ministe-
rio sin establecer consultas ni coordinaciones con las organizaciones de las per-
sonas trabajadoras de la educación, con lo cual no quedó claro si las personas 
docentes debían atender estas tareas fuera de su jornada laboral habitual, ni 
se incluyeron medidas sanitarias relevantes como la obligatoriedad de la vacu-
nación para el estudiantado, el distanciamiento físico en las aulas ni reducir la 
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matrícula por grupo para tener menos aforo. Frente a este contexto, la Asocia-
ción Nacional de Educadores y Educadoras (ANDE) y la Asociación de Profeso-
res de Segunda Enseñanza (APSE) denunciaron la improvisación, la ausencia de 
diálogo y la falta de claridad sobre las acciones que deben realizar y sobre las 
condiciones en las cuales deben hacerlo (Cordero, 2022b).

En síntesis, las diferentes estrategias educativas utilizadas entre 2020 y 2021 y 
el teletrabajo profundizaron las desigualdades socioeconómicas del estudian-
tado y deterioraron las condiciones laborales de las personas educadoras y 
sus posibilidades de organización.

2. Impactos de las medidas para la atención 				  
de la pandemia en las condiciones laborales

2.1 Aumento en la jornada laboral y en las tareas por realizar

En el periodo 2020-2021, se llevaron a cabo diferentes estudios que coinciden en el 
importante impacto que tuvo el teletrabajo y la educación en modalidad virtual⁵⁹, 
bimodal⁶⁰ o combinada⁶¹ en la jornada de trabajo de las personas educadoras. 

De acuerdo con información recopilada por ANDE, a través de una encuesta 
realizada entre sus afiliadas y afiliados en el año 2020 (periodo de virtualidad), 
el 84,4% de las personas participantes indicaron trabajar más de ocho horas 
diarias, de las cuales 28,5% reporta de ocho a diez horas, el 32,8% de diez a 
doce horas y 23,1% más de doce horas (Vásquez et al., 2021). Este estudio 
evidencia también que la extensión de la jornada laboral no solo aumentó 
⁵⁹ Clases sincrónicas mediante plataformas virtuales como Teams, Zoom o Classroom.
⁶⁰ Combina las clases sincrónicas mediante plataformas virtuales con Guías de Trabajo Autónomo (trabajo a distancia).
⁶¹ Combina las clases en ambientes presenciales y virtuales.



las horas diarias trabajadas, sino también trabajar fines de semana como lo 
señala el 88,8% de las personas consultadas (Vásquez et al., 2021). En otro es-
tudio realizado por la IEAL, el 93% de las personas consultadas considera que 
su horario aumentó en el contexto de la pandemia (Chaves y Valverde, 2021). 

La ampliación de la jornada laboral que reflejan estas investigaciones se explica 
por varias razones. El personal docente debió aprender a realizar su trabajo me-
diante tecnologías de la información, por medio de plataformas como YouTube, 
Classroom, Zoom, Teams, entre otras. Debían ver y analizar programas educa-
tivos radiales y televisivos para recomendar al estudiantado; elaborar, entregar 
y revisar las GTA; contactar y dar seguimiento a estudiantes y sus familias; así 
como buscar en internet material educativo (Chaves y Valverde, 2021). 

En este sentido, el 66,9% de las personas que participaron de la consulta rea-
lizada por ANDE señala que, durante el año 2020, sus responsabilidades va-
riaron o aumentaron, 25,1% considera que sus responsabilidades no cambia-
ron, pero sí hubo una recarga laboral, y solo el 5,3% señaló que no variaron 
sus funciones ni su carga laboral (Vásquez et al., 2021). Este mismo estudio 
plantea que el 92% de las personas docentes consultadas considera que el 
aumento en su carga laboral obedece específicamente a la mediación virtual.

Ahora bien, si se toma en cuenta que el día tiene las mismas veinticuatro horas 
que antes de la pandemia, es importante conocer qué se debió sacrificar para 
cubrir el déficit de tiempo que implicó el aumento de la jornada laboral. En 
este sentido, el 70,7% de las educadoras consultadas por CEFEMINA identifica 
pérdida en el tiempo de descanso y el 75,4% en el tiempo de recreación; única-
mente el 11,8% reportó disponer del mismo tiempo que antes de la pandemia 
para descansar y 9,5% del mismo tiempo para la recreación (Paniagua, 2021).

Es importante señalar que, ante los reclamos gremiales por la recarga laboral, 
una lideresa sindical reporta que hubo presiones políticas desde la Asamblea 
Legislativa y desde las cámaras empresariales para que las autoridades no 
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abrieran espacios de diálogo y negociación para responder a la pandemia de 
forma coordinada y estratégica.

La utilización de la plataforma [Teams para dar las clases virtuales] es obligatoria 
para todos y todas las compañeras y también para comprobar que su función 
laboral, y sí nos explicaban en el Ministerio también, perdón, que para ellos era 
muy importante en el sentido, que se dieron muchas presiones de parte de dipu-
tados, diputadas de la Asamblea Legislativa, de las cámaras empresariales y de la 
UCCAEP [Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial 
Privado], verdad, particularmente para que se rebajara el salario o se eliminara, 
porque la gente estaba metida en la casa. Entonces, parte de las presiones que 
están recibiendo los docentes se debe a la obligación que tiene el Ministerio de 
Educación Pública para corroborar y demostrar que el docente está trabajando y 
justificar el salario, esa es otra de las complicaciones que ellos nos han explicado 
en diferentes reuniones, porque sí convocamos a una reunión para nuevamente 
tratar la carga laboral y esas son parte de las explicaciones que nos dan. (Partici-
pante de entrevista realizada a mujeres dirigentes de la ANDE, 2021)

2.2 Dificultades para acceder a equipo tecnológico y a la conectividad 
necesaria para implementar la educación virtual, bimodal o combinada

De acuerdo con datos de la Comisión Económica para América Latina y el Ca-
ribe (CEPAL), el acceso a conectividad de internet estaba fuertemente relacio-
nado con la condición socioeconómica, desde antes de la pandemia. En Costa 
Rica el 91% de los hogares del quinto quintil de ingresos tenía acceso a inter-
net, mientras que en el primer quintil solo el 58% (Torres y Saldívar, 2021).

Las diferentes estrategias educativas implementadas entre 2020 y 2021 se vie-
ron limitadas por las enormes brechas que existen entre la educación pública 
y privada, brechas socioeconómicas entre el estudiantado y brechas digitales 



entre el personal docente. Esto se constata entre diferentes estudios que bá-
sicamente llegan a las mismas conclusiones⁶².

Con relación al acceso del personal docente a equipo tecnológico para reali-
zar su labor, distintas investigaciones reportan entre 61,6% (estudio realizado 
por ANDE), 63,3% (estudio realizado por CEFEMINA entre mujeres docentes) y 
78,6% (estudio realizado por IEAL entre personal docente).

El 73,6% del personal docente contaba con internet inalámbrico desde el hogar, 
para el 14% su principal fuente de conectividad es a través de un dispositivo mó-
vil pospago, 5,6% comparte internet con otros hogares, 3% accede a través de un 
dispositivo móvil prepago, 1,8% acude al centro educativo para acceder al servicio, 
0,8% no tiene acceso a internet y un 0,6% indicó otras opciones como fuente prin-
cipal de conectividad (Vásquez et al., 2021). Sin embargo, con relación a la calidad, 
23,1% considera que es muy buena, el 34,2% considera que es buena, 28,8% con-
sidera que es regular, 6,9% la considera mala y 4,5% muy mala (Paniagua, 2021).

El MEP, por su parte, en 2020 dio a conocer los resultados de un diagnóstico 
realizado entre el personal docente y el estudiantado. Para agosto de ese año, 
el 25% del personal docente no contaba con acceso a internet o carecía de 
los recursos necesarios para desarrollar la enseñanza a distancia (Barquero, 
2020 citado en Calderón, 2021). De acuerdo con el Estado de la Educación, 
el personal docente rural es el más afectado por estas limitaciones, por lo 
que recurren principalmente a las GTA impresas que entregan al estudiantado 
cuando se acercan a los centros educativos para recoger víveres (PEN, 2021).

Según datos de la CEPAL, para el año 2019 las personas jóvenes y adultas ma-
yores eran los grupos etarios con menor conectividad. El 42% de los menores 
de 25 años y el 54% de las personas mayores de 66 años no tienen acceso a 
internet (CEPAL, 2020 citado en Torres y Saldívar, 2021).
⁶² Ver Estado de la Educación (PEN, 2021); Condiciones sociolaborales de las personas docentes en el contexto de la 
pandemia del COVID-19 y sus implicaciones en la salud integral, (ANDE, 2021); La educación en la pandemia: Amplian-
do las brechas preexistentes, (Chaverri, 2021); entre otros.
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De acuerdo con el MEP, para diciembre de 2020, 63% del estudiantado conta-
ba con algún acceso a internet (en muchos casos, por medio de un teléfono 
celular), 30% no tenía acceso y no se obtuvo información del 7% del resto de 
las y los estudiantes. Así, un total de 324 616 estudiantes del sistema educa-
tivo carecían de todo acceso a internet (MEP citado en Calderón, 2021). Para 
mayo de 2021, esta cifra aumentó a 425 000 estudiantes (Calderón, 2021).

Con relación al acceso a dispositivos tecnológicos (tabletas y computadoras), 
para el inicio del ciclo lectivo de 2021, se estimó un faltante de 133 274 entre 
las personas estudiantes. Al respecto, Paniagua señala que “estas brechas di-
gitales generan recargas en el trabajo docente, toda vez que implican media-
ciones pedagógicas diferenciadas “(2020, p. 203).

Como es esperable, en las zonas rurales, las dificultades de conectividad se 
agravan. Según datos del Instituto Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura (IICA) y del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), únicamen-
te el 43,2% de la población rural tiene conectividad, aunque no sea de la 
mejor calidad (IICA-BID, 2020 citado en Chaves y Valverde, 2021). Al respecto, 
datos del Ministerio de Ciencia y Tecnología (MICIT) indican que, para el año 
2019, en estas zonas, “aproximadamente un 40% de las suscripciones tienen 
velocidades inferiores a 4 Mbps” (MICIT, 2020 citado en Chaves y Valverde, 
2021, p. 173).

Frente a esta realidad, es necesario indicar que el MEP no dispuso de ninguna 
medida o directriz para dotar de equipo tecnológico al personal docente, ya sea 
en calidad de préstamo o con facilitación de líneas de crédito flexibles para que 
pudieran adquirirlos a bajo costo; tampoco financió ni subvencionó conexiones 
a internet, con lo cual es posible afirmar que la gestión de estos insumos de 
trabajo fue costeada enteramente por el profesorado (Paniagua, 2021). 

Es importante tomar en cuenta, además, la complejidad que supone el hacina-
miento físico y tecnológico que ocurre cuando en los hogares de las personas 



docentes también hay estudiantes u otras personas teletrabajadoras que re-
quieren el equipo informático y acceso a internet (Chaves y Valverde, 2021⁶³).

Ante esta situación y la urgencia por contar con insumos para trabajar, el per-
sonal docente tuvo gastos no planificados para disponer de equipo informá-
tico, mobiliario de oficina y mejorar su conectividad a internet. Al respecto el 
90,4% del personal docente que respondió a la consulta de ANDE en el año 
2020, señala que incurrió en gastos extraordinarios, de estas personas, el 
37,5% considera que esos gastos fueron muy elevados, el 39,9% que fueron 
gastos regulares, el 13% gastos poco elevados y solo un 9,6% no reporta gas-
tos extra (Vásquez et al., 2021). El estudio realizado por CEFEMINA indica que 
el 83,1% de las docentes consultadas utilizó con frecuencia sus ingresos para 
cubrir los gastos de equipo y/o pago de conectividad; el 14,6% lo hizo alguna 
vez y solo el 2,2% nunca debió hacer uso de sus ingresos para adquirir equipo 
o internet para trabajar (Paniagua, 2021).

Este mismo estudio revela que las docentes también atendieron necesidades 
de las personas estudiantes con sus propios recursos, ya que las medidas 
estatales para facilitar su conectividad fueron focalizadas, paliativas e insufi-
cientes (Paniagua, 2021). En este sentido, el 92,8% de las encuestadas indicó 
gastar de sus ingresos para sufragar las necesidades de sus estudiantes, de 
estas, el 56,1% lo hizo con frecuencia y el 34,2% alguna vez (Paniagua, 2021). 

Cubrir estos gastos inesperados tuvo afectaciones económicas en los hogares 
de las docentes consultadas. El 81,4% de ellas considera que sus gastos au-
mentaron en el contexto de la pandemia, mientras que el 14,7% indica que no 
tuvo ninguna variación y solo el 3,9% siente que disminuyeron. Con relación a 
los hogares que enfrentaban dificultades económicas, el estudio señala que, 
antes de la pandemia, esto sucedía en 21,1% de los hogares, pero aumentó a 
51,6% en el contexto de la pandemia (Paniagua, 2021).

⁶³ Se considera hacinamiento tecnológico cuando la relación es de tres o más personas por cada aparato tecnológico 
en el hogar (incluye computadora de escritorio o portátil, tableta o celular) (Chaverri, 2021).
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Sobre los apoyos del centro educativo para llevar a cabo la labor docente, 
ANDE señala que el 86% del personal docente consultado ha recibido apoyo 
por parte del MEP y del centro educativo a través de plataforma virtual (77%), 
material impreso (58%) y de programas educativos difundidos por televisión, 
radio o redes sociales (53%) (Chaves y Valverde, 2021). Con relación al 14% de 
personas que no recibió apoyo, este estudio plantea que podría deberse a la 
falta de información sobre las actividades de información y capacitación que 
brinda el MEP (Chaves y Valverde, 2021).

2.3 Procesos de capacitación insuficientes y poco pertinentes		
para responder al nuevo contexto educativo

El Estado de la Educación ha enfatizado en la importancia de que las trabaja-
doras y trabajadores de la educación dispongan del equipo tecnológico ade-
cuado, pero también en la relevancia de contar con capacitación y actualiza-
ción profesional para aprovechar realmente la tecnología en el desempeño 
de sus funciones (PEN, 2021). Sin embargo, las personas educadoras utilizan 
la tecnología principalmente para actividades personales y no tanto para su 
labor docente (PEN, 2021) y el 72% del personal docente consultado por IEAL 
indicó no tener formación o experiencia previa para dar clases no presencia-
les (Chaves y Valverde, 2021). 

Más allá de las brechas en el acceso a la conectividad o a equipo tecnológico, 
la investigación realizada por IEAL sugiere que además la brecha generacional 
pudo significar un obstáculo, ya que el 70% de las y los participantes tenía más 
de cuarenta años en ese momento. Al respecto “diferentes estudios eviden-
cian que entre mayor es la edad de las personas profesionales en educación 
es menor el manejo de las tecnologías digitales en la educación” (COLYPRO, 
2021 citado en Chaves y Valverde, 2021, p. 183).



Conscientes de esta realidad, y ante un contexto que hizo de las tecnologías de 
la información la principal vía para darle sostenibilidad al proceso educativo, el 
MEP, mediante el Instituto de Desarrollo Profesional Uladislao Gámez Solano 
(IDP), realizó 140 actividades de capacitación (virtuales y presenciales) (IDP, 2021, 
citado en Chaves y Valverde, 2021). En estas actividades, participó cerca del 80% 
del personal docente⁶⁴ y en estas se trabajó la mediación pedagógica a través de 
las GTA, el uso pedagógico de la plataforma Teams, la evaluación formativa, el 
uso de herramientas digitales en el aprendizaje de diferentes áreas (matemática, 
educación física, educación especial, idiomas, entre otras), educación a distancia, 
estrategias innovadoras para la mediación pedagógica, abordaje emocional para 
niñas, niños y sus familias, resiliencia, salud mental y COVID-19, juegos virtuales, 
entre otros (IDP, 2021 citado en Chaves y Valverde, 2021). De forma complemen-
taria, el MEP habilitó en su sitio web enlaces para la autoformación, asesoramien-
to y consultas del personal docente (Chaves y Valverde, 2021).

Con relación a la calidad de estos procesos formativos, solo el 14% del personal do-
cente que participó de la encuesta realizada por ANDE en el año 2020 considera que 
estas capacitaciones fueron muy efectivas, el 13,5% indicó que fueron poco efectivas 
y el 3% indicó que no recibió ninguna capacitación del MEP (Vásquez et al., 2021).

Para subsanar los vacíos identificados, las y los docentes recurrieron al uso de 
tutoriales para aprender a utilizar las diferentes plataformas y herramientas 
disponibles en internet, o bien, consultaron a otras personas docentes (Vás-
quez et al., 2021). Sin embargo, a la par de este proceso de actualización profe-
sional llevado a marcha forzada por las circunstancias, las personas docentes 
debieron replantear el proceso educativo mediado por tecnologías, planificar 
las actividades, revisar tareas y evaluaciones, contactar al estudiantado por di-
ferentes vías (llamadas telefónicas, WhatsApp, correos electrónicos, etc.), dar 
lecciones en distintas modalidades (a distancia, virtual o combinada), hacer 
informes y dar contención y escucha a sus estudiantes (Paniagua, 2021).

⁶⁴ En estas capacitaciones, participaron 68 967 docentes de forma presencial o telepresencial, 11 587 a distancia, 7 573 de 
forma mixta, 6 405 en modalidad virtual y 438 en actividades de autoformación (IDP, 2021 citado en Chaves y Valverde, 2021).
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Por último, cabe señalar que no era posible subsanar con rapidez el rezago 
tecnológico de las personas trabajadoras de la educación en el contexto de 
la pandemia, más allá de las iniciativas de capacitación impulsadas desde 
el MEP y de los esfuerzos individuales que ellas y ellos realizaron. En este 
sentido, IEAL llama la atención sobre dos aspectos, por un lado, los resul-
tados insuficientes del trabajo que ha realizado la Fundación Omar Dengo 
para llevar tecnologías digitales a los centros educativos⁶⁵; por otra parte, 
las debilidades que presentan los planes de estudio universitarios que se 
utilizan para formar nuevo personal docente en tecnologías de la informa-
ción y en las actividades de actualización profesional que desarrolla el IDP 
(Chaves y Valverde, 2021).

2.4 Deterioro del derecho a la salud					   
de las personas trabajadoras de la educación

Son muchos los factores que han afectado la salud física y mental de las per-
sonas trabajadoras de la educación en el periodo de la pandemia. En el caso 
de Costa Rica, el 34% de las personas consultadas para un estudio realizado 
por la Red Estrado e IEAL considera que la pandemia afectó mucho su salud 
mental (Andrade, Pereira y Clementino, 2021).

La situación sanitaria que atraviesa el país, los cambios abruptos en sus for-
mas de trabajo y sus jornadas, la incertidumbre generada por las consecuen-
cias sociales de la pandemia en sus vidas y en sus estudiantes, los duelos por 
personas cercanas que han fallecido, el temor al contagio y la animadversión 
generada por la prensa hacia el funcionariado del sector público han pasado 
la factura a la salud física y mental del personal docente (Vásquez et al., 2021). 

⁶⁵ La Fundación Omar Dengo se creó en 1987 con el propósito de llevar las tecnologías digitales a los centros educativos. 
De acuerdo con datos de su página Web, trabajan con el 91,7% de centros educativos públicos (FOD, datos en línea).



No obstante, también han surgido situaciones que podrían considerarse be-
neficiosas para la salud. En este sentido, las educadoras y los educadores se 
han cuestionado por la convivencia familiar, por diferentes situaciones en 
sus vidas que deben resolver, han reflexionado sobre las dificultades per-
sonales y su forma de vida; es decir, han hecho una revisión de sus vidas a 
nivel personal (Román, 2020. Entrevista al equipo de atención psicosocial de 
la ANDE citada en Vásquez et al., 2021).

Con relación a la salud mental en particular, según datos de IEAL, más del 
60% del personal docente consultado, del cual el 81% son mujeres, conside-
ra que la nueva realidad educativa produce tensión y estrés que repercute 
en su estado emocional. De estos el 48,5% presenta factores de riesgo frente 
al COVID-19 y el 17,2% recibió apoyo emocional en la institución educativa 
donde labora (Chaves y Valverde, 2021).

De acuerdo con otra investigación realizada por ANDE, en el año 2020, el 
94,2% de las personas participantes considera que su salud mental se ha 
visto afectada (30,8% muy perjudicada, 35,3% perjudicada, 28,1% poco 
perjudicada) y solo 5,8% considera que no se ha visto perjudicada. Inclu-
so, el 58,4% de las personas participantes identifica su trabajo como un 
factor que afecta su salud mental, lo cual se manifiesta principalmente en 
estrés (88,9%), ansiedad (76,5%), agotamiento (76%), insomnio (65,8%) y 
tristeza (50,8%) (Vásquez et al., 2021).

Este mismo estudio consultó a las personas docentes por los factores de riesgo 
y factores protectores relacionados con la atención de su salud en el contexto de 
la pandemia. Los factores de riesgo más relevantes fueron la falta de recreación 
(49,4%), la falta de tiempo para el ocio (42,9%), la falta de atención psicosocial 
(17,4%) y el recargo en las labores de cuido (16,6%) (Vásquez et al., 2021, p. 103).

Con relación a los factores protectores para cuidar la salud, las personas 
participantes del estudio priorizaron contar con una vivienda digna (78,6%), 
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el acceso a servicios básicos (78,2%), el acceso a implementos de higiene 
(72,1%), el acceso a alimentos suficientes y sanos (69,4%), relaciones intrafa-
miliares sanas (61,2%) y el acceso efectivo a servicios de salud (51,5%) (Vás-
quez et al., 2021).

Según el estudio de CEFEMINA, la preocupación más frecuente entre las edu-
cadoras encuestadas en el periodo de la pandemia fue sentir cansancio y 
agotamiento (87,3%), seguida de la preocupación por su salud y la de sus 
familiares (82,1%). El 54,8% se ha sentido sobrepasada para atender todas 
las obligaciones, a 32,8% le preocupa la incertidumbre económica y el 21,3% 
reportó tensiones en las relaciones laborales. Con relación a las preocupa-
ciones familiares, el 9,9% expresó pérdida de personas queridas debido al 
COVID-19, el 6,5% deterioro de la relación de pareja y 4% deterioro en la 
relación con sus hijas e hijos (Paniagua, 2021). 

La violencia también incidió en la salud mental de las docentes. Según la 
encuesta realizada por CEFEMINA el 27,8% de las docentes ha enfrentado 
acoso virtual, el 14,6% acoso laboral y el 6,7% violencia por parte de parejas 
o exparejas (Paniagua, 2021). Cabe indicarse que únicamente el 11,7% de las 
docentes que reportan haber enfrentado alguna forma de violencia pidió 
ayuda, de las cuales el 46,8% buscó a una persona cercana o un familiar, el 
19,1% acudió a alguna institución del Estado, el 12,8% acudió a la organiza-
ción sindical, otro 12,8% buscó ayuda en otros lugares, 4,3% recurrió a orga-
nizaciones no gubernamentales y 4,3% a iglesias (Paniagua, 2021).

Con relación a los impactos en la salud física, el 43,4% de las docentes con-
sultadas tuvo algún padecimiento de salud distinto del COVID-19 y el 8,4% se 
contagió con este virus⁶⁶ (Paniagua, 2021).

⁶⁶ Paniagua señala que, al momento en que se aplicó la encuesta a docentes, se estimaba que el 4,12% de la población 
que habita en Costa Rica se había contagiado de COVID-19. Por lo tanto, la proporción de docentes encuestadas que han 
enfermado por COVID-19 duplica el promedio general (2022).



2. Impactos de las medidas para la atención de				  
la pandemia en la irreconciliable vida laboral, familiar y personal

Según estimaciones de la CEPAL, antes de la pandemia, las mujeres en Costa Rica 
dedicaban el 22,6% de su tiempo a quehaceres domésticos y cuidados no remune-
rados, mientras que, en el caso de los hombres, era solo el 8,7% de su tiempo (2019).

Durante la pandemia, diferentes investigaciones reflejan el impacto que las me-
didas adoptadas por el gobierno costarricense ante la emergencia sanitaria ge-
neraron en la vida laboral, familiar y personal de las trabajadoras y los trabaja-
dores. En este sentido, uno de los primeros registros que se tiene en el país fue 
un estudio exploratorio que realizó el Instituto de Investigaciones Psicológicas 
de la Universidad de Costa Rica a pocas semanas de haber iniciado la pandemia 
y las medidas confinatorias (en abril de 2020), mediante una encuesta en línea. 

Las personas participantes de la encuesta —de las cuales el 87,7% fueron mu-
jeres— dan cuenta de una triple jornada de trabajo que se recargó en las mu-
jeres de las familias. Además de las tareas de cuidado y trabajo remunerado 
que realizaban prepandemia, aumentó la demanda del acompañamiento pe-
dagógico, ya que ahora no solo debían ayudar con tareas sino, básicamente, 
tener una escuela en casa (Méndez, 2020).

Este estudio concluye que, a pesar del aumento de la demanda de tiempo 
para atender tareas domésticas y de cuido en los hogares, no hubo un au-
mento en los recursos (servicios, subsidios, licencias u otras) para responder 
a esta situación de forma adecuada (Méndez, 2020), por lo tanto, se priorizó 
el cuido de la salud, seguido del cuido de los vínculos afectivos y se relegó el 
cumplimiento de tareas y rutinas.

Durante la pandemia, el INAMU y la OIT realizaron otra encuesta entre muje-
res trabajadoras. Este estudio reportó que, para el 86% de ellas, continuar con 
sus labores desde la casa ha significado trabajar fuera de horario, con lo cual 
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se confirma que esta modalidad de trabajo amplía las jornadas laborales es-
tablecidas previamente. Incluso entre trabajadoras que teletrabajaban desde 
antes de la pandemia, este contexto ha significado recargos muy diferentes ya 
que ahora tienen a toda la familia en la casa demandando tiempo y mayores 
atenciones. En este sentido, el 81% señala que la mayor parte de las tareas 
domésticas y de apoyo escolar han recaído sobre ellas y solo el 19% indica que 
dichas tareas se han compartido con alguna otra persona (Castro et al., 2021). 

En cuanto a las posibilidades de lograr la conciliación de tareas domésticas y 
laborales, el estudio supra citado señala tres ámbitos de mayor intranquilidad. 
Para el 56,3% de las participantes, ha aumentado la preocupación por tener 
que cumplir simultáneamente con el trabajo remunerado y el cuidado de las 
personas dependientes, mientras que el 51,9% reporta preocupación por la re-
creación de las personas dependientes y al 44,5% le preocupa enfermarse y no 
poder cuidar a las personas dependientes que tiene a cargo (Castro et al., 2021). 

En el caso específico de las personas docentes, el 94,7% de quienes participa-
ron de la consulta realizada por ANDE en el año 2020 consideran que sus res-
ponsabilidades de cuido familiar y las tareas domésticas aumentaron durante 
la pandemia (Vásquez et al., 2021). 

Según otro estudio realizado por el Colegio de Licenciados y Profesores en Le-
tras, Filosofía, Ciencias y Artes (COLYPRO), hacer del espacio doméstico el lugar 
de trabajo, un centro de estudio para sus hijas e hijos y un lugar de teletrabajo 
de otras personas adultas fue el principal factor de malestar para el 35,1% 
de las personas consultadas. Esto, además, agravó la recarga de responsabi-
lidades que debieron administrar, especialmente las mujeres, en el esfuerzo 
siempre vano, de intentar conciliar la vida laboral (Ramírez et. al 2020).

CEFEMINA, por su parte, también coincide en que frente a la pandemia au-
mentaron las responsabilidades domésticas y de cuidados de las docentes y 
ese aumento recayó principalmente en ellas a pesar de que todos los miem-



bros del grupo familiar se encontraban en casa y esto podría haber favorecido 
una distribución más democrática de dichas tareas (Paniagua, 2021). Al res-
pecto, el 52,6% de las docentes consultadas reportó dedicar más horas que 
antes de la pandemia para atender el trabajo doméstico (sin tareas de cuido), 
mientras que 33,7% dedica la misma cantidad de tiempo que antes y solo 
13,4% considera que ese tiempo se redujo (Paniagua, 2021). 

La información cualitativa recolectada por las organizaciones sindicales tam-
bién da cuenta del recargo de tareas domésticas y de cuidados que ha signi-
ficado la pandemia para las mujeres docentes, incluso cuando sus cónyuges 
también lo son.

La persona B, refiere que, al mantenerse ejerciendo como docente en el mismo 
espacio que su esposo, le cuesta mantener su concentración, debido a que él cons-
tantemente la interrumpe para que realice labores del hogar, incluso cuando im-
parte lecciones virtuales. Por tal razón, ha optado por solicitarle a la directora de 
la escuela donde trabaja que le autorice mediante un oficio a asistir dos días a la 
semana a las instalaciones del centro educativo, a pesar de que viva a dos horas 
de distancia y cuente con factores de riesgo ante el contagio de COVID-19; ya que 
encuentra una oportunidad para desentenderse del trabajo de la casa y avanzar 
con sus deberes como docente. (Vásquez et al., 2021, p. 71)

Para los hombres docentes es más sencillo porque se levantan y las parejas mu-
jeres les hacen la comida, les limpian y todo.  […] Yo me duermo a la 1:00 a.m. 
haciendo trabajos de la escuela y me levanto a las 6:30 a.m. para limpiar y cumplir 
como mamá (Persona C, docente de género femenino) (Vásquez et al., 2021, p. 72). 

En el caso de otras mujeres adultas que conviven con las docentes, CEFEMINA 
señala que, para el 52,1% de ellas, también aumentó la demanda de tiempo 
en tareas domésticas, mientras que, para el 32,1%, se mantiene igual y solo el 
10% considera que se ha reducido (Paniagua, 2021). Sin embargo, en el caso 
de los hombres que conviven con las docentes, solo el 30% de las consulta-
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das reportan que ellos dedican más tiempo que antes, 43,3% considera que 
dedican la misma cantidad, el 11,8% menos que antes y el 14,8% reporta que 
nunca lo ha hecho (Paniagua, 2021). 

Con relación al tiempo de cuido de personas dependientes (niñas, niños, per-
sonas con discapacidad y adultas mayores), para el 34,5% de las docentes 
consultadas el tiempo dedicado aumentó, para 29,8% se mantuvo igual y solo 
para el 9,4% se redujo; mientras que el tiempo de cuido a personas no depen-
dientes aumentó para el 25,6% de las docentes, se mantuvo igual para 33,7% 
y para 8,2% se redujo (Paniagua, 2021).

Ahora bien, como es de esperar, las docentes, además de asumir de forma si-
multánea su trabajo, las tareas domésticas y de cuidados, deben acompañar los 
procesos de aprendizaje de sus hijas e hijos. En este sentido el 50,2% de ellas 
indicó que el tiempo dedicado a esta actividad aumentó en la pandemia, para el 
22,9% se mantuvo igual y únicamente para el 8,7% disminuyó (Paniagua, 2021).

Además de estas tareas, las docentes también invierten tiempo en otras respon-
sabilidades familiares, sociales y políticas, siendo las más frecuentes el apoyo a 
familiares fuera del hogar (45,7%), el trabajo sindical (37%) y el trabajo voluntario 
en organizaciones como asociaciones o iglesias (20,1%), mientras que 31,3% no 
realiza este tipo de actividades no remuneradas (Paniagua, 2021).

A partir de lo anterior, es importante tomar en cuenta que la demanda adi-
cional de cuidados hacia las docentes no proviene únicamente de los demás 
miembros del hogar, sino también de otros familiares que tienen factores de 
riesgo y requieren apoyos que se recargan en ellas.

La persona C, comenta que vive cerca de familiares que cuentan con factores de 
riesgo ante el contagio de COVID 19 y al ella encontrarse trabajando en la casa, 
le suelen pedir favores como ir a comprar algo al supermercado, de forma que 
ellos y ellas no se expongan al virus (Vásquez et al., 2021, p. 72). 



En sintonía con lo expuesto anteriormente, una de las conclusiones más re-
levantes del estudio realizado por ANDE señala que el esfuerzo por intentar 
conciliar la vida cotidiana con el aumento en las tareas y de cuidado, sumado 
a la recarga y cambios abruptos en sus responsabilidades laborales ha pasado 
factura en la salud mental de las docentes (Vásquez et al., 2021).

3. Impactos en la acción sindical

Si bien el avance de las políticas de austeridad y liberalización económica lle-
van décadas ganando terreno en el accionar del Estado, en los últimos cua-
tro años, este avance ha sido contundente y avasallador en detrimento de la 
educación pública y los derechos laborales. En este sentido, basta recordar la 
implementación de la regla fiscal incluida en la Ley de Fortalecimiento de las 
Finanzas Públicas que reduce el financiamiento a la educación y la aprobación 
de la Ley Marco de Empleo Público que precariza las condiciones laborales 
de las personas trabajadoras de la educación, lo cual da como resultado que 
cada vez sea menos atractiva la docencia y se cuente con menos recursos para 
infraestructura e innovación educativa, ampliando la brecha entre la educa-
ción pública y privada (Calderón, 2021). 

Cabe recordar también que estas leyes y las medidas que el MEP tomó en el 
contexto de la pandemia fueron acordadas entre el Poder Ejecutivo y Legisla-
tivo sin establecer ningún mecanismo de consulta o negociación con las orga-
nizaciones sindicales del sector educativo. Incluso desde el inicio de la gestión 
Alvarado Quesada hubo una estrategia de polarización y deslegitimación del 
movimiento sindical en general (Molina, 2022) y del magisterio en particular.

Frente a esta realidad, las medidas sanitarias que impulsó el gobierno para la 
atención de la pandemia y su implementación generaron importantes trans-
formaciones en las condiciones laborales de las personas trabajadoras de la 
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educación, especialmente con el cambio inesperado de la modalidad presen-
cial al teletrabajo y luego a la bimodalidad, con lo cual, también cambiaron sus 
formas de organización sindical. 

En este sentido, es necesario tomar en cuenta que los sindicatos como espacio 
de organización de las personas trabajadoras están estrechamente vinculados 
con el centro de trabajo, es ahí donde las personas se encuentran, socializan, dis-
cuten sus preocupaciones, se organizan y se generan estrategias para reivindicar 
sus derechos, “el centro de trabajo constituye el espacio por excelencia donde se 
desarrollan y ejercen los derechos sindicales” (Ottaviano y Perdomo, 2022).

Tomando en cuenta este punto de partida, el teletrabajo, sobre todo im-
plementado de forma improvisada, forzó a las organizaciones sindicales 
adaptar sus estrategias de organización, de consultas y comunicación apo-
yándose en recursos virtuales (reuniones a través de plataformas, envío de 
comunicaciones por correo electrónico, redes sociales o aplicaciones de 
mensajería instantánea). Además, para las personas trabajadoras, se inte-
rrumpieron sus espacios de comunicación entre sí y con sus representantes 
sindicales. Esto se confirma en el estudio realizado por CEFEMINA, donde el 
18,3% de las docentes consultadas considera que el teletrabajo irrespetó sus 
derechos sindicales (Paniagua, 2021).

El tránsito abrupto hacia la virtualidad complejizó la acción sindical, sumado 
a diferentes elementos del contexto nacional como la tensión que se generó 
y se sostuvo de forma intencionada entre el Poder Ejecutivo y las organiza-
ciones sindicales del magisterio, la polarización entre personas trabajadoras 
del sector público y del sector privado, y las restricciones normativas que se 
aprobaron en el último cuatrienio ya mencionadas, en las cuales se establecen 
claras limitaciones para ejercer el derecho a la huelga y el derecho a la nego-
ciación colectiva, es decir, constriñendo jurídicamente las herramientas bási-
cas para la acción sindical y, por tanto, para ejercer plenamente el derecho a 
la sindicalización. 



A pesar del ambiente adverso para la defensa y promoción de los derechos la-
borales, las organizaciones sindicales levantaron diferentes reivindicaciones e 
impulsaron decenas de acciones a lo largo de la pandemia. De acuerdo con la 
base de datos de acciones colectivas del Instituto de Investigaciones Sociales 
de la Universidad de Costa Rica, entre 2019 y 2021 las organizaciones gremia-
les de la educación participaron en 160 acciones de diferente tipo, declaracio-
nes y denuncias públicas, protestas, ciber acciones, concentraciones, huelgas, 
entre otras, y expusieron diferentes demandas.

Para el año 2020, a pesar del inicio de la pandemia y de las restricciones de 
movilidad, el número de acciones colectivas lideradas por las organizaciones 
sindicales del sector educativo se mantuvo prácticamente igual a las del año 
2019, un total de 45. Para este momento, la principal demanda de las perso-
nas trabajadoras de la educación fueron reivindicaciones laborales de dife-
rente índole, entre estas, denunciar el incumplimiento de pagos completos 
y puntuales, el recargo de funciones administrativas, la falta de presupuesto 
para el funcionamiento del MEP como institución. La segunda causa de mo-
vilización para este año fue el rechazo a la iniciativa del Poder Ejecutivo para 
solicitar un crédito al Fondo Monetario Internacional, con el argumento de 
que los recursos económicos que el país necesita se pueden obtener tomando 
medidas contra la evasión y la elusión fiscal y aumentando los impuestos a los 
sectores económicos más ricos. En este sentido, cabe agregar que los gremios 
también denunciaron que los derechos laborales estaban siendo utilizados 
como moneda de cambio en el acuerdo entre el gobierno y este organismo in-
ternacional, lo cual se confirma con la agenda de proyectos de ley que el Poder 
Ejecutivo presentó a la Asamblea Legislativa como parte de los compromisos 
asumidos ante dicho organismo (Ver apartado 2).

Para el año 2021, con medidas sanitarias menos restrictivas y el avance de la 
agenda económica neoliberal que atropella los derechos laborales impulsada por 
el Poder Ejecutivo, las acciones colectivas aumentaron significativamente, siendo 
el 41% del total contabilizado en el periodo (65 acciones). En este caso también se 



177

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

diversifican las demandas, pero la oposición al proyecto de Ley Marco de Empleo 
Público fue prioridad para los gremios. En segundo lugar, las acciones colectivas 
apuntaron a exigir medidas sanitarias claras, así como su cumplimiento adecua-
do y la priorización de la vacunación de docentes para la implementación de la 
bimodalidad que buscaba impulsar el MEP en los centros educativos.

Más allá de estas acciones de denuncia, reivindicaciones y propuestas, las organiza-
ciones sindicales generaron investigación que permitió conocer las estrategias que 
estaban utilizando las personas docentes para hacer frente al proceso educativo en 
la pandemia, así como caracterizar sus condicionales laborales y familiares.

Por último, cabe destacar que, frente al impacto que generó la pandemia en la 
salud mental del profesorado, los sindicatos se abocaron a brindar apoyos de 
diferente tipo. Por ejemplo, ANDE habilitó una línea de atención psicológica de 
apoyo, brindó ayudas económicas, acompañamiento y atención en crisis, ha 
dado seguimiento a situaciones laborales como el “síndrome del quemado”⁶⁷ 
y estableció un mecanismo de referencias con el INAMU para mujeres docen-
tes que viven situaciones de violencia (Vásquez et al., 2021).

El análisis realizado da cuenta de tensiones y transformaciones que replan-
tean las condiciones laborales de las personas trabajadoras de la educación, 
especialmente de las mujeres. A las puertas de iniciar un nuevo gobierno, las 
amenazas de profundizar esta tendencia son latentes y pronto entrará en vi-
gor la Ley Marco de Empleo Público (en marzo de 2023). En este sentido, la fal-
ta de reglamentación impide proyectar el impacto real que tendrá en las tra-
bajadoras y trabajadores del sector público y en el gremio de la educación en 
particular, por lo tanto, las organizaciones sindicales tendrán que mantenerse 
activas y alertas en la denuncia y la propuesta para proteger sus derechos y 
recuperar la inversión en educación.

⁶⁷  En inglés burnout.
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El Salvador. La pandemia como excusa de un gobierno au-
toritario para atacar los derechos laborales de las mujeres 
docentes y profundizar la crisis de cuidados 
Ana Carcedo

1. Contexto

Las medidas adoptadas por el gobierno de El Salvador durante la pandemia de 
COVID-19 han profundizado una crisis social y económica preexistente, mar-
cada por un bajo crecimiento del PIB en los años anteriores (2,4% en 2019), 
alta incidencia de la pobreza (30,4%) y de la pobreza extrema (5,6%) (CEPAL, 
2021a), y altas tasas de informalidad (55,5% de empleos son de baja produc-
tividad en 2019) (CEPALSTAT consulta en línea). La falta de oportunidades es 
una de las razones de la masiva migración salvadoreña, y el país tiene una 
fuerte dependencia de las remesas de las personas que trabajan en el exte-
rior. En 2019 representan el 21% del PIB (CIM, 2020).

La emergencia global de carácter sanitario y las medidas adoptadas por el go-
bierno de Nayib Bukele han aumentado las tensiones entre las necesidades y 
los recursos con los que cuentan las personas, las familias, las comunidades y 
el Estado. En 2020 el PIB disminuye en un 7,9% y el aumento estimado de 7,5% 
en 2021 no llega a contrarrestar la caída previa (CEPAL, 2021b). 

Algunos de los impactos más graves de las medidas adoptadas por el gobier-
no han sido la caída súbita y masiva del empleo (6% del empleo registrado, 
CEPAL, 2022), la subsecuente pérdida total o parcial de ingresos de muchas 
familias, la sustitución de la educación en el aula por formas no presenciales, 
y la disminución drástica de algunos servicios brindados cotidianamente a la 
población, como los de salud que no fueran relacionados con el COVID-19 o 
muy urgentes, y los de cuidados de personas dependientes.



Las personas docentes de El Salvador viven en forma particular esta crisis. 
Comparten con el conjunto de la población algunas condiciones, pero otras 
las viven de forma diferente. El sector de educación es uno de los que más ha 
estado sometido a tensiones, bajo las presiones de parte de la administración 
pública, así como por las demandas y necesidades de la comunidad educativa.

1.1 Crisis social e inversión pública durante la pandemia en El Salvador

En El Salvador, al igual que en el resto de los países de la región, el Estado 
aumenta la inversión social durante la pandemia con el fin de disminuir los 
graves efectos de la crisis sanitaria y de las medidas adoptadas por la admi-
nistración Bukele. La inversión social del gobierno central, que en 2019 era de 
8,5% del PIB, aumenta en 2020 hasta alcanzar un 13,8% del PIB, el mayor valor 
en la región; pasa de ser $302 per cápita a $448 per cápita (dólares constantes 
de 2010) (CEPAL, 2022 y CEPAL, 2021a). En términos absolutos, la inversión 
social en 2020 supera en un 49,5% la correspondiente a 2019 y la inversión 
social per cápita en 48,3% (Cálculos propios a partir de datos de CEPAL, 2022, 
CEPAL, 2021a y CEPAL, 2020a).

En 2020 la protección social es el rubro al que se destina la parte mayor de la 
inversión social del gobierno central, el 46,7%. Tiene un aumento anual de 4,26 
p.p. respecto del PIB y, en términos absolutos, los recursos para esta función 
casi se duplican ya que aumentan un 194%. Bajo esta función de protección 
social se ejecutan y financian los diferentes programas dirigidos a personas 
trabajadoras y familias que han visto mermados sus ingresos.

La administración Bukele puso en marcha varios programas de ayuda social, con 
distribución de víveres y transferencias monetarias. El gobierno reporta la entrega 
en dos momentos (abril y agosto de 2020) de 2,7 millones de canastas de alimentos 
con un valor unitario de $56 y un valor total de $240 millones. Así mismo, anuncia la 
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entrega entre junio y julio de 2020 de paquetes de alimentos del programa escolar 
a 320 mil familias más necesitadas. De acuerdo con fuentes oficiales se han realiza-
do transferencias monetarias de $300 a 1,5 millones de hogares que se encuentran 
en el sector informal (PNUD, datos en línea). El promedio mensual de los bonos, 
desde el inicio de la pandemia hasta finales de 2021, equivalen al 12% de la línea de 
pobreza y el 26% de la de pobreza extrema (CEPAL, 2022).

Aunque muy insuficientes para cubrir las necesidades de la población, estas trans-
ferencias monetarias han tenido un impacto significativo, en particular para las 
mujeres. En 2019, cerca de la mitad de ellas, el 40,9%, carece de ingresos propios, 
proporción que se reduce en 2020 a 37%. Si se excluyen las transferencias no contri-
butivas del Estado las cifras hubieran sido mayores y aumentado durante el primer 
año de pandemia a 42,6% (CEPAL, 2022). Hay que tomar en cuenta que en 2019 
más de la mitad de las mujeres ocupadas (51,8% frente a 45,9% de los hombres) 
(CEPALSTAT consulta en línea) se encuentran en el sector de baja productividad y 
que debido a las medidas particularmente estrictas de confinamiento dictadas por 
el gobierno este sector fue gravemente golpeado por el desempleo en 2020. 

A pesar de estas transferencias, entre la población de 20 a 59 años la pobreza 
afecta más a las mujeres que a los hombres (27,2% y 25% respectivamente). El 
índice de feminidad de la pobreza es de 109, es decir, por cada 100 hombres 
en esa situación hay 109 mujeres (CEPAL, 2022). 

A diferencia de lo que es más usual en América Latina en 2020 el ingreso 
promedio por persona en El Salvador crece, aunque ligeramente, un 0,3%. En 
todo caso este pequeño aumento se distribuye en forma desigual, lo que se 
refleja en un aumento del coeficiente de Gini⁶⁸ de 3,7% con respecto al año 
anterior. En el conjunto de la población, la pobreza extrema aumenta 2,7% 
en 2020, aunque la incidencia de la pobreza total se mantiene prácticamente 
igual ya que aumenta solo un 0,3% (CEPAL, 2022).
⁶⁸  El coeficiente de Gini mide estadísticamente la distancia que hay entre la distribución del ingreso observada en un 
país en un momento dado y una distribución totalmente igualitaria. Cuanto mayor es el valor del coeficiente mayor 
es la desigualdad.



En la distribución de la inversión social del gobierno central los montos que 
siguen a protección social son educación y salud con el 28,9% y el 22% res-
pectivamente, quedando menos del 3% para vivienda, servicios comunita-
rios y el resto de los destinos. En salud la inversión per cápita aumenta entre 
2019 y 2020 en alrededor del 15% (CEPAL, 2022). Es de esperar que esta 
función se fortalezca cuando se declara una emergencia sanitaria como la 
de la pandemia por COVID-19.

En educación, entre 2019 y 2020, el gasto del gobierno en los niveles 
desde educación inicial hasta educación media incluida aumenta en un 
4,9%, de manera que en relación con el PIB de cada año crece de 3,6% a 
4,1% (MINED; 2020). Estos recursos no incluyeron subsidios a docentes 
(IEAL, 2021a).

1.2 Condiciones en El Salvador para la docencia no presencial

Al declararse la pandemia una de las medidas tempranas adoptadas por el 
gobierno de El Salvador fue la suspensión de clases presenciales en todos los 
niveles. Desde ese momento la docencia pasa a depender de otros recursos 
que se han utilizado escasamente antes de 2020, en particular, aunque no 
únicamente, de los medios digitales. 

Para este cambio el país no estaba preparado. La penetración de internet pre-
vio a la pandemia se estima que es de 40,9 en 2019 y en 2020 crece a 45% (IEAL, 
2021b)⁶⁹. A la baja cobertura se suman las brechas de acceso entre diferentes 
grupos de población. Una de las más significativas es la existente entre zonas 
rurales y zonas urbanas, en las que la población con conexión a internet es 
25,4% y 49,5% respectivamente (IEAL, 2021b).

⁶⁹  Los datos del 2019 y el 2020 son extrapolados por IEAL a partir de la tasa de crecimiento del último año con 
información provista por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT).
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El costo de conexión a internet suma otra brecha social. Para los hogares del pri-
mer quintil el gasto que necesitaban hacer en 2019 para obtener una conexión 
móvil es de algo más del 20% de sus ingresos familiares, y aproximadamente 15% 
cuando es fija. Se trata de porcentajes que multiplican por más de 10 y 7 veces 
el 2% recomendado por la Comisión Sobre la Banda Ancha para el Desarrollo 
Sostenible. Para las del segundo quintil estos valores son superiores a 10% y a 7% 
respectivamente, que siguen sobrepasando esa recomendación (CEPAL, 2020b). 
Estas cifras muestran que el 40% de las familias de menores ingresos tienen que 
hacer grandes sacrificios para adquirir una conexión a internet.

Los costos de equipo y el uso de internet abren otra brecha muy significativa 
entre la población estudiantil. El gremio de educación reporta las dificultades 
que viven muchas familias para poder atender todas las demandas de trabajo 
y estudio de sus integrantes con los escasos recursos con los que cuentan. Los 
espacios en los hogares son limitados y no están acondicionados para trabajar 
o estudiar jornadas completas, y menos para que cada familiar disponga de 
uno propio. Los equipos cuando hay no siempre son suficientes o idóneos, 
hay que compartir computadoras cuando se tienen, y los teléfonos celulares 
que son más frecuentes no siempre tienen capacidad para su uso como ins-
trumentos para la educación.

En enero de 2021 el gobierno anunció que entregará una computadora por 
estudiante, un total de 1,2 millones (Presidencia de El Salvador, 2021). Sin em-
bargo, se desconoce cuánto de esta meta se ha cumplido. Una solicitud de 
información sobre el número de computadoras entregadas a estudiantes pre-
sentada ante el MINEDUCYT es respondida por esta entidad el 18 de mayo de 
2022 indicando que se deniega “el acceso a la información solicitada por ser 
información reservada” (MINEDUCYT, 2022).

En los dos primeros años de pandemia, la administración Bukele hizo varios 
anuncios de regreso a las aulas que en ocasiones no llegaron a implementarse. 
En agosto de 2020, el gobierno indicó que por el resto del año se suspendían las 



clases presenciales (La Vanguardia, 2020) y para el curso 2021 habla del regreso 
a las aulas “seguro, semipresencial y gradual”; se aplica a instituciones públicas 
y privadas y exige medidas estrictas de prevención del COVID-19 (Presidencia 
de El Salvador, 2021b). El 6 de abril, las autoridades informan que se han re-
activado bajo modalidad semipresencial 3.500 centros públicos de educación 
que cumplen a satisfacción los protocolos de bioseguridad establecidos⁷⁰ (Pre-
sidencia del El Salvador, 2021c). Se trata solo del 68,1% de los 5.137 existentes 
según reporta el Ministerio para ese año (Presidencia de El Salvador, 2020b). En 
algunos centros se dividen los grupos de estudiantes en dos para recibir clases 
presenciales en horarios diferenciados (Presidencia del El Salvador, 2021c). 

Para el curso 2022 el gobierno anuncia el regreso a clases presenciales a fi-
nales de enero, aunque organizaciones de educación y el Colegio de Médicos 
piden que se posponga a marzo a la espera de que bajen los contagios (elsal-
vador.com, 2022). Finalmente, el inicio de clases presenciales debe retrasarse 
(swissinfo.ch, 2022 y Semanario Universidad, 2021). Para este regreso las au-
toridades presentan el protocolo “La alegría de regresar a la escuela”. Se prevé 
poner a disposición en cada centro modalidades presenciales, semipresencia-
les y no presenciales para que cada familia decida si envía o no a sus hijas e 
hijos a las aulas. Establece cuatro filtros⁷¹ para prevenir el acceso a los centros 
de personas contagiadas, aunque no se exige vacunación (MINED, 2022).

Bajo la apariencia de dejar en libertad a padres y madres para tomar la de-
cisión sobre sus hijas e hijos, la administración Bukele hace recaer de nuevo 
sobre docentes y familias responsabilidades que el Estado debería asumir, y 
que durante la pandemia han provocado una sobrecarga de trabajo. 

Los padres no están obligados a mandar a sus hijos y por eso hemos trabajado 
duro en la creación de diversas plataformas que hacen posible que los niños se 
queden en casa, tenemos la plataforma de Google Classroom, hemos entregado 

⁷⁰ Se trata de los protocolos generales de uso de mascarillas, lavados de mano, distanciamiento. 
⁷¹ Desde la familia, en el transporte, en la llegada a los centros y dentro de los centros.
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los libros de texto a todos los alumnos, tenemos la televisión educativa así como 
la radio; a la fecha medio millón de estudiantes y el 90%de los maestros ya tienen 
su computadora; por lo que los padres de familia solo tiene que asegurarse y 
acompañar a su hijo para que se mantenga en comunicación con sus maestros y 
utilicen algunas de estas plataformas (MINED, 2022).

El gobierno anuncia el inicio de la vacunación el 17 de febrero de 2021, dirigida 
primero al personal sanitario y, en segundo momento, al de primera línea no 
sanitario, que incluye a la policía y las fuerzas armadas. El personal docente 
no es considerado de primera línea y comienza a ser vacunado el 29 de marzo 
de 2021(Ministerio de Salud, 2021 y 2021b). Para el reinicio de clases el 6 de 
abril de 2021 el gobierno informa que el personal docente tiene ya la vacuna 
(primera dosis). Al concluir ese año el 63,8% de la población tiene el esquema 
completo de vacunación y 5% parcial (CEPAL, 2022). 

1.3 La pandemia como excusa para avanzar en la 				 
agenda de privatización y comercialización de la enseñanza

El Salvador tiene una larga trayectoria de pulsos políticos en relación con el 
derecho a la educación y el adecuado reconocimiento estatal de la labor do-
cente. Las presiones neoliberales han actuado desde diversos frentes e invo-
lucrado diferentes actores a lo largo del tiempo, destacándose entre ellos el 
Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Agencia 
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). 

Durante la guerra (1979-1992), debido a la ausencia del Estado en las áreas 
controladas por el Frente Farabundo Martí (FMLN), las comunidades rurales 
organizaron la educación primaria en forma autónoma. Frente a esta situa-
ción, el gobierno de Cristiani (1989-1994), de orientación neoliberal, pretendió 
recuperar el control sobre esas zonas y extender la cobertura educativa en el 



medio rural, lo cual elude la acción de los sindicatos de la educación vincula-
dos al FMLN. (Arancibia, s.f.).

En 1991 se acuerda un préstamo de $40 millones con el BM para ejecutar el 
Proyecto de Rehabilitación Social (OEA, datos en línea) en el cual se enmarca 
el Programa de Educación con Participación Comunitaria (EDUCO). Entre otras 
medidas, EDUCO establece un sistema de gestión educativa paralela, al dele-
gar la administración de los centros educativos, especialmente los de áreas 
rurales, a las Asociaciones Comunitarias de Educación (ACE), formadas por 
padres y madres de familia. El gobierno entrega recursos a estos organismos 
que se encargan de adquirir los bienes necesarios para los centros, así como 
de contratar a las personas docentes y tomar decisiones sobre materiales y 
servicios para adquirir (IEAL, 2020). 

Las comunidades contribuyen con sus recursos para construcción y mante-
nimientos de infraestructura, parte de la alimentación de estudiantes y los 
materiales de limpieza, abaratando costos a la administración pública (Aranci-
bia, s.f.). De esta manera, el Estado, además de descentralizar la educación y 
renunciar a la gestión administrativa para entregarla a entes privados, obliga a 
las familias y comunidades al cofinanciamiento, y elude su responsabilidad de 
garantizar condiciones mínimas de infraestructura educativa y calidad docen-
te. El vacío estatal en materia educativa se profundiza en esta periodo. 

Este programa se inició con primaria y luego llegó a secundaria. En los suce-
sivos gobiernos de ARENA el programa se expandió. En 2010 operaba en el 
55% de las escuelas rurales públicas, que representaban un tercio del total. 
Se presentó como un programa exitoso porque logró ampliar la cobertura en 
áreas rurales, aunque no superó los rendimientos escolares de los centros 
públicos. Por otra parte, las y los docentes trabajaron en condiciones preca-
rias. Sin derecho a sindicalizarse, sin contrato fijo, dependían laboralmente de 
las ACE que no contaban con criterios para evaluar su desempeño, ni tenían 
parámetros que las guiaran en este tipo de decisiones (Arancibia, s.f.). 
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El primer gobierno del FMLN (2009-2014) elimina EDUCO, incorpora a las per-
sonas docentes de este programa en la planilla del Ministerio de Educación y 
a la Ley de Carrera Docente, y elimina las ACE; con esto regulan la constitución 
de los Consejos Directivos Escolares establecidos en la Ley General de Educa-
ción (Arancibia, s.f.).

En 2005 inicia el programa Excelencia e Innovación en Educación Secundaria 
(ÉXITO) financiado con un préstamo de $85 millones del BM (Banco Mundial, 
2007). En 2011 el BM acuerda otro préstamo por $60 millones para el Proyecto 
de Mejoramiento de la Calidad de la Educación (Banco Mundial, 2011). Para la 
IEAL este es un intento de promover un doble estándar educativo. Ofrece edu-
cación extendida a estudiantes de secundaria para que permanezcan más tiem-
po en las escuelas, y a estudiantes empobrecidos les ofrece educación flexible 
encaminada a desarrollar competencias básicas en aritmética, lenguas, ciencias 
y ocasionalmente las TIC (IEAL, 2020).

Entre 1991 y 2018 el BM otorgó $331 millones al gobierno de El Salvador para 
realizar reformas educativas con características similares. Se orientan fun-
damentalmente a establecer currículos mínimos basados en competencias, 
evaluaciones estándar de docentes y estudiantes, asignación de recursos si-
guiendo la lógica del rendimiento, y la creación de estructuras paralelas de 
gestión sin control del Ministerio de Educación (IEAL, 2020). Estos programas 
y proyectos del BM, además de incidir en la política educativa, se basan en el 
endeudamiento del Estado salvadoreño. 

En el caso del BID, en este período esta entidad ejecuta diversos proyectos de 
asistencia técnica, de menor cuantía ($850.000 entre 2008 y 2015) y se finan-
cian con donaciones del banco. Se encaminan igualmente a impulsar reformas 
educativas estratégicas, apuntando a los sistemas de calidad, la definición de 
parámetros de calidad, la evaluación, la información estadística educativa, el 
apoyo a modalidades flexibles de educación secundaria y el rediseño de siste-
mas de acreditación de carreras universitarias (IEAL, 2020).



En 2018 la USAID plasma sus planteamientos en materia de educación en 
América Latina en el documento The Future of Education in Latin America and 
the Caribbean. Possibilities for United States Investment and Engagement (Fiszbein 
y Stanton, 2018). Se trata de un balance de la actuación de esta agenda en ma-
teria de educación y la identificación de sus oportunidades y nichos de actua-
ción. El papel político de la USAID es claro cuando se afirma que esta entidad 
“en los años recientes ha escogido enfocarse en un portafolio concentrado de 
países y proyectos muchos de los cuales tienen lazos fuertes y directos con la 
política de seguridad nacional de Estados Unidos” (traducción propia) (Fisz-
bein y Stanton, 2018, p. 39).

Apelando a consultas con personas expertas se señala que los programas más 
exitosos son los orientados a la calidad de la educación, la educación primaria y 
los riesgos para jóvenes dentro y fuera de las escuelas. Identifica un nicho de ac-
tuación para la USAID trabajando con estudiantes mayores en el desarrollo de 
habilidades para el trabajo, ya que hay pocos actores interviniendo, hay posibi-
lidad de implementación y de extensión. A la vez se plantea como una apuesta 
para distinguirse de otras agencias y como una oportunidad de involucramien-
to de la USAID en alianzas estratégicas (Fiszbein y Stanton, 2018, pp. 43-49).

Entre 2015 y 2020 USAID desarrolló Puentes para el Empleo en las áreas de 
salud, educación, empleo y participación ciudadana, con un costo de $42,2 mi-
llones. Es una iniciativa que avanza en las alianzas público-privadas en la edu-
cación al involucrar a las instituciones estatales con socios como empresas, 
entre ellas CISCO y Microsoft, instituciones privadas de formación profesional, 
la Asociación Salvadoreña de Industriales (ASI) y la Cámara Salvadoreña de 
Tecnologías de Información y Comunicaciones (CASATIC) (USAID, s.f.).

Parte de la atención de la USAID se centra en los problemas de seguridad por 
la presencia de pandillas en Guatemala, Honduras y El Salvador que afecta a 
las escuelas. En este sentido el informe ya mencionado señala que la agencia 
ha aumentado su inversión en los componentes de programas relativos a la 
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prevención de violencia en las escuelas en los lugares donde esta es una ame-
naza mayor para la educación (Fiszbein y Stanton, 2018, p. 40). 

Este último elemento es particularmente preocupante porque se alinea con una 
tendencia creciente a cargar sobre los centros educativos y sobre el cuerpo do-
cente la responsabilidad de prevenir la violencia del entorno. La IEAL señala que 

se deposita en la educación pública el papel de resolver situaciones estructu-
rales que requieren una respuesta sistémica a partir de todo el aparato del 
Estado. No obstante, asignarle este rol a la educación pública, resulta ventajoso 
para muchos proyectos en los que participa la cooperación y el sector privado y 
que se enfocan en generar programas, materiales, contenidos y otros servicios 
educativos para responder a estas situaciones (y que al mismo tiempo viven de 
estas). (IEAL, 2020, p. 10)

La privatización y mercantilización de la educación en El Salvador aprovecha 
estas vías de entrada con las alianzas público-privadas que llenan vacíos que 
el Estado salvadoreño no cubre. Las agencias financieras fortalecen esta es-
trategia al hacer donaciones a agentes privados o contratándolos para que 
ejecuten proyectos o acciones particulares (IEAL, 2020). 

Esta posibilidad la abre la Ley General de Educación en su artículo 79, y ha sido 
aprovechada durante la pandemia en particular para fortalecer la posición de 
los proveedores de servicios de comunicación. Como parte del Plan de Conti-
nuidad Educativa se crearon 1,4 millones de cuentas de Google Classroom y 
se capacitaron 30 mil docentes en su uso (Blog Google, 2020).

Lo que no permite la Ley General de Educación es la participación privada en 
las estructuras y espacios de gestión y decisión de las políticas educativas. Sin 
embargo, por la vía de los proyectos financiados externamente, se incorporan 
las alianzas público-privadas que buscan modificaciones estratégicas en este 
campo, generando una suerte de poder paralelo al estatal. 



Un caso emblemático es el Plan El Salvador Educado (PESE) planteado en 
2016. La ejecución y seguimiento está a cargo del Estado, pero involucra 
como socios a una amplia gama de organismos además de los públicos, 
incluyendo el sector empresarial, partidos políticos, iglesias, medios de co-
municación, sindicatos y gremios, organizaciones estudiantiles, centros de 
pensamiento e investigación, organizaciones internacionales y de coopera-
ción (IEAL, 2020). La responsabilidad de la financiación de la educación se es-
tablece que es estatal, pero se plantea que “el Pacto Nacional de Educación 
debe fomentar la articulación entre el Estado y los sectores productivos para 
asumir la inversión en la educación que el desarrollo nacional requiere con 
urgencia” (CONADE, 2016, p. 26).

Entre las líneas de trabajo, algunas apuntan a cambios estratégicos: “En sin-
tonía con la visión de una escuela armonizada con su entorno particular, no 
se puede olvidar la imperiosa necesidad de realizar transformaciones insti-
tucionales y normativas para implementar este plan” (CONADE, 2016, p.20). 
PESE impulsa una educación superior y técnica alineada con las necesidades 
productivas del país, y la formación de docentes de calidad (CONED, 2016, 
p. 80 y 101). Otro aspecto preocupante es que PESE incluye entre sus ejes 
la prevención de la violencia en las escuelas, aspecto con implicaciones ya 
mencionadas. En particular se señala repetidamente la falta de preparación 
de las personas docentes para enfrentar y prevenir estas situaciones, y como 
resultado del desafío en este aspecto es “Los estudiantes son formados por 
docentes comprometidos y competentes para brindar educación de calidad, 
y en adecuadas condiciones y ambiente laboral” (CONADE, 2016, p. 49). Clara-
mente, la responsabilidad de contar con adecuadas condiciones y ambiente 
laboral no recae sobre las y los docentes.

En 2019 se crea el Consejo Nacional de Educación (CONED), de carácter con-
sultivo, conformado igualmente por una amplia gama de actores públicos y 
privados. Aun siendo un órgano consultivo, este espacio se presenta como 
generador de un acuerdo consensuado por lo que tiene una autoridad de 
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facto no respaldada legalmente (CONADE, 2016). CONADE asume PESE, de 
manera que se van fortaleciendo desde diferentes iniciativas las alianzas pú-
blico-privadas no solo en la provisión de servicios educativos; también en las 
decisiones de política educativa.

La pandemia ha sido utilizada por la administración Bukele para profun-
dizar estas tendencias. Con la ocasión de las deficiencias en materia de 
acceso y uso de las TIC, no solo depende de las grandes transnacionales 
del ramo, además avanzó en la agenda antisindical y de precarización del 
trabajo docente incluso violentando la ley, negándose a la comunicación 
con los sindicatos, atacando públicamente la calidad profesional y humana 
del personal docente y controlando y manipulando políticamente los nue-
vos nombramientos. En el resto de este documento se analiza en mayor 
profundidad lo que estas acciones estatales han implicado para las condi-
ciones laborales del trabajo docente.

2. Condiciones de trabajo para las y los docentes durante la pandemia 

El cierre de los centros de educación en marzo de 2020 traslada la docencia de 
las aulas a los hogares. El 91,3% del profesorado que respondió una encuesta 
para la IEAL aplicada en octubre y noviembre de 2020 indica que realizaron 
actividades no presenciales desde la casa (IEAL, 2021b).

El gobierno anuncia que habrá apoyo en equipo, materiales didácticos y 
asesoría para docentes y estudiantes con el fin de garantizar las clases 
no presenciales a través de diferentes medios. La forma en que las y los 
docentes garantizan la continuidad de la educación se aleja del panorama 
dibujado por la administración y afecta numerosos aspectos de su vida 
personal y laboral.



2.1 Educación no presencial: las normas 

La Asamblea Legislativa de El Salvador aprueba el 4 de junio de 2020⁷² el De-
creto 600 Ley de Regulación del teletrabajo (República de El Salvador, 2020). 
Se trata de un proyecto en debate parlamentario desde 2019 que se retoma 
con urgencia al inicio de la pandemia. Define el teletrabajo como “una forma 
de organizar y realizar el trabajo de manera no presencial ya sea total o par-
cialmente, por un tiempo determinado o indefinido, fuera del establecimiento 
o centro de trabajo, pudiendo ser en el domicilio del trabajador o en un lugar 
ajeno al empleador y utilizando como soporte las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación” (art. 4).

Esta ley establece capítulos específicos para el teletrabajo en el sector priva-
do y para el que se realiza en instituciones públicas y municipalidades. En el 
primer caso, se detallan las responsabilidades de las personas empleadoras 
que incluyen, entre otras “Proveer al teletrabajador los equipos, conexiones, 
herramientas, programas y aplicaciones que fueren necesarios e indispen-
sables para la ejecución de las labores [...] ” (art. 9b), así como que son “de 
cuenta del patrono los costos que implique el funcionamiento de los equipos 
tecnológicos, de conexiones u otro tipo de herramientas y programas que se 
utilicen para el funcionamiento del teletrabajo, incluyendo un subsidio en el 
pago de los servicios de energía eléctrica, internet de manera proporcional 
para el desarrollo de labores” (art. 9). Estas especificaciones no aparecen de 
la misma forma en el capítulo sobre teletrabajo en instituciones públicas, ya 
que, en este caso, solo se menciona el suministro de equipo de trabajo. 

Ante este vacío, en lo que atañe a los otros elementos necesarios para 
desempeñar el teletrabajo y sus costos, se requiere el referente legal del 
artículo 29 del Código de Trabajo que establece como una de las obligacio-
nes del patrono:

⁷² La Asamblea Legislativa aprueba un texto el 20 de marzo que es revisado por el presidente Bukele; este envía 
cambios que son aceptados por el legislativo en sesión del 4 de junio. 
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Art. 29 3ª) Proporcionar al trabajador los materiales necesarios para el trabajo; 
así como las herramientas y útiles adecuados para el desempeño de las labo-
res, cuando no se haya convenido que el trabajador proporcione estos últimos 
(Ministerio de Trabajo-OIT, 2010).

Otra obligación que se especifica en la Ley de Regulación del teletrabajo para 
personas empleadoras privadas, y que no se menciona en el capítulo sobre 
el empleo público, es la referente a brindar capacitación a las personas que 
teletrabajan “en el adecuado manejo y uso de los equipos y los programas 
necesarios para el buen desarrollo de sus funciones” (art. 9e).

Esta Ley protege los derechos laborales bajo la modalidad de teletrabajo. En 
particular en el empleo público el art. 16 establece que 

“El teletrabajo únicamente modifica la forma de prestación de los servicios en 
los términos indicados en la presente ley, pero no afecta los derechos, garan-
tías, beneficios y prestaciones que reciben los trabajadores en virtud de leyes, 
reglamentos, contratos colectivos o cualquier otra fuente de obligaciones labo-
rales excepto cuando sea en beneficio de estos”.

Con respecto al espacio de trabajo, la norma establece que, cuando la acti-
vidad laboral se realiza en la casa de habitación de la persona funcionaria 
pública, esta es la responsable de “acondicionar un espacio físico según la 
normativa de seguridad e higiene respectiva” (art. 16).

La Ley se refiere al horario de trabajo y a la jornada laboral al establecer que “se 
regirán por las leyes, reglamentos y contratos colectivos aplicables a cada institu-
ción pública y municipalidades” (art. 18). No hay mención, sin embargo, al derecho 
a la desconexión o al reconocimiento de las jornadas fuera del horario regular.

Otro aspecto recogido en esta norma es el carácter voluntario del teletra-
bajo para la persona servidora pública y su derecho a solicitar en cualquier 



momento regresar a la condición previa, y esto es vinculante para el em-
pleador (art. 19).

El presidente Bukele debía presentar un reglamento para esta ley en el plazo 
de nueve meses tras la publicación de la norma, es decir antes de abril de 
2021. Sin este reglamento hay aspectos que permanecen indefinidos, como 
el cálculo de los reconocimientos de costos asumidos por las personas que 
laboran bajo esta modalidad, o las modalidades de evaluación de desempeño 
(LatinAlliance, 2021).

Por otro lado, la Ley que regula el teletrabajo tiene una disposición transitoria 
que establece que esta “no será aplicable al trabajo realizado por los trabaja-
dores en sus hogares a favor del empleador, durante la vigencia del Estado 
de Emergencia Nacional de la Pandemia por COVID_19” (art. 24). Esto implica 
que en este período aun cuando las personas trabajen bajo la modalidad de 
teletrabajo, su relación laboral no está regida por esta ley. En particular, no se 
aplican las obligaciones que establece esta norma para los empleadores. En 
todo caso, como ya se señaló, muchas de estas obligaciones no son mandata-
das para la administración pública.

La relación laboral del personal docente durante la pandemia bajo la modali-
dad no presencial, por lo tanto, queda sin referente legal de carácter nacional 
más allá del Código de Trabajo. Este instrumento no recoge la modalidad de 
teletrabajo⁷³ y únicamente el artículo 29-3 podría aplicarse ya que, aunque no 
se refiere al trabajo no presencial, establece que es obligación del emplea-
dor “Proporcionar al trabajador los materiales necesarios para el trabajo; así 
como las herramientas y útiles adecuados para el desempeño de las labores, 
cuando no se haya convenido que el trabajador proporcione estos últimos” 
(Ministerio de Trabajo y Previsión Social, 2010).

⁷³ Sí incluye el trabajo a domicilio, pero se refiere a la producción de bienes no de servicios “Trabajadores a domicilio son 
los que elaboran artículos en su hogar u otro sitio elegido libremente por ellos, sin la vigilancia o la dirección inmediata del 
patrono o del representante de éste y siempre que el patrono suministre las materias primas, en todo o en parte” (art. 71).
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2.2 Educación no presencial, la realidad

2.2.1 Estabilidad laboral y salarial

Uno de los mayores impactos sociales generados por las medidas adoptadas 
durante la pandemia por la mayoría de los gobiernos, incluyendo el de Bukele, 
es la pérdida masiva de empleos y por tanto de una de las fuentes fundamen-
tales de ingresos para las familias. Sin embargo, en esta crisis quienes traba-
jan en el sector de educación pública han mantenido mayoritariamente sus 
puestos de trabajo y sus salarios.

El 91,7% de las educadoras encuestadas por CEFEMINA en marzo y abril de 2021 
cuenta con un contrato estable, lo que les ha garantizado la continuidad laboral. 
El 8,3% restante no lo tiene, pero continúa laborando un año después del inicio 
de la pandemia. Por otra parte, 85,3% ha recibido el salario completo y a tiempo 
y otro 9,8% también lo ha recibido completo, pero con atrasos. Un 3,4% no lo ha 
recibido completo y un 0,5% no ha recibido ningún pago desde el inicio de la pan-
demia, estando todas ellas activas como docentes al momento de la encuesta. La 
estabilidad laboral y salarial para la gran mayoría de las educadoras encuestadas 
es uno de los escasos derechos respetados en esta crisis (Carcedo, 2021).

La estabilidad laboral no está asegurada para quienes no cuentan con con-
trato estable. El 2 de febrero de 2022 una circular del Ministerio de Educación 
cambia las condiciones anteriores sobre contrataciones y permite a los cen-
tros contratar por tres meses a las y los docentes interinos⁷⁴ (elsalvador.com, 
2022b). Además, en 2021 el Ministerio de Educación, en contra de la ley, asu-
me el concurso de aspirantes a plazas nuevas en un proceso que es denuncia-
do por las organizaciones del gremio, entre otras razones por ser un portillo 
para beneficiar a personas afines a la administración Bukele⁷⁵.

⁷⁴ Esta indicación se da en respuesta a un déficit de docentes generado por una circular del Ministerio de Educación del 
21 de enero de 2022 que cambia las reglas de contratación, lo que se analizará más adelante.
⁷⁵ Sobre este aspecto se profundiza más adelante.



2.2.2 Sin condiciones materiales necesarias para el teletrabajo 

El 89% de las educadoras y educadores encuestados en octubre y noviembre 
de 2020 indican que para dar clases remotas usaron celular, 64% computado-
ra portátil, 21% computadora de escritorio, 9% tableta, 12% micrófono, 11% 
cámara y 70% tenían banda larga (IEAL, 2021b). 

Por su parte, entre las educadoras encuestadas por CEFEMINA en marzo y 
abril de 2021 el 64,1% indica que para dar continuidad al proceso educativo 
ha recurrido total o parcialmente a medios virtuales. Para ello requieren de 
condiciones materiales de espacio, equipo y recursos tecnológicos que para la 
mayoría han sido insuficientes o no han tenido. 

Las familias de las y los docentes, al igual que muchas de las familias de estu-
diantes, viven en casas que no reúnen condiciones para ser lugares de trabajo, 
y los espacios tienen que ser compartidos con el resto del núcleo familiar para 
desarrollar diversos fines, laboral, estudio, recreación, además de los domés-
ticos. Igualmente deben ser compartidos los equipos y no todos los hogares 
contaban antes de la pandemia con conexión a internet. La encuesta aplicada 
en 2020 arroja que entre las y los docentes más del 60% tuvo que compartir el 
equipo con el que trabajó (IEAL, 2021b).

El 69,7% de las mujeres docentes encuestadas en 2021 señalan que las com-
putadoras y tabletas han sido insuficientes para cubrir las necesidades en sus 
hogares y en el caso de teléfonos inteligentes el 55%. Además, el 53,6% repor-
ta que la conexión a internet ha sido de regular a muy mala.

Nos han exigido trabajo, hay que hacer ese trabajo, pero no nos han dado las 
herramientas. En donde el gobierno se comprometió que cada docente que se ca-
pacitara nos iba a dar una computadora y hasta el momento no la tenemos; ha 
llegado a algunos lugares, pero no ha sido quizá ni al 50%. En donde el gobierno 
se ha comprometido y al inicio hablaba de que le iba a dar a los niños y las niñas 
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las herramientas para que ellos pudieran solventar, tampoco se ha cumplido (En-
trevista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 

El gobierno anuncia en diferentes ocasiones que cuenta con un plan ambi-
cioso para dotar a cada docente de una computadora. Sin embargo, al 31 de 
octubre de 2020 se han entregado únicamente 4.323 (MINEDUCYT, 2020a)⁷⁶. 

2.2.3 Capacitación insuficiente para las necesidades y retos a enfrentar

La encuesta realizada en 2020 revela que es escasa la proporción de docentes 
que tienen formación en el uso de tecnologías, 13,5% de las mujeres y 16,6% 
de los hombres. Cerca del 70% carece al inicio de la pandemia de experiencia 
previa dictando clases no presenciales (remotas o a distancia) y solo 23% de 
las mujeres y 33% de los hombres sí la tenían. Es menor aún la proporción de 
docentes que en ese momento cuentan tanto con el recurso tecnológico como 
con formación previa, el 16% (IEAL, 2021b)

El Gobierno anuncia el 22 de junio de 2020 que se ha completado con éxito la 
capacitación de 30.708 docentes en el uso de la plataforma Google Classroom 
(Presidencia de El Salvador, 2022). Se ha realizado en forma virtual, lo cual re-
presenta una barrera para quienes no contaban de previo con un mínimo de 
familiaridad en el campo de las TIC.

… eso fue otro desafío. No todos estábamos actualizados con las herramientas tec-
nológicas y eso lo preocupa al compañero docente, aunque el Ministerio nos haya 
capacitado. Pero una capacitación virtual no es lo mismo que una capacitación 
presencial y no todos han logrado asimilar estas capacitaciones virtuales sobre la 
tecnología y esto va a ser otro problema porque el Ministerio está en este momento 
brindando a los compañeros computadoras [...]  pero el requisito es haber pasado 
este curso que brindaron ellos y si el compañero no lo pasó no le están brindando 

⁷⁶ El MINEDUCYT no brinda posteriormente más información sobre entrega de computadoras a docentes.



la computadora. O sea, el Ministerio está poniendo limitantes (Entrevista grupal del 
24 de septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 

Esto abre el riesgo de aumentar la brecha digital generacional y colocar en 
posición de desventaja e incertidumbre a las y los docentes de más edad y 
tiempo de ejercicio.

… eso es lo que más ha afectado a los compañeros que ya están en una edad 
avanzada que andan en los 30, 25, hasta algunos 35 años de trabajo que no 
estábamos acostumbrados al uso de la tecnología, el compañero se siente muy 
preocupado (Entrevista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de 
ANDES 21 de junio). 

2.2.4 Escaso apoyo para la docencia a distancia 

El 8 de mayo de 2020 el gobierno da a conocer el Plan de Continuidad Educa-
tiva que pone a disposición recursos educativos para docentes y estudiantes. 
El plan está basado en el trabajo con guías, y uso de materiales impresos y de 
audiovisuales utilizando diversas plataformas, radio y TV (MINEDUCYT, 2020b). 
Con el curso lectivo cerca de terminar las lideresas de ANDES 21 señalan:

Los medios de comunicación que el Ministerio de Educación ha publicado, en 
los cuales se puede escuchar la telecomunicación de educación, no hay. Enton-
ces los docentes de su bolsa han tenido que comprar hasta herramientas de 
impresión, verdad, una impresora para imprimir e ir a dejar (las guías) a los 
niños y las niñas para ver de qué forma salen adelante.

En San Salvador a nadie, nadie, le han entregado guías. A mí me ha tocado 
como directora [...]  imprimir muchas guías de varios grados e írselas a dejar, 
pero el gobierno no nos ha dado nada (Entrevista grupal del 24 de septiembre 
de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 
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El uso de televisión también ha presentado problemas. Para 1 de cada 3 
mujeres docentes encuestadas en 2021 en sus hogares este recurso ha sido 
insuficiente, y es de esperar que entre los de estudiantes este problema sea 
aún mayor. 

La encuesta realizada a educadoras y educadores en octubre y noviembre de 
2020 confirma algunos de estos señalamientos. Solo 42% trabajó con materia-
les impresos, 46% utilizó alguna plataforma o aplicación pedagógica, 53% tuvo 
apoyo con clases por radio o TV y 30% tuvo apoyo pedagógico, mientras que 
14% tuvo que trabajar sin ningún soporte (IEAL, 2021b).

2.2.5 Condiciones no pactadas y cambiantes

Uno de los derechos que las educadoras encuestadas más frecuentemente 
consideran que ha sido vulnerado es el de escoger la modalidad entre pre-
sencial, teletrabajo y bimodal; así lo plantean 69,2% de ellas. Si bien el gremio 
estuvo de acuerdo en la suspensión de clases presenciales al inicio de la pan-
demia nunca se desarrollaron consultas sobre la forma de darle continuidad 
al proceso educativo y los cambios fueron impuestos. 

Tampoco hubo consulta ni claridad sobre la forma de valorar los cambios. 
Desde el Ministerio se solicitaron informes con gran frecuencia, lo cual añadió 
tiempo y esfuerzos del cuerpo docente.

Y los informes que nos están exigiendo, es semanal, mensual, en cual-
quier momento se le ocurre al Ministerio de Educación que necesita sa-
ber cómo está el trabajo del desarrollo de las guías educativas para ver 
cómo se va dando la continuidad educativa, pues estamos haciendo in-
formes (Entrevista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de 
ANDES 21 de junio).



2.2.6 Jornadas laborales docentes extendidas sin horarios definidos

La educación no presencial está demandando del personal docente una dedi-
cación personalizada que antes podía resolverse colectivamente en clase, espe-
cialmente para quienes no pueden brindar clases virtuales. Para el 80% de las 
personas educadoras encuestadas en octubre y noviembre de 2020 la jornada 
laboral aumentó por la preparación de clases no presenciales (IEAL, 2021b)

Para todas ellas el número de estudiantes es particularmente relevante. En el 
caso de las educadoras algo más de la mitad atiende entre 20 y 49 estudiantes 
(52,3%) y una de cada cinco (20,5%) menos de 20, pero el 7,6% tiene entre 50 
y 99 estudiantes, 7,3% entre 100 y 149 y una de cada 8 (12,2%) más de 150 
(Carcedo, 2021). 

Sin la posibilidad del aula y la relación presencial la continuidad educativa se 
vuelve una carga imposible de cumplir en una jornada de 8 horas. Además, 
ellas se han adaptado a las condiciones y posibilidades de las familias de sus 
estudiantes, para atenderlas en horarios que para estas son posibles.

El trabajo ha aumentado como dijo la compañera [...]  los estamos consin-
tiendo más a los estudiantes y padres de familia, más consideraciones para 
ellos porque entendemos la situación nos cuesta a nosotros y les costará a los 
padres y estudiantes

Hemos dejado de cumplir el horario que teníamos de 8 horas en el centro escolar 
ahora se nos ha convertido hasta atender los fines de semana a cualquier hora del 
día, estamos como decimos 7/24 [...]  … nosotros tenemos que atender a la familia 
cuando ellos pueden hacer la llamada, cuando ellos tienen la necesidad de hacer 
la consulta con cada docente sobre el trabajo de las guías didácticas que se están 
trabajando. Nosotras las enviamos vía virtual, vía WhatsApp y ellos tienen que tra-
bajar, pero cuando se encuentran con una dificultad que no comprenden en qué 
consiste la tarea ellos llaman y piden una explicación; el maestro reenvía un video 
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o un audio con una explicación más amplia sobre la tarea que usted va a realizar 
(Entrevista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 

El derecho que las educadoras encuestadas más frecuentemente señalan 
como violentado es el de la jornada laboral de 8 horas con horario definido; el 
88% de ellas lo indican. Igualmente, una gran mayoría, el 68,7%, menciona el 
derecho a la desconexión como otro derecho irrespetado.

2.2.7 Costos que recaen sobre las educadoras

La adquisición de equipo, la conexión a internet, son gastos que muchas edu-
cadoras han realizado con recursos propios. Un 85,3% dice que lo ha debido 
hacer con frecuencia y 12,7% alguna vez; únicamente el 2% señala que no la 
ha hecho nunca (Carcedo, 2021). 

La mayoría de maestros hemos tenido que invertir en teléfonos inteligentes [...]  
entonces a comprar computadoras, a comprar teléfono, a comprar tablet, cual-
quier herramienta, porque los teléfonos que teníamos empezaron a colapsar 
y ¿cómo nos quedamos sin esa herramienta para poder tener siempre moni-
toreando a los estudiantes? porque entonces sería desconectarnos totalmente 
[...]  Entonces esto ha venido a incrementar los gastos en tecnología, gastos en 
compra de líneas, gastos en luz eléctrica, gastos en internet y en agua y en todo.

Algunas no tienen el acceso a internet y tienen que estar a diario consumiendo los da-
tos (Entrevista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 

Para sostener la continuidad educativa muchas docentes encuestadas han su-
fragado con recursos propios gastos de sus estudiantes. Lo han hecho con fre-
cuencia 42,1% y alguna vez 43%. Únicamente el 14,9% no lo ha hecho nunca 
(Carcedo, 2021). Una lideresa sindical señala “El Magisterio Nacional está soste-
niendo el trabajo en línea porque el costo lo hemos asumido nosotros” (Entre-
vista grupal del 24 de septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 



Estos gastos extras han representado una mayor dificultad para las finanzas 
familiares de las educadoras. Un 81,7% de las encuestadas señala que los gatos 
del hogar aumentaron durante la pandemia. Antes de la emergencia sanitaria 
los ingresos familiares eran insuficientes para mantener al hogar para menos 
de la mitad, el 40,6%. Esta cifra sube a 61,1% un año después (Carcedo, 2021). 

2.2.8 Riesgos de salud y de seguridad laboral desatendidos por el Estado

La pandemia por COVID-19 representa un riesgo de salud que puede llegar a 
ser mortal. Lo han vivido las educadoras en forma particular, dado que muchas 
de ellas no han podido aislarse por la necesidad de mantener contacto con sus 
estudiantes. A pesar de estar tan expuesto, el cuerpo docente, como ya se se-
ñaló, no fue considerado de primera línea para la vacunación. Un 13% de las 
encuestadas en marzo y abril de 2020 contrajo el virus (Carcedo, 2021), un por-
centaje notablemente mayor al 1% de incidencia nacional según cifras oficiales. 

Esta discrepancia quizás se deba a que las cifras oficiales tengan un fuerte 
subregistro, y así lo consideran algunas lideresas entrevistadas cuando seña-
lan que el “gobierno no ha querido dar los datos de COVID necesarios para 
que Salud trabaje en lo que se necesita, sino que Salud está trabajando con 
datos que no son correctos”. Otras lideresas consideran que las y los docentes 
han corrido riesgos mayores al conjunto de la población.

los docentes maestros han tenido que arriesgar sus vidas porque los niños no 
tienen ni teléfonos inteligentes ni teléfonos de los más sencillos, en donde no 
hay televisión y donde la radio tampoco se escucha (Entrevista grupal del 24 de 
septiembre de 2020 a lideresas de ANDES 21 de junio). 

Al inicio de la pandemia la administración Bukele pretendió que el cuerpo do-
cente de los centros educativos se encargara del reparto de los alimentos y 
ayudas en especie a las familias que el gobierno ofreció, aunque debió elimi-
nar esta exigencia por presiones sindicales (ANDES 21 de Junio, 2020a). 
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El trabajo en las condiciones antes descritas ha generado otras afectaciones 
a la salud de las educadoras. Trascurrido un año de pandemia un 67,2% indi-
caba sentir cansancio o agotamiento; a un 47,4% la educación no presencial 
le generó tensiones emocionales y stress, al 30,6% no les dejó tiempo para 
descansar (Carcedo, 2021). Se trata de riesgos ocupacionales que el Ministerio 
de Educación debería prevenir y atender.

Después de un año de pandemia el 40,6% de las educadoras encuestadas en 
2021 señalan como una vulneración de sus derechos laborales el irrespeto de 
las licencias y las incapacidades (Carcedo, 2021). Esto indica que en las con-
diciones en que han desarrollado su labor educativa no han tenido oportuni-
dad, o no se les ha permitido descansar del trabajo docente para responder 
adecuadamente a sus necesidades de salud. 

Por otra parte, el mayor uso de medios virtuales para ejercer la docencia ha co-
locado a muchas docentes ante riesgos nuevos de inseguridad laboral. Entre las 
encuestadas, 1 de cada 5 (19,6%) ha vivido acoso virtual y 14,2% acoso laboral, 
una incidencia superior al 6,6% de las que han vivido violencia de pareja o expa-
reja. Además 3,9% indica que ha vivido acoso sexual en el trabajo, también mayor 
al 3,4% de quienes han vivido violencia sexual en otros contextos (Carcedo, 2021).

2.3 Impactos en la acción sindical

Las medidas tomadas durante la pandemia han afectado también la acción 
sindical. El confinamiento obliga a recurrir a la virtualidad también en este 
campo. Las reuniones dejan de ser presenciales, y mantener la comunicación 
enfrenta las mismas limitaciones que las y los educadores han encontrado en 
su trabajo. A pesar de ello el 15,4% de las encuestadas señala que ha realizado 
actividades sindicales en este período (Carcedo, 2021). 



ANDES 21 de Junio ha mantenido su actividad interna bajo estas condiciones, 
así como las de defensa de derechos y de incidencia en las instituciones. Des-
de el inicio de la pandemia las organizaciones de docentes han tratado de 
mantener relaciones fluidas con las autoridades del Ministerio de Educación 
para garantizar la continuidad de los procesos docentes, a la vez que mantu-
vieron vigilancia en la defensa de los derechos del magisterio y de la salud de 
la comunidad educativa. En este sentido, en diversas comunicaciones ANDES 
21 de Junio y otras organizaciones sindicales y gremiales se dirigen a la titular 
del Ministerio de Educación para tratar diferentes aspectos. 

En materia de continuidad educativa, entre otras acciones, ANDES 21 de Junio, 
el Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores Administrativos y Docentes del 
Ministerio de Educación (SITADMES) y el Movimiento Pedagógico Salvadoreño 
(MPS), en nota enviada a la Ministra Carla Hananía de Varela el 13 de abril de 
2020, manifiestan su acuerdo con la decisión de las autoridades de apoyarse 
en la virtualidad, pero señalan que el Ministerio debe garantizar igualdad de 
oportunidades para todo el estudiantado dadas las brechas digitales existen-
tes; incluyen en esta comunicación recomendaciones para asegurar la con-
tinuidad educativa y urgen al Ministerio a convocar a las organizaciones del 
magisterio para trabajar con el staff del Ministerio de Educación sobre ade-
cuación curricular para las modalidades no presenciales. Esta última es una 
solicitud que se retoma en varias comunicaciones.

En aspectos relacionados con el derecho a la salud, ANDES 21 de Junio en nu-
merosas comunicaciones con el Ministerio de Educación respalda las medidas 
de suspensión de clases presenciales para preservar la salud de la población. 
Consistente con esta posición en una carta del 10 de abril de 2020 se manifies-
ta en contra de un protocolo firmado el 7 de ese mismo mes en que se solicita 
la presencia de docentes, directoras y directores para realizar la distribución 
de productos del Programa de Alimentos y Salud Escolar (PASE) (ANDES 21 
de Junio, 2020a). El 13 de abril el Ministerio acepta que la participación de ese 
personal no es obligatoria. 
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El 19 de junio de 2020, ANDES 21 de Junio, SITADMES, MPS y Cophe J.M.L. de R.L. 
hacen entrega al Ministerio de Educación del documento Condiciones para regre-
sar a los centros educativos en el marco de la pandemia COVID-19 elaborado por 
la IEAL y solicitan una reunión con las autoridades para discutir sobre las condi-
ciones del regreso a clase, señalando que consideran que en ese momento no 
es conveniente volver a las aulas (ANDES 21 de Junio, 2020e). El 24 de marzo de 
2021, ANDES 21 de Junio junto con SITADMES, MPS y Cophe J.M.L. de R.L. solici-
tan que no se regrese a las aulas después de semana santa sino dos semanas 
después para disminuir los riesgos de contagio (ANDES 21 de Junio, 2021).

En materia de continuidad laboral y derechos salariales el 30 de marzo de 2020, 
ANDES 21 de Junio se dirige a la Ministra de Educación para solicitar que el bono 
por desempeño de los docentes que usualmente se entrega en junio y diciembre 
se adelante a mayo para que las y los educadores puedan enfrentar las dificultades 
que genera la crisis (ANDES 21 de Junio, 2020c). Ese mismo día, en otra comunica-
ción se reconoce y agradece que la casi totalidad del personal docente en condición 
de interinato recibió completo los salarios, y se solicita que se pague a los restantes 
y no haya más atrasos en el resto del año (ANDES 21 de Junio, 2020d). 

Avanzado el año 2020, el 24 de agosto ANDES 21 de Junio, SITADMES y MPS so-
licitan a la Ministra iniciar el proceso de revisión salarial que por Ley de Carrea 
Docente debe realizarse, para lo cual proponen crear una mesa de negociación 
con todas las organizaciones gremiales y sindicales e incluir la previsión de pago 
en el presupuesto de 2021 (ANDES 21 de Junio, 2020f). El 24 de septiembre de 
2020 una comunicación enviada por ANDES 21 de Junio, SITADMES y MPS a 
la Ministra de Educación aborda de nuevo la situación docente en interinato y 
propone que se mantengan en el mismo puesto en 2021, en cumplimiento del 
derecho a la estabilidad en el trabajo y para aprovechar las habilidades ya desa-
rrolladas en el campo de la virtualidad (ANDES 21 de Junio, 2020g). 

Algunas de los planteamientos de ANDES 21 de Junio y otras organizaciones 
del sector de educación fueron acogidas por la administración Bukele, aun-



que las decisiones fueron verticales, con nula posibilidad de parte de esas 
agrupaciones de participación en espacios de trabajo o negociación formales, 
tal como denuncian organizaciones del sector de educación (elsalvador.com, 
2021a). Esta actitud contradice lo que, al ser presentada como futura jerarca, 
la ministra declaró de “mantener una política de puertas abiertas con los do-
centes” y el reconocimiento que hizo indicando que “la profesión del maestro 
es la más importante porque en manos de ellos está la formación de los futu-
ros ciudadanos” (El Tiempo Latino, 2019).

En 2021 las acciones y declaraciones de parte de la ministra de Educación to-
man un tono cada vez más agresivo contra el gremio. 

El Ministerio de Educación decide asumir la evaluación de docentes aspirantes 
a plazas interinas, violentando la ley que establece que esta prueba le com-
pete a Carrera Docente. Para justificar este cambio la ministra ataca públi-
camente al gremio con declaraciones sobre la falta de preparación y afirma 
que “tenemos una gran cantidad de maestros que llegan alcoholizados a dar 
clases, bastantes; tenemos más o menos una lista como de unas 20 personas, 
porque los directores los protegen a muchos de ellos y no reportan que llegan 
alcoholizados” (elsalvador.com, 2021b). 

El Frente Magisterial Salvadoreño denuncia que en la prueba psicométrica 
aplicada se incluye la siguiente pregunta: “¿En general está satisfecho con la 
forma en que el país es gobernado?” La ministra declara que esa pregunta no 
existe, pero la prensa publica una imagen de la prueba donde aparece el ítem 
(elsalvador.com, 2021c). Esa pregunta es denunciada como inapropiada para 
el tipo de prueba, así como por ser antiética ya que permite favorecer a quie-
nes se manifiestan afines al gobierno de Bukele. Otras denuncias sobre estas 
pruebas incluyen el señalamiento de errores técnicos (preguntas con opcio-
nes de respuesta todas erróneas) y el que se les haya exigido a quienes postu-
laron documentación que implicó gastos adicionales (elsalvador.com, 2021a).
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Otra fuente de confrontación contra el Ministerio de Educación se relaciona 
con el derecho a la salud. En septiembre de 2021 el Sindicato de Maestras y 
Maestros de la Educación Pública de El Salvador (SIMEDUCO) solicita que no 
se regrese a clases presenciales aún por el grave riesgo que supone dados los 
altos índices de contagio. Este sindicato contabiliza 300 docentes fallecidos. La 
ministra no aceptó la solicitud y SIMEDUCO la demanda ante la Procuraduría 
de Defensa de los Derechos Humanos (PDDH).

Las acciones y declaraciones de la titular de la cartera de Educación generan 
gran malestar entre docentes. En octubre de 2021, representantes del gremio 
de educación piden la destitución de la ministra. Señalan que su Ministerio 
está ocultando los altos índices de deserción escolar, que hay mal manejo 
de la administración educativa, que la ministra insulta al gremio y carece de 
empatía con los decesos de docentes. Afirman que la jerarca se ha ganado el 
repudio del 90% de docentes a nivel nacional (elsalvador.com, 2021a). El 22 de 
febrero de 2022 el presidente Bukele destituye a la ministra, aunque el hijo de 
la exjerarca, que ocupa la cartera de Gobernación, trató de ocultar este hecho 
diciendo que fue un retiro por motivos de salud (elsalvador.com, 2021e).

La campaña de desprestigio contra el magisterio ha sido difícil de contrarres-
tar. El gobierno se amparó en la popularidad que mantuvo al inicio de su ges-
tión a pesar de los rasgos fuertemente autoritarios del presidente Bukele. La 
encuesta del Latinobarómetro realizada en 2020 arroja que al 68% de la po-
blación no le importaría tener un gobierno no democrático siempre y cuando 
fuera eficaz; 68% considera aceptable que el presidente controle los medios 
de comunicación; y 54% no cree que se gobierna para beneficio de los intere-
ses de unos pocos (PNUD, 2021). Esta predisposición en la opinión pública a 
aceptar como válidas las informaciones y posiciones oficiales representa un 
reto para la acción sindical.



3. Impactos en la crisis de cuidados

3.1 Uso del tiempo de mujeres y de hombres antes de la pandemia

La única encuesta del uso del tiempo con la que hasta el momento cuenta El Salva-
dor se realiza en 2017 y arroja que la proporción del tiempo dedicado a quehace-
res domésticos y cuidados no remunerados es 20,5% entre mujeres y 7,3% entre 
hombres (CEPAL, 2021c). De todo el trabajo doméstico no remunerado el 69% lo 
realizan las mujeres (CIM, 2020). Equivale al 21,3% del PIB de ese año, aunque este 
dato no se incluye como cuenta satélite en las cuentas nacionales (CEPAL, 2021c).

El Salvador no cuenta con un sistema público para el cuido de niñas y niños 
que no estén escolarizados ni para el cuidado de largo término de personas 
mayores; tampoco ofrece licencias para cuidados de largo término de personas 
dependientes. La licencia de maternidad es de 16 semanas y el pago que las 
mujeres reciben durante esta licencia es del 100% del salario previo, pagado por 
la seguridad social en su totalidad. No hay licencia de paternidad y los padres 
tienen únicamente 3 días de permiso con el 100% del salario pagado por el em-
pleador, pero quedan excluidos de este derecho las uniones del mismo sexo. 
Aunque El Salvador no ha ratificado el Convenio n.° 183 sobre protección de la 
maternidad, su normativa está alineada con este instrumento en lo relativo a 
la duración de las licencias y las prestaciones durante ese periodo (OIT, 2021).

3.2 Medidas tomadas durante la pandemia 				  
que afectan los cuidados en las familias

La sobrecarga de tareas de cuidados en el hogar que las mujeres viven en El 
Salvador durante la pandemia y sus implicaciones no son contempladas en 
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las medidas sociales de apoyo o compensación que la administración Bukele 
toma en esta crisis. Los apoyos estatales que han recibido las mujeres han 
sido en su calidad de administradoras de los recursos en especies que se pro-
porcionan a las familias o como grupos considerados vulnerables (embaraza-
das, desplazadas, retornadas, privadas de libertad o que viven violencia). La 
entrega de un bono de $150 a personas que trabajan en instituciones esta-
tales en áreas esenciales no llegó a quienes se desempeñan en educación ya 
que esta actividad no fue considerada como esencial (PNUD, datos en línea). 

La previsión de que el confinamiento pudiera colocar a las mujeres, niñas, niños y 
adolescentes en riesgos aumentados de violencia de parte de los hombres de sus 
familias generó respuestas estatales diversas. Se habilitaron líneas telefónicas 
para información y demanda de ayuda, se facilitaron procesos internos en casos 
de denuncias y se realizaron campañas de divulgación de recursos. No hubo una 
reacción similar frente a la recarga de cuidados (PNUD, datos en línea).

3.5 Sobrecarga de trabajo de cuidados sobre las educadoras

Para las mujeres en El Salvador el aislamiento y el cierre de los centros de estudio 
ha representado una sobrecarga de trabajo de cuidados en el hogar por múltiples 
razones. Por una parte, la demanda de cuidados y atención ha aumentado al estar 
presentes todos los miembros de la familia durante todo el día, lo que implica más 
necesidad de limpiar, cocinar, ordenar y cuidar niñas y niños que antes estudiaban 
en las aulas, incluyendo aquellos que se encontraban en Escuelas de Educación 
Especial. Además, muchos hogares que contaban con apoyo de una trabajadora 
doméstica contratada han perdido este recurso. Se estima que en un escenario de 
recesión prolongada el país pierde 32 791 empleos de trabajo doméstico remune-
rado (CIM, 2020). Y las familias que pudieron tener a personas dependientes (niñas 
y niños, personas enfermas, personas con discapacidad) en centros privados per-
dieron igualmente este apoyo ya que estos también cerraron. 



Para las educadoras encuestadas este panorama general ha implicado que el 
44,3% indique que durante la pandemia dedica más tiempo que antes al trabajo 
doméstico que no implica cuido directo de personas (limpieza, preparación de co-
mida, cuidado de ropa, etc.) Cuando se trata del cuido de dependientes, el 37,9% 
dedica más tiempo que antes más. Cerca de la mitad, el 43.5%, ha realizado acti-
vidades no remuneradas de apoyo a familiares fuera del hogar (Carcedo, 2021). 

El porcentaje es notablemente mayor cuando se trata de dar apoyo académi-
co a las niñas y los niños de la familia, el 67,4% ha aumentado la dedicación en 
esta actividad (Carcedo, 2021). Las educadoras han redoblado sus esfuerzos 
docentes en sus familias, no solo con sus estudiantes. 

La demanda de “sobretrabajo” ha estado presente en los diversos ámbitos en 
los que ellas se desempeñan, el laboral, el del hogar, y el de la familia más allá 
del núcleo. Como resultado el 64% indica que realiza menos actividades recrea-
tivas. En la semana anterior a responder la encuesta 83,1% hizo tareas domesti-
ca sin cuido, 37,9% cuidó dependientes, 66,3% apoyó académicamente a niños, 
niñas y adolescentes, 16,6% atendió adultos no dependientes, y solo 9,8% des-
canso durante el día y 13% realizo actividades recreativas (Carcedo, 2021).

Para otras mujeres adultas en el hogar, también la carga de trabajo de cuida-
dos ha aumentado y así lo expresan 48,1% de las encuestadas. El aumento de 
trabajo de cuidados para los hombres adultos ha ocurrido en el 31,5% de los 
hogares de las encuestadas, mientras que en un 17,1% los hombres adultos 
nunca lo han hecho (Carcedo, 2021). Esos datos indican no solo que las educa-
doras han enfrentado mayor carga de trabajo de cuidados en los hogares que 
antes de la pandemia. Así mismo muestran que en sus hogares las brechas en 
este campo entre mujeres y hombres se han ampliado.



215

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

Referencias bibliográficas

ANDES 21 de Junio. (2020a). Carta del 10 de abril de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020b). Carta del 13 de abril de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020c). Carta del 30 de marzo de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020d). Carta del 30 de marzo de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020e). Carta del 19 de junio de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020f). Carta del 24 de agosto de 2020 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2020g). Carta del 24 de septiembre de 2020 a la Ministra 
de Educación, Ciencia y Tecnología.

ANDES 21 de Junio. (2021). Carta del 24 de marzo de 2021 a la Ministra de 
Educación, Ciencia y Tecnología.

Arancibia, Juan. (s.f.). Los experimentos educativos fallidos del Banco Mundial 
en países centroamericanos. San José. Internacional de la Educación Améri-
ca Latina. https://observatorioeducacion.org/los-experimentos-educativos-falli-
dos-del-banco-mundial-en-centroamerica

https://observatorioeducacion.org/los-experimentos-educativos-falli-dos-del-banco-mundial-en-centroamerica
https://observatorioeducacion.org/los-experimentos-educativos-falli-dos-del-banco-mundial-en-centroamerica
https://observatorioeducacion.org/los-experimentos-educativos-falli-dos-del-banco-mundial-en-centroamerica


Banco Mundial. (2007). Proyecto Excelencia e Innovación en Educa-
ción Secundaria (ÉXITO). https://documents1.worldbank.org/curated/
en/505501468025511194/pdf/9274702007Apr90n0Box0385367B0PUBLIC.pdf

Banco Mundial. (2011). El Salvador: proyecto de Mejoramiento de la Ca-
lidad de la Educación. https://www.bancomundial.org/es/news/loans-cre-
dits/2011/12/13/el-salvador-education-quality-improvement-project

Blog Google. (2020). Google for Education impulsa la educación a distancia 
en América Latina. https://blog.google/intl/es-419/noticias-de-la-empresa/inicia-
tivas/google-for-education-impulsa-la/

Carcedo, A. (2021). El Salvador. Educadoras defendiendo la educación, la 
salud y la vida en El Salvador durante la pandemia: entre restricciones a la 
movilidad, auge del autoritarismo y aumento desmedido de la demanda 
de trabajo en Sostener el Futuro: Educar y cuidar sin recursos ni apoyo. El 
impacto de las medidas adoptadas frente a la pandemia de COVID-19 en las 
educadoras de ocho países de América Latina. https://issuu.com/educationin-
ternational/docs/sostener-el-futuro

Ministerio de Trabajo. (2010). Código de Trabajo de la República de El Salvador. 
Edición rubricada y concordada con las Normas Internacionales del Trabajo 
(2010). https://www.ilo.org/dyn/travail/docs/1742/Cod_Trab_ElSalv%5B1%5D.pdf 

Comisión Económica para América latina y el Caribe. (2020a). Balance preli-
minar de las economías de América Latina y el Caribe 2020. https://reposito-
rio.cepal.org/bitstream/handle/11362/46501/15/BP2020_ElSalvador_es.pdf

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2020b). Informe espe-
cial COVID-19 No. 7. Universalizar el acceso a las tecnologías digitales para 
enfrentar los efectos del COVID -19. https://repositorio.cepal.org/bitstream/
handle/11362/45938/4/S2000550_es.pdf

https://documents1.worldbank.org/curated/
https://www.bancomundial.org/es/news/loans-cre-dits/2011/12/13/el-salvador-education-quality-improvement-project
https://www.bancomundial.org/es/news/loans-cre-dits/2011/12/13/el-salvador-education-quality-improvement-project
https://www.bancomundial.org/es/news/loans-cre-dits/2011/12/13/el-salvador-education-quality-improvement-project
https://blog.google/intl/es-419/noticias-de-la-empresa/inicia-tivas/google-for-education-impulsa-la/
https://blog.google/intl/es-419/noticias-de-la-empresa/inicia-tivas/google-for-education-impulsa-la/
https://blog.google/intl/es-419/noticias-de-la-empresa/inicia-tivas/google-for-education-impulsa-la/
https://issuu.com/educationin-ternational/docs/sostener-el-futuro
https://issuu.com/educationin-ternational/docs/sostener-el-futuro
https://issuu.com/educationin-ternational/docs/sostener-el-futuro
https://www.ilo.org/dyn/travail/docs/1742/Cod_Trab_ElSalv%5B1%5D.pdf
https://reposito-rio.cepal.org/bitstream/handle/11362/46501/15/BP2020_ElSalvador_es.pdf
https://reposito-rio.cepal.org/bitstream/handle/11362/46501/15/BP2020_ElSalvador_es.pdf
https://reposito-rio.cepal.org/bitstream/handle/11362/46501/15/BP2020_ElSalvador_es.pdf
https://repositorio.cepal.org/bitstream/


217

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2021a). Anuario esta-
dístico de América Latina y el Caribe 2020. https://www.cepal.org/es/publicacio-
nes/46739-anuario-estadistico-america-latina-caribe-2020-statistical-yearbook-latin

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2021b). Estudio Eco-
nómico de América Latina y el Caribe, 2021. https://repositorio.cepal.org/bits-
tream/handle/11362/47192/58/S2100608_es.pdf

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2021c). Valorización 
económica del trabajo no remunerado en los hogares. https://www.cepal.org/
sites/default/files/presentations/valorizacion-economica-trabajo-no-remunera-
do-hogares-cepal-2021.pdf

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2022). Panorama So-
cial de América Latina y el Caribe 2021. https://repositorio.cepal.org/bitstream/
handle/11362/47718/1/S2100655_es.pdf

Comisión Interamericana de Mujeres. (2020). COVID-19 en la vida de las 
mujeres: Emergencia global de los cuidados. OAS. https://www.oas.org/es/cim/
docs/CuidadosCOVID19-ES.pdf

Convenio sobre el trabajo a domicilio, 1996 (núm. 177). 20 junio 1996.https://
www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRU-
MENT_ID:312322

Consejo Nacional de Educación. (2016). Plan El Salvador Educado. Unicef. 
https://www.unicef.org/elsalvador/media/1236/file

Cordero, M. (5 de enero de 2021). El Salvador da marcha atrás con el regreso a 
clases presenciales. Semanario Universidad. https://semanariouniversidad.com/
ultima-hora/el-salvador-da-marcha-atras-con-el-regreso-a-clases-presenciales/

https://www.cepal.org/es/publicacio-nes/46739-anuario-estadistico-america-latina-caribe-2020-statistical-yearbook-latin
https://www.cepal.org/es/publicacio-nes/46739-anuario-estadistico-america-latina-caribe-2020-statistical-yearbook-latin
https://www.cepal.org/es/publicacio-nes/46739-anuario-estadistico-america-latina-caribe-2020-statistical-yearbook-latin
https://repositorio.cepal.org/bits-tream/handle/11362/47192/58/S2100608_es.pdf
https://repositorio.cepal.org/bits-tream/handle/11362/47192/58/S2100608_es.pdf
https://repositorio.cepal.org/bits-tream/handle/11362/47192/58/S2100608_es.pdf
https://www.cepal.org/
https://repositorio.cepal.org/bitstream/
https://www.oas.org/es/cim/
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRU-MENT_ID:312322
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRU-MENT_ID:312322
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRU-MENT_ID:312322
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRU-MENT_ID:312322
https://www.unicef.org/elsalvador/media/1236/file
https://semanariouniversidad.com/


Díaz, C. y Joma, S. (3 de febrero de 2022b). Educación autoriza a escuela 
contratar solo por tres meses a los profesores interinos. elsalvador.com. 
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/educacion-autoriza-escuelas-con-
tratar-tres-meses-profesores-interinos/923863/2022/

Hernández, E. (7 de marzo de 2022). Ministro de Gobernación mintió sobre 
retiro de Carla Hananía de Varela; Bukele la destituyó del MINED. . elsalva-
dor.com. https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/nayib-bukele-destitucio-
nes-carla-hanania-ministra-educacion/934154/2022/

Hernández, E. (22 de octubre de 2021). Magisterio pide destitución inmedia-
ta de ministra de Educación, Carla Hananía de Varela. del. elsalvador.com. 
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-simedu-
co-destitucion-minitra-carla-hanania-desercion-escolar/892455/2021/

Joma, S. (26 de enero de 2022). Médicos recomiendan retrasar hasta princi-
pios de marzo llegada de niños a las escuelas. elsalvador.com. https://www.
elsalvador.com/noticias/nacional/medicos-recomiendan-retrasar-llegada-estu-
diantes-escuelas-por-contagios-covid-19COVID-19/921093/2022/

Joma, S. (28 de junio de 2021). “Tenemos una gran cantidad de maestros que 
llegan alcoholizados a las escuelas”, ministra de Educación al defender cam-
bio en elección de docentes”. del. elsalvador.com. https://www.elsalvador.com/
noticias/nacional/ministerio-de-educacion-sustitucion-maestros/852975/2021/

El Tiempo Latino. (20 de mayo de 2019). Próxima ministra de Educación de 
El Salvador tendrá buena comunicación con docentes. del. https://eltiempo-
latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-
vador-dice/

Fiszbein, A. y Stanton, S. (2018). The future of education in Latin America and 
the Caribbean. Possibilities for United States Investment and Engagement. 

https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/educacion-autoriza-escuelas-con-tratar-218
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/educacion-autoriza-escuelas-con-tratar-218
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/educacion-autoriza-escuelas-con-tratar-218
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/nayib-bukele-destitucio-nes-carla-hanania-ministra-educacion/934154/2022/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/nayib-bukele-destitucio-nes-carla-hanania-ministra-educacion/934154/2022/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/nayib-bukele-destitucio-nes-carla-hanania-ministra-educacion/934154/2022/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-simedu-co-destitucion-minitra-carla-hanania-desercion-escolar/892455/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-simedu-co-destitucion-minitra-carla-hanania-desercion-escolar/892455/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-simedu-co-destitucion-minitra-carla-hanania-desercion-escolar/892455/2021/
https://www
https://www.elsalvador.com/
https://eltiempo-latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-vador-dice/
https://eltiempo-latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-vador-dice/
https://eltiempo-latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-vador-dice/
https://eltiempo-latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-vador-dice/
https://eltiempo-latino.com/2019/05/20/latinoamerica/proxima-ministra-de-educacion-de-el-sal-vador-dice/


219

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

Inter-American Dialogue. https://www.observatorioeducacion.org/sites/default/
files/usaid-layout-6.12.2018-final_pdf.pdf

Internacional de la Educación América Latina (2021a). Situación laboral y 
educativa de América Latina en el contexto de la pandemia COVID-19: prin-
cipales tendencias. Mediateca. . https://mediateca.ctera.org.ar/files/original/
74b61844ad6c2006004c97aa48f75c8f.pdf

Martínez, V. (2021). Maestros demandan a la ministra de Educación ante 
la Procuraduría tras negarse a suspender clases presenciales pese a alza 
COVID-19. Edición del 19 de octubre de 2021. La Prensa Gráfica. https://www.
laprensagrafica.com/elsalvador/SIMEDUCO-demanda-a-la-ministra-de-Educa-
cion-ante-la-PDDH-20211015-0039.html

LatinAlliance. (2021). Aplicación de la Ley de Regulación del Teletrabajo en El 
Salvador. https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-
bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-
cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador

La Vanguardia. (19 de agosto de 2020). El Salvador suspende clases presen-
ciales para lo que resta del 2020 por COVID. https://www.lavanguardia.com/
vida/20200819/482911304214/el-salvador-suspende-clases-presenciales-para-lo-
que-resta-del-2020-por-covid.html

Ley 600, 2020. Ley de regulación del teletrabajo. 16 de junio de 2020. 
Diario Oficial, n.° 123. https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRO-
NIC/110234/137012/F686235185/DEC%20600%20SLV.pdf

López, C. (1 de noviembre de 2021). Choque entre ministra de Educación y 
gremial de docentes por pregunta en prueba para maestros. n. elsalvador.
com. https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-mi-
nistro/895736/2021/

https://www.observatorioeducacion.org/sites/default/
https://mediateca.ctera.org.ar/files/original/
https://www
https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador
https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador
https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador
https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador
https://latinalliance.co/aplicacion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletra-bajo-en-el-salvador/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=aplica-cion-de-la-ley-de-regulacion-del-teletrabajo-en-el-salvador
https://www.lavanguardia.com/
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRO-NIC/110234/137012/F686235185/DEC%20600%20SLV.pdf
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRO-NIC/110234/137012/F686235185/DEC%20600%20SLV.pdf
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRO-NIC/110234/137012/F686235185/DEC%20600%20SLV.pdf
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-mi-nistro/895736/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-mi-nistro/895736/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/ministerio-de-educacion-mi-nistro/895736/2021/


Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. (2020a). Resolución de entrega de 
información. MINEDUCYT-2020-0324. https://www.transparencia.gob.sv/system/do-
cuments/documents/000/414/031/original/MINEDUCYT-2020-0324.pdf?1612799935

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. (2020b). Continuidad Educa-
tiva Ante la emergencia del COVID-19. http://www.iin.oea.org/pdf-iin/materia-
les-presentaciones/ElSalvador%20-Continuidad%20Educativa%20ante%20la%20
emergencia%20COVID-19.pdf

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. (2022). Resolución de negatoria 
de acceso a información por ser información reservada. MINEDUCYT-2022-0217. 
https://www.transparencia.gob.sv/search?utf8=%E2%9C%93&ft=2022-0217

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología (MINED). 2020. Gasto en educa-
ción como porcentaje del PIB. https://www.mined.gob.sv/EstadisticaWeb/indica-
dores/2020/trayectoria/9.4%20Gasto%20en%20educaci%C3%B3n%20como%20
porcentaje%20del%20PIB.pdf

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. (2020b). 6.000 centros esco-
lares, 2020. https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiYzFiMThhZjItZTE5YS00ODU-
xLWJkOTMtNDMxODU2ZGVhNmI0IiwidCI6 IjdjZTUwOTc0LTlmZmEtNGM5Ni05YzJ-
jLTBmNGRhOTk5NDFmZCIsImMiOjR9

Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología (2022). Ministerios de Educa-
ción y Salud presentan protocolo de bioseguridad para asegurar el regreso 
a clases de estudiantes y docentes. https://www.mined.gob.sv/2022/02/01/
ministerios-de-educacion-y-salud-presentan-protocolo-de-bioseguridad-para-ase-
gurar-el-regreso-a-clases-de-estudiantes-y-docentes/

Ministerio de Salud. (25 de marzo de 2021). Nueva jornada de vacunación 
para personal de primera línea. https://www.salud.gob.sv/nueva-jornada-de-va-
cunacion-para-personal-de-primera-linea-no-sanitario/

https://www.transparencia.gob.sv/system/do-cuments/220
https://www.transparencia.gob.sv/system/do-cuments/220
https://www.transparencia.gob.sv/system/do-cuments/220
http://www.iin.oea.org/pdf-iin/materia-les-presentaciones/ElSalvador%20-Continuidad%20Educativa%20ante%20la%20
http://www.iin.oea.org/pdf-iin/materia-les-presentaciones/ElSalvador%20-Continuidad%20Educativa%20ante%20la%20
http://www.iin.oea.org/pdf-iin/materia-les-presentaciones/ElSalvador%20-Continuidad%20Educativa%20ante%20la%20
https://www.transparencia.gob.sv/search?utf8=%E2%9C%93&ft=2022-0217
https://www.mined.gob.sv/EstadisticaWeb/indica-dores/2020/trayectoria/9.4%20Gasto%20en%20educaci%C3%B3n%20como%20
https://www.mined.gob.sv/EstadisticaWeb/indica-dores/2020/trayectoria/9.4%20Gasto%20en%20educaci%C3%B3n%20como%20
https://www.mined.gob.sv/EstadisticaWeb/indica-dores/2020/trayectoria/9.4%20Gasto%20en%20educaci%C3%B3n%20como%20
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiYzFiMThhZjItZTE5YS00ODU-xLWJkOTMtNDMxODU2ZGVhNmI0IiwidCI6IjdjZTUwOTc0LTlmZmEtNGM5Ni05YzJ-jLTBmNGRhOTk5NDFmZCIsImMiOjR9Ministerio
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiYzFiMThhZjItZTE5YS00ODU-xLWJkOTMtNDMxODU2ZGVhNmI0IiwidCI6IjdjZTUwOTc0LTlmZmEtNGM5Ni05YzJ-jLTBmNGRhOTk5NDFmZCIsImMiOjR9Ministerio
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiYzFiMThhZjItZTE5YS00ODU-xLWJkOTMtNDMxODU2ZGVhNmI0IiwidCI6IjdjZTUwOTc0LTlmZmEtNGM5Ni05YzJ-jLTBmNGRhOTk5NDFmZCIsImMiOjR9Ministerio
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiYzFiMThhZjItZTE5YS00ODU-xLWJkOTMtNDMxODU2ZGVhNmI0IiwidCI6IjdjZTUwOTc0LTlmZmEtNGM5Ni05YzJ-jLTBmNGRhOTk5NDFmZCIsImMiOjR9Ministerio
https://www.mined.gob.sv/2022/02/01/
https://www.salud.gob.sv/nueva-jornada-de-va-cunacion-para-personal-de-primera-linea-no-sanitario/
https://www.salud.gob.sv/nueva-jornada-de-va-cunacion-para-personal-de-primera-linea-no-sanitario/
https://www.salud.gob.sv/nueva-jornada-de-va-cunacion-para-personal-de-primera-linea-no-sanitario/


221

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

Ministerio de Salud. (29 de marzo de 2021). Docentes reciben primera dosis 
de la vacuna anti-COVID-19. https://www.salud.gob.sv/docentes-reciben-prime-
ra-dosis-de-la-vacuna-anti-COVID-19/

Ministerio de Trabajo y Previsión Social. (2010). Código de Trabajo de la 
República de El Salvador. Edición rubricada y concordada con las Normas In-
ternacionales del Trabajo, versión actualizada. https://www.ilo.org/dyn/travail/
docs/1742/Cod_Trab_ElSalv%5B1%5D.pdf

Organización de Estados Americanos. (s.f.). Desarrollo Infantil Temprano. 
http://www.oas.org/udse/dit/basedatos.htm

Recomendación sobre el trabajo a domicilio, 1996 (núm. 184). 20 junio 1996 
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_
CODE:R184

International Labour Organization. (2022) Care at work. https://www.ilo.
org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---dcomm/documents/publication/
wcms_838653.pdf

Programa De Las Naciones Unidas Para El Desarrollo. (s.f.). COVID-19 Global 
Gender Response Tracker. Recuperado el 10 de marzo de 2022 de https://
data.undp.org/gendertracker/

Programa De Las Naciones Unidas Para El Desarrollo. (2021). Informe Re-
gional de Desarrollo Humano 2021. Atrapados: alta desigualdad y bajo 
crecimiento en América Latina y el Caribe. https://www.latinamerica.undp.org/
content/rblac/es/home/library/human_development/regional-human-develop-
ment-report-2021.html

Presidencia de El Salvador. (8 de enero de 2021). Gobierno entregará compu-
tadoras a 1.2 millones de estudiantes del sistema público de forma progresi-

https://www.salud.gob.sv/docentes-reciben-prime-ra-dosis-de-la-vacuna-anti-COVID-19/
https://www.salud.gob.sv/docentes-reciben-prime-ra-dosis-de-la-vacuna-anti-COVID-19/
https://www.salud.gob.sv/docentes-reciben-prime-ra-dosis-de-la-vacuna-anti-COVID-19/
https://www.ilo.org/dyn/travail/
http://www.oas.org/udse/dit/basedatos.htm
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_
https://www.ilo
https://data.undp.org/gendertracker/
https://data.undp.org/gendertracker/
https://www.latinamerica.undp.org/


va. https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-entregara-computadoras-a-1-2-mi-
llones-de-estudiantes-del-sistema-publico-de-forma-progresiva/

Presidencia de El Salvador. (10 de marzo de 2021b). Gobierno anuncia regre-
so a clases “seguro, semipresencial y gradual” para el sector público y priva-
do bajo estricto cumplimiento de protocolos de prevención por el COVID-19. 
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-
presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-
to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/

Presidencia de El Salvador. (9 de abril de 2021c). Centros escolares se 
mantienen bajo estrecha El 15 de noviembre a las 7.20 pm está accesible-
vigilancia del Gobierno para garantizar el cumplimiento de las medidas de 
bioseguridad por COVID-19. https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-
res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-
plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/

Presidencia de El Salvador. (22 de junio de 2022). Más de 30 mil maestros del 
sector público reciben certificación en Google Classroom. https://www.presi-
dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-
en-google-classroom/

Swissinfo.ch. (27 de enero de 2022). El Salvador suspende clases presenciales 
por alza de casos diarios de COVID. https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-
rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-
rios-de-covid/47299602

USAID. (s.f.). Hoja informativa proyecto de USAID puentes para el empleo. ht-
tps://www.usaid.gov/sites/default/files/documents/1862/Hoja_Informativa_-_Pro-
yecto_de_USAID_Puentes_para_el_Empleo.pdf

https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-entregara-computadoras-a-1-2-mi-llones-222
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-entregara-computadoras-a-1-2-mi-llones-222
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-entregara-computadoras-a-1-2-mi-llones-222
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/
https://www.presidencia.gob.sv/gobierno-anuncia-regreso-a-clases-seguro-semi-presencial-y-gradual-para-el-sector-publico-y-privado-bajo-estricto-cumplimien-to-de-protocolos-de-prevencion-por-el-COVID-19/
https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/
https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/
https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/
https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/
https://www.presidencia.gob.sv/centros-escola-res-se-mantienen-bajo-estrecha-vigilancia-del-gobierno-para-garantizar-el-cum-plimiento-de-las-medidas-de-bioseguridad-por-covid-19/
https://www.presi-dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-en-google-classroom/
https://www.presi-dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-en-google-classroom/
https://www.presi-dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-en-google-classroom/
https://www.presi-dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-en-google-classroom/
https://www.presi-dencia.gob.sv/mas-de-30-mil-maestros-del-sector-publico-reciben-certificacion-en-google-classroom/
https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-rios-de-covid/47299602
https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-rios-de-covid/47299602
https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-rios-de-covid/47299602
https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-rios-de-covid/47299602
https://www.swissinfo.ch/spa/coronavi-rus-el-salvador_el-salvador-suspende-clases-presenciales-por-alza-de-casos-dia-rios-de-covid/47299602
ht-tps://www.usaid.gov/sites/default/files/documents/1862/Hoja_Informativa_-_Pro-yecto_de_USAID_Puentes_para_el_Empleo.pdf
ht-tps://www.usaid.gov/sites/default/files/documents/1862/Hoja_Informativa_-_Pro-yecto_de_USAID_Puentes_para_el_Empleo.pdf
ht-tps://www.usaid.gov/sites/default/files/documents/1862/Hoja_Informativa_-_Pro-yecto_de_USAID_Puentes_para_el_Empleo.pdf
ht-tps://www.usaid.gov/sites/default/files/documents/1862/Hoja_Informativa_-_Pro-yecto_de_USAID_Puentes_para_el_Empleo.pdf


223

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

Educadoras en Honduras: refundando desde la esperanza 
por un trabajo digno y el derecho al cuidado
Mirta Kennedy

1. El contexto: las medidas gubernamentales				  
y condiciones de trabajo docente durante la pandemia

Las medidas tomadas por los gobiernos de América Latina en el escenario de 
la pandemia de COVID-19 tuvieron importantes impactos sobre el sector de 
educación, en particular sobre las mujeres docentes que se manifiestan en el 
deterioro de sus condiciones laborales y en la profundización de la crisis de los 
cuidados (CEFEMINA-IEAL, 2021). 

Este análisis se focaliza en cómo han incidido esas medidas en el caso de Hon-
duras en las dos dimensiones señaladas, sobre la precarización de las condi-
ciones de trabajo de las educadoras y la desigual distribución de los cuidados. 
Existe el riesgo de que algunos cambios ocurridos permanezcan pasada la 
pandemia, perjudicando a largo plazo los derechos laborales de los educado-
res y las educadoras y ampliando las brechas de género.

1.1. El contexto de la pandemia: privatización, corrupción y narcoestado

Las dos últimas administraciones de gobierno continuista e ilegal del presidente 
Hernández (2014-2022) lograron una sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 
Honduras el 24 de abril de 2015 controlada por sus partidarios, declarando ilegal 
el precepto constitucional que prohíbe la reelección. Estas administraciones se 
caracterizaron por profundizar en extremo el avance de las políticas neoliberales 
a través de un complejo entramado de privatización, corrupción y narcotráfico. 



Terminado su mandato, se alcanzó un rápido reconocimiento internacional como 
el jefe de un cartel de alto perfil en la región, por ser el primer narcotraficante que 
llegó a ocupar el cargo político más alto del país y consolidar un narcoestado.

Hernández, solicitado en extradición por el gobierno de Estados Unidos a 14 
días de terminar su segundo período de gobierno de facto⁷⁷, se ha destapado 
en Honduras un torrente de información que revela la profunda magnitud 
alcanzada por el proceso de privatización y pérdida de soberanía del Estado. 
La avanzada privatizadora compite palmo a palmo el territorio con las hondu-
reñas y los hondureños, legítimos ciudadanos del Estado, amparándose en 
la Ley de las ZEDE⁷⁸. Los bienes públicos han sido traspasados a concesiones 
mineras, hidroeléctricas, madereras, turísticas, entre otras, así como la admi-
nistración de los servicios esenciales del país: electricidad, agua, salud y edu-
cación, a la administración de la banca privada (Moncada, 2020).

El 28 de enero de 2022, a dos meses de instalado el nuevo gobierno presidido por 
Xiomara Castro⁷⁹, se revela el alto nivel de entrega de la institucionalidad públi-
ca al sector privado durante la década previa, y se abren interrogantes sobre la 
magnitud de la pérdida de soberanía, en un modelo de administración del Estado 
manejado por la banca privada a través de fideicomisos⁸⁰ (Moncada, 2022). El 
lavado de dinero proveniente de los narconegocios y la corrupción enquistada 
en las instituciones estatales y en la sociedad parecen comprometer a los princi-
pales grupos de poder: empresa, banca, medios corporativos, cúpulas de iglesias 
evangélicas, de partidos políticos tradicionales, y otros (El Perro Amarillo, 2021).

⁷⁷ El 14 de febrero de 2022 la Cancillería de Honduras remitió a la Corte Suprema de Justicia una comunicación oficial de la Em-
bajada de los Estados Unidos solicitando formal arresto provisional con el propósito de extradición del expresidente Hernández 
(@CancilleríaHN, 14 de febrero 2022), acusado de conspirar para traficar 500 toneladas de cocaína a EEUU (es.insightcrime.org).
⁷⁸ Decreto No 120-2013. Ley orgánica de las zonas de empleo y desarrollo económico, ZEDE. Son zonas sujetas a una 
jurisdicción especial para atraer inversiones. Tienen autonomía funcional y administrativa, tribunales de justicia propios 
autónomos del Estado, un gobierno autónomo administrado por un secretario técnico, cobran sus propios impuestos, y 
las personas que habitan en ese territorio quedan sujetos a dicha jurisdicción administrativa. Este decreto fue derogado 
por el Congreso Nacional del gobierno de Xiomara Castro, el 20 de abril 2022.

⁷⁹ Xiomara Castro ganó las elecciones presidenciales realizadas el 28 de noviembre de 2021 al frente de una coalición 
política integrada por el partido Libre; el cual integra; el Partido Salvador de Honduras, el Partido Innovación y Unidad 
(PINU) y el partido emergente Honduras Humana, recibiendo además el apoyo de una parte del electorado y algunos 
líderes del Partido Liberal de Honduras y de sectores independientes.

⁸⁰ Los fideicomisos fueron contratados por el gobierno anterior con la banca privada para administrar los recursos del 
Estado y la recaudación de impuestos. (Moncada, 2022)
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Durante la pandemia aumentó la pobreza de los hogares en más de 10 puntos 
porcentuales, alcanzando al 73,6% (INE-EHPM, 2021). Se perdieron empleos, 
con mayor afectación para las mujeres. En 2020 la tasa de desocupación feme-
nina fue de 13,7%, superando en 5 puntos porcentuales la desocupación mas-
culina (UNAH-IIES, 2021). También colapsó el sistema de salud (Ávila y Yánez, 
2020), un tercio de la población en edad escolar quedó excluida de la educación 
(SEDUC-SACE, 2020)⁸¹, creció a niveles históricos el endeudamiento del país en 
un 700% (55% del PIB) (CASTRO,2021), se avanzó en la instalación de las ZEDE 
y estalló el escándalo de la corrupción gubernamental con la compra de hospi-
tales móviles que nunca se instalaron y de equipos médicos sobrevaluados, en 
plena pandemia (CNA, 2021). Tanto en 2020 como en 2021 el principal ingreso 
del país continuaron siendo las remesas enviadas por los migrantes, en su gran 
mayoría indocumentados, principalmente desde Estados Unidos. Contra todo 
pronóstico los flujos de divisas por remesas familiares crecieron en un 3,9% en 
2020 respecto a 2019, y en un 4% en 2021 respecto al año previo. En 2020 las 
remesas familiares representaron el 24,1% del PIB (BCH, 2021). 

La alta mortalidad y morbilidad por COVID-19, la violencia política, las elevadas 
tasas de femicidios, la inseguridad y la violencia del narcotráfico y las violacio-
nes a los derechos humanos marcaron el período de la pandemia. Destaca en 
2021 la campaña electoral que le dio el triunfo a la candidata Xiomara Castro 
el 28 de noviembre, al frente de una coalición de fuerzas políticas que se fue 
consolidando en más de una década de masiva resistencia a la dictadura en 
todo el país, luego de haber ganado dos elecciones previas en las urnas, en 
2014 y 2017, convertidas en derrotas por el fraude electoral del oficialismo.

⁸¹ Según datos del Sistema Administrativo de Centros Educativos (SACE) de la Secretaría de Educación de Hondu-
ras (SEDUC) la matrícula escolar en 2020 en los tres niveles educativos, prebásica, básica y media, fue de 1 921 454, 
representando el 66% de la población en edad escolar proyectada de 2 912 624 (INE, 2020). El 34% no se matriculó 
(SEDUC-SACE, 2020).



1.2. El sistema educativo público en crisis: 				  
descentralización y privatización

La llegada de la pandemia puso de relieve y agravó la crisis de sostenibilidad y el de-
terioro que, por décadas, venía experimentando el sistema educativo público más 
fragilizado a partir de las políticas de descentralización que se plasmaron en la Ley 
Fundamental de la Educación (2012), reafirmadas en el Plan Estratégico del Sector 
Educación (PESE 2018-2030). Aunque la ley establece que la educación es obligato-
ria y gratuita desde el último nivel de prebásica hasta la finalización de la educación 
media, el escenario fue propicio para recortar las responsabilidades del Estado en 
garantizar la provisión de servicios allanando el camino a través de mecanismos de 
privatización “por defecto” o por la “vía del desastre”⁸² (Verger et al, 2017).

En Honduras el ejemplo de la privatización por la vía del desastre son las es-
cuelas del Programa de Educación Comunitaria (PROHECO). Creadas en 1999, 
fueron promovidas por el Banco Mundial, , un año después de ocurrido el de-
sastre de magnitud nacional ocasionado por el huracán Mitch. Estos centros 
educativos son administrados directamente por las madres y padres de fami-
lia bajo la modalidad de Asociación Educativa Comunitaria (AECO), ubicándose 
en comunidades rurales donde no hay otros servicios educativos. Brindan ser-
vicios de educación básica y prebásica. El personal docente depende directa-
mente de la AECO y no gozan de los mismos derechos que el personal docente 
de la educación pública; salario inferior, inestabilidad laboral, impedidos de 
sindicalizarse y la mayoría carece de título (ISSUU, s.f. )⁸³.

En 2020, el 83,5% de la matrícula en los niveles de prebásica, básica y media 
(primero y segundo ciclo) correspondió al sector público y el 16,5% al privado. 

⁸² La privatización por defecto se produce por la pasividad o limitada capacidad del Estado ante una creciente de-
manda educativa, y se canaliza a través de las llamadas escuelas privadas de bajo costo, en un contexto de falta de 
inversión educativa estatal. La privatización por la vía del desastre es la adopción de reformas educativas drásticas en 
situaciones de emergencia humanitaria y social (desastres naturales, pandemia, otros), aplicando distintas fórmulas 
de privatización; en el caso de Honduras las escuelas PROHECO en 1999, en el escenario post Mitch. (Verger, Antoni, 
Moschetti, Mauro y Fontdevila, Clara, 2017).

⁸³ https://issuu.com/educationinternational/docs/digital-tendencias-bancomundial/s/11466526

https://issuu.com/educationinternational/docs/digital-tendencias-bancomundial/s/11466526
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En los departamentos de mayor urbanización la matrícula en el sector privado 
fue del 30,3% en Cortés y 28,5% en Francisco Morazán. Entre 2000 y 2020 casi 
se duplicó el porcentaje de la matrícula de las escuelas privadas (nivel básico) 
respecto a las públicas, pasando de 6,1% a 11, 4%. En el nivel prebásico el 
13,1% correspondía a centros privados, el 24,5% en el primer ciclo de media, y 
el 32,5% en el segundo ciclo de educación media (SEDUC-SACE, 2020).

En las últimas décadas no ha sido prioridad gubernamental fortalecer la ins-
titucionalidad de la educación pública. El abandono se ve reflejado en el mal 
estado de la infraestructura y el equipamiento educativo, el deterioro de los 
servicios básicos en las escuelas, el déficit crónico de aulas, la falta de contra-
tación de docentes para suplir las plazas vacantes, los presupuestos insufi-
cientes, la mala gestión y la desviación de recursos (CESPAD, 2020).

La pandemia impactó sobre el sistema educativo en crisis, y debilitado por las me-
didas de descentralización y privatización que se venían implementando con fuerte 
énfasis desde el golpe de estado de 2009. Un informe de 2015 destacaba problemas 
similares a los ya señalados como la falta de inversión en infraestructuras educativas 
por parte del Estado de Honduras, la demanda insatisfecha de servicios educativos, 
las deficiencias en la formación docente, el manejo poco transparente de los recur-
sos destinados a la educación pública, y la falta de priorización y de visión política de 
las autoridades al no atender la educación como un derecho humano (OREI, 2015). 

La exposición del país a los eventos climáticos catastróficos cíclicos y cada vez 
más frecuentes en la región han favorecido que se impulse la privatización de 
la educación por la vía del desastre. Se ha estimado que se destruyeron com-
pletamente 500 escuelas y otro gran número fueron dañadas como efecto 
de las tormentas tropicales Eta y Iota que afectaron al país en noviembre del 
2020. Al inicio de 2022 se estimaba que el 75% de las escuelas requerían algún 
tipo de rehabilitación (COLPROSUMAH, 2022)⁸⁴.

⁸⁴ COLPROSUMAH (2022). Conferencia de Luis Daniel Fonseca Presidente de la Junta Directiva electa 2022-2023. 
Facebook. Recuperado en: https://www.facebook.com/COLPROSUMAH.HN/videos/1174311069639555

https://www.facebook.com/COLPROSUMAH.HN/videos/1174311069639555


El vacío dejado por la inacción gubernamental en el sostenimiento de la educa-
ción pública en las últimas décadas está siendo ocupado por múltiples actores no 
estatales, como organismos internacionales, agencias de cooperación, empresas, 
corporaciones, la banca, fundaciones, ONG nacionales e internacionales, contra-
tistas, iglesias, organizaciones comunitarias, asociaciones de madres y padres 
y otros actores comunitarios. Esta privatización “por defecto” se manifiesta en 
tendencias heterogéneas: en el papel preponderante de fundaciones privadas 
en la provisión de la educación prebásica, el aumento de escuelas de educación 
básica de bajo costo, el cobro de la matrícula escolar, incremento de colegios de 
educación media privados, la incursión de la empresa privada y bancos en la edu-
cación a través de la responsabilidad social corporativa, la creciente participación 
de ONG, agencias de cooperación y organizaciones con fines de lucro subcontra-
tadas, la puesta en marcha de políticas de rendición de cuentas como forma de 
privatización endógena (Caravaca et al., 2019). Esos actores tienen una alta in-
fluencia en la producción de políticas y en la gestión del sistema debido a factores 
como la debilidad estatal, la infradotación de recursos humanos, materiales y de 
infraestructura, el desgobierno del sistema, la adopción de medidas de eficiencia 
interna para hacer frente a las demandas del sistema sin destinar recursos y la 
adopción incuestionada de políticas globales. En 2019 el presupuesto para educa-
ción correspondió al 4,7% del PIB⁸⁵. En la práctica esos recursos no se invirtieron 
en las necesidades prioritarias, debido a factores como la desviación de fondos y 
la mala administración (Caravaca et al., 2019). 

En la estructura estatal, la Secretaría de Educación se ha debilitado y ha perdi-
do atribuciones. Ha quedado en el papel de ente que rectora y norma las polí-
ticas, mientras otras funciones fueron desconcentradas a otras entidades gu-
bernamentales como el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional 
de Telecomunicaciones, así como a organismos cooperantes y fundaciones 
privadas (PESE, 2012). También ha perdido categoría en la estructura del go-
bierno. En el 2013, con la llamada modernización del Estado, bajo el pretexto 
de lograr una mayor eficiencia y eficacia de las intervenciones del gobierno se 
⁸⁵ Datos del Banco Mundial. Recuperado en: https://datos.bancomundial.org/indicator/SE.XPD.TOTL.GD.ZS?locations=HN

https://datos.bancomundial.org/indicator/SE.XPD.TOTL.GD.ZS?locations=HN


229

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

crearon siete gabinetes sectoriales, quedando la Secretaría de Educación sub-
sumida en el Gabinete de Desarrollo e Inclusión Social. En esta restructuración 
la institución educativa perdió categoría y poder frente a otras entidades pú-
blicas, con menos control sobre los recursos, lo cual hace más engorrosos los 
procesos administrativos y de toma de decisiones⁸⁶ (Irías, 2015). Con el cam-
bio de administración de gobierno en 2022, esta tendencia podría revertirse. 

1.3. Recursos y medidas tomadas para el sector de la educación 

El paso a la educación no presencial, decretada por el gobierno al iniciar la pan-
demia en Honduras, requería de la comunicación fluida remota entre docentes 
y estudiantes, por lo que se recurrió a las tecnologías de la información y la co-
municación (TIC), y en menor grado, a, dispositivos y conexión a internet. 

En Honduras desde hacía dos décadas se venían implementando proyectos 
puntuales en distintas instituciones estatales para dotar de conexión a inter-
net y computadoras a escuelas, colegios y comunidades, en el contexto de pro-
gramas de cooperación con algunas agencias. Entre estos estaban: Ampliando 
Horizontes (2004), con la dotación de equipos a 420 centros educativos; @pren-
de/Aula tecnológica (2007), con cobertura en los 18 departamentos, para dotar 
de computadoras de escritorio, impresora, mobiliario y conexión a internet a 
2250 aulas tecnológicas y entrega de 30,000 computadoras en 2010; Proyecto 
Eurosolar (2007), para dotación de energía solar a 68 comunidades rurales y 
equipos para los centros educativos y centros comunitarios con computadora 
e internet; Centros Comunitarios de Conocimiento, CCC (2004), para la instala-
ción de cibercafé y capacitación en TIC en 123 sitios en 48 municipios rurales; 
Proyecto Ampliando Horizontes (2009), con cobertura en 17 departamentos sin 
⁸⁶ La reforma implementada por el presidente Juan Hernández tenía dos propósitos centrales, privatización y mayor 
centralización de las competencias y decisiones estatales en la figura presidencial. Decreto Legislativo 266-2013 Ley 
para Optimizar la Administración Pública, mejorar los servicios a la ciudadanía y Fortalecimiento de la Transparencia 
en el Gobierno. https://www.tsc.gob.hn/biblioteca/index.php/leyes/527-ley-para-optimizar-la-administracion-publi-
ca-mejorar-los-servicios-a-la-ciudadania-y-fortalecimiento-de-la-transparencia-en-el-gobierno

https://www.tsc.gob.hn/biblioteca/index.php/leyes/527-ley-para-optimizar-la-administracion-publi-ca-mejorar-los-servicios-a-la-ciudadania-y-fortalecimiento-de-la-transparencia-en-el-gobierno
https://www.tsc.gob.hn/biblioteca/index.php/leyes/527-ley-para-optimizar-la-administracion-publi-ca-mejorar-los-servicios-a-la-ciudadania-y-fortalecimiento-de-la-transparencia-en-el-gobierno
https://www.tsc.gob.hn/biblioteca/index.php/leyes/527-ley-para-optimizar-la-administracion-publi-ca-mejorar-los-servicios-a-la-ciudadania-y-fortalecimiento-de-la-transparencia-en-el-gobierno


incluir Gracias a Dios, utilizando conectividad de la red móvil. Se equiparon las 
aulas tecnológicas con laptop, pizarras electrónicas, mobiliario, servidor para 
administrar interfaz, logrando capacitar a 2,634 docentes, y equipar 296 centros 
educativos con 3500 computadoras instaladas en 3 años. El Congreso Nacional 
impulsó el Proyecto 5 Estrellas, con cobertura en siete departamentos, prove-
yendo internet mediante contrato privado con la empresa Claro a 63 escuelas, 
computadoras, impresoras, y mobiliario (885 computadoras distribuidas)⁸⁷. 

En 2013 se creó el Fondo de Inversión de Telecomunicaciones y Tecnologías de 
la Información (FITT), para financiar la promoción y desarrollo de proyectos en 
materia de telecomunicaciones y sus aplicaciones en las TIC, facultando a la Co-
misión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) a regular las TIC para redu-
cir la brecha digital (Decreto Legislativo N.° 325-2013). El presupuesto del FITT se 
constituye “con los aportes obligatorios mensuales que deben efectuar los opera-
dores de servicios públicos de telecomunicaciones y de las TIC, equivalente al 1% 
de sus ingresos brutos mensuales provenientes de la prestación de servicios de 
telecomunicaciones” (Art.24-C), y de otras fuentes (donaciones, legados, inversio-
nes, y otras lícitas). En 2014, CONATEL aprobó el reglamento del FITT, NR007/14.

En 2014, la Resolución Normativa NR019/14⁸⁸ de CONATEL, referida al acceso 
y conectividad universal, a llevarse a cabo mediante el programa de coopera-
ción social “Internet de todos-Conexión al mundo”, instituye que los operado-
res de este servicio están obligados a proporcionar de manera gratuita una 
cuota de acceso a internet a nivel nacional en banda ancha y cobertura de 
infraestructura de red, contribuyendo a la propagación de las TIC y a la reduc-
ción de la brecha digital (Art.39). En el Art.41 establece que deberán:

proveer anualmente una cantidad de accesos de internet fijos en Banda Ancha pro-
porcionales al 5% del total de usuarios y suscriptores del servicio contabilizados al 31 

⁸⁷ Información contenida en los Considerandos del Decreto Legislativo 325-213 Reforma a la Ley Marco del Sector 
de Telecomunicaciones.
⁸⁸ Modificó la Resolución Normativa NR 0014/11.
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de diciembre del año anterior, considerando únicamente la cantidad de usuarios y 
suscriptores con consumo o en modalidad de pagos igual o superior a la velocidad 
vigente de banda ancha definida por CONATEL. (Art.41, RN019/14)

La misma resolución señala que, dentro de los objetivos de la Tercera Refor-
ma Educativa “Educación para el Trabajo y las Tecnologías de la Información”, 
es prioridad beneficiar con acceso a internet en banda ancha en forma gratui-
ta a las aulas tecnológicas o de cómputo de las escuelas y colegios públicos, 
centros comunitarios, centros de salud, telecentros y las zonas recreativas pú-
blicas como parques y canchas deportivas priorizando los sectores sociales 
que por su condición económica, social, cultural, étnica o localización geográ-
fica, tienen escasa posibilidad de acceder a este servicio (Art.41.A, RN019/14).

La Secretaría de Educación (SEDUC) también contaba con el recurso del portal 
digital Educatrachos que fue creado en la administración de gobierno 2010-
2013⁸⁹. Es una plataforma en línea que dispone de materiales educativos para 
estudiantes de diferentes grados de educación primaria y media, y de guías 
de evaluación y otro material para docentes. Esos materiales se pueden con-
sultar en línea y descargar, para lo cual se requiere conexión a internet y una 
computadora, tableta o celular inteligente⁹⁰. 

A inicios de la pandemia, con el apoyo de UNICEF, se diseñó la campaña edu-
cativa “Te queremos estudiando en casa” que comenzó a ejecutarse días antes 
de que se cerraran los centros educativos en marzo 2020. La campaña tuvo 
tres ejes: i) mantener a la población estudiantil en el sistema educativo con las 
clases en sus hogares, ii) informar sobre las medidas de bioseguridad a tomar, 
e iii) instruir sobre la salud socioemocional con consejos dirigidos a docentes 
y familiares responsables para cuidar la salud mental de la niñez, así como 
la alimentación (UNICEF, 2020). Se preparó material didáctico para docentes, 
cápsulas informativas para estudiantes con dosificación y priorización de con-

⁸⁹ Presidencia de Porfirio Lobo
⁹⁰ Plataforma Educatrachos. Disponible en: https://educatrachos.learningpassport.unicef.org/

https://educatrachos.learningpassport.unicef.org/


tenidos para difundir en el nivel comunitario, las redes sociales, los medios de 
comunicación, y los teléfonos móviles (SEDUC, 2020)⁹¹ .

El 16 de julio de 2020 entró en vigor el Decreto Legislativo 60-2020 “Medidas 
para facilitar la educación no presencial a través de medios digitales, en casos 
excepcionales”, que manda a las compañías de internet a poner a disposición 
de manera gratuita este servicio a la Secretaría de Educación, para el uso tan-
to de docentes como de estudiantes del sistema de educación pública, para 
“difundir los contenidos facilitados por la Secretaría de Estado en el Despacho 
de Educación, a fin de garantizar la continuidad de la educación de manera 
no presencial del sistema de educación público, durante la emergencia decre-
tada” (Artículo 1). También obliga a las televisoras y radiodifusoras locales y 
similares (132 medios) dentro de su campo de programación, en los horarios 
comprendidos entre las 7:00 a 18:00 horas, a ceder una hora diaria de lunes 
a viernes para difundir dichos contenidos, incluyendo a las operadoras de ca-
ble: “todos los canales de televisión nacional abiertos y de libre recepción con 
frecuencias registradas en la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CO-
NATEL)” (Artículo 1, Decreto 60-2020, La Gaceta n.° 35315).

Durante el año lectivo iniciado en el 2020, y mientras no se reanuden las clases 
del sistema de educación pública, de manera presencial, todas las compañías que 
ofrezcan servicio de internet, incluyendo el uso de datos móviles, a nivel nacional; 
deben brindar de manera gratuita el servicio de Internet a la Secretaría de Estado 
en el Despacho de Educación para que tanto los maestros como los estudiantes del 
sistema de educación pública puedan llevar a cabo las actividades enmarcadas en 
la estrategia definida por la Secretaría de Estado en el Despacho de Educación para 
la impartición de clases virtuales. (Decreto Legislativo 60-2020, Artículo 2).

Quedaba a cargo de la SEDUC diseñar un plan para la dotación y asignación 
paulatina de tecnologías de la información y la comunicación a los centros 

⁹¹ En julio 2020 según información del ministro de Educación, se disponía de 606 audio clases radiales, y textos visuales.
https://www.ip.gob.hn/plataforma-te-queremos-estudiando-en-casa-lleva-educacion

https://www.ip.gob.hn/plataforma-te-queremos-estudiando-en-casa-lleva-educacion
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educativos que no tuvieran estas tecnologías, hasta equipar todos los cen-
tros educativos a finales del 2020 (Artículo 4, Decreto 60-2020). También se 
compromete a los gobiernos locales a implementar estrategias y la logística 
necesaria para la distribución de materiales educativos impresos, en los luga-
res donde no hubiera ningún acceso a los otros medios de comunicación. La 
SEDUC debía proporcionar los materiales impresos para garantizar el acceso 
a cada estudiante a la educación a nivel nacional (Artículo 3, Decreto 60-2020). 

El 21 de enero del 2021 entró en vigor el Decreto Ejecutivo PCM 232-2020 (Dia-
rio Oficial La Gaceta, No.35,485) que crea el Programa Nacional de Transfor-
mación Educativa Digital, adscrito a la Secretaría de Coordinación General de 
Gobierno, como una estrategia que contribuye al logro de los aprendizajes. 
Entre sus objetivos se propone promover el uso de plataformas virtuales de 
aprendizaje educativo, y apoyar en la dotación de dispositivos electrónicos a 
los centros educativos focalizados, que además cuenten con el soporte técnico 
para el mantenimiento requerido. Establece que será coordinado por un conse-
jo presidido por el ministro o ministra de Educación. No se le asignaron fondos 
directos, operaría en coordinación con otros programas y proyectos en curso⁹².

En mayo de 2021 la Secretaría de Educación hizo el lanzamiento del Bachillera-
to Virtual en Ciencias y Humanidades, coordinado por la Dirección General de 
Modalidades Educativas, a través de la Subdirección General de Educación de 
Jóvenes y Adultos, y con el apoyo de la Unidad del Sistema Nacional de Infor-
mación Educativa de Honduras (USINIEH). Es una oferta educativa para jóvenes 
y personas adultas de 15 y más años que no hubieran culminado la educación 
básica y media. Programado para beneficiar a 6 000 estudiantes por año den-
tro y fuera del territorio hondureño, esta plataforma para llevar clases en línea 
requiere de conexión a internet y dispositivo para conectarse⁹³ (Conexión.hn, 

⁹² Los fondos para la implementación del Programa provendrán de los siguientes Programas y Proyectos: 1. Mejora de la 
Calidad Educativa para el Desarrollo de Habilidades para el Empleo: Proyecto Joven (HO-L1188); 2. Transformación Digital 
para una Mayor Competitividad (HO-L1202); 3. Plan Nacional de Banda Ancha, a través del Fondo de Inversión en Teleco-
municaciones, las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (FITT); y, 4. Otros fondos que en futuro se identifiquen 
y prioricen. Plan Estratégico del Sector Educativo 2018-2030

⁹³ https://conexion.hn/2021/05/educacion-lanzan-el-bachillerato-en-ciencias-y-humanidades-bajo-la-modalidad-virtual/

https://conexion.hn/2021/05/educacion-lanzan-el-bachillerato-en-ciencias-y-humanidades-bajo-la-modalidad-virtual/


2021). La plataforma se articula con el Centro Educativo Virtual de la Secretaría 
de Educación, que dispone de textos y materiales educativos en línea⁹⁴. 

En el inicio de las clases en el 2021 el ministro de Educación informó que se 
entregarían cuadernos de trabajo y textos escolares para 800 mil estudiantes 
de zonas con dificultades para acceder a la radio, la TV y el internet. Precisa-
mente son los sectores más excluidos del sistema educativo⁹⁵. 

En años previos a la pandemia se habían implementado varios proyectos gu-
bernamentales, sobre todo con fondos de la cooperación externa, los cuales 
introdujeron las TIC y la conectividad en algunos centros educativos donde se 
distribuyeron computadoras a escuelas, estudiantes y docentes. La mayoría 
fueron descontinuados por la falta de presupuesto. Al declararse la pandemia 
y, durante el período 2020-2021 el gobierno implementó varias acciones; se 
aprobaron leyes, se dictaron decretos y se tomaron nuevas medidas institu-
cionales para facilitar la educación remota, no obstante, con resultados esca-
sos. Entre otros problemas, la acción estatal ha tenido una lenta ejecución y 
poca atención a las nuevas problemáticas que estaban enfrentando las educa-
doras y los educadores y la comunidad educativa en su conjunto.

1.4. El corto alcance de las medidas 

Con el cierre de los centros educativos a pocas semanas de iniciadas las clases 
en 2020, casi dos millones de estudiantes, y más de 90 mil docentes de pre-
básica, básica y media (70,2% mujeres) tuvieron que abandonar las aulas (SE-
DUC-SACE, 2020). El riesgo de un cierre total del año lectivo se hizo evidente y 
fue la presión y la exigencia de los gremios magisteriales que aceleró el paso 
a las clases no presenciales o remotas.

⁹⁴ https://cevirtual.se.gob.hn/cevirtual/

⁹⁵ https://www.se.gob.hn/detalle-articulo/1569/

https://cevirtual.se.gob.hn/cevirtual/
https://www.se.gob.hn/detalle-articulo/1569/
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El sistema educativo carecía de las condiciones para pasar de la enseñanza 
presencial a la virtual sostenida en la utilización de las TIC. Como ya fue seña-
lado, las iniciativas previas gubernamentales para incorporar las telecomuni-
caciones y la informática en la educación habían sido desarticuladas y puntua-
les y no llegaron a garantizar que docentes, alumnado y centros educativos 
dispusieran de las herramientas tecnológicas y la conectividad. 

El país tampoco contaba con la infraestructura necesaria de servicios. Entre 
las principales dificultades se anotan: la insuficiente cobertura de la red de 
energía eléctrica en el área rural y un servicio con continuas fallas en casi todo 
el país; la baja cobertura de conectividad a internet, sobre todo en áreas ru-
rales y entre los sectores económicamente más desfavorecidos; y la pobreza 
generalizada, agudizada en el escenario de la pandemia que dificultaba a las 
familias poder solventar los nuevos costos de la educación de sus hijas e hijos, 
como el pago de internet o datos prepagos, compra de dispositivos de comu-
nicación, de aparatos de TV o radio, espacio en el hogar y condiciones para 
disponer de un aula en casa, entre otros.

Con la trasmisión de los programas educativos por televisión y radio, la SEDUC pre-
tendía llegar a todos los rincones del país con o sin conexión. Sin embargo, en mu-
chas zonas rurales del país, no hay electricidad. Más allá de los anuncios de distribu-
ción de tabletas, en marzo 2021 la prensa reportaba que solo se habían repartido 
en dos departamentos, sin conocerse cuántas, y desde los colegios magisteriales se 
denunciaba que estaban desfazadas (Diario Digital Paradigma, 2021).

En la práctica se utilizó generalizadamente la telefonía celular para la comu-
nicación fluida entre docentes y estudiantes, principalmente llamadas y men-
sajes de texto para el envío de materiales educativos, frecuentemente en for-
mato de imagen para facilitar que las y los estudiantes imprimieran las tareas 
y las compartieran. En los lugares con dificultades de conexión, o donde po-
cas familias disponían de teléfonos móviles se compartían los contenidos con 
quienes no disponían de dispositivos. En algunas comunidades tenían que 



caminar hasta el lugar más cercano donde se pudiera captar la señal de inter-
net (Kennedy, 2021).

En 2020 el 49,1% de la matrícula en los niveles prebásico, básico y medio, 
correspondió al área rural (SEDUC-SACE, 2020), donde casi un tercio de las 
viviendas no están conectadas a la red de energía eléctrica. En 2019, el 72,6% 
de las viviendas rurales estaban conectadas a la red de electricidad y el 27,4% 
carecía de este servicio. En algunos departamentos este porcentaje era mu-
cho más alto; en Gracias a Dios el 80% de las viviendas no estaban conectadas 
a la red de electricidad (ENEE, 2019)⁹⁶. A nivel nacional, en 2015 el 44% de los 
locales escolares públicos y privados de los niveles prebásico, básico y medio, 
no disponían de electricidad⁹⁷ (ENEE-SIPLIE, 2016).

Otro déficit es la baja cobertura de internet a nivel nacional. Según datos de CO-
NATEL, la densidad de usuarios de internet por 100 habitantes fue de 39,4 en 
2019 (CONATEL, 2020). El porcentaje de viviendas con acceso a internet fijo es de 
20,4% para los hogares pobres, de 40,3% para los hogares de clase media vulne-
rable, y de 58,6% para los de clase media consolidada. El porcentaje de población 
con cobertura 4G es de 75,8%, inferior al promedio de Centroamérica (88,6%) y al 
de toda la región (86,7%). De acuerdo con el Índice de Adecuación Digital Global, 
el país se ubica en el puesto 93 entre 141 países (Prat J. et. at., 2021). 

De parte del gobierno, prevaleció la falta de voluntad política para aumentar 
el presupuesto de la educación a modo de facilitar las condiciones para el 
funcionamiento de las clases en las modalidades remotas. En el 2020 el pre-
supuesto fue de 29,9 millones de lempiras. En 2021, en plena pandemia, solo 
aumentó un 3,8%, a 32,3 millones de lempiras (La Gaceta, N.° 35,468), por lo 
que la SEDUC tiene como tarea pendiente sostener la educación no presencial 
funcionando a nivel nacional, invertir en equipamiento tecnológico y conecti-

⁹⁶ Empresa Nacional de Energía Eléctrica, ENEE
⁹⁷ Cada centro educativo funciona en un plantel o instalación física, acondicionada para fines educativos. Múltiples centros 
educativos de diversos niveles y/o modalidades pueden funcionar en un mismo plantel, ya sea durante la misma jornada, o 
en jornadas diferentes. SIPLIE-SEDUC (2015).
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vidad y en la rehabilitación y adecuación de los centros educativos en la pers-
pectiva del retorno a clases semipresenciales o presenciales.

El conjunto de factores señalados dificultó y complejizó la mediación educativa 
remota, sumado a la limitada formación del personal docente en las TIC y a la 
falta de priorización de la institución educativa en capacitar al personal docente 
en metodologías de mediación pedagógica remota con el uso de TIC (Mejía-Elvir, 
2020b) y la escasa disponibilidad de herramientas tecnológicas y conectividad 
de docentes y estudiantes. Para diciembre 2020 la modalidad de internet post 
pago representa el 9,7% de las personas abonadas y el 90,3% abonados prepa-
gos; el gasto diario en datos móviles pasó a ser una necesidad básica para las 
familias con hijos e hijas estudiando, que muchas no podían pagar (ENEE, 2021). 

Las medidas tomadas para proveer internet gratuito para la educación no lle-
garon a implementarse a escala significativa para garantizar el acceso, ni si-
quiera en las grandes ciudades, aunque se disponía de más de un mecanismo 
legal para activarlo. La institución educativa no distribuyó suficientes disposi-
tivos electrónicos para que estudiantes y docentes pudieran conectarse. Ni los 
gobiernos locales asumieron de manera significativa la responsabilidad que 
les adjudicó la ley de implementar estrategias y la logística para apoyar la la-
bor docente en las zonas sin conectividad, que obviamente requería recursos. 

Estas deficiencias complejizaron el trabajo docente para poder mantener la 
comunicación con el alumnado en diferentes situaciones. Utilizaron las herra-
mientas disponibles en cada contexto; clases en línea, comunicación y envío de 
tareas y contenidos educativos a través de WhatsApp, las llamadas por el telé-
fono móvil, envío de materiales impresos o entregados directo en los hogares o 
distribuidos en los centros educativos y clases semipresenciales. Las personas 
docentes tuvieron que apelar a su capacidad de adaptación, creatividad e inno-
vación para continuar impartiendo la educación combinando distintos medios, 
adaptándose a las condiciones de las y los estudiantes, incluso dentro de un 
mismo grupo (Kennedy, 2021; Mejía-Elvir, 2021a). 



Toda la responsabilidad de la continuidad de la educación fuera de las aulas 
recayó en el esfuerzo docente, sostenido en los arreglos que de forma particu-
lar cada familia logró hacer para mantener a sus hijas e hijos estudiando. Pue-
de afirmarse que fueron las redes de cooperación y solidaridad construidas 
entre docentes, madres y padres de familia, con el apoyo de las comunidades 
lo que permitió sostener el sistema educativo funcionando, gracias al esfuerzo 
adicional del profesorado, adaptándose a las circunstancias del contexto y en 
detrimento de sus condiciones laborales, ingresos, calidad de vida y cuidados.

2. Peores condiciones laborales durante la pandemia

2.1. Articulando estrategias para seguir 					   
educando en la precariedad: teletrabajo y trabajo remoto

La OIT califica el teletrabajo como un subgrupo del trabajo a distancia, definido 
este como “aquellas situaciones donde parte o el total de las tareas no se reali-
zan en el lugar predeterminado de trabajo” (OIT, 2021). El teletrabajo, además 
de la deslocalización, se caracteriza por el uso de herramientas de las tecnolo-
gías de la información y comunicación (TIC). Al decretarse el confinamiento por 
la pandemia, las personas trabajadoras asalariadas que podían realizar teletra-
bajo fueron enviados a continuar con sus labores en sus domicilios. 

El trabajo docente en la educación remota se puede caracterizar de teletraba-
jo por cuanto se realiza desde la casa fuera del lugar habitual en una relación 
subordinada y se utilizan herramientas de las TIC, aunque no exclusivamente.

Los diferentes contextos obligaron a la comunidad docente a desplegar alterna-
tivas diversas, como ya se dijo, combinando distintos recursos y modalidades; 
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clases virtuales, o remotas con el uso de alguna herramienta tecnológica, clases 
a distancia utilizando materiales impresos, semipresenciales, y la combinación 
de varios medios. Se utilizaron los recursos educativos de la plataforma Te Que-
remos Estudiando en Casa, se dio seguimiento a los contenidos trasmitidos en 
los medios (TV, radio). Estas experiencias han sido similares a otros países de la 
región. Un estudio de CEPAL-UNESCO (2020) identificó ocho diferentes estrate-
gias de continuidad de estudios en las modalidades de educación no presencial: 
instrumentos de aprendizaje a distancia, aprendizaje en línea, aprendizaje fuera 
de línea, transmisión de programas educativos por televisión o radio, platafor-
mas en línea de aprendizaje a distancia, recursos dirigidos a docentes, entrega 
de dispositivos tecnológicos, clases en línea en vivo. 

En Honduras el dispositivo electrónico más utilizado para el teletrabajo ha 
sido el teléfono móvil, para la comunicación entre docentes y estudiantes, y 
entre docentes con las madres y padres de familia, con conexión de datos pre-
pagos. Un estudio reciente indica que el 81,2% de los y las docentes realizaba 
llamadas vía celular a las familias de sus estudiantes y el 74,8% se comunicaba 
por red a través del celular. Es de hacer notar que solo el 25% del personal 
docente daba seguimiento a las clases pregrabadas trasmitidas por los 132 ca-
nales de TV, radio y canales digitales a nivel nacional (OUDENI- UPNFM, 2020). 
No fue obligatorio para el personal docente organizar su trabajo educativo 
basado exclusivamente en dichas trasmisiones.

En una encuesta realizada a educadoras, el 42,3% había alternado clases virtua-
les con actividades presenciales, el 20,9% impartió solo clases virtuales, el 27,4% 
utilizó guías de estudio y lecciones impresas con los estudiantes sin conexión y la 
red de WhatsApp para enviar las tareas y la comunicación con los estudiantes que 
tenían teléfono. Por lo general combinando el envío de material impreso con el 
seguimiento a través de llamadas telefónicas a las madres o reuniéndose con ellas. 
En conjunto el 90,6% utilizó algún dispositivo electrónico, sobre todo el celular para 
comunicarse con los estudiantes y sus familias, y para el 54,8% de las encuestadas, 
el internet que utilizaban en su casa era de baja calidad (Kennedy, 2021).



En las situaciones donde encontraban dificultades para la comunicación a tra-
vés de las redes o el teléfono móvil, recurrieron a la presencialidad, a reunir-
se con sus estudiantes para impartir clases presenciales a pequeños grupos, 
dar asesorías individuales, o reunirse con las madres y padres de familia para 
brindarles asesoría sobre el acompañamiento escolar a sus hijas e hijos. Tu-
vieron que romper el confinamiento social, exponerse al COVID-19, y concurrir 
a los centros educativos oficialmente cerrados durante el año 2020 y gran 
parte del 2021 para dar seguimiento a quienes no tenían teléfono ni acceso a 
internet. En algunos casos se reunieron con pequeños grupos de alumnas y 
alumnos en un espacio al aire libre⁹⁸.

Impartir la educación no presencial significó trasladar el centro educativo a 
la casa, organizar el entorno familiar, articular el trabajo docente con la vida 
cotidiana familiar, compartir y ajustar el espacio y los recursos limitados, y 
para las mujeres, una sobrecarga de trabajo de cuidado y doméstico en el ho-
gar. Las jornadas se extendieron mucho más allá que la estipulada legalmente 
para responder a las demandas de alumnado y familiares. Muchas veces se 
trabajó de noche porque a esa hora se conectaban las personas estudiantes 
en los hogares donde solo había un celular para compartir; ocupando tiem-
po para autocapacitarse en las nuevas demandas para el manejo de las TIC, 
elaborado materiales en formatos electrónicos, gastando más fondos propios 
para disponer de los materiales y recursos para brindar la educación. 

No recibieron el apoyo oportuno y necesario de la institución educativa como 
capacitación para adaptarse a las nuevas condiciones de trabajo, los recursos de 
conexión y dispositivos digitales. Aumentó en cambio la presión al exigir mayor 
rendimiento y productividad, más controles administrativos y reuniones, llegan-
do a considerarse hostigamiento laboral por el gremio docente. La combinación 
de “hágalo como pueda” con la constante vigilancia y control sobre la actividad 
docente en el cumplimiento de la jornada, y la exigencia del logro de una alta 

⁹⁸ Diario Digital Paradigma Maestra imparte clases presenciales al aire libre en Catacamas. Iris Coello. Recuperado 2022, de 
https://paradigma.hn/maestra-imparte-clases-presenciales-al-aire-libre-en-catacamas/

https://paradigma.hn/maestra-imparte-clases-presenciales-al-aire-libre-en-catacamas/
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eficiencia en los resultados educativos en condiciones casi de catástrofe, generó 
altos niveles de estrés (Entrevista a mujeres dirigentes COLPROSUMAH, 2021).

Lo que ha caracterizado al trabajo docente no presencial durante la pandemia 
es el empeoramiento de las condiciones laborales; la flexibilización del hora-
rio, la prolongación de la jornada, la diversificación de tareas, la intensificación 
del trabajo, la sobrecarga de costos destinado a equipos y servicios necesa-
rios para desempeñar el trabajo que no fueron provistos por la institución 
educativa, y la superposición de roles y tareas entre las mujeres docentes con 
responsabilidades de cuidado. Asimismo, empeoraron las condiciones mate-
riales para realizar el trabajo en un espacio físico y con equipos por lo general 
compartidos e insuficientes, con riesgos para la salud y la seguridad laboral, 
con el aumento de los niveles de estrés. 

En Honduras el teletrabajo no está legislado, por lo tanto, carece de un en-
cuadre normativo para la protección de los derechos laborales afectados por 
las condiciones del trabajo no presencial del gremio docente y otros sectores 
de personas trabajadoras, durante la pandemia. La OIT establece una guía de 
recomendaciones para las empresas que contratan a personas para teletra-
bajar, que caben a la protección de los servidores públicos, en este caso al gre-
mio docente. Abarca aspectos como el tiempo de trabajo, la protección de la 
salud y la seguridad, la privacidad, la compatibilización de la vida privada con 
la vida laboral, las oportunidades de capacitación en los aspectos tecnológicos 
y de organización del trabajo, la evaluación por gestión por resultados con 
expectativas realistas que tome en cuenta el contexto en el que se desarrolla 
el teletrabajo, la dotación de equipos y herramientas necesarias para el des-
empeño del trabajo, el reembolso de los gasto de internet de banda ancha y 
las herramientas de comunicación adecuadas que se necesiten para trabajar, 
y brindar apoyo a las y los trabajadores con responsabilidades de cuidado con 
medidas específicas como planes especiales de licencia y horarios flexibles, 
entre otras (Mauricio, R., 2021). Ninguna de esas condiciones se cumplió en las 
condiciones laborales del magisterio durante la pandemia.



2.2. Subsidiando la educación remota en peores condiciones laborales

Desde antes de la pandemia, en el ámbito local la descentralización educativa 
se ha expresado en el abandono gubernamental del sostenimiento del sis-
tema educativo público, trasladándolo a docentes, familias, organizaciones y 
otros actores comunitarios y alcaldías. Muestra de ellos son el cobro de la ma-
trícula escolar, las escuelas mantenidas con aportes de maestras y familiares, 
la merienda escolar elaborada con el trabajo voluntario de las madres y con 
alimentos aportados por las familias y otros actores locales, y el profesorado 
adquirió con sus recursos los materiales necesarios para impartir las clases. 

Durante la pandemia esas condiciones no cambiaron. El mayor peso en el soste-
nimiento de los costos para mantener la educación funcionando en la modalidad 
remota recayó en la comunidad docente y en los aportes que pudieron hacer las 
familias, más de dos tercios de ellas en condiciones de pobreza agudizada. Las y 
los docentes se vieron en la necesidad de comprar equipos como computado-
ras, tabletas, teléfonos, impresoras, mobiliario para trabajar en el domicilio; hacer 
gastos en útiles y materiales como papel, tinta de impresora, fotocopias, útiles de 
oficina, el pago de internet fijo o bajo otras modalidades. Además, cubrieron los 
gastos adicionales de electricidad extra en sus hogares, y de transporte privado 
para distribuir los materiales educativos porque estaba paralizado el transporte 
público. Frecuentemente también gastaron en la compra de los insumos de bio-
seguridad (alcohol, mascarillas, túnicas protectoras, etc.). 

El gremio docente tuvo que asumir por su cuenta los gastos de las clases remotas, 
que no fueron reconocidos ni reembolsados por las autoridades educativas, sa-
crificando sus propios salarios. De esta manera, subsidiaron el sistema educativo 
público y con frecuencia costearon solidariamente las necesidades de las y los 
estudiantes, como el pago de fotocopias, materiales educativos, y datos prepagos 
para que pudieran bajar las guías de estudio en un teléfono móvil y remitir sus 
tareas. La situación de pobreza estructural agravada por la crisis sociosanitaria 
aumentó la brecha de desigualdad y el riesgo de exclusión. “Profe, compro la libra 
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de azúcar o compro el internet para descargar las tareas de mi hijo, me decía un 
padre de familia” (Entrevista a mujeres dirigentes de COLPROSUMAH, 2020). Fre-
cuentemente descargaban los cuadernillos de trabajo mensual que les enviaban 
las autoridades educativas, imprimían las más de treinta páginas con sus recur-
sos y los iban a distribuir entre el alumnado con menos oportunidades de cone-
xión, con lo que rompían el aislamiento social (Kennedy, 2021). Seguramente este 
aporte solidario invisibilizado permitió que muchas niñas, niños y adolescentes 
pudieran continuar en el sistema educativo. 

La encuesta realizada a mujeres docentes (CEFEMINA, 2021), señalada antes, 
revela que el 99,5% de ellas había gastado de sus ingresos en los rubros ante-
dichos para impartir clases. El 89,8% gastó frecuentemente en la compra de 
equipos y el pago de internet, y el 9,7% lo hizo algunas veces. El 69,2% gastó 
frecuentemente en fotocopias, impresión de materiales y recarga de datos de 
internet, y el 27,9% lo hizo algunas veces. Además, el 69,2% de las docentes 
gastaron con frecuencia de sus ingresos para sufragar necesidades de los es-
tudiantes, y el 27,9% lo hizo algunas veces (Kennedy, IEAL, 2021). 

Con frecuencia dispusieron de sus salarios para el pago de servicios de man-
tenimiento de las escuelas y de internet, para que llegara el alumnado a co-
nectarse y del servicio de vigilancia porque muchas escuelas sufrieron robos y 
vandalismo aún bajo las condiciones de militarización en que estuvo el país. En 
esta tarea colaboraban los padres de familia (Entrevista a mujeres dirigentes de 
COLPROSUMAH, 2020).

2.3. La acción gremial y sindical durante la pandemia

El 16 de marzo de 2020 el gobierno emitió el Decreto Ejecutivo PCM-021-2020, 
tomando medidas para frenar la expansión del COVID-19 con la reducción de la 
movilidad y el confinamiento obligatorio. Se paralizaron las actividades económi-



cas consideradas no esenciales, y se suspendieron las garantías constitucionales, 
en particular el derecho a la libre circulación, la libertad personal, de asociación, 
garantías judiciales, entre otras. Se habilitó a los organismos de seguridad del 
Estado⁹⁹ a detener a personas circulando en lugares públicos fuera de las excep-
ciones permitidas. Aplicable primero por siete días, estas medidas se extendieron 
hasta diciembre 2021 (Decreto Ejecutivo Número PCM-146-2020).

El confinamiento puso freno a la movilización de los sectores sociales organiza-
dos, limitando las acciones de protesta gremiales y sindicales a la virtualidad. 
La emergencia y el miedo provocado en un primer momento por la propaga-
ción del coronavirus generaron la oportunidad para que fueran recortados 
los derechos de las clases trabajadoras. El escenario de la pandemia obligó 
a readecuar el funcionamiento y las acciones sindicales a las condiciones de 
confinamiento social, de la presencialidad a la virtualidad. Utilizando todas las 
herramientas posibles, las redes sociales y plataformas de internet, la comu-
nicación telefónica, el gremio del magisterio se mantuvo activo en defensa de 
sus derechos y de la educación pública. Gradualmente, aún con medidas de 
confinamiento, se retomó la presencialidad. En 2021, la campaña electoral lle-
vó los movimientos sociales a las calles nuevamente, incluyendo al magisterio.

La plataforma de demandas del magisterio mantuvo la defensa de los dere-
chos conquistados y amenazados: la defensa del estatuto docente, las con-
diciones de trabajo decente, salario justo, jubilación digna, la defensa de la 
educación pública y del derecho a la educación. Durante la pandemia estos 
derechos fueron más vulnerados; empeoraron las condiciones de traba-
jo, fueron afectadas las remuneraciones, hubo menos acceso a servicios de 
atención en salud y a la seguridad social, con servicios saturados. Aumentó el 
desempleo docente por la falta de renovación de contratos a más de 22 000 
docentes, se retrasó sistemáticamente el pago de los salarios y se recortaron 
prestaciones (COLPROSUMAH, 2022).

⁹⁹ FFAA, Policía Nacional, Dirección General de Inteligencia, Fuerza Nacional Interinstitucional (FUSINA), y Fuerza 
Nacional Antimaras y Pandillas
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En lugar de darnos los derechos que nos corresponde, por ejemplo, que se nos 
pague la calificación académica a tiempo, los quinquenios a tiempo, lo único 
que la Secretaría de Finanzas dijo es, vamos a parar el pago porque no hay 
presupuesto (Entrevista a mujeres dirigentes de COLPROSUMAH, 2020).

La demanda de conexión universal y de calidad a internet tanto para profe-
sores como para estudiantes, y de dispositivos para comunicarse, ha sido un 
reclamo constante para el mejoramiento de las condiciones de impartir la do-
cencia a distancia y la calidad de la educación.

La lucha contra la corrupción en la institucionalidad pública ocupó la agenda 
gremial. Pocos días antes de asumir el nuevo gobierno 90 millones de dólares 
del Instituto Nacional de Previsión del Magisterio (INPREMA) fueron deriva-
dos a la empresa Concesionario Palmerola International Airport, SA de CV, sin 
transparencia en la rentabilidad ni en los riesgos de la inversión y sin esperar 
la revisión especial de la Comisión Nacional de Bancos y Seguros (CNBS) con 
el propósito de verificar el proceso de autorización de la inversión (Once No-
ticias, 2022). En el mismo mes también se derivaron fondos de INPREMA para 
el financiamiento del Centro Cívico Gubernamental. Los gremios magisteriales 
se manifestaron en las calles en la defensa de su institución previsional.

La nueva administración de gobierno de la presidenta Xiomara Castro emitió 
un decreto ejecutivo que manda crear una junta interventora del Instituto Na-
cional de Previsión del Magisterio, INPREMA, en respuesta a las demandas del 
gremio magisterial que venía denunciando los repetidos actos de corrupción 
a lo interno del instituto, por lo que se solicitaron que se investigaran hechos 
irregulares y auditara la institución.

Frente a la reapertura de los centros educativos, el gremio magisterial ha 
exigido un diagnóstico previo de las condiciones de la infraestructura educa-
tiva, la rehabilitación y construcción de aulas, de los servicios básicos y con-
diciones sanitarias adecuadas, y del equipamiento educativo. La vacunación 



masiva de docentes y estudiantes es una demanda clave del magisterio para 
el regreso al a presencialidad. 

En la transición del gobierno de facto al nuevo gobierno que asumió el 27 de 
enero de 2022, el magisterio elaboró y presentó una propuesta de nuevo plan 
de educación para rescatar y fortalecer la educación pública, construir un nue-
vo modelo educativo, y para la dignificación de la carrera docente.

De cara a la reapertura de clases, la plataforma del COLPROSUMAH priorizó la 
reconstrucción de las aulas escolares porque la mayoría de los centros educativos 
se encontraban en mal estado, la merienda escolar en todos los centros educa-
tivos, asegurar a docentes y a alumnos la conectividad, facilitar los dispositivos 
electrónicos a los estudiantes de la educación pública, dotar de material pedagó-
gico y didáctico a los centros educativos y conectividad, eliminar la unidocencia 
y elevar el presupuesto de educación hasta el 8% del PIB. También se demanda 
elaborar un nuevo currículo nacional básico que corresponda a la identidad y 
soberanía nacional, que incluía una nueva asignatura sobre cambio climático y 
prevención de riesgos. Demandan que se declare el 2022 como el año de la edu-
cación y que sea el eje de las políticas públicas (COLPROSUMAH, 2022). 

Las demandas específicas de las mujeres docentes están menos visibilizadas 
en las plataformas de lucha magisterial; la cuestión de la desigualdad en la 
distribución de los cuidados, la sobrecarga de trabajo, la violencia que afecta 
a las docentes, particularmente el aumento de la violencia doméstica en con-
finamiento, el hostigamiento laboral y el acoso en las redes. Estas demandas 
son abordadas a lo interno en la Secretaría de Asuntos de la Mujer, Secretaría 
de Conflictos y otras, pero no han trascendido con visibilidad pública en las 
plataformas de lucha gremial.
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3. Las docentes sostuvieron el cuidado 					   
en sus hogares durante la pandemia 

La pandemia agravó la crisis de los cuidados en toda la región, a consecuencia 
del cierre de actividades y del mandato de confinamiento domiciliario. Las más 
afectadas fueron las mujeres sobre las que se deposita socialmente la respon-
sabilidad del trabajo de cuidado no remunerado en los hogares. Aunque es un 
tema de la agenda de género, en la región se ha avanzado muy poco en políticas 
de cuidado y en una división justa del trabajo no remunerado, doméstico y de 
cuidado entre mujeres y hombres, en los hogares y en cualquier ámbito. 

El escenario del distanciamiento social y confinamiento domiciliario no solo 
aumentó la carga de trabajo de cuidado y doméstico de las mujeres en los 
hogares, sino que significó un retroceso en la distribución corresponsable de 
este trabajo con los hombres, respecto al período anterior. 

En el tránsito de la presencialidad al teletrabajo y la educación remota, se dio 
por sobre entendido que los problemas del cuidado serían resueltos por las 
mujeres en los hogares. No fue parte de la agenda de medidas gubernamenta-
les considerar la atención de los cuidados en un escenario donde se cerraron 
los servicios públicos y privados, las escuelas, los centros de prescolares, los ser-
vicios de atención a personas en situación de dependencia, entre otros. Todo 
el trabajo de cuidados se derivó a los hogares, que también se convirtieron en 
escuelas, para las familias con niños y niñas estudiando, y en el espacio de cui-
dado de la salud en un escenario amenazante de pandemia.

Las educadoras tuvieron que adaptarse no solo a las nuevas condiciones de 
trabajo, sino a organizar el tiempo y el ámbito doméstico para compatibilizar 
la actividad docente y las actividades domésticas y de cuidado, en un mismo 
limitado espacio compartido con el resto de sus familiares, donde transcu-
rría la vida cotidiana de la familia.



Con el cierre de las escuelas, no solo tuvieron que asumir ese tiempo de cuidado 
de niños y niñas en el hogar y bajo condiciones de confinamiento, sino además 
ocuparse del seguimiento de las tareas escolares en la casa. En muchos casos, 
administrando recursos limitados de espacio y de equipos; una sola computado-
ra, tableta o teléfono para varios usuarios, donde ellas mismas organizaban un 
lugar para realizar su labor de preparar e impartir clases, con frecuencia compar-
tido con otros miembros adultos de la familia laboralmente activos. Una encuesta 
realizada a educadoras en Honduras en 2021 refleja que la mayoría tenía res-
ponsabilidades de cuidado; el 97% de las docentes entrevistadas vivían con otras 
personas, en el 77% con niñas y niños a su cargo, el 27,9% con personas adultas 
mayores, y un 10,7% con personas con discapacidad (Kennedy, 2021).

3.1. Educando y cuidando sin medidas de apoyo institucional

Los enfoques adoptados en las normativas sobre el trabajo remoto y el tele-
trabajo ignoran el trabajo de cuidado no pagado en los hogares como la acti-
vidad fundamental para la sostenibilidad de la vida. El cuidado en los hogares 
no se considera parte del circuito económico, sino como una externalidad, 
invisibilizando la sobre carga laboral de las mujeres, en un ámbito comparti-
do donde es difícil establecer límites claros de tiempo y espacio entre ambas 
responsabilidades. Más bien el teletrabajo ha sido considerado como una al-
ternativa que favorece a las mujeres porque les permite articular el trabajo 
pagado con el cuidado familiar y doméstico (Batthyány, K. et al., 2021).

En Honduras no hay una política de cuidado que dé respuestas a esta problemática, 
y es muy grande el déficit de servicios públicos de cuidado, o inexistentes. En la pers-
pectiva de las políticas neoliberales hegemónicas, el aporte de trabajo de cuidado de 
las mujeres se ha venido abordando como una contraprestación del subsidio dirigido 
al hogar. Este enfoque ha contribuido a fortalecer el papel de las mujeres empobre-
cidas como cuidadoras no pagadas, tanto en los hogares como en las comunidades. 
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Fuera de los hogares, la mayor parte de la oferta de servicios de cuidado, excep-
tuando educación, son privados y por lo general caros. La opción barata es la con-
tratación en los hogares de trabajadoras domésticas remuneradas, la alternativa 
más generalizada dados los bajos salarios de este sector de trabajadoras y el esca-
so reconocimiento de sus derechos laborales. Durante la pandemia fueron mayor-
mente suspendidas o despedidas, sin acceso a las medidas de alivio gubernamen-
tales que beneficiaron a otros sectores de la clase trabajadora (CEPAL, 2022).

Las autoridades educativas no aplicaron medidas de alivio para las docentes con 
responsabilidades familiares, económicas o de otro tipo, licencias por cuidado, ma-
yor flexibilidad en el horario de permanecer conectadas, o subsidios, bonos, ali-
mentos, u otras. Tampoco recibieron atención psicoemocional de las autoridades 
educativas que les ayudara a manejar las situaciones difíciles que estaban pasando.

3.2 Doble jornada de trabajo y sobrecarga 					  
de trabajo sin corresponsabilidad compartida

Para las docentes, el nivel de responsabilidad y carga laboral en el ámbito del cui-
dado se vio sobredimensionado, particularmente en familias con escolares y con 
personas en situación de dependencia. Impartir las clases desde el hogar implicó 
compatibilizar los horarios dedicados a la labor educativa con numerosas tareas 
y responsabilidades domésticas; cuidar, realizar trabajo doméstico, acompañar 
a los hijas e hijas a estudiar, encargarse de las tareas de organización y adminis-
tración del hogar, atender a las personas de la familia, brindar apoyo emocional, 
cuidar personas enfermas, entre otras. Además tuvieron que impartir clases, rea-
lizar las actividades solicitadas por la institución educativa, responder formularios 
de control de su trabajo, participar en reuniones y capacitaciones, mantenerse 
conectadas para responder las consultas, repartir alimentos y materiales de hi-
giene a las familias del alumnado a su cargo, asesorar a las madres y padres en el 
acompañamiento educativo a sus hijas e hijos, distribuir materiales educativos de 



forma presencial, brindar apoyo emocional a estudiantes y familias. Para muchas 
se añadió la actividad sindical, de formación y cuando hubo oportunidad sostener 
sus actividades personales (recreación, descanso, ocio).

Tomando los datos de la encuesta realizada a mujeres docentes afiliadas al 
COLPROSUMAH, el 84,3% había realizado tareas domésticas la semana previa 
a la encuesta. El 75,2% dedicó tiempo a supervisar el estudio de niñas y niños. 
El 40,5% cuidó niñas y niños o personas en situación de dependencia, y el 17% 
atendió a personas adultas no dependientes. Solo el 17,8% realizó algunas 
actividades recreativas y el 10% descansó durante el día.

Una gran proporción de ellas estaban dedicando más horas al trabajo do-
méstico y de cuidado que antes de la pandemia. El 58,5% más trabajo domés-
tico, el 70,1% más tiempo apoyando las tareas escolares de niñas y niños, y 
el 42,6% más tiempo en cuidarlos, el 21% dedicaba más tiempo que antes a 
otras personas adultas no dependientes. Disponían de menos tiempo para 
descansar durante el día (60,2%) y para actividades recreativas (60,3%).

La corresponsabilidad en el desempeño de esas tareas reflejaba desigualdad en 
la distribución entre mujeres y hombres adultos. En los hogares donde convivían 
otras mujeres y hombres adultos, el 95,2% de ellas dedicaban tiempo al trabajo 
doméstico y de cuidado, frente al 67,2% de los hombres. El 47,6% de las mujeres, 
estaba dedicando más tiempo que antes y el 37% el mismo tiempo. Entre los 
hombres, el 45,7% ocupaba menos tiempo que antes y un tercio de ellos nunca 
había realizado ese tipo de trabajo; solamente el 6,9% ocupaba más tiempo en 
colaborar con el trabajo doméstico y de cuidado. (Kennedy, IEAL,2021).

El padre como es el hombre se desliga, trabaja, lleva el dinero a la casa, y a dor-
mir y ser servido. Mientras que la mujer tiene que trabajar en la docencia y es 
la que tiene que lidiar con los quehaceres domésticos, la que tiene que cuidar a 
los niños y ayudarlos a cumplir con sus tareas de la escuela. (Entrevista mujeres 
dirigentes de COLPROSUMAH, 2021)
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De la misma manera, el acompañamiento en las clases en casa entre el alum-
nado estuvo principalmente a cargo de las mujeres. “Indiscutiblemente son 
las madres. Con todos los niños con los que tengo contacto son las mamás 
las que se están poniendo al día apoyándolos, pero los padres no”. (Entrevista 
mujeres dirigentes de COLPROSUMAH, 2021)

El aporte de trabajo de cuidado de las docentes no se limitaba al ámbito de la 
propia casa. Aún bajo restricciones a la movilidad por las medidas de confina-
miento, la mitad de las encuestadas estaba brindando atención a otros familia-
res fuera del hogar. Un tercio de ellas colaboraba como voluntaria en alguna 
asociación civil o iglesia, el 15% realizaba trabajo sindical, y el 11% militaba en 
un partico político (Kennedy, IEAL, 2021).

3.3 La profundización de la crisis en el cuidado de la salud

Durante la pandemia se precarizó la salud de las personas trabajadoras de 
la educación, con mayores consecuencias en las mujeres en su condición de 
cuidadoras. Enfrentaron situaciones de mucho estrés como largas e intensas 
jornadas de trabajo, diversificación de actividades, excesivas demandas de 
distintos interlocutores; estudiantes, padres y madres de familia, autoridades 
educativas, sus propias familias. A la responsabilidad del cuidado de la salud 
propia y de sus familiares se sumó las demandas de las y los estudiantes fren-
te a las emergencias. 

El confinamiento tuvo efectos negativos en la salud mental, expresándose en 
depresión y desánimo. Sus colegas y familiares enfermaban, aumentaba los 
fallecimientos, las condiciones para la atención de la salud eran precarias. En 
la encuesta señalada anteriormente, el 95,3% expresó preocupación por su 
propia salud y la de sus familiares, el 55,6% sentía cansancio y agotamiento, 
la mitad expresó temor por la incertidumbre económica, un tercio de ellas 



se sentía sobrepasada por las obligaciones cotidianas. El 56,4% había estado 
enferma; el 19,1% a causa de COVID-19 (Kennedy, 2021).

La Secretaría de Educación no tomó en cuenta la atención psicoemocional que reque-
rían las y los docentes. Más bien el vínculo con la institución educativa generó estrés y 
preocupación, dado el nivel extraordinario de exigencia en el control del trabajo docen-
te. El gremio docente, a pesar de estar en la primera línea, no había recibido ninguna 
facilidad en atención médica, acceso rápido a test de COVID-19, a medicamentos, aten-
ción médica de urgencia ni priorización para las vacunas (Kennedy, 2021).

El apoyo fue brindado por los gremios docentes a través de diferentes medios y re-
cursos: reuniones, talleres y capacitaciones virtuales, atención presencial, apoyo eco-
nómico, apoyo legal, entre otros. En el caso de COLPROSUMAH se destacan el pago 
de subsidios a las familias de docentes fallecidos a consecuencia del COVID-19, los 
subsidios para solventar gastos de salud, la realización de talleres para abordar las 
consecuencias psicoemocionales del teletrabajo u otras modalidades de educación 
remota, la edición de un Diplomado para capacitar a educadoras en la atención de la 
violencia contra las mujeres durante la pandemia, considerando el alza de casos de 
violencia doméstica, el acoso en las redes y el hostigamiento laboral.

Honduras se ubica entre los países que se vieron perjudicados por la lenta distribu-
ción de vacunas a través del mecanismo COVAX,¹⁰⁰ además del atraso del gobierno 
en su adquisición. En el proceso de aplicación de vacunas el gremio docente no fue 
incluido dentro de la priorización de trabajadores esenciales (UNICEF, 2021). A diciem-
bre 2021 según datos oficiales recabados por CEPAL-UNESCO (2021) más del 80% del 
personal docente se encontraba vacunado. No obstante, la demanda de vacunas para 
estudiantes y docentes continuaba siendo una prioridad para el gremio magisterial, 
incorporada como condición del regreso a clases en la propuesta que le entregaron a 
la presidenta Xiomara Castro para ser cumplida en sus primeros cien días de gobierno, 
en el que la educación es uno de los sectores priorizados.
¹⁰⁰ “El Fondo de Acceso Global para Vacunas COVID-19 (en inglés, COVID-19 Vaccines Global Access, COVAX) es 
una alianza impulsada por actores públicos y privados con el objetivo de garantizar el acceso equitativo a las vacunas 
que se logren desarrollar contra la COVID-19”. https://es.wikipedia.org/wiki/COVAX

https://es.wikipedia.org/wiki/COVAX
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Pasos para atrás: derechos laborales y cuidados 		
durante la pandemia. Una mirada desde la experiencia 	
de las docentes en Paraguay
Larraitz Lexartza

1. Impactos de las medidas adoptadas durante 				  
la pandemia en las condiciones de trabajo del sector educación

1.1 Procesos tendientes a la precarización de larga data: 		
antecedentes y avance de reformas durante la pandemia

El contexto de la pandemia por COVID-19, además de provocar una importante 
crisis sanitaria con importantes repercusiones económicas y sociales, ha propi-
ciado importantes cambios en las políticas de los Estados. Se trata de cambios 
que han tenido un fuerte impacto en la vida de las personas y que inciden en 
ámbitos clave de las políticas públicas como la inversión social o los derechos 
laborales. Estos cambios se concretan tanto mediante reformas estructurales 
que buscan modificar el tamaño y la estructura del Estado, como a través de la 
adopción de medidas temporales que contribuyen a avanzar en la dirección de 
una reforma mayor. Se profundizan tendencias ya presentes en la región que 
pretenden avanzar en el recorte de derechos y la reducción de la institucionali-
dad de los estados, que aprovechan la circunstancia pandémica para avanzar.

Esta ha sido también la situación en Paraguay. En este caso la pandemia “no 
ha alterado el sistema político transformándolo sino intensificándolo, demos-
trando el rostro y la dimensión real del poder político y normativo del Poder 
Ejecutivo” (Duarte-Recalde y Filártiga-Callizo, 2020, p. 21). Durante la pandemia 
se adoptaron múltiples medidas de forma discrecional, sin necesidad de ser 



debatidas o consensuadas y sin pasar por el tamiz del control legislativo, que 
llegaron incluso a restringir derechos fundamentales. Esta restricción de dere-
chos se llegó a fundamentar en el caso paraguayo en instrumentos normativos, 
como decretos y resoluciones, previos a la Constitución de 1992 (Duarte-Recalde 
y Filártiga-Callizo, 2020). La restricción de derechos fundamentales, aunque en la 
forma se planteó como universal, en la práctica fue selectiva, ya que el control del 
cumplimiento y las sanciones para quienes integran la élite económica y política 
del país fueron escasas o inexistentes (Duarte-Recalde y Filártiga-Callizo, 2020).

Además de este tipo de medidas restrictivas, que evidencian la fragilidad in-
cluso de los derechos fundamentales, las medidas adoptadas en la pandemia 
también han buscado avanzar en la reforma del Estado. La crisis sanitaria ge-
neró un escenario en el que se congelan los derechos más básicos sin mayor 
resistencia, de manera que también es un contexto propicio para acelerar las 
reformas previstas en la agenda política con anterioridad. Se trata de una for-
mula implementada en numerosos países de la región que incluye reformas 
fiscales regresivas, reducción del Estado o reformas a la legislación laboral 
que precarizan la situación de trabajadoras y trabajadores. 

Entender a profundidad el desarrollo de la política económica o laboral para-
guaya requeriría de un análisis de las varias décadas que anteceden la llegada 
de la pandemia por COVID-19. El periodo de análisis que considera este tra-
bajo, sin embargo, es más reducido. Considera medidas impulsadas y adopta-
das en los años inmediatamente anteriores a la crisis sanitaria. Este ejercicio, 
de más corto alcance, también permite identificar cuáles medidas propuestas 
durante la pandemia responden a una agenda trazada con anterioridad. 

Mario Abdo Benítez, quien ha ocupado la presidencia paraguaya durante la pan-
demia, , del Partido Colorado, inició su mandato en 2018. La primera etapa de su 
paso por el Ejecutivo ya estuvo marcada de una importante polémica vinculada 
a la gestión energética del país, que llegó a comprometer su permanencia en la 
presidencia. En mayo de 2019 el gobierno firmó de forma secreta un acuerdo con 
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Brasil, el Acta de Itaipú, con respecto a la hidroeléctrica sobre el río Paraná que 
ambos países comparten en Itaipú. En la práctica la firma de dicho acuerdo en-
carecía el costo de la energía en 200 millones de dólares anuales para Paraguay 
(Carneri, 2019), implicando a su vez un aumento importante en el costo de las 
tarifas para los hogares. Las movilizaciones en contra del acuerdo, además de 
denunciar la corrupción y exigir transparencia, alertaban de los planes del poder 
ejecutivo con respecto a la privatización de la energía (Irala, 2020). 

En el ámbito del derecho laboral, la tendencia a restringir derechos se con-
cretó en el periodo previo a la pandemia mediante la aprobación de la “ley 
6339/19 que regula el empleo a tiempo parcial” y precariza y flexibiliza las 
relaciones laborales (Irala, 2020).

Los primeros meses de la pandemia, y las medidas adoptadas durante ese pe-
riodo, se prestaron también para profundizar esta tendencia precarizante de 
las relaciones laborales. En mayo de 2020, la Resolución CGR n.º 256 reglamen-
tó parte del Presupuesto General de Gastos de la Nación 2020. Esa reglamenta-
ción afectó de forma directa a un buen grupo de trabajadoras y trabajadores de 
los municipios. Se trata de quienes tienen condiciones laborales más precarias, 
ya que trabajan con contratos basura¹⁰¹. Además de esta forma de contratación 
irregular, en ocasiones su remuneración ni siquiera llega al salario mínimo. Su-
mado a esto, la resolución mencionada dispuso la obligación de que estas tra-
bajadoras y trabajadores deban presentar facturas personales (Aguayo, 2020). 

También se aprobaron algunas medidas temporales que implican un alivio econó-
mico para los empleadores que, sin embargo, suponen una mayor presión sobre 
los ingresos de las trabajadoras y los trabajadores. Es decir, recaen sobre quienes 
son más vulnerables. Este es el caso, por ejemplo, de una medida adoptada en 
julio de 2020 por el Ministerio de Trabajo, que implicó la suspensión por un pe-

¹⁰¹ “Los contratos denominados “basura” son aquellos en los que una relación laboral típica se hace pasar por una 
“prestación de servicio”, es decir, se disimula una prestación laboral por una de carácter civil y, en consecuencia, se 
desconocen todos los derechos y las garantías establecidos en la legislación laboral vigente” (Aguayo, 2020, p. 269).



riodo de 6 meses de la obligación de los empleadores de costear los exámenes 
médicos tanto para la admisión, como los que se realizan de manera ordinaria 
(Aguayo, 2020). Asimismo, la Ley n.o 6524, que declaró el estado de emergencia 
en marzo de 2020, incluyó “medidas de racionalización de gastos para el proceso 
de ejecución del Presupuesto General de la Nación del Ejercicio Fiscal 2020” (Art. 
4), que incluían aspectos como la suspensión del Programa de Retiro Voluntario o 
la suspensión del aumento salarial. Estas medidas se incluyeron nuevamente en 
la Ley n.o 6809 que establece medidas transitorias de consolidación económica y 
de contención social, para mitigar el impacto de la pandemia del COVID-19 o coro-
navirus, aprobada en agosto de 2021. Adicionalmente, esta norma suspendió la 
realización de nuevas contrataciones de personal, salvo en casos excepcionales, 
y suspendió la implementación de la Política de Desprecarización laboral (Art. 4), 
que tiene el objetivo de brindar estabilidad y beneficios laborales a quienes tra-
bajan bajo el régimen de contratación temporaria¹⁰².

En el contexto de la crisis económica generada por las medidas adoptadas 
para afrontar la pandemia, afloran con mayor fuerza los discursos que apues-
tan por recortes económicos. Se trata de una lógica a partir de la cual lo ra-
zonable en una situación de crisis económica es reducir el gasto, pero que 
oculta que esta reducción tiene impactos negativos particularmente para las 
poblaciones más desprotegidas, que también sufren en mayor medida los 
efectos de la crisis económica. Este fue también el caso en Paraguay, que a 
la llegada de la pandemia no contaba con un fondo de emergencia, al mismo 
tiempo que los recursos fiscales eran escasos. El gobierno recurrió en aquel 
momento al endeudamiento externo por 1.600 millones de dólares (Quevedo, 
2020). Esto implicó un aumento significativo de la deuda pública, pasando de 
representar 19,6% del PIB en diciembre 2019 a 30,1% en diciembre de 2020 
(CEPAL, 2021). En este escenario, principalmente desde el sector empresarial 
se argumenta que el Estado gasta demasiado en salarios y se apuesta por su 
reducción, pasando de “un modelo de “Estado empleador” a otro “regulador 
y garante”” (Quevedo, 2020, p. 6). Así, a escasos días de declarada la situación 
¹⁰² Resolución Nº 57/2019.



263

¿QUIÉN PAGA LOS PLATOS ROTOS?

de emergencia por la pandemia, el Ejecutivo convocó “a autoridades de los 
tres poderes del Estado, gremios empresariales, partidos políticos e Iglesia 
Católica para impulsar una iniciativa anunciada previamente como “Reforma 
estructural del Estado paraguayo” (Quevedo, 2020, p. 6). El conjunto de medi-
das previstas en este paquete incluía una reforma a la Ley de Responsabilidad 
Fiscal para establecer un límite al endeudamiento y limitar el gasto corriente, 
el rediseño del sistema de contrataciones públicas, la creación de una super-
intendencia de jubilaciones y pensiones y la reforma a la Ley de la Función 
Pública y la Carrera del Servicio Civil (Quevedo, 2020). 

De entre estas propuestas, destaca el proyecto de Ley de la Función Pública y 
la Carrera del Servicio Civil por su impacto directo en los derechos laborales. El 
proyecto se justifica señalando la necesidad de basar los procesos en la meri-
tocracia, sin embargo, incluye medidas como el establecimiento de un sistema 
salarial único o el establecimiento de criterios fiscales para la política salarial y 
la planificación de las necesidades de recursos humanos. En síntesis, la refor-
ma apuntaría “más bien a garantizar la contención de los costos laborales en 
el marco de una política de austeridad” (Quevedo, 2021, p.7).

1.2 La educación, un sector históricamente precarizado: 			
promesas pendientes que no se terminan de concretar

La educación es en Paraguay un sector que arrastra condiciones laborales pre-
carias desde hace décadas. Esto se evidencia particularmente en las políticas 
salariales que han mantenido a quienes trabajan en este sector con remune-
raciones por debajo del salario mínimo legal. Formalmente, la Ley General de 
Educación N.° 1.264 aprobada en 1998, ya durante la democracia, equiparaba 
“el salario docente al salario mínimo legal por cada turno de trabajo” (Molinier, 
2014, pág. 20). Sin embargo, la equiparación prevista en la norma no se ha 
mantenido en el tiempo, ya que los ajustes “al salario mínimo legal no incluye-



ron ajustes en la misma medida o excluían a los salarios docentes” (Molinier, 
2014, pág. 20), siendo esta una de las principales demandas del sector hasta 
la fecha (Lexartza, 2021).

El menor reconocimiento de derechos y particularmente de salario es fre-
cuente en las ocupaciones con alta participación de mujeres, como es el caso 
de la educación. Este es también el caso en Paraguay, donde en 2018 el 62,5% 
de las personas docentes adscritas al Ministerio de Educación y Ciencias eran 
mujeres (Observatorio Educativo Ciudadano, 2022).

Por otro lado, las deudas del Estado paraguayo con la educación también se 
reflejan en su financiamiento general. Cifras disponibles para 2016 evidencian 
que la inversión del país en educación es una de las más bajas de la región. 
Para ese año representó el 4% del PIB, porcentaje por debajo del promedio 
regional que fue de 5% (Hanni, 2019).

El sector educativo también es parte de las propuestas que apuestan por la re-
forma y la privatización. Uno de los indicadores de esta tendencia es la forma 
en que los planes educativos propuestos por el MEC incorporan el enfoque 
“eficientista” promovido por las instituciones financieras internacionales (IEAL, 
2020). Asimismo, normas de reciente aprobación promueven de manera ex-
plícita la incorporación del sector privado en la materia educativa. Este es el 
caso de la Ley n.o 5749 aprobada en 2017, que establece la Carta Orgánica 
del Ministerio de Educación y Ciencias, que habilita en su artículo 5 al MEC a 
involucrar al sector privado en la toma de decisiones (IEAL, 2020).

El involucramiento del sector privado es además ya más que una mera posi-
bilidad. De hecho, en los últimos años actores del sector empresarial se han 
posicionado como expertos en el ámbito de la política educativa y juegan de 
manera hábil con la opinión pública desde ese lugar. También buscan reem-
plazar al sector docente y sindical de los espacios para la toma de decisiones 
que existen en este ámbito (IEAL, 2020).
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Estos sectores empresariales actúan de manera organizada, mediante gru-
pos y fundaciones, que operan tanto a nivel nacional como regional. Este 
es, por ejemplo, el caso del grupo Juntos por la Educación, Paraguay Educa 
o la Fundación OMAPA (IEAL, 2020). 

La primera de estas entidades, Juntos por la Educación, se presenta en su pá-
gina web como “una organización sin fines de lucro, independiente a cualquier 
gobierno, que no recibe dinero público y se financia con aportes de empresa-
rios comprometidos con el país y con una educación pública, inclusiva e integral, 
que haga posible la convivencia en valores solidarios y nos ayude a responder 
a los desafíos del país y a nuestra inserción en el mundo” (Juntos por la Educa-
ción, s.f.). En la práctica, la entidad está integrada por representantes del sector 
empresarial, del sector bancario y de los medios de comunicación (IEAL, 2020).

Juntos por la Educación desarrolla diferentes proyectos, algunos de ellos de 
incidencia y otros de implementación de acciones en ámbitos o zonas espe-
cíficas del país (Juntos por la Educación, s.f.). Además, en los últimos años ha 
plasmado en diferentes publicaciones su visión y su agenda con respecto a 
la educación en el país. Uno de los documentos más claros en este sentido 
es la Propuesta de Agenda Educativa de 2013. Se trata del resultado de una 
iniciativa conjunta desarrollada entre Juntos para la Educación y el MEC. En 
dicho documento se apuesta por un nuevo contrato social educativo centra-
do principalmente en la evaluación y la gestión de datos. De hecho, de las 30 
acciones que se proponen a corto y medio plazo, 22 están enfocadas en estos 
aspectos (IEAL, 2020). Entre las acciones a largo plazo, destaca la propuesta de 
"...ajustar, derogar según convenga los marcos legales vinculados a las políti-
cas docentes: Ley General de Educación, Ley del Estatuto del Educador, Ley de 
Educación Superior, Ley del Calendario Escolar, Ley de Becas, Ley de ANEAES" 
(Juntos por la Educación, 2013, p. 86). Si bien no detalla los ajustes a realizar, 
se evidencia la intencionalidad de modificar la normativa vigente en el ámbito 
de la educación de manera sustantiva. 



También se plantea la necesidad de reestructurar la carrera docente, hacien-
do énfasis en que el sistema de escalafón mediante el cual se realizan recono-
cimientos salariales derivados de la preparación, la experiencia, los méritos o 
la antigüedad es un problema ya que "constituye un foco de conflicto entre el 
MEC y el gremio docente, incluso, el motivo de numerosas y prolongadas huel-
gas docentes. No se tiene evidencias de que el escalonamiento docente re-
dunde en mejores prácticas docentes" (Juntos por la Educación, 2013a, p. 43). 

Las otras dos entidades mencionadas, Paraguay Educa y Fundación OMAPA, 
son socias de Juntos por la Educación y participan en la ejecución de acciones 
concretas. La primera ha impulsado en el país la iniciativa una Computadora 
por niño o el proyecto Transición a la Educación Digital y la segunda vende 
materiales educativos digitales (IEAL, 2020). 

La tendencia a la consolidación de espacios de participación público-privada 
en el ámbito de la educación y la política educativa en el país es evidente. 
Se trata de una forma de participación que se aleja del diálogo social y que, 
aunque valora puntualmente la participación docente, no reconoce al sector 
sindical como un actor al que considerar (IEAL, 2020). 

De hecho, el sector privado está presente de forma permanente en espacios 
institucionales claves para la política educativa como el Consejo de Adminis-
tración del Fondo para la Excelencia en la Educación y la Investigación (FEEI). 
Este Consejo de Administración está conformado por el Ministerio de Hacien-
da, el MEC, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, la Secretaría Téc-
nica de Planificación del Desarrollo Económico y Social, el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (Conacyt) y cuatro representantes de la sociedad ci-
vil. Esta última representación, sin embargo, ha estado en la práctica a cargo 
del sector privado, implicando la exclusión de actores claves de la comunidad 
educativa como docentes, estudiantes o familias (IEAL, 2020). Destaca además 
que el MEC se ha mostrado contrario a realizar reformas a la administración 
del consejo para garantizar la participación del sector sindical (IEAL, 2020). 
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La información disponible evidencia que la participación del sector privado en el 
FEEI parece no haber garantizado su buen funcionamiento. La entidad financia 
desde 2014 el programa de “Mejoramiento de las condiciones de aprendizaje 
mediante la incorporación de TIC en establecimientos educativos y unidades de 
gestión educativa en Paraguay”. Si bien se invirtieron más de 112 millones de 
dólares en cinco años en dicha iniciativa, un diagnóstico realizado al inicio de la 
pandemia evidenció “la baja ejecución, las intervenciones aisladas y la descoor-
dinación entre los componentes, la ausencia de estrategia para complementar 
las intervenciones en diferentes niveles y la falta de registro de las personas 
capacitadas por el programa” (Corvalán y Portillo, 2020, p. 229).

Durante la pandemia los esfuerzos tendientes a privatizar y precarizar la edu-
cación han continuado. Resulta particularmente grave que ni siquiera la mag-
nitud de la crisis educativa haya alentado una mayor inversión en el sector. 
La falta de condiciones para poder desarrollar las actividades formativas en 
casa implicó un parón educativo total para una gran cantidad de estudiantes, 
sobre todo durante 2020 (Lexartza, 2021). En este escenario, lejos de ampliar 
la inversión educativa, el gasto público en este rubro más bien se ha reduci-
do. De hecho, a inicios de 2021 las organizaciones sindicales de la educación 
alertaban sobre un posible recorte al sector de hasta 85 millones de dólares 
(IEAL, 2020). En este mismo sentido, otras fuentes señalan que a pesar de que 
Paraguay contó con más recursos que otros países de la región para enfren-
tar la pandemia, la educación no fue priorizada. Así, el presupuesto educativo 
para 2021 sufrió un recorte de 8% con respecto al año anterior. Esto habría 
afectado el financiamiento de las acciones para el retorno seguro a la pre-
sencialidad, la formación docente, la provisión de materiales educativos o la 
ampliación de la conectividad (Barrios et al., 2021).

Adicionalmente, se suspendieron los aumentos salariales pactados con el sec-
tor en el Estatuto docente. Se trata de aumentos que buscan eliminar la ya 
mencionada discriminación salarial y garantizar una remuneración equivalen-
te al Salario Básico Profesional a docentes (Lexartza, 2021). 



La incapacidad estatal de dar respuesta ante las necesidades educativas du-
rante la pandemia se puede prestar además para reforzar el argumento de 
que recurrir al sector privado es una solución inevitable. Así se ha denunciado 
desde las organizaciones sindicales durante la pandemia, anticipando la po-
sibilidad de compra y cesión de servicios a este sector (IEAL, 2020). De hecho, 
esta ha sido una tendencia desde las primeras semanas de la pandemia. Ya en 
marzo de 2020 el MEC firmó un acuerdo de entendimiento con Microsoft Pa-
raguay SRL para la recepción de la donación de la herramienta Office 365. En 
este mismo contexto, las empresas proveedoras de servicios de internet Cla-
ro, Copaco, Personal, Tigo y Vox también ofrecieron al MEC paquetes de datos 
para el acceso gratuito a sus plataformas (Sequera, 2020). Se trata de medidas 
que contribuyen a aliviar y a resolver la crisis inmediata, pero que, sin embar-
go, pueden profundizar la brecha digital y la brecha en el acceso a la tecnolo-
gía y la educación (Sequera, 2020).

Paraguay llegó a marzo de 2020 con unos precarios indicadores de acceso a 
internet. El 65% de los hogares más ricos (Quintil V) contaban con conexión a 
internet en 2018. Esto contrasta con la situación de los hogares más pobres 
(Quintil I) entre los cuales solo el 3% tenían este acceso (CEPAL, 2020a). Para 
estos hogares el costo de la conexión fija a internet representaba aproxima-
damente el 9% de sus ingresos y el de la conexión móvil aproximadamente el 
12% (CEPAL, 2020). Porcentajes en ambos casos muy por encima del “umbral 
de referencia del 2% del ingreso recomendado por la Comisión sobre la Ban-
da Ancha para el Desarrollo Sostenible para clasificar un servicio de Internet 
como asequible” (CEPAL, 2020, pág. 4). 

Las medidas como la donación de bonos de conexión restringidos a ciertas 
páginas y plataformas y en momentos puntuales, reducen la probabilidad de 
que estas barreras estructurales se levanten en el futuro. Las empresas pro-
veedoras de internet eluden así la responsabilidad de invertir en infraestruc-
tura y proveer conexión a la red de calidad y accesible para todas las personas, 
garantizando solamente un acceso limitado y de baja calidad (Sequera, 2020). 
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No se trata de un tema menor, ya que alude a un ámbito clave escasamente 
discutido en la región hasta el momento: la privatización y tercerización de la 
educación mediante la incorporación de las TIC en la enseñanza. En este sen-
tido, la adquisición de productos implica la cesión de parte de la dinámica y la 
lógica de la educación a actores del sector privado, tercerizando la formación. 
Esto sucede también cuando se reciben herramientas por donación, como es 
el caso de Office 365, en el caso de Paraguay. Se pasa así a una lógica donde 
los productos tecnológicos sustituyen las políticas educativas (Sequera, 2020) 
y se genera dependencia con respecto a las grandes compañías tecnológicas. 

La reforma estatal y el recorte de derechos también se acompañan de ataques 
al sector sindical y estrategias para tratar de socavar la organización de las tra-
bajadoras y los trabajadores. En el contexto de la pandemia, particularmente 
durante los primeros meses, las posibilidades de organización se han visto limi-
tadas debido a las medidas de aislamiento social y restricción de la movilidad. 
Adicionalmente, las dificultades para responder a la necesidad de ofrecer conti-
nuidad educativa sin apoyo de la institución pública también han complejizado 
las posibilidades de organización por el aumento desmedido de trabajo. Auna-
do a esto, como se verá en el apartado 2.3, las docentes también han tenido 
que asumir una mayor demanda de cuidado en sus hogares, de manera que la 
posibilidad de organizarse ha sido particularmente incierta para ellas:

¿qué es lo que pasó exactamente con nuestra libertad sindical? [...]  está como 
restringido el salir a la calle, hacer nuestras reivindicaciones, las conversaciones 
se vienen dando por WhatsApp, pero, se limita [...]  soy profesora, soy mamá, 
soy esposa, presidenta de base y te llegan 500 mil mensajes que vos tenés que 
tratar de estar dando respuesta a todos los compañeros a cualquier hora. (En-
trevista realizada a mujeres del sindicato UNE-SN en septiembre de 2020)

Desprestigiar la labor docente también ha sido una estrategia para minar la 
labor sindical en este periodo (Lexartza, 2021). Se trata de estrategias ya pre-
sentes en el pasado. En la mayoría de los países quienes trabajan en el sector 



público cuentan con estándares laborales superiores a quienes lo hacen en el 
sector privado. Frente a la opinión pública se posiciona que los derechos de 
estas trabajadoras y trabajadores son privilegios. Sin embargo, estas condicio-
nes responden al mayor compromiso del empleador, en este caso el Estado, 
con el respeto de los derechos o a mejores condiciones y resultados del diá-
logo social, entre otros factores. Un mayor reconocimiento de derechos en el 
sector público también contribuye a ampliar los derechos en el sector privado, 
ya que señala un horizonte de nuevas garantías por alcanzar y marca una ruta 
en esa dirección.

Al contrario, cuando se recortan los derechos de quienes laboran en el sector 
público, es decir, se equiparan los derechos a la baja, el efecto de esta precari-
zación también alcanza a quienes laboran en otros ámbitos, ya que en la prác-
tica implica un deterioro de los estándares laborales del país. En el caso de la 
educación, durante los primeros meses de la pandemia, este tipo de discursos 
criticaron que en el periodo en el que las clases presenciales se suspendieron, 
las y los docentes continuaron recibiendo su salario, aunque estaban en sus 
casas. Por un lado, este tipo de discursos buscan normalizar que los emplea-
dores del sector privado no asuman ninguna responsabilidad con respecto a 
las trabajadoras y trabajadores en situaciones de crisis. Por otro lado, ocultan 
que la intensidad del trabajo y las jornadas fueron incluso superiores a las 
ordinarias en dicho periodo:

El Ministerio no nos blinda a sus docentes, no está cuidando emocionalmente y 
eso da lugar a que las familias y la sociedad también estén juzgando a que “no 
hacemos nada”, “que los docentes cobran”, “que los docentes están disfrutando 
con ellos en su casa” y eso es lo que las compañeras saben por redes sociales. 
Hace poco una persona de acá de Ciudad del Este, un político, salió y dijo así 
claramente: “¿qué tanto va a decir el docente si no hace nada? Ni siquiera tiene 
que salir a trabajar”; él no dimensiona lo que estamos trabajando porque el 
propio Ministerio de Educación no le brinda y no le cuida a su docente. (Entre-
vista realizada a mujeres del sindicato UNE-SN en septiembre de 2020).
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Y también: 

La carga laboral es impresionante [...]  El tema del horario laboral se ha extendi-
do bastante, ya que, prácticamente el MEC nos pide ser flexibles con los estudian-
tes, no hay un horario fijo de 7 de la mañana a 17 horas como era en horario 
presencial. Es mañana, tarde, noche y madrugada en cualquier momento que el 
alumno tenga posibilidad de estar conectado envía su tarea. Entonces uno tiene 
que estar pendiente ahí de su teléfono o de que, si alguien viene y trae su tarea 
en forma física, o que hay que ir a retirar del colegio; uno tiene que multiplicarse. 
(Entrevista realizada a mujeres del sindicato OTEP-A en septiembre de 2020)

1.3 Teletrabajo: una modalidad de trabajo para las docentes 		
marcada por la improvisación del Estado, la falta de recursos 		
y el menor reconocimiento de derechos

A pesar de que comúnmente diferentes formas de trabajo realizadas a dis-
tancia se han denominado teletrabajo, existen diferencias notables entre las 
características que tiene cada modalidad. 

Según la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el teletrabajo implica 
la combinación de dos componentes: el trabajo se realiza “en una ubicación 
alternativa al lugar de trabajo predeterminado y [...]  se requiere el uso de las 
tecnologías de la información y la comunicación (TIC)” (Maurizio, 2021, p. 5). El 
trabajo a domicilio, por su parte “es aquel que se efectúa total o parcialmente 
en la propia vivienda del trabajador, independientemente de cuál sea su lugar 
de trabajo predeterminado” (Maurizio, 2021, p. 5). Finalmente, el trabajo ba-
sado en el domicilio “incluye sólo a aquellos trabajadores que habitualmente 
realizan sus tareas desde su vivienda, independientemente de cuál sea su lu-
gar de trabajo predeterminado” (Maurizio, 2021, p. 6).



Si se considera el trabajo realizado por las docentes en Paraguay durante los 
primeros meses de la pandemia, se hace evidente que en muchos casos no 
podría hablarse de teletrabajo ya que la labor educativa se ha realizado a dis-
tancia, sin uso de las tecnologías de la información y la comunicación. Esta ha 
sido la situación de aproximadamente una de cada tres personas docentes¹⁰³. 
Sin embargo, toda la normativa paraguaya desarrollada desde el inicio de la 
pandemia ha empleado el término teletrabajo para referirse de forma general 
a todo el trabajo realizado a distancia. En consecuencia, independientemente 
de los matices conceptuales, en este apartado se emplea el término teletraba-
jo de esta misma forma global. 

En primer lugar, es importante señalar que si bien la pandemia implicó en sus 
primeras semanas la implementación generalizada de teletrabajo en aquellas 
actividades en las que era posible, no se trata de una modalidad nueva en la 
región. Sin embargo, su expansión acelerada ha puesto de manifiesto los re-
tos normativos y regulatorios que presenta esta forma de trabajo. 

Según estimaciones de OIT, en la región, entre el 20% y 30% de las personas 
asalariadas trabajaron desde sus domicilios durante el segundo trimestre de 
2020, mientras que en 2019 esta proporción era inferior al 3% (Maurizio, 2021). 
Además, antes de marzo de 2020, el teletrabajo se combinaba con frecuencia 
con el trabajo presencial, pero con la adopción de medidas para limitar la mo-
vilidad, pasó a ser la modalidad exclusiva para muchas personas trabajadoras. 
Anteriormente también se trataba de una medida planificada y aceptada de 
forma voluntaria por ambas partes (Maurizio, 2021). Esto no fue así tras la 
llegada de la pandemia, ya que pasó a ser una de las “pocas alternativas para 
continuar la actividad económica y la relación laboral en circunstancias excep-
cionales” (Maurizio, 2021, p. 2). 

¹⁰³  El 33,8% de las docentes afiliadas a OTEP-A que respondieron a una encuesta realizada entre junio y agosto de 
2021 señaló trabajar solo mediante la modalidad a distancia desde su hogar. 
El 27,7% de las docentes afiliadas a UNE-SN que respondieron a una encuesta realizada entre junio y julio de 2021 
señalaron trabajar solo mediante la modalidad a distancia desde su hogar.
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La mayoría de los países de la región carecían en marzo de 2020 de una nor-
mativa adecuada para la regulación del teletrabajo, y ese era también el caso 
de Paraguay. Ante esa situación, el 16 de marzo de 2020 el Ministerio de Tra-
bajo, Empleo y Seguridad Social (MTESS) emitió una resolución¹⁰⁴ que enco-
mendaba al sector privado implementar temporalmente contratos de trabajo 
a domicilio y a acogerse a lo dispuesto por el artículo 141 del Código de Tra-
bajo en dicha materia (Rojas, 2021). Se trató, sin embargo, de una medida 
insuficiente ya que dicho artículo solo requiere el registro de las relaciones 
laborales que se desarrollan bajo esta modalidad. 

Días más tarde, el 26 de marzo de 2020, fue aprobada la Ley n.° 6524 que declara 
el estado de emergencia en el país. El artículo 20 de dicha norma habilita, siempre 
que las características de la relación laboral lo permitan, el régimen jurídico de 
teletrabajo para personas asalariadas tanto del sector público como del privado 
(Paats, 2021). El MTESS reglamentó¹⁰⁵ dicho artículo poco tiempo después para 
quienes laboran en el sector privado, estableciendo como obligaciones de los em-
pleadores determinar qué puestos de trabajo eran teletrabajables y elaborar y 
divulgar lineamientos con respecto a las condiciones requeridas en el entorno de 
la persona trabajadora para poder realizar teletrabajo (Art. 4). 

También se dispone la obligatoriedad de realizar una adenda al contrato (Art. 
5), de respetar la privacidad y el tiempo de descanso de trabajadoras y tra-
bajadores (Art. 9) y de garantizar la salud y la seguridad profesional (Art. 10). 
Es decir, no se establece como obligación patronal la provisión de los medios 
para el cumplimiento de las funciones laborales.

Con respecto al sector público, las Resoluciones 146/2020 y 181/2020 de la 
Secretaría de la Función Pública definieron el protocolo de aplicación de la 
modalidad del teletrabajo. Dicho protocolo sí preveía la dotación de equipo 

¹⁰⁴  Resolución N.° 471/2020 «Por la cual se establecen mecanismos de trabajo a distancia (teletrabajo), a los efectos 
de prevenir el riesgo de expansión del coronavirus (COVID-19) al territorio nacional»
¹⁰⁵ Resolución MTESS N.° 598/2020.  



informático y conexión a internet por parte de las instituciones públicas. Sin 
embargo, según la Ley n.o 1626/2000 quienes se dedican a la docencia en el 
sector público no se rigen por las disposiciones de esa entidad (Art. 2).

Posteriormente, en junio de 2021, fue aprobada la Ley n.o 6738/2021 “que 
establece la modalidad de teletrabajo en relación de dependencia”. Se trata de 
un avance formal con respecto a la situación anterior, ya que la norma incluye 
algunos elementos como la voluntariedad, la reversibilidad, el derecho a la 
desconexión o la privacidad (Art. 8). También delimita una jornada laboral si-
milar a la de quienes realizan trabajo presencial (Art. 9) y la obligación del em-
pleador de garantizar la privacidad de los datos, proveer y dar mantenimiento 
a los equipos y programas necesarios o brindar capacitación para el manejo 
de equipos y programas (Art. 14). 

La experiencia de las educadoras evidencia que la práctica del teletrabajo no 
se ajustó a lo dispuesto por la Secretaría de la Función Pública en 2020. Ade-
más, su vivencia, tanto en cuanto a la disposición de recursos como con res-
pecto a sus derechos, es diametralmente opuesta a lo planteado en la norma 
aprobada en 2021.

Una encuesta realizada a docentes afiliadas a la OTEP-A entre junio y agosto 
de 2021, evidencia que la mayoría de las docentes tuvieron que emplear re-
cursos propios para desarrollar su trabajo. Casi la totalidad de las docentes 
que respondieron la encuesta, el 94,4%, señalaron que con frecuencia incu-
rrieron en gastos como la compra de equipo o el pago de internet para poder 
realizar su trabajo. También se realizó una encuesta entre junio y julio de ese 
año con docentes afiliadas a la UNE-SN, en la que se obtuvieron resultados si-
milares. El 93,3%, señaló que con frecuencia realizaron gastos de sus ingresos 
para comprar equipo o pagar internet (Lexartza, 2021).

Es más, las docentes también tuvieron que emplear sus recursos para sufra-
gar necesidades de sus estudiantes. El 64,5% de las docentes de OTEP-A y el 
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65,6% de UNE-SN que respondieron la encuesta señalaron haberse visto en 
esta situación con frecuencia (Lexartza, 2021).

Las educadoras que responden las encuestas coinciden al identificar que el 
teletrabajo ha implicado una importante afectación a sus derechos. En el caso 
de las educadoras de OTEP-A prácticamente la totalidad, el 94,4%, consideran 
que el derecho a una jornada laboral de 8 horas se ha visto afectado. Tam-
bién son muchas las que consideran que se ha irrespetado su derecho a la 
desconexión (78,5%) y el derecho a escoger la modalidad de trabajo (66,2%) 
(Lexartza, 2021). En menor medida, mencionan la afectación a otros derechos 
como el respeto a las libertades sindicales (28,6%) o el derecho a licencias e 
incapacidades (24,8%) (Lexartza, 2021).

Las docentes de UNE-SN que respondieron la encuesta, coinciden al señalar 
que el derecho a la jornada laboral de 8 horas se ha violentado durante el tele-
trabajo. Esto es lo que señala el 95,5%. De forma similar, el 78,4% señalan que 
el derecho a la desconexión se ha visto violentado y el 64,5% reportan el irres-
peto al derecho a escoger la modalidad de trabajo. Adicionalmente, el 29,3% 
y el 22,4% señalan que se han afectado las libertades sindicales y el derecho a 
licencias e incapacidades respectivamente (Lexartza, 2021). 

Las líderes sindicales entrevistadas también constatan las condiciones 
de precariedad que predominaron durante el periodo en el que se rea-
lizó el teletrabajo.

Es veinticuatro horas al día siete días a la semana, el propio Ministerio [...]  es 
el que da esa orientación, no importa la hora, no importa el día, hay que estar 
detrás del alumno, recibiendo trabajos del alumno, o en todo caso cuando no 
tenemos internet llevarle el trabajo al alumno. (Entrevista realizada a mujeres 
del sindicato UNE-SN en septiembre de 2020)



2. Los cuidados y la distribución del					   
trabajo no remunerado durante la pandemia

2.1 La distribución de los cuidados antes de la pandemia

Los cuidados son esenciales para la reproducción de la vida y el bienestar. A 
su vez, su distribución justa es clave para garantizar condiciones de igualdad 
y acceso a derechos para todas las personas, especialmente para las mujeres. 
Socialmente se les ha asignado, y aún se les asigna, a ellas la responsabilidad 
sobre este trabajo que en la mayoría de ocasiones se realiza de forma no 
remunerada. Así, son las mujeres quienes dentro de los hogares realizan el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. Se trata de una distribución 
desigual entre mujeres y hombres que implica para las primeras limitaciones 
o incluso la imposibilidad de acceder al mercado de trabajo, condiciones la-
borales más precarias, falta de tiempo para el descanso y el ocio, entre otros. 
Esta situación condiciona la vida de las mujeres y que limita tanto su autono-
mía económica como su autonomía física. 

En el caso de Paraguay, las cifras disponibles antes de la pandemia ya daban 
cuenta de esta situación. Según la Encuesta de Uso del Tiempo realizada en 
2016 en el país, el tiempo total que dedican al trabajo (remunerado y no re-
munerado) las personas de 14 años de edad y más es similar para mujeres y 
hombres, aproximadamente 46 horas semanales. Sin embargo, ellas dedican 
la mayoría de este tiempo, el 61,3%, al trabajo no remunerado, mientras que 
ellos invierten la mayor parte en trabajo remunerado, el 74,7% (Zavattiero y 
Serafini-Geoghegan, 2019). Esa misma encuesta muestra que el 71,3% del tra-
bajo no remunerado es realizado por las mujeres. 

Entre las diferentes actividades que componen el trabajo no remunerado es 
el trabajo doméstico el que requiere más tiempo. Es un trabajo que realizan 
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el 91,6% de las mujeres y 72,9% de los hombres. La participación femenina 
en términos de horas también es significativamente superior, ya que ellas de-
dican a este trabajo el triple de horas semanales (trece horas más) que los 
hombres (Zavattiero y Serafini-Geoghegan, 2019). Además, los hombres que 
sí dedican tiempo al trabajo doméstico realizan principalmente tareas vincu-
ladas “al mantenimiento, limpieza y reparación de los vehículos de hogar, así 
como trabajos menores de reparación y supervisión en electricidad o plome-
ría” (Zavattiero y Serafini-Geoghegan, 2019, pp. 28-29).

La siguiente actividad que requiere mayor dedicación de trabajo es el cuida-
do de personas con algún grado de dependencia (niñas, niños, personas con 
discapacidad y personas adultas mayores). También en este caso, la participa-
ción de las mujeres supera de forma notable a la de los hombres. El 57,1% de 
las mujeres realizan este tipo de trabajo, mientras que esta es la situación del 
42,9% de los hombres. Además, ellas le dedican casi el doble de tiempo, 12,9 
horas semanales frente a 7,5 horas (Zavattiero y Serafini-Geoghegan, 2019).

Un esfuerzo realizado en el país para calcular el valor de este trabajo no remu-
nerado estima que equivalía para 2016 el 22,4% del Producto Interno Bruto 
(PIB). Además, 76% de este aporte correspondería a trabajo realizado por las 
mujeres (OCR et al., 2021). Este mismo análisis profundiza en algunos impac-
tos de esta distribución desigual para las mujeres. En este sentido, destaca 
que a lo largo de su vida laboral los hombres paraguayos en conjunto presen-
tan un superávit económico durante 36 años, de los 26 años hasta los 62. Esto 
significa que tienen ingresos económicos por encima de su consumo durante 
ese periodo. Las mujeres, sin embargo, presentan una situación de déficit a lo 
largo de todo el ciclo vital (OCR et al., 2021). 

Por otro lado, la distribución desigual de los cuidados no solo responde a la 
forma en que las tareas se reparten en los hogares entre mujeres y hombres. 
En tanto que base para la vida y el bienestar, los cuidados son también una 
responsabilidad social, que debe ser respaldada mediante políticas específicas 



en las que participen y asuman compromisos los diferentes actores sociales. En 
algunos países se ha logrado avanzar en la creación de sistemas, políticas o pro-
gramas que buscan tanto brindar servicios o recursos que alivien la presión de 
la demanda de cuidados sobre los hogares y promover una distribución social 
más justa de este trabajo. 

Justamente, cuando el Estado falla, los hogares, y dentro de los hogares las mujeres, 
deben resolver la demanda de cuidados internamente. Esto genera también bre-
chas entre las mujeres, ya que quienes tienen más recursos pueden comprar ser-
vicios de cuidados en el mercado, mientras que quienes no disponen de recursos 
económicos solo pueden resolver la demanda de cuidados con su propio trabajo. 

A la fecha Paraguay no cuenta con una política de cuidados. Existen algunos pro-
gramas de naturaleza focalizada que brindan servicios de cuidado a niños y niñas 
y personas adultas mayores. Su cobertura es, sin embargo, muy limitada. En el 
caso de la niñez, el servicio de mayor alcance es el de la educación preprimaria 
que contaba para 2011 con una cobertura del 32% (Ministerio de la Mujer, s.f.). 
Más allá de la preprimaria se cuenta con otros programas como los Centros de 
Bienestar Infantil y de las Familias (CEBINFAS) dependientes del Ministerio de Sa-
lud Pública y Bienestar Social (MSPBS) o el programa Abrazo. Se trata en ambos 
casos de iniciativas focalizadas y de escasa cobertura (Ministerio de la Mujer, s.f.). 

Con respecto a otras medidas para el cuidado, como las licencias, el país reco-
noce el derecho a una licencia de maternidad de 18 semanas durante las cua-
les las mujeres reciben su salario completo. También cuenta con una licencia 
de paternidad de dos semanas. Sin embargo, no existen otro tipo de licencias, 
por ejemplo, para el cuidado de personas enfermas (OIT, 2022).

Este breve recuento evidencia la escasa participación del Estado en la satisfac-
ción de la demanda de cuidados ya antes de la pandemia. En consecuencia, la 
provisión de los cuidados recaía en las familias y dentro de ellas, debido a la 
falta de participación de los hombres, en las mujeres. 
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2.2 Profundización de una organización social de los cuidados injusta 

Lejos de suponer una oportunidad para la corresponsabilidad sobre los cuidados, 
la pandemia ha profundizado su distribución injusta. Al igual que en otros países 
de la región en marzo de 2020 en Paraguay se adoptaron medidas sanitarias que 
implicaron la suspensión de las clases presenciales. Si bien la escuela no opera 
como un servicio de cuidados, contribuye a la corresponsabilidad, en el sentido 
de que libera una porción de tiempo de quienes asumen el cuidado de las niñas y 
los niños. Sin embargo, el cese de la presencialidad no se acompañó de medidas 
que tuvieran como objetivo equilibrar la demanda adicional de cuidados que im-
plicaba esta medida para los hogares y en concreto para las mujeres. 

Por otro lado, las personas adultas también permanecieron durante semanas 
confinadas en sus domicilios. Habida cuenta de la escasa participación de los 
hombres en las tareas domésticas no remuneradas, constatada por la encues-
ta del uso del tiempo de 2016, es razonable pensar que su presencia prolon-
gada en la casa durante la pandemia también genera una mayor demanda 
de cuidados que ellos no atienden. Es decir, si antes no dedicaban tiempo a 
satisfacer necesidades básicas propias como lavar o cocinar, no hay elemen-
tos que hagan pensar que en la pandemia dedicaran mayor tiempo a estas 
tareas. Asimismo, al permanecer más tiempo en casa la necesidad de limpiar 
o cocinar también aumenta, generando a su vez mayor presión de trabajo no 
remunerado para las mujeres que lo realizan. 

La vuelta a la presencialidad en las escuelas tampoco implicó un retorno 
inmediato a la organización previa a la pandemia. De hecho, el retorno a la 
presencialidad en 2021 planteó un escenario aún más complejo, ya que se 
realizó a partir de una modalidad híbrida que combina la presencialidad y la 
virtualidad, desarrollando las clases presenciales “en horarios y días especí-
ficos según el tamaño de los grupos burbuja” (MEC, 2021). Si bien se trata de 
una modalidad opcional, en la práctica, y habida cuenta de las limitaciones 
materiales para la virtualidad en el país, se trata de la única opción viable 



pero que implica mayores retos para conciliar los horarios escolares con los 
laborales. Son horarios cambiantes, diferentes cada día, que requieren de 
una adaptabilidad que no se corresponde con las condiciones de la jornada 
laboral de la mayoría de las trabajadoras. En este caso, la estrategia de retor-
no a clases tampoco tomó en cuenta las necesidades de las mujeres. 

La falta de consideración con respecto a los cuidados y los derechos de las 
mujeres ha sido una constante en las medidas adoptadas durante la pande-
mia. Una herramienta desarrollada por el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) para analizar la inclusión del enfoque de género en las 
medidas adoptadas en los países en ámbitos como la protección social, el 
mercado laboral, las medidas económicas y financieras y la violencia contra 
las mujeres hasta noviembre de 2021, evidencia que, en el caso de Paraguay 
de 32 medidas adoptadas en dichos ámbitos, solo 18 (56,2%) son sensibles al 
género. Además, Destaca que no se identifica ninguna medida relativa a los 
cuidados y el trabajo no remunerado¹⁰⁶. 

Si bien no se cuenta en el país con cifras que den cuenta de la profundización de 
la crisis de los cuidados durante la pandemia, la experiencia de las educadoras 
contribuye a dimensionar esta situación. En este sentido, más de la mitad de las 
educadoras de UNE-SN (57,6%) señalan que, incluso sin considerar el cuidado 
de personas, durante la pandemia han asumido más trabajo doméstico. En el 
caso de las educadoras de OTEP-A, el 61,6% quienes reportan esta situación 
(Lexartza, 2021). 

También aumentó para ambos grupos de trabajadoras el tiempo dedicado a 
acompañar a niños y niñas de su hogar en los estudios. El 72,7% y el 76,2% de 
las educadoras de UNE-SN y de OTEP-A reportan este aumento respectivamente 
(Lexartza, 2021).

¹⁰⁶  COVID-19 Global Gender Response Tracker (PNUD). Consultado el 23 de marzo de 2022. https://data.undp.
org/gendertracker/

https://data.undp
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El aumento de la demanda de cuidados implica a su vez la disposición de 
menor tiempo para el descanso y la recreación. Entre las afiliadas a UNE-SN 
que responden la encuesta, 6 de cada 10 mujeres (59,6%) plantean que su 
tiempo de descanso en el día se ha reducido y 7 de 10 (68,9%) señalan la mis-
ma situación con respecto al tiempo dedicado a la recreación. La situación es 
una vez más similar cuando se trata de las docentes afiliadas a OTEP-A. En 
este caso, el 65,8% señala que su tiempo de descanso en el día se ha reduci-
do y el 65,2% plantean la misma situación con respecto al tiempo dedicado 
a la recreación (Lexartza, 2021).

Llama la atención además que al comparar la situación de las docentes con 
la de las otras personas adultas que residen en sus hogares, se evidencia una 
importante brecha con respecto al trabajo de cuidados asumido durante la 
pandemia por los hombres adultos. Solo el 29,5% de los hombres adultos que 
conviven con las docentes de UNE-SN y el 23,4% de los hombres adultos que 
conviven con las docentes de OTEP-A han asumido más trabajo doméstico 
durante la pandemia. Esto evidencia que, a pesar del aumento de la demanda 
de cuidados en los hogares, la mayoría de los hombres no asumieron más tra-
bajo del que asumían con anterioridad. En el caso de UNE-SN el 43,4% de las 
docentes señalaron que los hombres que viven con ellas dedicaron la misma 
cantidad de tiempo que antes al trabajo doméstico, el 12,3% que dedicaron 
menos tiempo y 14,8% que estos hombres nunca han asumido este trabajo. 
De igual forma, entre las docentes de OTEP-A fueron 43,2% las que señalaron 
que los hombres dedicaron la misma cantidad de tiempo al trabajo domés-
tico, 13,5% las que indicaron que destinaron menos tiempo y 19,8% las que 
señalaron que ellos nunca han asumido este trabajo (Lexartza, 2021).

La sobrecarga de trabajo remunerado y no remunerado ha tenido un alto im-
pacto para las mujeres docentes. Se trata de una situación que además de 
consumir su tiempo y limitar sus posibilidades de descanso y ocio, llega a te-
ner también impactos para su bienestar y su salud pues:



nuestro rol de educadora, de esposa, de madre, de hija, de hermana, se ha 
dificultado bastante, ya que prácticamente la carga es el triple de lo que está-
bamos haciendo. Y, el Estado paraguayo nunca se preocupó, por decir así, de 
la condición de la mujer [...]  La carga social, la carga laboral es impresionante 
y más se siente en este encierro que tenemos. Yo soy mamá de una nena de 
3 años del prejardín y la tarea la tengo que hacer con la criatura porque soy 
la mamá, ese es el caso de muchas colegas nuestras y no solamente la parte 
del sector educativo, otros sectores también, y dificulta mucho nuestro trabajo 
como educadoras. (Entrevista realizada a mujeres del sindicato OTEP-A en sep-
tiembre de 2020)

Empecé a tomar calmantes hace dos meses, estoy medicada, sin mis medi-
camentos yo exploto, exploto porque al inicio yo llegué a explotar, mi hija, mi 
familia, mi esposo, no dormía y luego me fui al doctor porque dije “qué tirada 
no, algo me pasa” y en julio cuando hubo la pausa de invierno de receso es-
colar, entonces ahí me fui y me medicaron contra el estrés que yo padezco y 
no me queda otra que yo tomar todas las noches tomo, para participar, ¿por 
qué?, porque tengo que cocinar, tengo que hacer las tareas de las 3 niñas. 
(Entrevista realizada a mujeres del sindicato UNE-SN en septiembre de 2020)
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En Perú: Más trabajo, menos derechos: educando y cuidan-
do en la nueva normalidad
Mirta Kennedy

1. El contexto socioeconómico y político antes y durante la pandemia

1.1 Contexto socioeconómico

En Perú, como los demás países de la región, la paralización de las actividades 
productivas para frenar la expansión de la pandemia de COVID-19, en marzo 
de 2020, acentuó problemas estructurales y provocó la contracción de la eco-
nomía. Las personas trabajadoras en el sector informal, por cuenta propia, 
empleadores y empleados de pequeñas empresas fueron los más afectados 
con la desocupación y la pérdida de ingresos. Con menos posibilidades de 
recurrir al teletrabajo, se paralizaron con la cuarentena. 

A junio del 2020, según datos de la Encuesta de Hogares (ENAHO-INEI), el número 
de personas desocupadas era de 6,7 millones. La población ocupada había dis-
minuido en un 49,9% en el área urbana y 6,7% en el área rural. La mitad de las 
pequeñas empresas que se caracterizan por concentrar el empleo femenino y 
juvenil estaban con un alto riesgo de pérdida de empleos (Gamero y Pérez, 2020).

La pandemia tuvo mayores efectos adversos sobre las condiciones laborales 
de las mujeres. Similar al resto de la región, se produjo un importante retiro 
de las mujeres del mercado laboral por estar sobrerrepresentadas en las ocu-
paciones más afectadas por la crisis y la informalidad. En 2019 el 62,9% de la 
fuerza de trabajo femenina estaba ocupada en las actividades de servicios¹⁰⁷ 
y comercio. La tasa de ocupación femenina cayó 11,4 puntos porcentuales; 

¹⁰⁷  Servicios no profesionales ni administrativos ni técnicos. OIT. Panorama Laboral 2021.



de 61,5% en 2019, a 50,1 en 2020. En el último trimestre de 2020 esta tasa se 
recuperó a 57,7%, sin llegar al nivel que tenía en 2019 (61,5%) (OIT, 2021).

Desde 2017 el crecimiento anual del PIB venía disminuyendo. La pandemia 
impactó fuertemente sobre la economía; la tasa de crecimiento anual del PIB 
fue de -11 en 2020. En 2021 se alcanzó una recuperación muy significativa de 
13,4% de crecimiento del PIB, que se relaciona con las medidas fiscales y de 
apoyo a empresas y familias, la reactivación económica interna y del empleo 
(CEPAL, 2021). Los empleos y los ingresos no se recuperaron al mismo ritmo, 
al igual que en la mayoría de los países de la región creció la desigualdad; y 
aumentó la desigualdad en la distribución de los ingresos laborales per cápita 
de los hogares (Maurizio, 2021). 

En el Perú la variación del índice de Gini refleja el aumento de la desigualdad, 
subiendo entre 2019 y 2020, de 0,429 a 0,464 (CEPAL, 2021). El trabajo infor-
mal aportó la mayor contribución a la recuperación del empleo, desde media-
dos de 2020 (75%). El salario mínimo no ha sido ajustado desde abril de 2018, 
acumulando una inflación de 10,2 desde entonces (OIT, 2021).

Perú implementó uno de los mayores planes económicos de América Latina 
para mitigar el impacto de la pandemia en la salud de la población, apoyar 
a las personas y familias priorizando los sectores de bajos recursos y a las 
trabajadoras y trabajadores independientes, así como a las empresas para 
reactivar la economía y generar empleos. El plan, con una fase de contención 
y otra de reactivación, se organizó en cuatro ejes: atención a la emergencia 
(0,4% del PIB), soporte a los hogares (4,81% del PIB), soporte a las empresas 
(1,82% del PIB), y cadena de pagos y soporte a la economía (12,48% del PIB)¹⁰⁸ 
(Gamero y Pérez,2020).

Para la reactivación económica se implementó el programa de garantías Reac-
tiva Perú (8,65% del PBI), dirigido a brindar liquidez a las empresas afectadas 
¹⁰⁸  Información actualizada al 27 de agosto 2020.
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por la pandemia. En menor medida, se canalizaron recursos para el Fondo de 
Apoyo Empresarial (FAE), y para el programa de reactivación económica Arranca 
Perú (financiado con gasto público). También se dieron facilidades tributarias, 
como la reducción de pagos a cuenta del impuesto a la renta a empresas de 
tercera categoría con pérdidas de mayo a julio de 2020 (Gamero y Pérez, 2020).

El plan se financió con gasto público, crédito externo de la emisión de bonos 
soberanos, estímulo fiscal, y recursos de ahorro diferidos de los y las trabaja-
doras (Compensación por Tiempo de Servicio y fondo de pensiones), el más 
importante como porcentaje del PIB (Gamero y Pérez, OIT, 2020). Al 31 de 
diciembre 2021, el 61,6% de los recursos del plan se habían destinado a la re-
activación (S/87.569 millones)¹⁰⁹ , y el 38,4% a la mitigación (S/54.703 millones) 
(Ministerio de Economía y Finanzas-Perú, 2021).

Estas medidas fueron criticadas por el magisterio, consideradas de corte neo-
liberal al facilitar más recursos a las grandes empresas que a las pequeñas y 
microempresas que generan el 85% de los puestos de trabajo. Asimismo, fue 
criticada la suspensión perfecta del empleo dispuesta en abril 2020 por el Minis-
terio de Trabajo (Decreto de Urgencia N.° 038), que autorizaba a las empresas a 
suspender a sus trabajadores por noventa días y el pago de los salarios, pudien-
do retirar ellos en ese período el equivalente a S/2000 mensuales de su fondo 
de pensiones. Mientras las empresas recibieron subsidios directos del Estado, 
las y los trabajadores tuvieron que disponer de sus propios fondos de retiro, 
hipotecando su seguridad futura. 

Perú se destaca por ser el país del mundo con el mayor número de defuncio-
nes informadas de COVID-19, de 6 por cada 1000 habitantes; casi el triple del 
promedio de la región de 2,34 (2021). El impacto más grande de la pandemia 
se sintió durante el segundo año. En 2020 entre el primero de abril y el 31 de 
diciembre se registraron 93,367 defunciones por COVID-19, y entre el prime-
ro de enero y el cuatro de agosto de 2021, fueron 103,211 las defunciones 
¹⁰⁹ Un dólar=3,5311 soles, agosto 2020



registradas por COVID-19; un 10,5% más (Ministerio de Salud-Perú, 2021). De 
manera similar a otros países de la región, la capacidad del sistema de salud 
se vio sobrepasado por la crisis sanitaria. En 2020 la vacunación avanzó lento 
por la falta de vacunas, entre denuncias contra funcionarios de gobierno por 
alentar la comercialización (Diario Oficial El Peruano, 2021). Durante 2021 se 
aceleró la vacunación; al 31 de diciembre el 63,9% de la población del país 
había sido vacunada con el esquema completo contra el coronavirus y el 9,1% 
contaba con el esquema parcial, logrando un avance por encima de la media 
de América Latina (59,4%) (CEPAL, 2021) .

1.1. Crisis política y elecciones presidenciales en pandemia

La inestabilidad política marcada por el enfrentamiento entre el poder legislativo y 
el ejecutivo ha caracterizado el contexto del país desde el período previo, durante 
la pandemia y continúa en 2022. Entre 2016 y 2021 el Perú tuvo cinco presidentes 
distintos con la particularidad de que 3 de ellos llegaron al cargo por nombramien-
to del Congreso de la República, al cesar por renuncia o vacancia el anterior, y estas 
ocurrieron en el mismo mes de noviembre del 2020. La falta de mayoría parlamen-
taria favorable al ejecutivo y de apoyo partidario se han señalado como factores de 
inestabilidad. La crisis política se ha reflejado en una sucesión de acontecimientos; 
renuncia del presidente, vacancia, disolución del Congreso, nuevamente vacancia, y 
elecciones generales en 2021 en un contexto de alta conflictividad entre las fuerzas 
contendoras, donde obtuvo el triunfo Pedro Castillo. 

El impacto de esta inestabilidad se hizo evidente durante la pandemia. En marzo 
de 2020 el presidente Martín Vizcarra enfrentaba similares conflictos con el poder 
legislativo que su antecesor¹¹⁰. Se vio obligado a realizar sucesivos cambios en su 
gabinete ministerial en un escenario de conflictividad social en rechazo a algunas 
¹¹⁰ Martín Vizcarra asumió la presidencia el 23 de marzo de 2018, nombrado por el Congreso de la República 
para completar el período de gobierno 2016-2021, a causa de la renuncia del presidente anterior, Pedro Pablo 
Kuczynsky, acusado de corrupción. : https://es.wikipedia.org/wiki/Gobierno_de_Mart%C3%ADn_Vizcarra

https://es.wikipedia.org/wiki/Gobierno_de_Mart%C3%ADn_Vizcarra
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medidas adoptadas por su gobierno, y a las denuncias de corrupción en su contra 
y hacia miembros de su gabinete. Este escenario desembocó en un juicio político 
que culminó con su destitución el 9 de noviembre de 2020, por acusaciones de 
haber estado vinculado al caso Odebrecht en su anterior gestión como gober-
nador de Moquegua, en el sur del país. Los últimos ocho meses de su gobier-
no transcurrieron en el contexto de la pandemia del COVID-19, con una gestión 
cuestionada de la crisis sanitaria, y bajas respuestas a las demandas magisteriales 
para la implementación de la educación remota (SUTEP, 2020i).

La destitución de Vizcarra desató fuertes protestas sociales en todo el país en 
contra de la vacancia, no por defender al presidente sino en aras de mantener 
la estabilidad política hasta las siguientes elecciones generales programadas 
para abril de 2021. El 10 de noviembre 2020 fue investido como presidente Ma-
nuel Merino, que ocupaba el cargo de presidente del Congreso; un personaje 
controversial con 54 denuncias de corrupción abiertas en su contra en el siste-
ma de justicia, y cercano al fujimorismo. Su nombramiento desató una fuerte 
ola de protestas a nivel nacional, en Lima, Cuzco, Guanco, Arequipa y en la zona 
amazónica, y 1,200 alcaldes rechazaron la decisión del Congreso. Estaban de-
mandando “que se vayan todos”; en referencia a la clase política, el adelanto de 
la fecha de las elecciones nacionales, y una asamblea nacional constituyente. En 
su discurso inaugural Merino aseguró que se respetaría la fecha de las eleccio-
nes generales y que nombraría un gabinete de integración nacional. 

Una segunda marcha nacional estalló en el país el 14 de noviembre de 2020. 
En Lima fue violentamente reprimida por la policía que utilizó balas de goma y 
gases lacrimógenos; dos jóvenes murieron por heridas de armas de fuego. El 15 
de noviembre ante el descontento social y la solicitud de renuncia del Congreso, 
Merino presentó la dimisión luego de 5 días en el ejercicio de la presidencia. Su 
nombramiento ha sido señalado como un golpe de Estado por usurpación del 
poder Legislativo sobre el Ejecutivo, considerando que el proceso de vacancia 
de Vizcarra se basó en información periodística, sin mediar una investigación 
que aportara elementos concretos (Wikipedia, 2022).



El 15 de noviembre de 2020, Francisco Sagasti fue elegido presidente de la 
nueva junta directiva del Congreso y juramentado al día siguiente como presi-
dente de la República por sucesión constitucional, para completar el período 
de gobierno 2016-2021. Denominó su gobierno de transición y emergencia, 
aludiendo a la crisis política y a la pandemia. Priorizó la vacunación de la po-
blación y la atención de la salud. Culminó su período presidencial el 28 de 
julio de 2021 cuando asumió el cargo el nuevo presidente electo. Durante su 
gobierno se dio un avance lento de las demandas del magisterio.

Las elecciones presidenciales de 2021 que dieron por ganador en primera 
vuelta el 11 de abril, y en segunda vuelta el 6 de junio, al educador de trayec-
toria sindical profesor Pedro Castillo, estuvieron marcada por el enfrenta-
miento de las fuerzas conservadoras desde el inicio de la campaña electoral. 
Asumió el cargo el 28 de julio (2021) luego de un dificultoso reconocimiento 
de su triunfo, fuertemente cuestionado por la candidata perdedora. Su go-
bierno, como los anteriores, ha transcurrido en un escenario de constante 
pugna del poder Legislativo al ejercicio de su mandato, la inestabilidad de su 
gabinete ministerial, y las tensiones con el movimiento magisterial y social 
por las promesas de campaña no cumplidas. Destaca durante su gobierno, 
una mayor apertura de diálogo con el magisterio. 

Entre los logros más importantes del magisterio en este período fue la apro-
bación por el Congreso del 6% para la educación. El 19 de diciembre 2021 el 
pleno del Congreso aprobó en segunda votación la Ley 31097/2020-CR que 
reformó el último párrafo del Art.16 de la Constitución: “La educación es un 
derecho humano fundamental que garantiza el desarrollo de la persona y la 
sociedad, por lo que el Estado invierte anualmente no menos del 6% del PBI” 
(Diario Oficial El Peruano, 2020).
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1.2 Las medidas para el sector educación: la estrategia Aprendo en Casa 

La primera medida que tomó el gobierno frente a la pandemia fue decretar 
el distanciamiento social obligatorio y la suspensión de las clases presencia-
les el 16 de marzo del 2020, a 10 días de detectarse los primeros casos en el 
país, impactando en 9,9 millones de estudiantes. El 27 de marzo del 2020 el 
Ministerio de Educación, MINEDU, anunció la nueva estrategia de educación 
remota Aprendo en Casa, para los niveles de educación prescolar, primaria y 
secundaria, que comenzó a aplicarse el 6 de abril (UNESCO, 2020).

Para el diseño de esta estrategia se contó con el apoyo de la cooperación de 
organismos privados y agencias multilaterales, principalmente UNESCO; se 
realizaron reuniones interministeriales en la región y con personas expertas 
en educación a distancia. La estrategia consiste en el desarrollo de contenidos 
educativos pregrabados para ser trasmitidos por televisión, radio y publica-
dos en una página web, para quienes puedan acceder a través de dispositivos 
electrónicos. Cubre los temas del currículo escolar integrado y aspectos socio 
emocionales en el contexto de la emergencia y el confinamiento social (UNES-
CO, 2020). Se imprimieron materiales educativos con los contenidos para las y 
los estudiantes que no tenían acceso a otros medios, en las zonas del país sin 
señal de internet o con déficit de servicio de electricidad.

El programa Aprendo en Casa en octubre de 2020 se estaba trasmitiendo a 
través de 165 canales de televisión, 1,237 radios a nivel nacional y 61 radios 
regionales, que difundían las sesiones del programa en nueve lenguas origi-
narias para todas las modalidades educativas¹¹¹ (UNICEF, 2020). Para ampliar 
la cobertura rural el Minedu realizó coordinaciones con otras instituciones 
gubernamentales, con gobiernos regionales y locales, organismos multilate-
rales, empresas, y comunidades. Se gestionaron nuevas licencias y convenios 
para ampliar el alcance de las antenas repetidoras de la señal de internet y 
¹¹¹ En la zona rural de Perú, 500 000 de estudiantes pertenecen a pueblos originarios. UNICEF, noviembre 
2020. https://www.unicef.org/lac/historias/en-la-amazonia-peruana-altoparlantes-ayudan-continuar-la-educa-
cion-en-comunidades

https://www.unicef.org/lac/historias/en-la-amazonia-peruana-altoparlantes-ayudan-continuar-la-educa-cion-293
https://www.unicef.org/lac/historias/en-la-amazonia-peruana-altoparlantes-ayudan-continuar-la-educa-cion-293
https://www.unicef.org/lac/historias/en-la-amazonia-peruana-altoparlantes-ayudan-continuar-la-educa-cion-293


televisión, y el uso de televisión y radios municipales y locales, entre otras. 
En octubre 2020 más de 1,400 medios trasmitían los programas de Aprendo 
en Casa a nivel nacional. También se instalaron centros de servicios educati-
vos ubicados en zonas alejadas y de difícil acceso denominados “plataforma 
Tambo”. Disponen de internet satelital, computadoras, fotocopiadoras, sala 
multiuso para estudiantes de todos los niveles, y para docentes. En octubre de 
2020 se habían instalado 363 Tambos, y para setiembre de 2021 había 440 de 
estos centros en 22 regiones (Plataforma Digital-Gobierno de Perú, 2020)¹¹².

En las zonas donde no llega la señal de internet, tampoco el servicio de electrici-
dad y ni siquiera se recibe bien la señal de radio, se implementaron soluciones 
alternativas con apoyo de las comunidades. UNICEF donó cuatro altoparlantes 
para ampliar la difusión de las lecciones trasmitidas por radio, uno de los cua-
les se instaló en Nuevo San Rafael (Ucayali), comunidad shipibo-konibo en la 
zona amazónica. Los padres y madres de familia de la comunidad compraron 
un motor de energía eléctrica para poder conectar un dispositivo con una me-
moria USB con las lecciones grabadas y trasmitirlas por altoparlante. Pequeños 
grupos de estudiantes escuchan las clases reunidos por turnos en un espacio 
abierto. Esta alternativa ha requerido que la persona docente a cargo se trasla-
de a Pucallpa a buscar el material educativo grabado (UNICEF 2020). 

A través del plan “Recarga Minedu”, el gobierno facilitó la conexión de internet 
sin costo para cerca de 433 mil docentes, directoras y directores y personal 
directamente vinculado al servicio educativo, con la recarga mensual de un 
plan de telefonía celular y datos. Las recargas permitían llamadas y mensajes 
de texto ilimitados y datos de internet por 15 Gb. Este servicio inició el 30 
de setiembre del 2020 para ser renovado mensualmente hasta diciembre del 
mismo año (MINEDU, 2020). Otra medida gubernamental fue destinar S/70 
millones (Decreto Supremo 238-2020-EF) en el mes de agosto de 2020 para 
la creación de nuevas plazas docentes por un plazo de 5 meses, atendiendo 

¹¹² En coordinación con el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, el Minedu realizó gestiones para acceder a la 
señal de TvPerú, instalación de antenas repetidoras, instalación de internet, mejoramiento y activación de antenas de 
TvPerú, uso de altoparlantes en centros poblados, entre otras. (Oficina de Prensa de MINEDU, 2 de octubre de2020)
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a las exigencias del gremio del magisterio para hacer frente a la emergencia 
sanitaria (Diario Oficial El Peruano, 2020).

En febrero 2021 el MINEDU habilitó la plataforma Te Escucho Docente, para el 
soporte emocional en línea y el fortalecimiento de las estrategias de bienes-
tar socioemocional para docentes y auxiliares de educación del país. De esta 
forma mejoraban también las estrategias de apoyo emocional que estaban 
brindando a las y los estudiantes. Muchos maestros y maestras habían perdi-
do familiares, cruzaban procesos de duelo y estaban temerosos de contraer 
COVID-19 (Portal Te Escucho Docente, 2021)¹¹³.

En el año 2020, entre marzo y junio los centros educativos permanecieron ce-
rrados. A partir de julio de 2020 hasta finalizar el ciclo escolar algunas escuelas 
reabrieron, incluyendo situaciones de clases presenciales en ciertas regiones, 
clases por tiempo reducido para algunos grados, o un sistema combinado hí-
brido de clases presenciales y a distancia. En 2021 se inició con clases presen-
ciales en marzo y en abril se pasó a la modalidad no presencial, con algunos 
centros educativos abiertos parcialmente en una modalidad semipresencial 
hasta culminar el ciclo lectivo (UNESCO, 2021; UNICEF, 2022). 

En 2021 el MINEDU implementó el Plan de Emergencia del Sistema Educativo 
Peruano (segundo semestre 2021-primer semestre 2020), para asegurar las con-
diciones de retorno a la presencialidad, la recuperación y consolidación de apren-
dizajes, fortalecer las estrategias educativas, y brindar soporte socioemocional a 
docentes y familias. Incluye potenciar la formación docente, ampliar la oferta y 
cobertura de plazas docentes, la creación de centros comunitarios digitales en 
comunidades para ampliar el acceso a las TIC, promover la educación híbrida (re-
mota, semipresencial y presencial), y mejorar las condiciones de las instituciones 
educativas con población rural y con población indígena. El plan está diseñado 
para que sean la comunidad docente, las familias, los y las gestoras voluntarias, 
las comunidades con sus recursos y organizaciones y las unidades de gestión 

¹¹³ MINEDU- Portal Te Escucho Docente (2021) Consulta en línea: https://teescuchodocente.minedu.gob.pe/

https://teescuchodo


educativa local (UGEL)¹¹⁴, las que asuman la mayor responsabilidad en el regreso 
a la presencialidad y la sostenibilidad de la educación, con enfoque de descentra-
lización (MINEDU, 2021a).

Perú ha sido uno de los diez países de la región que no pudieron implementar un 
formato de retorno a las clases presenciales seguras en 2021, aunque algunas es-
cuelas volvieron a la presencialidad en regiones sin acceso a la trasmisión de clases 
remotas; otras funcionaron en modalidades híbridas (UNESCO, 2021). El año esco-
lar 2021 comenzó el 15 de marzo y culminó el 17 de diciembre, con una matrícula 
escolar de 8 290 641. El 16 de diciembre de 2021, solamente el 10,5% de la pobla-
ción estudiantil estaba recibiendo clases totalmente presenciales (UNICEF, 2021).

Se planteó la reapertura de clases para el inicio escolar de 2022. En abril de 
2022 se había retornado a la educación presencial y estaban recibiendo clases 
en esta modalidad el 83,1% de la población estudiantil matriculada (5,651,567 
estudiantes). El 97,2% de la comunidad docente había sido vacunada con 1 
dosis, el 95,5% con 2 dosis y el 72,5% con las 3 dosis. Entre la población escolar 
de 5 a 11 años el 34,6% estaba vacunados con la segunda dosis, y el 71,9% en 
el grupo de 12 a 17 años (UNICEF, 2022).

La pandemia ha dejado en evidencia la desigualdad y los problemas de cali-
dad de los sistemas de educación que se venían arrastrando en la región, la 
falta de condiciones materiales, las brechas de aprendizaje, el aumento del 
abandono escolar (Bárcenas, 2021). En Perú, la pandemia golpeó más a las 
y los estudiantes de los sectores rurales y populares; perdieron familiares, 
dejaron de estudiar por no tener cómo conectarse o porque tuvieron que ir a 
trabajar para ayudar en la economía familiar, o para que sus hermanos y her-
manas menores pudieran continuar con la educación porque las condiciones 
y recursos del hogar no alcanzaban (Kennedy, 2021). 

¹¹⁴ La UGEL tiene jurisdicción provincial y se encarga de difundir, orientar y supervisar la aplicación de la política y 
normatividad educativa nacional o regional en la gestión institucional, y evaluar las instituciones y programas bajo su 
ámbito. Consulta en línea: https://gestion.pe/peru/que-son-las-ugel-cuales-son-y-como-estan-distribuidas-por-dis-
trito-ugel-ministerio-de-educacion-gobierno-regional-gobierno-local-peru-nnda-nnlt-noticia/ 

https://gestion.pe/peru/que-son-las-ugel-cuales-son-y-como-estan-distribuidas-por-dis-trito-ugel-ministerio-de-educacion-gobierno-regional-gobierno-local-peru-nnda-nnlt-noticia/
https://gestion.pe/peru/que-son-las-ugel-cuales-son-y-como-estan-distribuidas-por-dis-trito-ugel-ministerio-de-educacion-gobierno-regional-gobierno-local-peru-nnda-nnlt-noticia/
https://gestion.pe/peru/que-son-las-ugel-cuales-son-y-como-estan-distribuidas-por-dis-trito-ugel-ministerio-de-educacion-gobierno-regional-gobierno-local-peru-nnda-nnlt-noticia/
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2.De la presencialidad a las clases remotas: 				  
trabajo docente en pandemia

2.1 Teletrabajo y educación remota

Desde 2013 Perú contaba con la Ley que Regula el Teletrabajo 30036/2013 
y su Reglamento de 2015. Establece el teletrabajo como una modalidad de 
prestación de servicios caracterizada por la utilización de tecnologías de la in-
formación y las telecomunicaciones (TIC), aplicable al sector privado y público. 
Esta ley no fue implementada, la población en teletrabajo no era significativa 
antes de la pandemia, menos del 0,1% de empleos en el sector privado en 
2019. Además, la regulación de que el empleador debía proveer los medios de 
trabajo era cuestionado por el sector empresarial (Ramos, 2021). 

En 2020, declarada la pandemia, unos 250 empleos se registraron en la moda-
lidad de teletrabajo/trabajo remoto hasta octubre (RPP Noticias, 2020). En abril 
de 2020, más de medio millón de profesoras y profesores pasaron a distintas 
modalidades de trabajo remoto, incluyendo teletrabajo, trabajo a distancia, y 
modalidades combinadas (Gobierno de Perú, 2022) Durante 2020 se emitieron 
dos decretos con normativas sobre el trabajo remoto; el Decreto de Urgencia 
No. 026-2020-PCM y el Decreto No.10-2020-TR. También fue elaborado un nuevo 
proyecto de ley de teletrabajo que fue sometido a un largo proceso de revisión y 
modificaciones entre 2020 y 2021, en proceso de aprobación a diciembre 2021.

El Decreto de Urgencia No. 026-2020-PCM emitido el 15 de marzo 2020, in-
corpora un conjunto de normativas¹¹⁵ de carácter excepcionales y temporales 
¹¹⁵ Complementa el Decreto Supremo No. 044-2020-PCM, decreto presidencial del 15 de marzo, en artículo 8 declara el 
estado de emergencia, con inicio el 16 de marzo, y el Decreto Supremo N ° 008-2020-SA del 11 de marzo 2020, que declara 
la emergencia sanitaria nacional por un período de 90 días y establece medidas de prevención y control de COVID 19.



para reducir la propagación y el impacto sanitario de la pandemia, y disminuir 
la afectación de la economía. En el Art.21 se autoriza al MINEDU a que durante 
la emergencia sanitaria las instituciones educativas públicas y privadas bajo su 
ámbito de competencia en todos los niveles, etapas y modalidades, presten 
servicios educativos no presenciales o remotos. En el Título 3 indica que: 

El trabajo remoto se caracteriza por la prestación de servicios subordinada 
con la presencia física del trabajador en su domicilio o lugar de aislamiento 
domiciliario, utilizando cualquier medio o mecanismo que posibilite realizar las 
labores fuera del centro de trabajo, siempre que la naturaleza de las labores lo 
permita (Decreto N.°. 026-2020-PCM).

Esta normativa faculta a empleadores del sector público y privado a implementar 
el trabajo remoto y se aplica para personas que trabajan en el país o que están 
fuera y no pueden ingresar. No se aplica a personas confinadas que estén cursan-
do la enfermedad de COVID-19, ni con descanso médico¹¹⁶. El decreto establece 
la obligación del empleador de mantener el mismo vínculo laboral, la remune-
ración, y demás condiciones económicas, salvo cuando favorezcan a la persona 
empleada o estén vinculadas a la asistencia al centro de trabajo. Los equipos y 
medios informáticos (internet, telefonía u otros) para desarrollar el trabajo pue-
den ser proporcionados por el empleador o por la persona empleada. 

El empleador tiene que dejar constancia de comunicar a la persona empleada 
la decisión de implementar el trabajo remoto¹¹⁷. La normativa autoriza a apli-
car de manera obligatoria la modalidad de trabajo remoto a grupos de riesgo. 
Es un deber de la persona teletrabajadora estar disponible durante la jornada 
de trabajo para las coordinaciones de carácter laboral. También le correspon-
de cumplir con la normativa vigente sobre seguridad, protección, confiden-

¹¹⁶  En este caso se aplica la suspensión imperfecta de labores, es decir la suspensión de la obligación de la persona 
empleada de prestar el servicio sin afectar el pago de su remuneración y el vínculo laboral se mantiene. Consulta en 
línea: https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/07/Casaci%C3%B3n-Laboral-14818-2016-Lima-Legis.pe_.pdf
¹¹⁷  Si la labor no es compatible con el trabajo remoto, el empleador debe otorgar una licencia con goce de haber sujeta 
a compensación posterior.

https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/07/Casaci%C3%B3n-Laboral-14818-2016-Lima-Legis.pe_.pdf
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cialidad de los datos y de la información proporcionada por el empleador, así 
como las medidas y condiciones de seguridad y salud en el trabajo remoto, las 
que deben ser informadas por el empleador.

Como se verá más adelante, nada de esto se cumplió para maestras y maes-
tros que tuvieron que improvisar aulas de clase y equipamiento en sus hoga-
res, con sus propios recursos y conocimientos.

El 24 de marzo se emitió el Decreto Supremo No.10-2020-TR para facilitar la 
implementación del trabajo remoto en el sector privado y desarrollar las dispo-
siciones sobre trabajo remoto previsto en el decreto de urgencia No. 026-2020. 
En las disposiciones complementarias establece que “resulta aplicable de ma-
nera supletoria a las entidades del sector público en lo que corresponda”¹¹⁸. El 
contenido de este decreto es similar al anterior. Define el trabajo remoto como:

Prestación de servicios subordinada con la presencia física del/la trabajador/a 
en su domicilio o lugar de aislamiento domiciliario, utilizando cualquier medio 
o mecanismo que posibilite realizar las labores fuera del centro de trabajo, 
siempre que la naturaleza de las labores lo permita. Este no se limita al trabajo 
que pueda ser realizado mediante medios informáticos, de telecomunicaciones 
o análogos, sino que se extiende a cualquier tipo de trabajo que no requiera la 
presencia física del/la trabajador/a en el centro de labores (Art.3.a).

El trabajo remoto puede ser realizado en el domicilio de la persona empleada 
o en otro en que se encuentre por las medidas de aislamiento social obliga-
torio (Art.3.b) No se aplica a personas trabajadoras confinadas por COVID-19 
(Art.4.2). Relativo a las condiciones laborales, la normativa establece la misma 
jornada ordinaria pactada en el trabajo presencial, o la que se hubiera recon-
venido para esta modalidad de teletrabajo, que en ningún caso puede superar 

¹¹⁸  Establece que la Autoridad Nacional del Servicio Civil puede emitir disposiciones para el trabajo remoto en el sector 
público conforme al Decreto de Urgencia N.° 026-2020.
¹¹⁹  Exceptuando a los los/as trabajadores/as de dirección, los que no se encuentran sujetos a fiscalización inmediata de 
la jornada y los que prestan servicios intermitentes.



las ocho horas diarias o 48 semanales¹¹⁹(Art.9.a). La persona empleada puede 
distribuir libremente la jornada en los horarios mejor adaptados a sus nece-
sidades, dentro de la jornada máxima establecida y un máximo de seis días a 
la semana (Art.9.3). Debe estar disponible durante la jornada laboral para las 
coordinaciones necesarias con el empleador (Art.9.4). 

El ente empleador debe asignar las facilidades necesarias para el acceso de la 
persona trabajadora a sistemas, plataformas, aplicaciones informáticas para 
el desarrollo de sus funciones, y brindar las instrucciones para su uso, así 
como establecer las reglas de confidencialidad y protección de datos. El de-
creto no incluye la obligatoriedad del empleador de proporcionar los equipos. 
Cuando los medios para el desarrollo del trabajo son proporcionados por la 
persona empleada, las partes pueden acordar la compensación de los gastos 
adicionales derivados del uso de tales medios (Art.7)¹²⁰. El decreto incorpora la 
observancia de las medidas de seguridad y salud en el trabajo que el emplea-
dor debe informar a la persona teletrabajadora, dejando constancia de esta 
comunicación. También debe mantener la comunicación para informarse de 
los riesgos adicionales no advertidos previamente o los accidentes de trabajo 
que hubieran ocurrido durante el trabajo remoto¹²¹ e indicarle a la persona 
empleada qué medidas tomar. El decreto prioriza la aplicación del trabajo re-
moto en grupos de riesgo por la edad o factores clínicos (Art.10.1).

En el año 2020 fue elaborado el Proyecto de Ley de Teletrabajo 5408-2020-CR. El 
21 de mayo de 2021 la Comisión de Ciencia, Innovación y Tecnología emitió un 
dictamen y propuso un texto sustitutivo. Posteriormente como Nueva Ley de Tele-
trabajo 1046-2021-CR el 9 de marzo 2022 la Comisión de Ciencia, Innovación y Tec-
nología aprobó por unanimidad el dictamen de esa nueva propuesta y el proyecto 
fue derivado a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, que debía pronunciarse al 
respecto, continuando el proceso de aprobación en segunda vuelta¹²². 

¹²⁰  Si se produce un desperfecto, se informa al empleador que debe dar las instrucciones para continuar con el trabajo remoto.
¹²¹  Esta comunicación puede realizarla cualquier persona que comparta el domicilio.
¹²² Gaceta Perú Tv (2022, marzo, 11). Consulta en línea: https://gacetaperutv.pe/2022/03/sepa-ud-que-modificaciones-pro-
pone-el-proyecto-que-impulsa-el-congreso-sobre-ley-del-trabajo.html

https://gacetaperutv.pe/2022/03/sepa-ud-que-modificaciones-pro-pone-el-proyecto-que-impulsa-el-congreso-sobre-ley-del-trabajo.html
https://gacetaperutv.pe/2022/03/sepa-ud-que-modificaciones-pro-pone-el-proyecto-que-impulsa-el-congreso-sobre-ley-del-trabajo.html
https://gacetaperutv.pe/2022/03/sepa-ud-que-modificaciones-pro-pone-el-proyecto-que-impulsa-el-congreso-sobre-ley-del-trabajo.html
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La Nueva Ley de Teletrabajo recoge algunos de los contenidos de los decretos 
de urgencia y de trabajo remoto. Regula el teletrabajo como una modalidad 
caracterizada por la utilización de medios tecnológicos, informáticos o de te-
lecomunicaciones (TIC), de manera exclusiva o prevalente. En términos de de-
rechos reconocidos a las y los trabajadores, no propone avances importantes, 
y se retrocede en el tiempo reconocido de desconexión. El decreto de trabajo 
remoto establecía un tiempo de conexión igual a la jornada de ocho horas de 
trabajo, y la nueva ley la eleva a doce horas.

La ley será aplicable a las entidades de la administración pública y a las institu-
ciones y empresas privadas sujetas a cualquier régimen laboral. Define el tele-
trabajo como una modalidad especial de prestación laboral, caracterizado por 
el desempeño subordinado de las labores sin la presencia física de la persona 
empleada en el centro de trabajo con la que mantiene el vínculo laboral. Utiliza 
plataformas y tecnologías digitales. Puede ser total o parcial; el 30% mínimo de 
la jornada debe ser teletrabajo. La persona empleada es libre de decidir el lugar 
o los lugares donde habitualmente realizará el trabajo. Esta información y la 
modalidad de teletrabajo parcial o total deben estar registrada en el contrato. 

La persona teletrabajadora tiene derecho: i) a recibir los equipos y herramientas de 
trabajo, salvo pacto en contrario, ii) a la compensación por parte del empleador por 
concepto de energía e internet salvo pacto en contrario; en el sector privado esta 
compensación tiene condicionalidades, y en el sector público depende de la dispo-
nibilidad presupuestal de la entidad; ii) derecho a la intimidad, privacidad e inviola-
bilidad de sus comunicaciones, iii) a la desconexión; solamente 12 horas consecu-
tivas, período en que no tiene la obligación de responder las comunicaciones del 
empleador, con excepciones¹²³; y tiene derecho a la flexibilidad en la distribución 
del tiempo de trabajo, iv) a ser informado de las medidas de protección en materia 
de seguridad y salud en el trabajo. Las obligaciones de la persona teletrabajado-
ra son, realizar el trabajo de manera personal y estar obligatoriamente disponible 
¹²³ Para los teletrabajadores de dirección y confianza, para los que no se encuentran sujetos a fiscalización inme-
diata y para los que prestan labores intermitentes, se establece un lapso diferenciado a fin de que puedan ejercer 
su derecho de desconexión (Art.10.3).



para las coordinaciones laborales, cumplir las normas de seguridad y salud laboral, 
mantener la confidencialidad de la información y cuidar los equipos. 

El empleador tiene la obligación de comunicar con anticipación a la persona em-
pleada la voluntad de pactar un cambio a teletrabajo, y no menoscabar cualquier 
derecho colectivo reconocido en la legislación laboral vigente. Algunos conteni-
dos privilegian los intereses del empleador. Puede retornar a la persona emplea-
da al trabajo presencial si no se están alcanzando los objetivos de la actividad 
comunicándole quince días antes. La persona empleada puede pedir la reversión 
al trabajo presencial, pero el empleador tiene la facultad de denegarlo.

En el artículo 10, la ley determina la aplicación del teletrabajo en favor de las 
personas en situación de vulnerabilidad, incluyendo en esta categoría a las 
mujeres madres gestantes y en período de lactancia (tres meses previos al 
parto o tres de los primeros meses de lactancia), y a los hombres (padres) que 
conviven con ellas (un mes antes del parto y un mes del período de lactancia); 
a personas en situación de discapacidad, a personas responsables que cuida 
familiares en situación de discapacidad, o con enfermedades o accidentes gra-
ves (Proyecto Ley de Teletrabajo 5408-2020-CR). 

La nueva ley de teletrabajo en proceso de revisión durante 2021 no estable-
ce cambios significativos respecto al decreto de trabajo remoto, en lo que a 
derechos de las personas trabajadoras se refiere. Un aspecto favorable es 
el reconocimiento de los derechos colectivos de las personas trabajadoras. 
Empeora lo relativo al derecho a la desconexión, que de ocho horas pasó a 
doce horas la disponibilidad de la persona trabajadora en la nueva propuesta 
de ley de teletrabajo. Otro aspecto para analizar es la aplicación del teletra-
bajo en favor de las personas en situación de vulnerabilidad, entre las que se 
prioriza a las mujeres gestantes, tres meses antes y tres meses después del 
parto, período que se superpone con la licencia de maternidad (y los días de 
licencia de paternidad). También se prioriza para el teletrabajo a las personas 
cuidadoras de personas en grave estado de salud. Esta medida favorece que 
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el peso del cuidado recaiga en las mujeres trabajadoras, que son las principa-
les cuidadoras en los hogares. Va en contra del reconocimiento del cuidado 
como derecho humano que debe ser protegido.

2.1 El impacto de las medidas

El paso intempestivo de la educación presencial en aula a clases desde la casa 
en distintas modalidades de educación remota significó enormes retos para 
la comunidad docente, con mayor impacto en las mujeres que asumieron en 
gran medida el trabajo doméstico y el cuidado de hijas, hijos y familiares en 
sus hogares, apoyando a familiares en otros hogares.

Trabajando sin protección de derechos

En lo que respecta al sector educación, el Decreto sobre trabajo remoto vi-
gente durante el período de la pandemia, no se aplicó, de acuerdo con la in-
formación de la entrevista colectiva realizada a mujeres dirigente de SUTEP 
(2020), así como, a la información publicada por el sindicato (2020-2021) sobre 
las demandas laborales y las condiciones de trabajo durante la pandemia. El 
cambio a la modalidad remota fue generalizado para las y los docentes al 
cerrarse los centros educativos. La jornada laboral pactada antes de iniciarse 
el trabajo remoto no se respetó. Las horas de trabajo docente se extendieron 
normalmente el doble por lo menos del horario de las clases presenciales, e 
incluso más de ocho horas. Aunque el decreto establece un tiempo de cone-
xión igual a la jornada laboral ordinaria, en la práctica se mantenían en una 
disponibilidad continua durante todo el día y hasta de noche.

Para el desempeño del trabajo docente, contrario a la normativa, tuvieron que 
adquirir por su cuenta los dispositivos y equipos necesarios, sin que la insti-
tución educativa se hiciera cargo del reembolso de los costos. También en la 



mayoría de los casos se hicieron cargo de pagar los costos de la conexión a 
internet. En cuanto al acceso a sistemas y plataformas, el MINEDU dispuso de 
la plataforma Aprendo en Casa, pero no brindó capacitación oportuna para la 
adaptación de las maestras y los maestros a impartir la docencia utilizando este 
recurso ni en el desarrollo de suficientes destrezas en herramientas de internet. 

En lo relativo a las normas de seguridad y salud laboral no se cumplió para el 
magisterio. No fueron instruidos sobre las condiciones de salud y seguridad 
laboral. Trabajaron en las condiciones que pudieron, exponiéndose a la pan-
demia por la necesidad de hacer llegar la educación al alumnado, o apoyar la 
gestión de otros recursos en las escuelas como la alimentación escolar y el 
soporte a las familias, sin que se les considerara trabajadores esenciales ni 
recibieran ninguna compensación adicional. 

Empeoramiento de las condiciones de trabajo y de vida

En el período de la pandemia las condiciones de trabajo docente empeoraron. 
En la modalidad de trabajo remoto se alargó notoriamente la jornada laboral 
y aumentó el volumen, la complejidad y la diversificación de tareas. El ejer-
cicio de la docencia remota invadió el espacio privado, incluso afectando las 
horas de descanso nocturno sin posibilidades de desconexión. Con frecuencia 
recibían llamadas o mensajes cuando las madres y padres de las y los estu-
diantes regresaban de trabajar y en el hogar se disponía de un teléfono móvil 
y tiempo para apoyar a sus hijas e hijos en las tareas escolares. La comunidad 
docente no contó con recursos adicionales para mejorar las condiciones del 
lugar de trabajo en salud y seguridad laboral, ubicados en espacios domésti-
cos no adecuados para el ejercicio de la docencia. Compartieron el espacio y 
con frecuencias los equipos que utilizaban para trabajar con otras personas 
de la familia que también estaban trabajando o estudiando, sin contar con el 
respaldo de la institución educativa para solventar las dificultades (Kennedy, 
2021). Una encuesta realizada a docentes y personas en cargos de dirección 
en los centros educativos en cuatro zonas de Perú en 2020 (IPEDEHP-EDU-
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CA-CREA) evidenció que entre el 51% y el 82% compartía con su familia los 
equipos que utilizaba (celular, computadora, tabletas y laptop). 

La educación no presencial tuvo un fuerte impacto en la organización de la vida 
cotidiana de los hogares de la comunidad docente, así como del estudiantado. 
Las limitaciones de espacio físico y de disponibilidad de dispositivos para el se-
guimiento de las clases (aparatos de TV, de radio, tabletas, celulares y compu-
tadoras) y de conexión a internet, repercutieron fuertemente en las economías 
de las familias de menores ingresos. Con frecuencia las personas docentes tu-
vieron que organizar horarios y rutinas cotidianas para compartir los equipos 
entre las personas de la familia que estaban recibiendo clases remotas o tele-
trabajando; sus hijos, hijas, pareja y otros familiares. En una encuesta realizada 
en mayo 2020 a docentes (65% mujeres), en cinco zonas de Perú (IPEDEHP-EDU-
CA-CREA), entre el 51% y más del 80% compartía con la familia los equipos que 
utilizaban (celular, laptop, computadora, internet, TV y radio).

Competencias adquiridas en la marcha

Las personas docentes enfrentaron grandes desafíos metodológicos y prác-
ticos para impartir las clases remotas. Asumieron un nuevo rol en la media-
ción educativa monitoreando que el alumnado recibiera las clases por los 
medios disponibles, retroalimentando los contenidos y facilitando el proceso 
de aprendizaje y evaluación. Se adaptaron y crearon alternativas para una 
diversidad de situaciones del alumnado en cada región impartiendo las clases 
en distintas modalidades, virtual, educación a distancia, semipresencial, o en 
formas combinadas (Kennedy, 2021). 

Con escasa orientación metodológica y de recursos y una diversidad muy grande 
en las condiciones de las y los estudiantes en las distintas regiones, se vieron en 
la necesidad de improvisar y crear sus propias adaptaciones para la aplicación 
de la estrategia Aprendo en Casa del MINEDU, que se comenzó a implementar 
en abril 2020. Tuvieron que adaptarse a la modalidad de teletrabajo haciendo 



uso de aplicaciones en línea sin contar en muchos casos con las competencias 
necesarias para el manejo de las plataformas digitales, ni el apoyo institucio-
nal oportuno para adquirirlas. Datos del MINEDU de la encuesta ENDO, 2021 
(63,2% de las encuestadas son mujeres) indican que, a nivel nacional, el 47,4% 
de las personas docentes no había recibido ninguna capacitación del MINEDU 
sobre el uso de las TIC y el 65,6% deseaba recibir capacitación en herramientas 
y recursos educativos en entornos digitales (ENDO, 2021).

La mayoría del personal docentes son mujeres y se ubican en el grupo de 
edad de 45 años y más (edad promedio de 46 años), no pertenecen a la gene-
ración digital. Atravesaron un acelerado proceso de aprendizaje de las herra-
mientas digitales, participando masivamente en cursos de actualización y ca-
pacitación disponibles. En buena medida las maestras y los maestros fueron 
autodidactas, dedicando incluso tiempo de descanso nocturno para aprender 
el manejo de las plataformas de internet. “A la fuerza, así a la fuerza, hemos 
tenido que aprender y sobrellevar y sacar adelante la educación” (Entrevista 
a mujeres dirigentes de SUTEP, 2020). Se apoyaron en el asesoramiento de 
sus propios hijos e hijas y familiares jóvenes para actualizarse en el uso de la 
tecnología digital. Complementaron la capacitación recibida del MINEDU, por 
ser insuficiente, con la proporcionada por la organización sindical, la Derrama 
Magisterial entre otras, para suplir las carencias. “El Ministerio de Educación 
nunca dio una verdadera capacitación sobre las nuevas tecnologías” (Entrevis-
ta a mujeres dirigentes de SUTEP, 2020).

Más trabajo y menos derechos

De manera similar al resto de la región, en Perú la comunidad docente tuvo 
que asumir diversas actividades y responsabilidades fuera del trabajo educativo 
(CEPAL, 2020). Se hicieron cargo de la distribución de materiales educativos, de 
la entrega de alimentos del programa Qali Warma en las escuelas, brindaron 
apoyo emocional a estudiantes y a sus familiares, colaboraron con la distribu-
ción de alimentos y productos sanitarios entre las familias en las comunidades, 
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asesoraron a las personas responsables del seguimiento en los hogares de las 
clases trasmitidas por TV, radio, plataformas virtuales, o en materiales impre-
sos. Tuvieron que combinar estrategias educativas remotas y semipresenciales 
para atender a la población estudiantil en riesgo de exclusión. 

El horario de trabajo docente se intensificó significativamente durante la pan-
demia. Un informe de SUTEP señala que permanecen conectados 9 horas en 
promedio para preparar y dictar las clases, revisar y retroalimentar las tareas 
del alumnado, participar en las reuniones colegiadas y de supervisión de la 
institución educativa y otras labores administrativas, recibir capacitaciones o 
autocapacitarse. Según datos de ENDO-21, el 63,7% ocupó más de tres ho-
ras en preparar clases y labores administrativas, el 51,3% en retroalimentar y 
evaluar a los y las estudiantes y el 44,3% ocupó en esta tarea entre una a tres 
horas. Más de la mitad de las personas docentes encuestadas dedicaron entre 
una a tres horas a atender a madres y padres de familia, y un lapso similar 
para trabajar en equipo con sus colegas. 

Debido al empobrecimiento de las familias y al cierre de centros educativos 
de bajo presupuesto, incrementó la matrícula en el sistema público, “pero no 
se ha incrementado el número de profesores, como debería ser…este trabajo 
a distancia es mucho más pesado que el trabajo presencial” (SUTEP, 2021a).

Cambios en el rol docente y del proyecto educativo

Los cambios operados en la forma de impartir las clases, ha reducido la pre-
ponderancia de la mediación docente en el proceso educativo y en los con-
tenidos que ya vienen definidos en las clases pregrabadas trasmitidas en los 
medios. “Nos da que pensar, porque muchas veces, no están casi concatena-
dos con nuestro proyecto educativo nacional, o sea, en cierta forma se han 
desconectado, pareciera que no va hacia el objetivo” (Entrevista a mujeres 
dirigentes de SUTEP, 2020).



Déficit de equipamiento y costos de la educación 				  
remota a cargo del personal docente

Para ejercer el trabajo docente tuvieron que hacer ajustes en el presupuesto 
diario para adquirir equipos nuevos o usados, teléfono inteligente y computa-
dora, escritorio, silla, impresora. El MINEDU distribuyó tabletas para estudian-
tes y docentes solamente en zonas focalizadas; con retrasos significativos en 
la entrega (Defensoría del Pueblo, 2021), entre otras causas por denuncias de 
irregularidades en la adquisición de tabletas (SUTEP, 2020g).

Como han señalado las mujeres educadoras dirigentes de SUTEP ya mencio-
nadas, el MINEDU no les proporcionó otro tipo de equipamiento de oficina 
para favorecer condiciones adecuadas de salud y seguridad laboral. El pago 
del servicio de internet recayó en gran medida sobre las maestras y maestros. 
Si bien dispusieron del plan de datos del gobierno con frecuencia tuvieron que 
pagar este servicio requerido para impartir las clases y demás tareas docen-
tes. También pagaron datos móviles a estudiantes para que pudieran seguir 
recibiendo las clases (SUTEP, 2022).

Pasado un mes de iniciadas las clases no presenciales se enfrentaban problemas 
de conectividad que excluían a más de un millón de escolares de las zonas rurales 
y altoandinas del sistema educativo (SUTEP, 2020b). En 2019 en Perú, solamente 
el 7% de los niños, niñas y jóvenes de 5 a 20 años de hogares pertenecientes al 
primer quintil de ingresos más bajos tenían acceso a internet, frente al 85% de los 
pertenecientes al quinto quintil de ingresos altos (Bárcenas, 2021). En el quintil de 
ingresos más bajos, el costo de acceso a internet de banda ancha móvil representa 
el 14% de los ingresos del hogar y de banda ancha fija el 8,2%. En ese mismo quintil, 
el 30,7% de las mujeres carece de ingresos propios haciendo difícil el acceso a tele-
trabajar (CEPAL, 2021d). En los hogares han sido las madres las que principalmente 
se hicieron cargo del apoyo escolar a sus hijas e hijos y las que menos acceso tienen 
a la tecnología. El 61% de las mujeres docentes a nivel nacional tienen acceso a un 
teléfono inteligente, y el 38% no dispone de ese tipo de dispositivo (IEAL, 2021). 
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Según datos de una encuesta de veeduría a los resultados de la estrategia 
Aprendo en Casa a 110 000 estudiantes de secundaria en todo el Perú más 
de la mitad tuvieron problemas de conexión a internet; el 52% carecía de co-
nexión, el 72% experimentó fallas en este servicio y el 59% se quedó sin da-
tos. Un 59% utilizaba el celular para recibir las clases, sin embargo, más de la 
mitad compartían el dispositivo que usaban (59%) y el 48% no tenían celular; 
mientras que el 24,2% seguía las clases por TV, el 17,7% por computadora, 
el 6,7% por radio y el 1,7% no accedía a las clases. El 32% de la población 
estudiantil encuestada no logró obtener la nota mínima (Contraloría de la Re-
pública, 2021). Las dificultades de acceso al equipamiento informático y a la 
conectividad a internet, y el déficit de desarrollo de competencias en las TIC 
de las personas docentes y estudiantes profundizaron las brechas de acceso y 
de aprendizaje, sobre todo entre el alumnado de los estratos sociales de bajos 
ingresos y áreas rurales donde no llega señal (UNESCO, 2021). En Perú, como 
se vio antes, las zonas altoandinas y selváticas donde hay una mayor concen-
tración de población originaria, tienen mayor déficit de conectividad a internet 
y al servicio de electricidad. 

El regreso a clases sin recursos y en peores condiciones 

Como se ha señalado antes, la pandemia expuso las carencias y debilidades 
del sistema educativo y los problemas estructurales del país. El Plan Nacional 
de Emergencia del Sistema Educativo Peruano para el regreso gradual a clases 
tiene un fuerte sustento en el aporte del trabajo de la comunidad docente, 
las familias, y las comunidades locales, en la perspectiva de la descentraliza-
ción territorial. La estrategia se basa en el trabajo voluntario de familiares y 
personas gestoras locales voluntarias, así como en los recursos locales de las 
comunidades, la coordinación de instituciones públicas y de otras no guber-
namentales en el territorio, y con la institucionalidad educativa local (MINEDU, 
2021a). Con este enfoque estratégico, es probable que la comunidad docente 
tenga que seguir aportando sobrecarga de trabajo y recursos para seguir sos-
teniendo la educación.



2.3 La acción sindical durante la pandemia: 				  
enfrentando la precarización laboral docente

En el período de la pandemia el gremio del magisterio mantuvo el funcionamien-
to interno de la organización y las acciones sindicales de presión, incluso en las 
calles. Con una larga trayectoria por la defensa de sus derechos y el mejoramien-
to de la educación pública, gratuita, universal y de calidad, el Sindicato Único de 
Trabajadores de la Educación, SUTEP¹²⁴, desplegó una plataforma de demandas 
articulando reivindicaciones históricas con las emergentes del contexto.

Estrategias organizativas y de lucha sindical

La actividad sindical se desarrolló con base en estrategias de comunicación y 
acción virtual utilizando diferentes medios; frecuentes reuniones a través de 
plataformas en línea y de las redes de internet entre las dirigencias regionales 
y nacionales; la comunicación telefónica con las bases y a través de mensajes 
de texto y redes sociales; la página Web del sindicato para informar y para 
difundir sus propuestas y demandas; y algunas reuniones presenciales. Se 
elaboraron y difundieron videos y campañas de comunicación, se sostuvieron 
las asambleas, las reuniones y las capacitaciones, entre otras actividades in-
ternas. Se realizaron reuniones y conversaciones virtuales con congresistas y 
autoridades educativas para hacer avanzar la agenda de derechos del magis-
terio, logrando compromisos de apoyo. El funcionamiento orgánico a distan-
cia no sustituyó completamente la presencialidad. La dirigencia nacional y las 
regionales se vieron en la necesidad de hacer acciones presenciales y algunas 
masivas movilizaciones públicas de todo el magisterio, tanto en 2020 como en 
2021. Entre las más importantes destaca la jornada del 24 de noviembre 2020; 
SUTEP se sumó a la marcha convocada por la Unión Nacional por la Educación 
(UNDEP) con movilizaciones y actividades en Lima y varias regiones. El 23 de 
noviembre de 2021 en la multitudinaria jornada de lucha de SUTEP por mayor 

¹²⁴ En 2022 el SUTEP cumplirá 50 años de lucha sindical continua.
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presupuesto y el fortalecimiento de la educación pública, participaron varias 
centrales sindicales, entre otras la CGTP, CITE, UNASSE, FENTASE, UNDEP¹²⁵ 
(SUTEP,2020d, 2021g, 2020l).

Como estrategia de lucha el gremio magisterial mantiene un alto perfil público 
en el ámbito nacional y en todas las regiones del país y una fuerte unidad sin-
dical, a través de las redes sociales y de la presencialidad. El escenario político 
ha sido poco favorable en el contexto de la pandemia, teniendo que contra-
rrestar intentos de desprestigio; acusaciones de no trabajar, de no necesitar 
aumento salarial porque ya no gastan en transporte; “algunos medios de co-
municación, maliciosamente, siempre deslizaron la idea que nos ahorramos 
los pasajes” (SUTEP, 2022). 

Plataformas sindicales del magisterio por 					   
la defensa de los derechos docentes y a la educación

En el 2020, en el contexto de la pandemia, la Plataforma de Lucha de Emergencia 
del gremio docente que fue presentada al Congreso, entre sus demandas priori-
zó: i) El nombramiento excepcional de docentes y de auxiliares de educación en 
la modalidad de trabajo remoto, ii) La aprobación del proyecto de Ley 5158 (11 
de mayo, 2020)¹²⁶ para el pago efectivo de la deuda social del magisterio por con-
ceptos de bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación, 
bonificación adicional por desempeño de cargo y por preparación de documen-
tos de gestión (30% en función de la remuneración total)¹²⁷ ; sin la exigencia de 

¹²⁵ Al finalizar la marcha las dirigencias sindicales se reunieron con la presidenta del Congreso.
¹²⁶ Proyectos Perú. Legislatura 2016-2021. http://proyectosdeley.pe/?page=123
¹²⁷ El 14 de diciembre de 1984 se promulgó la Ley n.o 24029 que reconoce reivindicaciones laborales y económi-
cas del magisterio. En 1990, con la sexta huelga general se logró la promulgación de la Ley n.o 25212; en el 
artículo 48 establece una bonificación especial por preparación de clases y evaluación equivalente al 30% de 
su remuneración total. El gobierno de Fujimori congeló el pago de esa bonificación y de otras manteniéndose 
el magisterio 107 días en huelga nacional (1992). Durante el gobierno de transición de Valentín Paniagua (2000), 
se restituyeron varios derechos al magisterio, pero no el 30% por preparación de clases y evaluación. La Ley de 
Reforma Magisterial (2012), aprobada por el gobierno de Humala, anuló la bonificación del 30% estableciendo en 
el Artículo 56 que la remuneración íntegra mensual comprendía las horas de docencia en el aula, preparación de 
clases y evaluación. En 2017 el presidente Pedro Kuczynski oficializó un preacuerdo con el magisterio, entre otros 
beneficios, para programar el pago de la deuda social. El 31 de mayo de 2021 el Congreso de la República aprobó 
la ley para el pago no judicial de la deuda social del 30% por preparación de clases y evaluación, pero esta norma 
no fue promulgada por el presidente Francisco Sagasti (SUTEP, 2022)

http://proyectosdeley.pe/?page=123


proceso judicial¹²⁸,. (este proyecto de ley elaborado por el sindicato había sido 
aprobado por el Congreso en el período anterior de gobierno, pero el presidente 
Sagasti no lo promulgó). iii) Reforma integral del régimen de pensiones, donde los 
aportes del 13% de la remuneración de las y los trabajadores generen rentabili-
dad para poder tener pensiones dignas, iv) Defensa plena y absoluta, de la Derra-
ma Magisterial. Que se archiven por inconstitucionales los 8 proyectos enfocados 
a promover la privatización y socavar el control de la comunidad docente de la 
institución previsional del magisterio, v) Impulsar la aprobación de la modifica-
ción del artículo 63 de la Ley 29,944 de Reforma Magisterial, sobre el cálculo de la 
compensación por tiempo de servicio (CTS) a razón de una remuneración íntegra 
mensual por año vigente al momento de su cese y por los años laborados y, vi) 
Impulsar la aprobación en segunda legislatura de la modificación del art.16 de la 
Constitución que consigna el 6% del PIB¹²⁹ para educación (SUTEP, 2020f, 2020j).

La dirigencia sindical hizo un llamado a las bases del magisterio a cerrar filas 
en la lucha por la plataforma reivindicativa de derechos laborales y el presu-
puesto para la educación, exigiendo al Congreso de la República acelerar la 
aprobación de los proyectos de ley.

La plataforma de demandas sindicales en 2021 priorizó: i) El incremento de las re-
muneraciones para maestras y maestros auxiliares de educación, el sueldo de pri-
mera escala equivalente al 85% de una Unidad Impositiva Tributaria (UIT), es decir, 
S/ 3,740.2. ii) Ley que asegure pensiones dignas para personas cesantes y jubiladas, 
equivalentes al sueldo docente de primera escala. Sus ingresos apenas están por 
encima de la canasta básica y no fueron beneficiados con subsidios del gobierno en 
la pandemia; esta demanda se había presentado al Congreso. iii) Nombramiento 
de docentes en todas las plazas orgánicas; que las plazas eventuales se conviertan 
en orgánicas para que puedan acceder al nombramiento. iv) Proyecto de ley para 
que se pague el 100% de las compensaciones por tiempo de servicios (CTS) a las 
¹²⁸ Al no estar esta ley aprobada, las maestras y maestros han tenido que recurrir a acciones judiciales para que se 
les reconozca este derecho. Con la ley aprobada el beneficio será otorgado por vía administrativa.
¹²⁹ Se aprobó en primera votación en el Congreso el 29 de diciembre 2020, bajo el título Ley 31097 que reforma 
el Art.16 de la Constitución de la República. Recuperado 2022, de: Pasión por el Derecho https://lpderecho.pe/
congreso-aprueba-6-pbi-educacion-constitucion/

https://lpderecho.pe/
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y los auxiliares de educación. v) Ley que otorgue asignaciones por 35 y 40 años de 
servicio a docentes y auxiliares por dos remuneraciones íntegras mensuales (RIM) 
por Asignación por Tiempo de Servicios (ATS) (SUTEP, 2021d).

Se pueden señalar importantes logros en la lucha sindical de los años 2020 y 
2021; el más trascendente para la educación pública es la aprobación del 6% 
del PIB consignada en la Ley 31097-2020-CR. Con respecto al cumplimiento 
y protección de los derechos y las condiciones laborales de las y los trabaja-
dores de la educación destacan, entre otros, el nombramiento de auxiliares 
de educación (Ley 31185-2021) que beneficiaría a más de 12 mil auxiliares; la 
aprobación del 100% de la CTS por año de servicio efectivo y el pago del 30% 
por preparación de clases y evaluación sin judicializar, el pago de subsidios 
por luto y sepelio para docentes y auxiliares de educación nombrados y con-
tratados. También se había logrado reducir el hostigamiento laboral mediante 
la simplificación del formato de informe mensual exigida al MENEDU. Al finali-
zar 2021 el sindicato estaba demandando que para 2022 se hiciera efectivo el 
6% para el presupuesto de la educación y que el gobierno cumpliera con los 
demás compromisos financieros contraído con el magisterio.

También se exigía la nulidad de la Prueba Única de Nombramiento Docen-
te 2021 debido a las irregularidades y actos de corrupción denunciados, y el 
aumento de remuneraciones para los auxiliares en educación. Relativo a las 
mejoras en la educación, se estaba demandando el retorno seguro a las aulas, 
garantizar el acceso a las TIC a la comunidad educativa, continuar con la vacu-
nación de docentes y alumnado; y el cumplimiento de las promesas electora-
les del presidente Castillo para el sector educación (SUTEP, 2021f).

La estrategia Aprendo en Casa: una herramienta insuficiente

El gremio magisterial apoyó de manera crítica la estrategia de educación re-
mota Aprendo en Casa. Desde el inicio alertaron de los problemas de baja co-
nectividad en el país, que acentuaba la desigualdad. Señalaron las dificultades 



de acceso de estudiantes y docentes a los dispositivos para comunicarse. Criti-
caron fuertemente la exclusión que produjo ese déficit y el bajo nivel de logro 
académico. A la vez se reclamó una mayor respuesta del MINEDU a las deman-
das de formación docente en las TIC aplicadas a la educación. Se mantuvo una 
perspectiva cuestionadora sobre los contenidos respecto a que las sesiones 
emitidas por TV, radio, y la plataforma Web estaban incluyendo temas fuera 
del plan de estudio. Estos cambios dificultaban la labor docente de fortalecer y 
reforzar los contenidos de las sesiones de aprendizaje y se desmarcaban de la 
planificación y objetivos educativos nacionales trazados. La dirigencia magiste-
rial demandó una mayor participación de las direcciones regionales en la for-
mulación de las estrategias didácticas, para adecuarlas a cada región. El SUTEP 
respaldó la medida del MINEDU de incorporar atención emocional a maestras y 
maestros, alumnado y familias como un eje central de la estrategia educativa¹³². 
Para el gremio docente, la estrategia y el plan de emergencia del MINEDU ado-
lecen de una visión de largo plazo, en la perspectiva de fortalecer y garantizar la 
calidad, la gratuidad y la universalidad de la educación pública, y condiciones de 
trabajo dignas para el magisterio (SUTEP, 2021b, 2021c). 

Teletrabajo y trabajo remoto

Con respecto al teletrabajo, se reclamó al gobierno que cumpliera con la 
responsabilidad de asegurar la conectividad necesaria para llevar a cabo la 
educación remota, y se continuara distribuyendo tabletas entre la población 
estudiantil de más de ocho millones en todo el Perú. Según información del 
MINEDU, un millón ya habían recibido los dispositivos. El SUTEP señaló la 
responsabilidad del empleador (el Estado) de dotar a sus trabajadores de las 
herramientas necesarias para hacer bien su trabajo. Durante 2020 y 2021 
reiteradamente solicitaron que se dotara a estudiantes, docentes, y auxilia-
res de educación, con tabletas o computadoras portátiles. El gobierno solo 
tenía el plan de distribuir los dispositivos al 10% del alumnado y al 22% del 
profesorado. Con base en el Art. 14 de la Constitución; que dicta que los 
medios de comunicación deben colaborar con el Estado; y el Art. 34 de la Ley 
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General de Educación, que establece que las empresas deben colaborar con 
el fomento de la investigación, el desarrollo tecnológico y la formación profe-
sional de los trabajadores y estudiantes del sistema educativo, se demandó 
al gobierno realizar gestiones con las empresas para proveer internet gratis 
a docentes y estudiantes (SUTEP, 2020b, 2021b). 

Freno a la privatización de la educación

El gremio magisterial ha tenido una posición muy firme contra la privatización 
de la educación. En 2020 fueron realizadas campañas y denuncias demandan-
do la derogación de la Resolución Ministerial 326 del 14 de agosto 2020 (RM 
326-2020), emitida durante el gobierno de Martín Vizcarra. Regula los conve-
nios para la gestión de instituciones de educación básica públicas a cargo de 
entidades privadas sin fines de lucro. Una manera de terciarización de las es-
cuelas que abre la puerta a la privatización. A la vez facilita trasferir los costos 
de la educación a las familias, mediante el cobro de mensualidades y otros 
gastos educativos. Repercute en la calidad y estabilidad del empleo docente al 
pasar del sistema público al privado, y va contra la educación gratuita, univer-
sal y de calidad. La RM 326 busca desligar la responsabilidad constitucional del 
Estado con la educación y promover que instituciones sin fines de lucro tomen 
el control de las escuelas y la educación. (SUTEP, 2020l, 2020i).

La institución de previsión del magisterio, Derrama Magisterial ha sido constan-
temente defendida por las organizaciones gremiales, ante los intentos de qui-
tarle al magisterio el control sobre esta entidad previsional. Es una institución 
de seguridad social de mucho prestigio, perteneciente a las y los maestros que 
trabajan en las instituciones educativas del Estado¹³³. Durante la pandemia la 
Derrama aplicó medidas que beneficiaron a las y los trabajadores de la educa-
ción, reprogramando el pago de los créditos sin intereses a quienes lo solicita-
ron. La institución otorga prestaciones superiores a otras entidades privadas y 
estatales de previsión por fallecimiento, retiro e invalidez (SUTEP, 2020l, 2020h).
¹³³ Derrama Magisterial. https://www.derrama.org.pe/nosotros/quienes-somos/

https://www.derrama.org.pe/nosotros/quienes-somos/


Reinicio de clases

La posición sindical con respecto al regreso a las aulas, en los dos años de 
la pandemia, fue de proteger la salud y la vida de estudiantes y docentes 
mediante la instalación o mejoramiento de los servicios de agua y sanea-
miento en los centros educativos, mejoramiento y construcción de aulas, 
equipamiento educativo y tecnológico, conectividad, aumento de plazas 
docentes y de auxiliares para cumplir con el distanciamiento social, reduc-
ción del tamaño de los grupos por aula, alimentación escolar y acompaña-
miento socioemocional a las y los estudiantes. Que las y los docentes con 
dificultades de salud continuaran realizando trabajo remoto y la continui-
dad a la vacunación de docentes y estudiantes (SUTEP, 2021e). En noviem-
bre del 2020 el SUTEP realizó movilizaciones exigiendo la derogación de la 
Resolución 430 de reinicio de clases en zonas rurales emitida por el MINE-
DU, en un contexto en que el 79% de los centros educativos presentaban 
déficit de servicios y saneamiento básico. El gobierno tuvo que retroceder 
en el retorno a la presencialidad. Durante el año 2021, con la segunda ola 
de la pandemia, se mantuvo esta decisión sindical de retornar a escuelas 
seguras exigiendo el aumento al presupuesto para el mejoramiento de los 
locales (SUTEP, 2020f, 2020f).

Respuesta sindical solidaria frente a la emergencia 

La respuesta sindical solidaria oportuna ante la pandemia se expresó en la 
conformación de la Comisión Nacional Magisterial de Solidaridad (CONA-
MAS) que inició canalizando diferentes apoyos a la comunidad docente; asis-
tencia a gestiones administrativas y logísticas, campañas para hacer llegar 
ayuda a las 160 familias de docentes fallecidos durante los primeros meses 
de la pandemia, entrega de medicinas y atención médica remota a quienes 
padecían la enfermedad, atendiendo las iniciativas regionales, provinciales y 
locales (SUTEP, 2020a).
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3.Las docentes sosteniendo el cuidado durante la pandemia 

La pandemia del COVID-19 agravó la crisis de los cuidados en todos los países 
de la región y su injusta organización, poniendo en relieve su importancia para 
la sostenibilidad de la vida, el aporte a la economía, y el reconocimiento del 
cuidado como derecho humano (CEPAL, 2020a). En Perú en el período previo 
ya era notoria la desigual distribución del trabajo de cuidado en los hogares 
entre mujeres y hombres, situación que empeoró con el confinamiento social. 

Al igual que en otros países de la región, aumentó considerablemente el traba-
jo de cuidados en los hogares al cerrarse los centros educativos, los espacios 
recreativos, deportivos, sociales y culturales, los centros de cuidado infantil, y 
los de personas adultas no auto válidas y mayores, afectando también el des-
empleo de las empleadas domésticas y cuidadoras remuneradas. El cuidado 
de la salud y de las personas enfermas se trasladó a los hogares, debido a que 
los servicios de salud estaban enfocados en la atención del COVID-19 (CEPAL, 
2021b). Todo ese trabajo adicional de cuidados recayó principalmente sobre 
las mujeres. Durante el confinamiento no parece haber aumentado la corres-
ponsabilidad masculina en las tareas domésticas y de cuidado, sino la sobre-
carga de trabajo de las mujeres. 

3.1 La desigual distribución de los cuidados antes de la pandemia

Los datos previos a la pandemia (2010) indicaban que en el Perú las mujeres 
de 15 y más años dedicaban el 21% del tiempo a los quehaceres domésticos y 
cuidados no remunerados, mientras que los hombres del mismo grupo etario 
solo dedicaban el 7,3% (CEPAL, 2019). En promedio, casi el triple del tiempo 
dedicado por los hombres, determinando condiciones desventajosas en el 
mercado laboral y la generación de ingresos propios. En 2019 el 29,1% de las 
mujeres de 14 y más años no tenían ingresos propios frente a un 11,9% de los 



hombres. Ese porcentaje aumenta significativamente a 36,9% entre las muje-
res de poblaciones hablantes de quechua, aimara y otros idiomas originarios, 
a 44,4% en las mujeres en condiciones de pobreza, y por estado conyugal a 
40,6% entre las unidas. Entre los hombres, esos porcentajes corresponden al 
10,6%, 15,0% y 6,0% respectivamente (INEI, 2020). 

El aporte del trabajo no remunerado, previo a la pandemia, equivalía al 20,4% 
del PIB, correspondiendo a las mujeres el 70% de esta contribución. Por ru-
bros, ellas realizaban el 80% del trabajo no remunerado en las actividades de 
proveer comidas, y el 69,2% de los trabajos de cuidado (Vaca, 2021). Las muje-
res estaban trabajando en promedio 9.15 horas semanales más que los hom-
bres considerando tanto los trabajos remunerados como los no remunerados, 
y realizando más del doble de tiempo de trabajo doméstico. Ellas trabajaban 
75.5 horas semanales; 36.3 dedicada al trabajo remunerado, y 39.3 al trabajo 
en actividades domésticas y de cuidado no remuneradas, y los hombres 66.4 
horas semanales, dedicando 50.5 al trabajo remunerado y 15,5 a actividades 
domésticas no remuneradas. En el análisis del tiempo por actividad doméstica 
y de cuidado, destaca que las mujeres dedican menos tiempo que los hom-
bres a actividades educativas (2,14 horas), a cuidar de su salud (3,68 horas), y 
disponen de menos tiempo libre (4,18 horas). A la vez dedican más del doble 
de tiempo que los hombres a actividades culinarias (9,41 horas), a cuidar ni-
ños y niñas (6,25 horas), y a personas no auto válidas (7,52) (INEI, 2020). 

La sobrecarga de trabajo de cuidado repercute en una inserción laboral des-
ventajosa, en trabajos de peor calidad, menores salarios, y mayores tasas de 
desempleo, así como en menos oportunidades de educación. En promedio las 
mujeres perciben el 73,1% del ingreso laboral masculino. Cuando se compara 
por nivel de educación, la brecha salarial de las mujeres respecto a los hom-
bres mejora, pero no llega a equipararse en el nivel de educación superior 
(81,5%) y aumenta significativamente en el nivel de primaria o menos (67%) 
(datos 2019) (INEI,2020).
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3.2 Doble jornada y sobrecarga de trabajo 					  
sin corresponsabilidad compartida

Durante la pandemia los hogares se convirtieron en el centro de producción 
de cuidados, tanto los que frecuentemente se brindan en el ámbito domés-
tico; alimentación, aseo, atención a las personas, cuidado de niñas y niños; 
como los producidos por los sistemas institucionales. Al cierre de las escuelas 
se trasladó a los hogares la actividad educativa de acompañamiento a las y los 
escolares en las clases remotas, a falta de la relación presencial docente-es-
tudiantes. La atención a la salud también fue provista en gran medida en los 
hogares por cuanto los servicios de salud estaban al límite de sus capacidades 
o colapsados en los momentos críticos de la pandemia, y cerraron muchos 
servicios de cuidado de personas adultas y mayores. Esta sobrecarga de tra-
bajo recayó en las mujeres (CEPAL, 2020a).

Antes de la pandemia, las encuestas de uso del tiempo de la región mostraban 
que las mujeres dedicaban más tiempo que los hombres en el acompaña-
miento de niñas y niños en las tareas escolares (CEPAL, 2020a). Según datos 
de la encuesta sobre Brechas de Género (INEI, 2021), en Perú en mayo 2020 
las mujeres habían aumentado en 4,1 horas por día en promedio el tiempo 
que dedicaban a las tareas de la casa y los hombres 3,6 horas, partiendo de 
una situación previa muy desigual donde las mujeres dedicaban más del do-
ble de tiempo, reflejando la ampliación de esa brecha.

Una encuesta realizada a madres y padres en julio de 2020 sobre la estrategia 
Aprendo en Casa del MINEDU evidenció que el acompañamiento a la edu-
cación de las hijas e hijos en la modalidad de clases remotas estuvo a cargo 
principalmente de las madres. El 79,3% de las mujeres encuestadas estaba 
acompañando a sus hijos e hijas en las clases impartidas por televisión, el 
75,6% en las clases trasmitidas por radio, y el 86% en las que se imparten por 
internet (Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, 2021).



Las docentes se vieron sobrecargadas de trabajo durante la pandemia. En la 
entrevista realizada a mujeres dirigentes de SUTEP resaltaron el acumulado 
de responsabilidades que significó para ellas el paso a la educación remota en 
los hogares. Se hicieron cargo del cuidado y del acompañamiento escolar de 
sus hijas e hijos, de la atención a la familia, del cuidado de las personas con de-
pendencias y enfermas, asumieron gran parte de las tareas de mantenimiento 
cotidiano del hogar como el aseo, la preparación de alimentos, abastecimien-
to y otras. También estaban atendiendo sus responsabilidades sindicales. 
Además del trabajo docente, brindaron apoyo emocional a su alumnado y a 
las familias que estaban con altos niveles de estrés debido a que algún miem-
bro del hogar se había enfermado de coronavirus o había fallecido a causa de 
la enfermedad. Dedicaron tiempo para asesorar a las personas responsables 
de acompañar el seguimiento escolar de las y los estudiantes a su cargo, res-
pondieron a las llamadas de auxilio de su alumnado solicitando apoyo para 
conseguir atención médica para algún familiar que había contraído el coro-
navirus. Consideran que tuvieron que asumir más responsabilidades que los 
hombres como madres, maestras, dirigentes sindicales y la mayor parte de las 
responsabilidades en el hogar sin tiempo para el descanso (Kennedy,2021). 

Las mujeres docentes han estado más expuestas a la violencia, al hostiga-
miento laboral, al acoso en las redes y a la violencia doméstica y sexual. El 
SUTEP ha hecho visible esta problemática e impulsado la incorporación del 
enfoque de equidad de género en el sistema educativo (2018), y en 2020 
se tomó la decisión de incorporar una política sindical de género sobre la 
cual se estaba trabajando (SUTEP, 2020). Es de destacar que el SUTEP, en 
su agenda de trabajo sindical, incorpora el enfoque de género y coloca en 
los debates internos la cuestión de la corresponsabilidad en los hogares. El 
tema fue abordado en reuniones con autoridades de educación, donde es-
tas autoridades sugirieron al sindicato apoyar a las maestras que durante 
la pandemia además de las labores docentes realizaban el trabajo domés-
tico y de cuidado en sus hogares; apoyo que no fue brindado por la insti-
tución educativa (SUTEP, 2021b). En el ámbito sindical, significa un cambio 
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alentador que las demandas de las mujeres sean ya parte de la agenda 
sindical, en un contexto donde el trabajo docente no fue reconocido como 
esencial, ni el trabajo de cuidado en los hogares, aunque estos fueron el 
centro de la provisión de cuidados durante la pandemia. En ambos casos 
realizados supernumerariamente por las mujeres. 

3.3 La profundización de la crisis en el cuidado de la salud

El gremio magisterial fue duramente afectado. Muchas personas docentes 
enfermaron de covid-19 y hubo un alto número de personas fallecidas. En 
todo el período el MINEDU no hizo una valoración sobre la administración de 
las licencias. En la situación de colapso del sistema de salud no había cómo 
certificar la condición de enfermedad (Kennedy, 2021). Información cruzada 
del SUTEP y la Derrama Magisterial estiman que cerca de 1,500 docentes ha-
brían fallecido a marzo 2021 (SUTEP, 2021j). Las personas integrantes de las 
dirigencias sindicales se encontraron más expuestas al riesgo de contagio, te-
niendo que salir con frecuencia de sus hogares para coordinar actividades, 
participando en reuniones con autoridades, visitando el Congreso de la Repú-
blica, las direcciones regionales, los tribunales, reuniéndose con personas de 
la base sindical, docentes y auxiliares nombrados, contratados, cesantes y ju-
bilados, y organizando y liderando medidas de fuerza y marchas. En marzo de 
2021 cinco personas integrantes de la dirigencia nacional y regionales estaban 
cursando covid-19 (dos mujeres y tres hombres) y previamente dos docentes 
en cargos directivos habían fallecido (SUTEP, 2021). 

En algunos países de América Latina, y particularmente en Perú, la tasa de 
pérdida de personas cuidadoras secundarias debido a muertes asociadas a 
COVID-19 y al exceso de mortalidad durante la pandemia en el período de 
marzo 2020 a abril 2021, (14 por cada mil niños y niñas), agrava la crisis de los 
cuidados en los hogares con niños y niñas (Bárcenas, Alicia, 2021).



En el contexto de la pandemia del covid-19 las mujeres docentes en Perú en-
frentaron el mayor peso de la crisis de cuidados, en el triple papel de tra-
bajadoras de la educación, activistas sindicales, y cuidadoras en sus hogares 
sobrecargadas de trabajo físico, intelectual, socioemocional, atendiendo exce-
sivas demandas, brindando todo tipo de apoyos en condiciones precarias, y 
participando muchas de ellas en acciones sindicales.
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